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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney; de Justicia, don Carlos Maldonado Curtis; Presidente de la Comisión Nacional de Energía, y de Transportes y Telecomunicaciones, don René Cortázar Sanz.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 46ª, especial, y 47ª, ordinaria, ambas en 4 de septiembre; 48ª, especial, 49ª, ordinaria, y 50ª, extraordinaria, en 5 de septiembre, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que aprobó el proyecto de ley que incrementa el monto de la asignación mensual que perciben los soldados conscriptos (boletín N° 5.151-02). (Véase en los Anexos, documento.....1).


--Pasa a las Comisiones de Defensa Nacional y de Hacienda.



Con el segundo comunica que dio su aprobación al proyecto que introduce diversas modificaciones a la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial; al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, y a otros cuerpos legales (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 4.813-06). (Véase en los Anexos, documento......2).


--Pasa a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda.



Con el último da a conocer la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Especial que deberá informar el proyecto de Ley de Presupuestos de la Nación para el año 2008.



--Se toma conocimiento.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores (S), mediante el cual contesta un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Navarro, Ávila, Muñoz Aburto, Núñez y Vásquez, relativo a la detención y deportación de chilenos en aeropuertos de diversos países de Europa.



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Matthei, referente al cumplimiento de la Ley de Subcontratación en el ámbito de las empresas portuarias públicas.



Del señor Jefe de la División de Concesiones (S) del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, con el que responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Frei, en cuanto a la instalación de una antena de telefonía celular en un sitio vecino al Liceo Santa Clara, en la comuna de Los Andes.



Del señor Director de Compras y Contratación Pública, por medio del cual atiende un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, acerca de los obstáculos comerciales que provocaría el Convenio de Colaboración celebrado entre el Gobierno de Chile y la empresa Microsoft.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, unidas, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.968 con la finalidad de extender el funcionamiento de los juzgados de menores que señala (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 5.329-07). (Véase en los Anexos, documento......3).


De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga facultades para la creación del Servicio de Salud Chiloé; para ordenar el traspaso del Hospital Hanga Roa al Servicio de Salud Metropolitano Oriente, y para modificar las leyes de planta que indica (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 5.080-11). (Véase en los Anexos, documento......4).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto que amplía el plazo tendiente a otorgar facilidades relacionadas con el pago de impuestos adeudados que indica y modifica el artículo 17 de la ley           N° 19.682, sobre protección de la vida privada o protección de datos de carácter personal (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 5.245-05). (Véase en los Anexos, documento.......5).


De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.755, sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, estableciendo la obligación que indica (boletín N° 5.044-01). (Véase en los Anexos, documento.......6).


--Quedan para tabla.

Mociones



Del Senador señor Naranjo, mediante la cual inicia un proyecto que enmienda la ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, en lo relativo a la información que deben contener las etiquetas de las prendas de vestir (boletín N° 5.335-03). (Véase en los Anexos, documento.....7).


De los Senadores señora Alvear y señor Pizarro, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, en lo referente al cobro de comisiones u otros cargos en los contratos de adhesión (boletín N° 5.337-03). (Véase en los Anexos, documento......8).


--Pasan a la Comisión de Economía.



De los Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Letelier, con la que inician un proyecto de ley que consagra el derecho a demandar la reparación del daño moral causado en los casos de despido que indica (boletín N° 5.336-13). (Véase en los Anexos, documento.......9).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Proyecto de Acuerdo



De los Senadores señor Letelier, señora Alvear y señores Naranjo, Sabag y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República respaldar la designación de un representante especial de Naciones Unidas para el tema de la violencia física hacia los niños y adolescentes (boletín N° S 1.014-12). (Véase en los Anexos, documento......11).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Comunicación



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con la que, aduciendo la abultada agenda que gravita sobre ella, tiene a bien solicitar que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (boletín N° 3.778-18) sea conocido exclusivamente por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



--Se accede a lo solicitado.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un oficio de la Cámara de Diputados con el que comunica que ha dado su aprobación al proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos, en lo relativo a la seguridad y continuidad del suministro eléctrico a los clientes regulados y la suficiencia de los sistemas eléctricos, con las enmiendas que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín Nº 5.251-08). (Véase en los Anexos, documento......11).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Queda para tabla.



Terminada la Cuenta.

)------------------(

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, ¿me permite plantear una cuestión de reglamento?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor ESCALONA.- Le solicito que recabe la anuencia de la Sala a fin de incluir en la tabla de la presente sesión -podría ser en la de Fácil Despacho- el proyecto que amplía el plazo para otorgar facilidades relacionadas con el pago de impuestos adeudados y modifica el artículo 17 de la ley Nº 19.682.



Se trata de una iniciativa inserta en la agenda que favorece a las pymes. Consta de un solo artículo y es bastante concreta. Permite que el plazo establecido se amplíe de 2 a 36 meses, lo que desahogaría a un número importante de deudores de ese sector. Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Hacienda. Y se podría despachar en un día, lo que sería muy bien recibido por los pequeños y medianos empresarios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se tratará como si fuera de Fácil Despacho.



--Así se acuerda.

)-----------------(

El señor NARANJO.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, deseo plantear una inquietud con relación a la Cuenta.



Hace un tiempo se dispuso que los proyectos de acuerdo pasaran a las Comisiones respectivas.



¿De cuánto plazo disponen dichos órganos para despacharlos? Porque hay varios que ya llevan más de una semana. El sistema anterior era mucho más expedito. Entonces, reitero: ¿con cuánto tiempo cuentan las Comisiones para analizar los proyectos de acuerdo? No sé qué puedan hacer con ellos, más allá de ver si se trata de materias relacionadas. No los van a votar. No van a decir si técnicamente corresponden o no, porque eso es una decisión soberana de la Sala.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No existe un plazo determinado. Se aplica el mismo sistema de cualquier proyecto. 



Ahora bien, los Comités podrían estudiar la posibilidad de establecer un plazo específico.

El señor NARANJO.- Lo que sucede es que, curiosamente, desde que se optó por la nueva modalidad, los proyectos de acuerdo no llegan a la Sala. Están todos retenidos en las Comisiones. Así que es necesario agilizar el mecanismo.



Entiendo -imagino que ese fue el espíritu del acuerdo- que la idea es determinar si un proyecto tiene sentido, pero no que se haga un estudio técnico de él, en cuanto a si es factible o no.



Creo que las Comisiones los están abordando como si fueran mociones, en circunstancias de que se trata de proyectos de acuerdo, que son algo distinto.

MINUTO DE SILENCIO POR CARABINERO ASESINADO EN DISTURBIOS DE 11 DE SEPTIEMBRE

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El Senador señor Larraín ha solicitado que el Senado guarde un minuto de silencio por el carabinero Cristián Vera, asesinado anoche, durante los disturbios del 11 de septiembre.



Ruego a Sus Señorías ponerse de pie.



--La Sala guarda un minuto de silencio.

DESIGNACIÓN DE SENADOR SEÑOR NÚÑEZ COMO INTEGRANTE 

DE COMISIÓN DE ÉTICA EN REEMPLAZO 

DE SENADOR SEÑOR OMINAMI

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En el día de hoy, la Comisión de Régimen Interior acordó proponer al Senador señor Núñez como miembro de la Comisión de Ética en reemplazo del Honorable señor Ominami, quien no puede integrarla por haber sido elegido Vicepresidente del Senado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Habría acuerdo en dicha designación?



--Así se acuerda. 

V. FÁCIL DESPACHO

CREACIÓN DE EXAMEN ÚNICO NACIONAL DE 

CONOCIMIENTOS DE MEDICINA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el examen único nacional de conocimientos de medicina, con segundo informe de la Comisión de Salud e informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4361-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 37ª, en 1 de agosto de 2006.


Informes de Comisión:


Salud, sesión 18ª, en 9 de mayo de 2007.


Salud (segundo), sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.


Hacienda, sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.


Discusión:



Sesión 19ª, en 15 de mayo de 2007 (se aprueba en general).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general en la sesión del 15 de mayo del año en curso.



Las Comisiones de Salud y de Hacienda dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que los números 3, 4, 6, 7 y 9 del artículo 5º; los artículos 6º y 7º, y el artículo segundo transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite someterlos a discusión y votación.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Todas las enmiendas efectuadas al proyecto aprobado en general, tanto por la Comisión de Salud como por la de Hacienda, fueron acordadas por unanimidad. En consecuencia, conforme a lo previsto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador pida discutirlas o que haya indicaciones renovadas.



Los artículos 8º y 9º, nuevos, y el artículo tercero transitorio, nuevo, son normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas, que transcriben, la primera, las normas legales pertinentes; la segunda, el proyecto aprobado en general; la tercera, las enmiendas realizadas por las Comisiones informantes, y la última, el texto final que resultaría si se aprobaran dichas modificaciones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobarán los cambios propuestos unánimemente por las Comisiones.



--Se aprueban, dejándose constancia, para los efectos constitucionales relativos al quórum, de que concurrieron a la aprobación 22 señores Senadores, y queda despachado el proyecto en este trámite.

FORTALECIMIENTO Y PERFECCIONAMIENTO 

DE JURISDICCIÓN TRIBUTARIA Y DE ADUANAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria, con informe de la Comisión de Hacienda.



--Los antecedentes sobre el proyecto (3139-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 52ª, en 20 de diciembre de 2005.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa apunta a fortalecer y perfeccionar la jurisdicción tributaria y de aduanas propendiendo a una correcta y equitativa aplicación de las normas tributarias y aduaneras, con la máxima eficiencia en la tramitación de los juicios y el debido resguardo del interés fiscal y de los derechos de los contribuyentes.



La Comisión de Hacienda discutió el proyecto en general y en particular en el primer informe, en virtud de la autorización otorgada por la Sala en su sesión de 16 de enero del año en curso. Aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag). Y, en cuanto a la discusión particular, consideró una indicación sustitutiva formulada por el Ejecutivo, la que resultó aprobada por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Escalona, Gazmuri, Novoa y Sabag).



Cabe tener presente que el ARTÍCULO PRIMERO; los números 7, 10, 14 a 16; 18, letra b); 23, 24; 27, letra a); 28, 32, 38, 40, 43, 44; 47, letras a) y e); 48, letras b) y c), y 49, letras c), d) y e), del ARTÍCULO SEGUNDO; el número 4 del ARTÍCULO TERCERO; el ARTÍCULO SEXTO, el ARTÍCULO OCTAVO y los artículos 1º, 2º, 4º, 5º y 8º transitorios son normas orgánicas constitucionales, por lo que se requiere para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general la iniciativa.



Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, me he preocupado de revisar el proyecto, y creo que viene a solucionar de verdad una serie de dificultades con las que hoy se encuentran los contribuyentes del país, fundamentalmente cuando son sujetos de una revisión de impuestos por parte del Servicio de Impuestos Internos o cuando son sujetos de multas por denuncias de infracciones de las cuales se los acusa.



En la actualidad tenemos un serio problema en la jurisdicción tributaria. Las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema, por un lado, y con posterioridad el Tribunal Constitucional, por el otro, declararon que la delegación que se hacía en virtud del artículo 116 del Código Tributario, desde el director regional a los denominados "jueces tributarios", que son los jefes de los departamentos jurídicos del Servicio de Impuestos Internos, era inconstitucional. Por lo tanto, todo lo obrado en los procesos respectivos se encuentra afecto a nulidad absoluta de derecho público.



Hoy ya existen más de mil procesos que volvieron a fojas uno (ni siquiera a fojas cero) y deben empezar de nuevo, después de muchos años. Ello, con la consiguiente incertidumbre y el perjuicio fiscal que se produce. En efecto, por haberse decretado la delegación en virtud de una resolución del Director Nacional de Impuestos Internos, la nulidad de derecho público y todo el tiempo perdido tienen como efecto que no haya siquiera la posibilidad de aplicar reajustes ni intereses penales a las deudas, las que quedan como montos nominales a partir de la fecha en que los procesos comienzan a tramitarse de nuevo, todo ello -como digo- con grave perjuicio fiscal.



El proyecto, además de solucionar problemas de carácter jurisdiccional, presenta la ventaja de que quienes conformarán los tribunales tributarios y aduaneros no dependerán ni del Servicio de Impuestos Internos ni del Servicio Nacional de Aduanas, sino que constituirán personal adscrito de modo directo a una jurisdicción especial de los tribunales de justicia, los cuales son absolutamente independientes. Además, ambos servicios tendrán que afrontar con sus propios abogados los reclamos que presenten los contribuyentes frente a las resoluciones que ellos adopten en términos de denuncia o liquidación de impuestos. Esto actualmente no ocurre, porque el que asume la defensa del Fisco ante los tribunales de justicia es el Consejo de Defensa del Estado, sin haber tenido ninguna participación anterior.



Sin embargo, la iniciativa requerirá algunas adecuaciones.



En primer lugar, no contempla la creación de direcciones regionales ni en la Decimocuarta ni en la Decimoquinta Regiones. Ello, porque el proyecto es anterior a las leyes que las crearon. Y, por otro lado, habrá que examinar con mucho cuidado cierta limitación que el proyecto establece al recurso de protección cuando los contribuyentes estén afectados en sus derechos constitucionales. Ello, a mi entender, requiere un examen más acabado acerca de la constitucionalidad de la norma.



Sin perjuicio de lo anterior, entiendo que este es un avance sustancial en materia de Derecho Administrativo con relación al ámbito jurisdiccional. Nos estamos acercando a una legislación que separa de la jurisdicción tributaria al Estado, al Gobierno y a los servicios centrales, lo que me parece una disposición de debido proceso absolutamente razonable y necesaria.



Por tal motivo, anuncio mi voto favorable.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, después de mucho tiempo pidiendo al Ejecutivo que enviara este proyecto y desde que este lo presentara -luego pasó un largo período en Comisiones del Parlamento-, al fin llega a la Sala una iniciativa que, a mi juicio, constituye un avance muy importante respecto de los derechos de los ciudadanos cuando se relacionan con el Poder Ejecutivo, con el Estado, con el Fisco.



Señor Presidente, Chile ha dado pasos interesantes en defensa y reconocimiento de tales derechos. Por ejemplo, hoy existen los derechos del detenido, los derechos del imputado, los derechos del recluta -se creó la Oficina del Recluta para atender a quienes hacen el servicio militar obligatorio-, los derechos del paciente.



Sin embargo, a los contribuyentes se les da un trato distinto, porque se enfrentan al Estado mediante organismos que no son independientes.



En la actualidad, gracias al progreso habido en el país en materia de derechos ciudadanos, hasta al peor de los delincuentes el Estado le proporciona un abogado para su defensa. No obstante, aún no hay tribunales tributarios. Por eso el Fisco es juez y parte, a pesar de que es una garantía constitucional básica que existan poderes públicos con independencia.



Este proyecto, como lo describió el Senador señor Vásquez, constituye un gran avance -quizá, no todo lo que quisiéramos- para ponerse al día con los tratados internacionales que hemos suscrito como país y, además, para respetar a los ciudadanos chilenos que, en su rol de contribuyentes, representan la base del financiamiento del Estado y que, sin embargo, reciben poco reconocimiento como tales.



Sé que parece ambicioso, pero nos gustaría que, después de aprobar el proyecto, pudiéramos contar también con un consejo u oficina de defensa del contribuyente, como la defensoría en la reforma procesal penal o como lo que existe en países desarrollados. Así, cada vez que un ciudadano enfrentara un problema con el Fisco sería defendido -igual que el peor de los delincuentes, a quien el Estado le pone un abogado-, no para no pagar impuestos, sino para cancelar los que correspondan por ley.



Esa entidad no la tenemos hoy día, pero constituirá una aspiración luego de que aprobemos la iniciativa.



Vamos a votar a favor del proyecto de ley, porque para una nación que se precia de estar en desarrollo o quiere ser desarrollada y busca un liderazgo en materia de derechos ciudadanos es propio contar con tribunales tributarios independientes.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, entiendo que la iniciativa será enviada a la Comisión de Constitución para el segundo informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Así es.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, seré muy breve.



Solo deseo manifestar nuestro agrado por que este proyecto sobre creación de tribunales tributarios va a pasar con éxito su primer trámite legislativo.



Se trata de una materia largamente esperada por toda la ciudadanía y, en especial, por el sector productivo.



Había una grave inequidad en la justicia tributaria, pues esta era impartida por funcionarios del Servicio de Impuestos Internos.



En el transcurso del debate en el Senado se modificó de manera sustancial el proyecto. Prueba de ello es que el Ejecutivo envió una indicación sustitutiva del texto que aprobó la Cámara de Diputados, ya que en él dicho Servicio seguía participando en la nominación de los encargados de esa tarea. En cambio, ahora se nombran mediante un trámite igual al que se usa para designar a todos los magistrados en Chile.



Por lo tanto, es un gran paso.



Ahora, resulta acertada la consulta del Senador señor Espina. Con el fin de dar celeridad a la tramitación del proyecto, solo la Comisión de Hacienda lo analizó en general. Se propone aprobar la idea de legislar en la Sala, fijar un plazo para presentar indicaciones y cumplir, posteriormente, el segundo trámite legislativo en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, instancia que tuvo durante muchos meses la iniciativa en carpeta pero que, por exceso de trabajo, no encontró la oportunidad para discutirla en general.



Por eso se envió el proyecto primero a la Comisión de Hacienda. Sin embargo, en los próximos trámites tiene que pasar por la de Constitución.



Votaremos a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la iniciativa.



--Se aprueba en general el proyecto, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que votaron a favor 23 señores Senadores, y se fija como plazo para presentar indicaciones el 8 de octubre, a las 12.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminado el Fácil Despacho.
VI. ORDEN DEL DÍA
AMPLIACIÓN DE PLAZO PREVISTO EN ARTÍCULO 192 DE CÓDIGO TRIBUTARIO PARA PAGO DE IMPUESTOS ADEUDADOS 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Según acuerdo de la Sala, corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que amplía el plazo para otorgar facilidades para el pago de impuestos adeudados que indica, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “simple”. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (5245-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 52ª, en 12 de septiembre de 2007.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es ampliar transitoriamente el plazo previsto en el inciso primero del artículo 192 del Código Tributario para el otorgamiento de facilidades para el pago de impuestos adeudados que hayan sido girados hasta el 30 de junio de 2007 y que se encuentren sujetos a cobranza administrativa o judicial.



La Comisión de Hacienda discutió este proyecto tanto en general cuanto en particular a la vez, por ser de artículo único, y propone al señor Presidente que la Sala adopte igual resolución.



Dicho órgano técnico dio su aprobación a la iniciativa por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El texto pertinente se transcribe en el informe de la Comisión.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Recuerdo a Sus Señorías que acordamos tratar esta iniciativa como si fuera de Fácil Despacho.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto en general y, por no haberse presentado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.

EXTENSIÓN DE PLAZO PARA FUNCIONAMIENTO DE JUZGADOS DE MENORES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.968 a los efectos de extender el funcionamiento de los juzgados de menores que señala, con informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, unidas, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5329-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.


Informe de Comisión:


Constitución y Hacienda, unidas, sesión 52ª, en 12 de septiembre de 2007.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La principal finalidad de la iniciativa es extender el funcionamiento de determinados tribunales de menores por un plazo adicional al previsto en la ley Nº 19.968 con el objeto de disminuir el traspaso de causas desde ellos a los juzgados de familia, evitando así aumentar la congestión atroz que aún tienen estos últimos.



Las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, unidas, aprobaron el proyecto en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Alvear y señores Escalona, Gazmuri, Gómez, Larraín, Muñoz Aburto, Prokurica y Sabag), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El texto pertinente se consigna en el informe de las Comisiones unidas.



Cabe destacar que el artículo 1º tiene carácter orgánico constitucional, por lo que se requieren para su aprobación los votos conformes de 22 señores Senadores. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Chadwick. 

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, la presente iniciativa nos vuelve a poner en una situación que se ha transformado en una verdadera costumbre en el Congreso Nacional, y particularmente en el Senado: las materias, los plazos, los objetivos fijados por el Gobierno en el ámbito judicial, especialmente lo relativo al funcionamiento de la nueva reforma, son objeto de permanente postergación. 



Eso me preocupa.



El mensaje que acompaña al proyecto de ley dice que el Ministerio de Justicia, luego de desarrollar “una serie de actividades de seguimiento, evaluación y perfeccionamiento del funcionamiento” de los nuevos tribunales de familia, llegó a la conclusión de que es necesario extender el plazo de jurisdicción de los tribunales de menores, que vence el 30 de septiembre. Ello, a efectos de proteger y perfeccionar el nuevo sistema.



Pero eso no ha sido así, señor Presidente.



La prórroga de dicho plazo surgió por una voz de alerta de la Corte Suprema y por una solicitud expresa de la Comisión de Constitución del Senado a la Cartera de Justicia. Prueba de ello es que hoy, el último día para legislar antes del plazo del 30 de septiembre, debemos evaluar y aprobar la iniciativa en debate.



Por eso, llamo la atención en el sentido de que seguimos improvisando de manera grave al momento de abordar materias relacionadas con la reforma al sistema de justicia de familia.



Y quiero referirme a una realidad que conozco bien: el tribunal de familia de Rancagua. 



Se prorroga la jurisdicción del Primer Juzgado de Menores de dicha ciudad solo hasta el 31 de diciembre del presente año, o sea, en tres meses más. Pues bien, el tribunal de familia respectivo hoy está absolutamente colapsado, al punto de que una solicitud de audiencia no podrá ser atendida antes de los próximos siete meses.



¡Esa es la situación de dicho tribunal! 



Hace meses que viene pidiendo cuatro funcionarios a contrata para que ayuden a resolver en algo la congestión referida, y no ha recibido respuesta alguna. 



Entonces, ¿qué va a pasar en octubre, noviembre y diciembre -los tres meses en que se extiende el plazo- para suponer que tal medida será positiva para ese tribunal de menores? 



Creo que no habrá ningún cambio sustancial al respecto. 



Por consiguiente, hoy nos vemos en la obligación de aprobar la postergación solicitada. 



Sin embargo, reitero mi preocupación por esta costumbre de no solucionar los problemas de la reforma judicial como corresponde. Y tengo la impresión de que en diciembre tendremos que prorrogar otra vez la jurisdicción de los tribunales de menores, porque los plazos propuestos no son suficientes. Por tanto, continuará el colapso observado en la actualidad.



He dicho. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en la misma línea planteada por el Honorable señor Chadwick y tal como lo manifesté en las Comisiones unidas de Constitución y de Hacienda creo que no estamos haciendo bien este trabajo.



En mi concepto, la postergación que hoy día se nos solicita no resolverá el problema de fondo, porque, según el análisis realizado en las Comisiones unidas y los antecedentes aportados por la Corte Suprema y anexados al informe -donde dicho organismo solicita retrasar el cierre de determinados tribunales de menores, tesis recogida por el Gobierno en el proyecto-, la cantidad de causas pendientes en los tribunales es realmente gigantesca. 



En el caso del Primer Juzgado de Menores de Rancagua, recién citado, hay 532 procesos pendientes. Difícilmente se concluirá su tramitación en tres meses, porque eso significaría fallar una cantidad diaria de causas a un ritmo imposible de prever. 



La situación en otros tribunales es aún peor: el Segundo Juzgado de Menores de Santiago tiene 6.247 causas pendientes; el Séptimo Juzgado de Menores de Santiago, 5.950; el Juzgado de Menores de Puente Alto, 2.591. Vale decir, son miles las causas que se pretende despachar, algunas en tres meses y otras en un plazo mayor: al 31 de diciembre de 2008 (un año tres meses).



Considero que dichos plazos son irreales. 



Ya nos equivocamos una vez. No entiendo por qué el Ejecutivo no planteó un término mayor. Hicimos presente nuestra prevención por la brevedad de la prórroga propuesta hoy en las Comisiones unidas de Constitución y de Hacienda, lo cual fue compartido por todos sus miembros presentes. Manifiesto esta inquietud ahora en la Sala, porque parece que se está tratando de “hacer trampa en el solitario”.



Cabe recordar que, una vez cumplidos los plazos que se amplían, las respectivas causas pasarán a los tribunales de familia. Por tanto, como entonces no se habrá resuelto el colapso existente en ellos, estaremos enviando tales procesos a una muerte segura, porque van a permanecer quién sabe cuántos años sin ser atendidos. 



En mi opinión, los tribunales de menores deberían funcionar por un tiempo mayor, a fin de asegurar la solución de los casos pendientes y evitar que estos entren al caos de los tribunales de familia, donde su destino está garantizado.



Por eso, insisto en la Sala respecto de la prevención que formulé en las Comisiones unidas. Si bien concurrimos allí a aprobar el proyecto, quiero deslindar responsabilidades en lo relativo a la ineficacia del nuevo término que se establece, teniendo presente la realidad actual. Nosotros reiteramos nuestra disposición a extender el plazo cuanto sea necesario, para no agravar la situación de los tribunales de familia, que hoy día está bastante desmejorada. 



He dicho. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear. 

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, tal como han expresado los señores Senadores que me antecedieron, el proyecto en análisis tiene por finalidad que los juzgados de menores continúen conociendo causas y que estas no se traspasen a los tribunales de familia. 



En las intervenciones realizadas se han hecho algunas prevenciones, que, naturalmente, merecen especial atención. 



Es efectivo que dos juzgados de menores de Santiago -el Segundo y el Séptimo- registran una cantidad muy importante de procesos pendientes.



Sin embargo, quiero señalar dos cosas. 



En primer lugar, la iniciativa no obedece a un capricho del Ministerio de Justicia. Este no hizo sino presentar una propuesta de ley basada en un oficio de la Corte Suprema, de fecha 20 de agosto de 2007 -se adjunta al final del informe-, firmado por la totalidad de sus Ministros. Y, en segundo término, en este documento se recomiendan distintos plazos, dado el número de causas pendientes en cada tribunal de menores. 



De este modo, el Poder Judicial sugiere -lo que fue recogido en el proyecto- mantener para el 30 del mes en curso el cierre de los Juzgados de Menores de San Antonio, Los Ángeles, Temuco y Puerto Montt, y prorrogar el funcionamiento de otros tribunales hasta el 31 de diciembre de 2008, como es el caso del Séptimo Juzgado de Menores de Santiago, que tiene al parecer el mayor número de causas pendientes.



Insisto: los plazos fueron propuestos mediante un oficio de la Corte Suprema. Pueden parecer breves en consideración a la cantidad de casos. Sin embargo, si esa es la sugerencia del Máximo Tribunal, debiéramos acogerla y aprobar esta tarde la iniciativa en análisis. 



Ahora, en el evento de continuar la situación descrita en los juzgados de menores, cuando expiren los nuevos plazos -así lo manifestamos en las Comisiones unidas-, habrá que fijar otros. 



Pero -reitero- la extensión de los plazos de funcionamiento de algunos juzgados de menores que plantea el proyecto es fruto de un oficio enviado por la Corte Suprema. 



He dicho. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero recordar que el 10 de octubre de 2005 entraron en vigencia los tribunales de familia en el país y que en ese momento se resolvió que los procesos anteriores a tal fecha debían mantenerse en los juzgados de menores para que aquellos tribunales se iniciaran con causas nuevas.



Por lo tanto, la idea era mantener a los juzgados de menores funcionando hasta la extinción de los juicios pendientes.



El colapso de los tribunales de familia es de público conocimiento y la responsabilidad recae única y exclusivamente en el Gobierno anterior, el cual hizo una pésima proyección sobre la demanda que existiría en esos tribunales en  relación con  las expectativas que se había creado de ellos en la opinión pública.



¿Y por qué digo esto? Porque la ciudadanía, lamentablemente, muchas veces culpa a los legisladores de situaciones como las que nosotros, en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, hicimos ver insistentemente a las autoridades del Ministerio de Justicia de la época, en el sentido de que, a nuestro juicio, el número de tribunales iba a ser insuficiente, que la demanda sería muy grande y que el sistema colapsaría.



Y el sistema se halla colapsado hasta el día de hoy en forma dramática, porque hay mujeres -para sensibilidad de los Honorables colegas que conocen el tema- que recurren a los tribunales por una pensión de alimentos, pero les dan audiencia para 5 ó 6 meses más. Yo me pregunto, ¿qué hacen esas personas durante ese tiempo sin recibir dicha pensión?



Lo mismo ocurre cuando se trata de pedir la tuición de los hijos, pensión alimenticia o de casos de violencia intrafamiliar.



A mi juicio, más importante que andar preocupados de si el delito se llama homicidio o femicidio, es agilizar el proceso a través del cual una mujer violentada pueda tener rápido acceso a los tribunales de familia. Porque hoy el proceso es tan lento, tan burocráticamente lento         -producto del error garrafal cometido en el Gobierno anterior-, que muchas veces, cuando la justicia le otorga audiencia a una mujer que ha sido golpeada de modo brutal, esta ya ha sufrido las consecuencias del maltrato y queda con daños irreversibles de orden sicológico y físicos, tanto ella como sus hijos.



Y nadie asume la responsabilidad política al respecto. No importa; da lo mismo. Aquí todos hacen oídos sordos, sobre todo las bancadas del frente.



Quiero hacer notar, con toda franqueza, que aquí hay una responsabilidad concreta de la gente de la Concertación que, en esta materia, tramitó muy mal un proyecto de ley que concluyó en el colapso de los tribunales de familia. No solo lo hizo mal, sino que, además, no se dio cuenta de que era absolutamente imposible que los juzgados de menores terminaran con la carga de trabajo que tenían pendiente con los juicios atrasados.



Por lo tanto, a la fecha, como ya lo han señalado los parlamentarios que me antecedieron en el uso de la palabra, hay 20 mil causas pendientes en los tribunales de menores, las cuales, de no aprobarse la prórroga de su funcionamiento, debieran pasar a los tribunales de familia, y el colapso sería total. Por eso, la Corte Suprema nos pide que, por favor, prorroguemos el plazo para el funcionamiento de los juzgados de menores.



Señor Presidente, ya hubo otras prórrogas. La primera la otorgó la ley por seis meses. La segunda, la Corte de Apelaciones por seis meses más. La tercera, la Corte Suprema por un año. Y ahora vamos a la cuarta postergación.



Resulta extraordinaria la conciencia social que han tenido las autoridades de Gobierno al calcular objetivamente el tremendo daño que se iba a ocasionar por el pésimo funcionamiento de una legislación.



Por lo tanto, señor Presidente, vamos a concurrir con nuestros votos favorables, porque no queremos que los tribunales colapsen. Pero debemos llamar la atención en cuanto a que, cuando se tocan estos temas, todos agachan la cabeza y nadie responde por el daño que hoy se hace a la gente. En tal virtud, exigimos que decisiones de esta naturaleza sean bien tomadas, y no por razones de conveniencia electoral.



Yo siempre hago una gran diferencia entre la reforma procesal penal, que era mucho más compleja y que comenzó a aplicarse -nobleza obliga- durante el Gobierno del actual Presidente de la Corporación, Senador señor Eduardo Frei, la cual ha tenido un mejor funcionamiento en términos de cuantificar la magnitud de atención que requería, y el resto de la reforma que, perdónenme, ha sido un fracaso.



Los tribunales de familia son un fracaso rotundo; en cuanto a la ley sobre responsabilidad penal juvenil, que Dios nos pille confesados, pues en poco tiempo más vamos a ver que tampoco funciona adecuadamente. Y tuvimos que parar los tribunales del trabajo, porque, dado que su puesta en marcha era imposible, el colapso también iba a ser grande.



Señor Presidente, es preciso dar a conocer que nosotros permanentemente hemos colaborado con el Ministerio de Justicia en todo lo que nos solicita. Y aquí está presente el titular de dicha Cartera, quien nos ha pedido apoyo para lograr el buen funcionamiento del sistema judicial.



En tal sentido, la Alianza por Chile ha tenido una lealtad y un compromiso que han permitido, en el último tiempo, despachar todas esas iniciativas, salvando el incendio que se estaba produciendo. Si hubiéramos sido una Oposición destructiva, no habríamos realizado nada y el caos habría aumentado.



Por lo tanto, cuando se dice que somos una Oposición obstructiva, es falso, porque hemos colaborado. Y aquí se halla presente el señor Ministro que lo puede confirmar.



En seguida, deseo referirme a un tema que requiere también ser analizado.



En los actuales tribunales de menores no hay funcionarios de planta, particularmente, en lo referente a las asistentes sociales, quienes están a contrata. 



He estado revisando la ley respectiva y existe una norma que regula la situación de los funcionarios a contrata. Pero no tengo claro, porque no he dispuesto de tiempo suficiente para estudiarla en profundidad, lo relativo a su aplicación respecto de quienes se hallan en esa condición en los juzgados de menores.



Esto me preocupa, porque hay un contingente de profesionales con dos años de experiencia que teóricamente, por estar a contrata, una vez que dejen de funcionar los tribunales de menores van a quedar cesantes. Es decir, el sistema se ha encargado de formar profesionales durante dos o tres años, que ahora van a perder todo el capital adquirido, la antigüedad, el conocimiento de causas complejas. Estas personas, simplemente, quedarán en la calle, lo cual me parece una barbaridad, porque la experiencia acumulada no se puede desperdiciar.



En todo caso, señor Presidente, anuncio que voy a votar a favor.



Con ello, creo representar a un número muy importante de señores Senadores con quienes he conversado sobre esta materia, en el entendido de que lograremos resolver positivamente la dificultad de las asistentes sociales y de otros profesionales que trabajan en los juzgados de menores, quienes, por estar a contrata, no tienen posibilidades de ser incorporados en los nuevos tribunales de familia y van a quedar cesantes.



Por eso, considero relevante buscar un mecanismo para resolver esta situación. El señor Secretario de la Comisión me señaló que la ley establece una norma expresa que la soluciona, pero no he tenido tiempo de estudiarla minuciosamente.



Sí me preocupa que tales funcionarios queden en la calle, cuando se extingan las causas radicadas en los juzgados de menores, debido a que se trata de personas con valiosísima experiencia, con capacitación y perfeccionamiento. De modo que, debiéramos buscar una fórmula para que tengan preferencia respecto a su incorporación en los nuevos tribunales de familia.



El señor Ministro sabe de nuestra preocupación, porque tuvimos un largo debate para ponernos de acuerdo finalmente respecto a cuántos son, por las enormes diferencias que había entre el Ejecutivo y el Poder Judicial. Nosotros hicimos lo humanamente posible por llegar a una cifra razonable. Y sabremos si lo es o no cuando discutamos esa proposición.



En todo caso, quiero dejar constancia, señor Presidente, de que el país no se puede dar el lujo de que funcionarios a contrata, con tres años de experiencia, queden sin trabajo cuando desaparezcan los tribunales donde se desempeñan. Eso me parece una locura. Objetivamente, pienso que ahí tenemos un capital humano que deberíamos aprovechar en los tribunales de familia y no contentarnos con personas que vengan de afuera sin la experiencia que otras han adquirido en terreno y trabajando en el sistema judicial.



Con esa prevención, voto favorablemente la prórroga solicitada por la Presidenta de la República.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, tal como lo han planteado los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, queda claro que los tribunales de familia están colapsados. Basta concurrir a alguno de ellos para darse cuenta de las dificultades que tienen para atender adecuadamente la demanda que existe por la justicia familiar.



Cualquier presentación que se haga a estos tribunales significa que la primera audiencia será en 4, 5, 6 ó 7 meses más, lo que en la práctica refleja una suerte de negación de acceso a la justicia a vastos sectores, particularmente, a los más modestos del país.



Por lo tanto, el elemento central que nos debiera preocupar es cómo mejoramos, perfeccionamos y generamos más tribunales de familia. Pero resulta que, hoy día, nos vemos enfrentados a un proyecto de ley que    les genera más actividad, porque posterga el término de algunos juzgados de menores hasta diciembre de 2007, y el de otros, hasta diciembre de 2008. Asimismo, en algunas comunas se establece el término de los tribunales de menores el 30 de septiembre próximo, y eso va a provocar en los tribunales de familia un incremento significativo y brusco de nuevas causas.



Por ejemplo, ese día -falta muy poco- se pone fin al Juzgado de Menores de la ciudad de Los Ángeles, el cual, según el informe de la Corte Suprema que se anexa al texto de las Comisiones unidas que está sobre nuestros escritorios, tiene solo 150 causas pendientes.



De ello podría concluirse que es bueno suprimirlo porque se hallan radicadas en él muy pocas causas. Pero el análisis debe ser mucho más amplio, no solo en cuanto al número de causas pendientes que aquel juzgado exhibe, sino también a la cantidad de causas de que conoce el tribunal de familia al cual se le van a añadir otras 150, por una sola vez, de forma inmediata y brusca.



El Tribunal de Familia de Los Ángeles se halla, como todos los del país, colapsado: hay audiencias programadas para cuatro, cinco o seis meses más, y sus funcionarios no dan abasto con muchas de las situaciones a las que se ven enfrentados.



Además, dicho Juzgado está pidiendo a las asistentes sociales de la municipalidad de Los Ángeles la realización de la mayoría de los informes con que se deben fundar las resoluciones que ellos dictan.




Por lo tanto, el Tribunal de Familia de Los Ángeles presenta las dificultades propias de todos los juzgados de esa competencia en el país, y resulta que el 1º de octubre deberá recibir 150 nuevas causas de una vez.



¿Qué estamos haciendo en tal sentido, señor Presidente?



Complicándole la vida a un tribunal de la República. Y estoy seguro de que, ante la eliminación de los Juzgados de Menores de San Antonio, Los Ángeles, Temuco y Puerto Montt, a partir del 1º de octubre, se va a producir la misma dificultad.



En concreto, las personas, los hombres y las mujeres que recurren al  Tribunal de Familia de Los Ángeles van a experimentar, producto de esta legislación, un problema adicional.



Concuerdo con lo planteado por el Honorable señor Larraín en el sentido de que los plazos de los tribunales cuya competencia se amplía en el tiempo son claramente insuficientes, porque no van a poder concluir las causas en diciembre de 2007, e incluso, otros difícilmente lo harán en diciembre de 2008.



Por lo tanto, es claro que el Ministerio de Justicia tiene que abocarse con diligencia y fuerza mucho mayores a resolver los problemas de los tribunales de familia.



Verdaderamente, no tenemos otra opción que votar a favor del proyecto, porque si lo hiciéramos en contra, la situación incluso sería peor, ya que todos los juzgados de menores dejarían de funcionar el 30 de septiembre de 2007 y estaríamos agregando una razón más para el colapso de los actuales tribunales de familia.



En consecuencia, pienso que el Ministerio de Justicia debe asumir un compromiso ante el Senado, en cuanto a adoptar a la brevedad las medidas indispensables para crear más tribunales de familia en el país y dotar a los existentes con más profesionales, a efectos de que puedan abordar de manera adecuada la demanda que están teniendo.



Me preocupa especialmente -insisto- el cierre del Juzgado de Menores de Los Ángeles a partir del 1º de octubre, porque ello va a complicar, especial y gravemente, la situación del Tribunal de Familia de dicha comuna.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, lamento que no se encuentre en la Sala el Senador señor Espina, quien hizo alusión a los proyectos que se han presentado y a las responsabilidades del Gobierno anterior y, por supuesto, del Ministerio de Justicia de entonces. Y ello es complejo, porque hubo distintas etapas.

   

Me explico.



Sin duda, el trabajo que se realizó en la reforma procesal penal fue serio, responsable y se estableció una serie de aproximaciones desde el punto de vista de la cantidad de causas que se iban a ver, el número de jueces que se necesitarían, la infraestructura, en fin. Fue una labor de larga data que, finalmente, concluyó -a mi juicio- en un éxito importante, pese a las dificultades existentes que hacen necesario modificar algunos aspectos.



Respecto de los tribunales de familia, se presentó un proyecto en el Parlamento -en esa época no era Senador ni tampoco Ministro de Justicia- en el cual se proponían diversas disposiciones legales para mejorar su trabajo.



A corto andar, según un estudio que se realizó -entiendo que se encargó a una universidad- desde el punto de vista de las causas, los jueces y los tribunales que se requerían, se demostró que la simulación que se había proyectado no era correcta, y que había dificultades en los tribunales de familia. A mi entender, ello lo están tratando de corregir la Presidenta de la República y el Ministro de Justicia actuales, mediante diversas iniciativas que se han formulado.



En el caso que nos ocupa, se está acogiendo la solicitud de la Corte Suprema, acordada en sesión de Tribunal Pleno de 29 de junio de 2007, que dispuso oficiar al Ministerio de Justicia a fin de que el Gobierno  “impulse la iniciativa legal que recoja la inquietud de esta Corte y su preocupación por la eficiencia de los Tribunales, para calendarizar en mejor forma el cierre de los actuales Tribunales de Menores del país y sea tramitado con la mayor urgencia, dada la inminencia de la fecha aludida”, luego de lo cual se plantea una proposición, que corresponde a la asumida por el Ejecutivo y el Parlamento.



Expongo lo anterior, porque nos parece que la Corporación Administrativa del Poder Judicial -órgano de la Corte Suprema- ha formulado una propuesta que debe contar con los estudios técnicos necesarios para que en el futuro no se produzcan hechos que motiven una nueva prórroga. En todo caso, si fuera así siempre existirá mi disposición a solucionar el problema y no a agravarlo.



En tal sentido, pienso que la línea de lo que puede ocurrir con los tribunales de familia está completa y que va en el camino de la solución, con las dificultades existentes, que es preciso resolver con prontitud.



Estimo que hay que aprobar el proyecto en debate, porque permitirá cerrar en diciembre del 2008 los tribunales donde estén radicadas un número excesivo de causas; en diciembre del 2007, los que tengan una menor cantidad de causas, y en cuanto a los que tramiten una cifra pequeña, me imagino que la Corte Suprema y la Corporación Administrativa del Poder Judicial habrán tomado en consideración lo señalado por el Senador Pérez Varela.



Lo importante es que ello nos permitirá tener la seguridad de que las causas radicadas hoy en los juzgados de menores continuarán en los actuales, al menos en los que terminan en los plazos que he señalado, y de que no se aumentará la carga de trabajo de los tribunales de familia.



Por lo tanto, en esa misma línea, resulta esencial apoyar la iniciativa.



Con relación a lo mencionado por el Honorable señor Espina, efectivamente, en un período determinado se tomó la decisión de incorporar funcionarios a contrata en los juzgados de menores a efectos de paliar las dificultades de personal existentes en ese minuto. Y al cerrarse estos, habrá alrededor de 1.700 funcionarios más en los tribunales de familia que se crean, a los cuales entiendo que podrán postular, por supuesto, las personas que trabajaron en aquellos.



Me parece razonable pedir al Ministerio de Justicia, dependiendo del análisis que en él se haga, que se otorgue cierta preferencia a esos funcionarios, pues sin duda tienen una experiencia factible de transmitir a los nuevos tribunales.



En concreto, señor Presidente, pienso que se debe apoyar el proyecto, por cuanto es necesario salir adelante con las dificultades que existen en los tribunales de menores y, también, en los de familia.



Y para tales efectos, anuncio mi voto favorable.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor MALDONADO (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, el proyecto de ley en debate, que extiende el funcionamiento de algunos juzgados de letras de menores con los propósitos que se han señalado latamente en la sesión, es parte no solo de la transición entre el antiguo y el nuevo sistema de juzgados de familia, sino también de la transición que estamos viviendo en cuanto se tramita en el Senado una iniciativa que introduce un notable fortalecimiento a la judicatura en dicho ámbito.



Esa iniciativa, que ya fue aprobada en general por la Comisión de Constitución, no solamente introduce sustantivas modificaciones procesales que apuntan a agilizar el procedimiento, sino que además aumenta en más de 55 por ciento el financiamiento global del sistema, en sobre 20 por ciento la cantidad de jueces y en más de 60 por ciento el número de funcionarios.



En consecuencia, respecto de las inquietudes planteadas sobre qué ocurrirá cuando expire la vigencia de los tribunales que se dejan subsistiendo en virtud del proyecto en debate y las causas pendientes a ese momento pasen a los tribunales de familia, esperamos -y estoy seguro de que es asimismo la voluntad del Honorable Senado- que a esa altura ya haya sido aprobada la iniciativa que fortalece los juzgados de familia y, por ende, que sean tribunales distintos, con procedimientos diferentes y mucho más fortalecidos que los existentes ahora los que reciban el eventual remanente de causas.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Algunos señores Senadores me han solicitado abrir la votación.



Cerrado el debate.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Para fundar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, si uno hace un análisis de las intervenciones que hemos escuchado durante esta tarde a propósito del proyecto en debate, observa que todas llevan a la misma conclusión: la mala implementación de una ley que supuestamente iba a solucionar los problemas de los juzgados de familia y que, por tanto, generó una tremenda expectativa, hoy día, entre otros efectos, tiene a muchas personas esperando medio año para ser atendidas.



Pero la verdad es que, como parlamentarios, nos queda poco que hacer. Porque, cuando se nos pide que ampliemos el plazo en cuestión, no tenemos otra posibilidad que la de acceder.



Sin embargo,  llamo la atención del Senado en el sentido de que en este caso nuevamente vuelve a imperar la política que el Honorable señor Zaldívar ha llamado "Aquí nadie responde". Porque nadie  pone la cara ante estos hechos. Y acá estamos frente a un problema gravísimo: no entran en funcionamiento tribunales que tienen miles de causas pendientes, para no atochar a los nuevos juzgados, que ya se encuentran mal implementados.



Ahora, señor Presidente, quiero destacar algo que no ha sido mencionado en la Sala, cual es la experiencia que me ha tocado vivir -y supongo que también ocurre en el resto del país- en el caso de los organismos coadyuvantes de la justicia o en el de las instituciones que funcionan con el SENAME: producto de la mala implementación de los tribunales de familia, los informes que hoy día deben hacer las asistentes sociales, los psicólogos y otros profesionales son solicitados al Hogar de Cristo, a las municipalidades; entonces, en vez de cumplir la labor que les corresponde en sus instituciones, los profesionales de estas deben abocarse a elaborar informes en aquellos juzgados.



Me parece indispensable que, frente a hechos como el recién señalado, alguien ponga la cara, alguien pierda el cargo, alguien responda. De lo contrario, en la materia que nos ocupa, nos vamos a enfrentar, dentro de pocos meses, a otro proyecto que disponga una nueva ampliación de plazos



Además, ya que el Senador señor Pérez Varela expuso una situación específica de su Región, quiero traer a colación un planteamiento que le he formulado al Ministro de Justicia desde el día en que asumió.



En Vallenar, desde hace dos años, cada vez que fallece un ser humano hay que trasladarlo a Copiapó para practicarle la autopsia. Eso implica recorrer ¡300 kilómetros! ¿Por qué? Porque se implementó mal el Servicio Médico Legal.



Hoy día expuse el problema a la Subsecretaria, quien me dijo: "Es que no hay recursos".



Señor Presidente, ¿quién responde por la mala implementación de servicios como ese?



Ya es hora de que les pongamos atajo a tales situaciones, que se arrastran permanentemente en virtud de la mencionada política, conforme a la cual nadie responde por nada.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (24 votos a favor y una abstención), el cual, no habiéndose formulado indicaciones, queda aprobado también en particular, dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido.


Votaron por la afirmativa  la señora Alvear y los señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Espina, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Se abstuvo el señor Flores.
CREACIÓN DE ADMINISTRADOR PROVISIONAL
EN TRANSANTIAGO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre creación del administrador provisional en el plan de transporte urbano de la ciudad de Santiago, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de "suma".

--Los antecedentes sobre el proyecto (5076-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 30ª, en 4 de julio de 2007.


Informes de Comisión:


Transportes, sesión 40ª, en 7 de agosto de 2007.

Transportes (segundo), sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.


Discusión:


Sesión 44ª, en 28 de agosto de 2007 (se aprueba en general).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  La idea de legislar fue aprobada en la sesión de martes 28 de agosto recién pasado.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones deja constancia en su segundo informe de que todas las modificaciones introducidas al texto aprobado en general fueron acordadas por unanimidad.



En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, dichas enmiendas deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discutirlas o que haya indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cinco columnas: la primera transcribe las normas legales vigentes; la segunda, el texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados; la tercera, el proyecto aprobado en general por el Senado; la cuarta, las enmiendas propuestas por la Comisión, y, la quinta, el texto final que resultaría de ser acogidas estas modificaciones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobarán las enmiendas acogidas por unanimidad en la Comisión.



--Se aprueban, y el proyecto queda aprobado en particular.

)--------------(
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa un informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización, Regionalización recaído en el proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades en lo relativo al requisito de educación exigido para postular al cargo de alcalde. (Véase en los Anexos, documento.....12).


--Queda para tabla.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El Honorable señor Novoa solicita autorización para ausentarse del país a contar del 18 del mes en curso.



--Se accede.
MODIFICACIÓN DE CÓDIGOS PENAL Y PROCESAL PENAL EN
MATERIA DE SEGURIDAD CIUDADANA Y REFORZAMIENTO
DE ATRIBUCIONES PREVENTIVAS DE POLICÍAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las policías, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la de Hacienda y urgencia calificada de "simple".


--Los antecedentes sobre el proyecto (4321-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 64ª, en 31 de octubre de 2006.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 84ª, en 16 de enero de 2007.

Constitución (segundo), sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.


Hacienda, sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.

Discusión:


Sesión 86ª, en 23 de enero de 2007 (se aprueba en general).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Este proyecto fue aprobado en general en sesión de 23 de enero del presente  año.



Ambas Comisiones dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones el número 1) del artículo 1º; los números 6), 11) y 18) del artículo 2º, y el artículo 3º.



Esas disposiciones conservan el texto acordado en general. Por consiguiente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento, deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite someterlas a discusión y votación.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La mayoría de las modificaciones que introdujo la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento al texto aprobado en general se acordaron por unanimidad. Diez de ellas fueron objeto de votación dividida, por lo cual el señor Presidente las pondrá en discusión y votación oportunamente.



Cabe recordar que las enmiendas acordadas por unanimidad deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discutirlas o que existan indicaciones renovadas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Si le parece a la Sala, se darán por aprobadas.



--Se aprueban (22 votos afirmativos).

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  Asimismo, debo dejar testimonio de que los números 4) y 17) del artículo 2º y la letra a) del artículo 4º del proyecto revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que para su aprobación se requieren 22 votos afirmativos.



Por su parte, la Comisión de Hacienda aprobó la iniciativa, en lo que respecta a la norma de su competencia, en los mismos términos en que lo hizo la de Constitución, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Escalona, Gazmuri, Novoa y Sabag.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que consigna las disposiciones legales pertinentes, el proyecto aprobado en general por el Senado, las enmiendas propuestas por la Comisión y el texto que resultaría de acogerse dichas modificaciones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Terminada la relación.



En discusión particular.

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  En primer lugar, señores Senadores, hay que dirigirse al número 1) del artículo 2º del proyecto, que la Comisión de Constitución propone reemplazar por el que indica.



Esta norma, que tuvo su origen en la indicación número 16, fue aprobada con los votos a favor de los Senadores señores Espina y Larraín y el voto en contra del Honorable señor Gómez.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión la enmienda propuesta por la Comisión.



Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, la razón por la cual voté en contra de esta disposición es la siguiente.



La reforma procesal penal establece el criterio de que la investigación debe ser dirigida por el fiscal. Las policías pueden realizar investigaciones, pero bajo la dirección de este.



El sistema es tan riguroso que, si se acogiera la idea de que “En el caso de delitos flagrantes cometidos en zonas rurales o de difícil acceso, la Policía deberá practicar de inmediato las primeras diligencias de investigación”, etcétera, el efecto final sería que muchas de las pruebas recopiladas de esa manera podrían declararse inadmisibles por el tribunal de garantía. 



Entonces, en mi opinión, es necesario mantener la norma común, general, en virtud de la cual, aun tratándose de zonas rurales, la fiscalía tiene que dirigir la investigación y a las policías, sin que le esté permitido dar a estas las facultades que les otorga el número 1) propuesto para el artículo 2°, porque ello puede significar un problema para el desarrollo de la investigación posterior.



He dicho.

El señor ESPINA.- Excúseme, señor Presidente. Un asunto reglamentario. ¿Qué disposición estamos debatiendo?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El número 1) sugerido por la Comisión para el artículo 2º del proyecto, señor Senador,…

El señor VÁSQUEZ.- Se refiere al artículo 83 del Código Procesal Penal.

El señor HOFFMANN (Secretario General).-…que dice: 



“Agréganse los siguientes párrafos tercero y cuarto en la letra c) del artículo 83:”…

El señor ESPINA.- ¿Pero cuál es la parte que dio lugar a votación dividida? 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El informe da cuenta de que el número 1) entero fue aprobado por dos votos a favor y uno en contra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la cuestión es razonablemente sencilla.



Con el Senador señor Espina planteamos que, cuando se cometan delitos en zonas rurales o de difícil acceso y donde no exista la posibilidad de tener rápidamente al fiscal para que dirija la investigación, Carabineros esté facultado para practicar las primeras diligencias. 



En caso contrario, se corre el riesgo de que las pruebas existentes se borren, se eliminen, o el de que se cambien las realidades, se constituyan pruebas que alteren la verdad de los hechos, y, por lo tanto, sea imposible llevar adelante una investigación objetiva.



La única posibilidad de iniciar con cierto rigor ese trabajo es que Carabineros pueda, en esos casos, practicar de inmediato las primeras diligencias conducentes a tener investigaciones adecuadas. Y por eso nos ha parecido indispensable dotarlo de esta atribución, entendiendo que, tan pronto llegue la fiscalía, en ese mismo minuto asumirá la conducción de la investigación. Pero no se puede dejar pasar ni un segundo, sobre todo en zonas apartadas, sin avanzar en la realización de las diligencias de tal indole.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Pido excusas, pero entiendo que el debate se refiere al inciso que dice: “En el caso de delitos flagrantes cometidos en zonas rurales”, etcétera.



¿Es ahí donde se produce la votación dividida, señor Secretario?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Exactamente, señor Senador.

El señor ESPINA.- Muy bien.



Señor Presidente, este es un tema particularmente relevante para los parlamentarios de Regiones. Y lo que ocurre es lo siguiente.



Cuando se sorprende a un delincuente cometiendo un delito flagrante -pensemos en el robo, en el abigeato, en un asalto, en un abuso sexual o en un homicidio-, en teoría la policía no puede realizar ninguna diligencia ni gestión mientras no tenga la autorización del fiscal. Pero en muchas de las zonas rurales y apartadas -creo que todos los señores Senadores conocen alguna- no hay contacto con aquel ni siquiera por celular. Entonces, se produce el absurdo de que, pese a tratarse de un delito flagrante y de tener la policía a los sujetos detenidos, no puede realizar ninguna diligencia, a la espera de que el fiscal se lo ordene. Y, en la práctica, eso significa muchas veces frustrar la actuación de los fiscales -y por ende de los tribunales-, pues, como los carabineros no tienen contacto con ellos -porque no hay teléfono-, los delincuentes son puestos en libertad. Y eso representa una injusticia enorme para con las zonas rurales.



La norma dice: “En el caso de delitos flagrantes cometidos en zonas rurales o de difícil acceso, la Policía deberá practicar de inmediato las primeras diligencias”. ¿Cuáles son ellas? Hacer los interrogatorios básicos; cerrar el sitio del suceso, evitando que desaparezcan las pruebas dactilares; proteger las especies robadas o hurtadas, o los elementos con los cuales se cometió el delito. Y en seguida establece que la policía debe -este es el resguardo significativo que contempla- dar cuenta de inmediato al fiscal, tan pronto tenga comunicación con él.



En consecuencia, la disposición en comento solo pretende resolver el problema de las zonas rurales en que no hay comunicación telefónica fácil, donde se cometen graves delitos y en las cuales la situación actual, según la opinión de los fiscales y de la policía, hace indispensable legislar en el sentido propuesto. Si no, los delincuentes quedarían absolutamente libres y los carabineros no podrían ni siquiera cercar el sitio del suceso, ya que para eso se requiere autorización del fiscal.



Por lo tanto, el precepto en debate, que únicamente se refiere a las zonas apartadas, resuelve un problema muy relevante de estas.



Pienso, señor Presidente, que no tenemos por qué dejar en la indefensión a personas habitualmente del mundo rural -campesinos, pequeños agricultores, comerciantes-, que viven allí y necesitan una disposición como esta para que la policía pueda actuar con la prontitud que se requiere cuando son víctimas de delitos.



Esa es la razón de esta norma, que -insisto- contó con el respaldo de todas las autoridades que intervienen en el proceso penal.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación la enmienda propuesta por la Comisión de Constitución.



--(Durante la votación).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, me parece absolutamente pertinente la disposición propuesta, que, por cierto, voy a apoyar.



Quienes representamos a comunidades rurales nos encontramos de manera habitual con el hecho de que las autoridades judiciales no dan las órdenes correspondientes, por lo que a los delincuentes, sencillamente, hay que soltarlos, dejarlos en libertad.



En todo caso, quiero aprovechar la oportunidad para consultar a los miembros de la Comisión de Constitución respecto de otro hecho muy común en sectores apartados: ocurre un accidente en la carretera o en una línea férrea; queda una persona muerta; no encuentran al juez, y pasan horas y horas sin que nadie pueda mover el cadáver. 

El señor CHADWICK.- Eso es más complicado.

El señor SABAG.- ¡Cómo es posible que Carabineros no pueda hacer a un lado el cuerpo y tomar todos los resguardos correspondientes! Simplemente, no le está permitido.



En los accidentes ferroviarios pasa lo mismo: se detiene el tren y para mover el cadáver hay que esperar la llegada de la autoridad. Pero pasan horas y horas antes de que esto suceda.

El señor LARRAÍN.- Eso es materia de otro proyecto, señor Senador. ¡Su argumentación estaba muy bien hasta antes de ese punto…!

El señor SABAG.- No obstante, les pido a los miembros de la Comisión de Constitución que tengan presente también ese hecho, que ocurre mucho en la práctica y crea grandes problemas a toda la comunidad. 

El señor PÉREZ VARELA.- Pero es materia de otra iniciativa.

El señor SABAG.- Voto que sí.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, tal como se dice en la suma, los objetivos de este proyecto son modificar el Código Penal y el Código Procesal Penal en materias de seguridad ciudadana y reforzar las atribuciones preventivas de las policías. Claramente, entonces, apunta a lo que se ha señalado aquí.



Sin embargo, lo que vivimos el día de ayer, que sin duda ha puesto a la policía en una prueba límite a raíz del asesinato del cabo Cristián Alexis Vera Contreras…

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Estamos votando, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Sí, señor Presidente. Pero quiero consultar a los miembros de la Comisión si tuvieron oportunidad de debatir respecto al refuerzo de la acción preventiva vinculada a las armas de fuego, particularmente en lo concerniente a individuos armados. Porque va a abrirse una discusión muy importante en esta materia.

El señor CHADWICK.- El proyecto que vamos a ver más adelante trata de eso, señor Senador. Está en la tabla de esta sesión. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Así es, Su Señoría. Esa iniciativa figura en el quinto lugar del Orden del Día.

El señor NAVARRO.- Muchas gracias.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 25 votos contra uno, se aprueba la proposición de la Comisión.



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, Frei, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Votó por la negativa el señor Gómez.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde pronunciarse ahora sobre la recomendación de la Comisión para reemplazar, en el inciso final que se agrega al artículo 130 del Código Procesal Penal -inciso que aprobaron los señores Senadores en general-, la expresión "seis horas" por "doce horas".



La disposición expresaba: "Para los efectos de lo establecido en las letras d) y e), se entenderá por tiempo inmediato todo aquel que transcurra entre la comisión del hecho y la captura del imputado, siempre que no hubieren transcurrido más de seis horas". El órgano técnico propone, en cambio, "doce horas".



Esto último se aprobó por dos votos a favor, de los Honorables señores Espina y Larraín, y uno en contra, del Senador señor Gómez.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, este es un tema en verdad relevante en la lucha contra la delincuencia. 



Ocurre que el artículo citado se refiere al delito flagrante.



¿Qué significa delito flagrante? ¿Por qué es importante? Porque autoriza a la policía a detener a una persona.



Si alguien es sorprendido, en un momento determinado, cometiendo un delito, o instantes después de que este ha sido llevado a cabo, los agentes del orden -aquí y en cualquier país- tienen derecho a efectuar la aprehensión. No necesitan esperar la orden del juez.



Distinto es el caso de alguien que realiza la denuncia uno, dos o tres días después de cometido el hecho. En ese caso, la policía no puede detener, sino que requiere una orden judicial.



En consecuencia, la importancia del delito flagrante dice relación a cuándo la policía puede detener sin orden judicial. Y en todos los países y en todas las democracias modernas existe una norma que lo regula.



El artículo 130 del Código Procesal Penal señala que se encuentra en esa situación:



"a) El que actualmente se encontrare cometiendo el delito;". O sea, se trata de aquella persona que en ese mismo momento lo está llevando a cabo. Ello no merece mayor debate.



"b) El que acabare de cometerlo;



"c) El que huyere del lugar de comisión del delito y fuere designado por el ofendido u otra persona como autor o cómplice;". Es decir, un testigo cercano lo indica, lo identifica físicamente, y la policía, para evitar que se fugue, lo detiene de inmediato.



Pero se han presentado situaciones relacionadas en particular con el contenido de las descripciones que se exponen en seguida:



"d) El que, en un tiempo inmediato a la perpetración de un delito, fuere encontrado con objetos procedentes de aquél o con señales, en sí mismo o en sus vestidos, que permitieren sospechar su participación en él”...



"e) El que las víctimas de un delito que reclamen auxilio, o testigos presenciales, señalaren como autor o cómplice de un delito"...



Lo que ocurre es que algunos jueces de garantía han aplicado la norma de una manera absolutamente indebida, porque han sostenido que el tiempo inmediato en el cual una persona puede ser detenida es de 30 minutos.



Quiero contar a Sus Señorías un caso que se publicó en los medios de comunicación y que sucedió en Arica, donde a la familia de un menor secuestrado le cobraron rescate.



El delito se cometió a las 12 y la liberación se concretó a las 13. La policía, acompañada del menor, empezó a recorrer distintos lugares, por indicios con los cuales contaba, y pilló al secuestrador una hora y media después con el dinero que había obtenido. El afectado, además, lo identificó. Y resulta que el juez de garantía dijo: "Señores, ¿saben qué más? La detención es ilegal, porque se concretó 30 minutos después de la perpetración del delito." ¡Y al sujeto lo liberaron después de una hora!



Eso ocurre en muchísimos casos en que se aplica un criterio tan restrictivo que se deja libres a los delincuentes, no obstante ser sorprendidos, por la sola circunstancia de haber transcurrido 30 minutos a partir de la comisión del hecho.



El Gobierno, entonces, planteó la norma que establece que el plazo máximo del concepto de tiempo inmediato es de 12 horas, lo que parece absolutamente razonable, por ser un término que se estima prudente cuando se sindica al autor de un delito. 



Imaginemos que alguien arranca en un automóvil, que se individualiza el vehículo, que una persona lo persigue y que la policía sorprende al sujeto dentro de las primeras 12 horas. En tal situación, puede detenerlo como autor de delito flagrante. En caso contrario, no podría hacerlo.



Y si no se ubica al fiscal, se debería dejar libre al delincuente, no obstante tenerlo identificado. ¡Estas son las típicas fallas de nuestro sistema judicial que generan impunidad delictual!



Por esa razón, solicitamos que se apruebe la norma -reitero que tuvo su origen en el Ejecutivo- que fija en doce horas el plazo para la configuración de la flagrancia, de acuerdo con el artículo mencionado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Procederé a abrir la votación.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, en la Comisión me pronuncié en contra. Pienso que me corresponde explicar antes.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Le daré la palabra a continuación, señor Senador.



En votación.



--(Durante el fundamento de voto).
El señor LETELIER.- Sin duda, será interesante escuchar después las razones del Honorable señor Gómez para votar que no, señor Presidente, pero deseo exponer las mías para hacerlo.



Con todo el respeto que me merece el Ejecutivo en muchas materias, estimo que este es uno de los típicos temas opinables. Y, en ese sentido, me cuesta comprender que, en una tipificación de lo flagrante, se defina la inmediatez por un período tan largo.



Entiendo que sea arbitraria la fijación de cuál es el plazo de lo inmediato: media hora, una hora, cuatro horas, seis horas. ¿Por qué no dos días, podrán decir otros? Porque, en el ejemplo que nos relató el Senador señor Espina, perfectamente el niño secuestrado podría haber identificado a sus captores dos días después. Y se generaría la misma dificultad.



No quiero que, como producto de un caso, se pueda alterar un concepto que interpreto en una forma distinta de mi Honorable colega, no obstante compartir el juicio acerca de las debilidades del sistema. Pero, para muchos, la naturaleza del delito flagrante tiene que ver con la temporalidad. Por lo menos, eso es lo que me han indicado varios abogados que se sientan en las bancas de enfrente, en cuanto a cómo se debe considerar el punto.



Y me surge una duda cuando, en aras de contar con instrumentos para poder detener ante un hecho en que se suscita una gran sospecha, es preciso argumentar que la imposibilidad de contactarse con el fiscal justifica cambiar la norma y pasar de seis a doce horas.



Me cuesta concluir que ese es el razonamiento necesario para modificar una disposición y el principio de lo que constituye la inmediatez. Porque, de acuerdo con el raciocinio del señor Senador -si lo comprendí mal, le doy disculpas-, la cuestión radica en que los jueces entienden mal la norma, no en que esta sea mala. Si no se ubica al fiscal, no es un problema del precepto.



Me parece que el que nos ocupa es un típico caso en que, para tratar de resolver algo que puede ser totalmente condenable, criticable o insatisfactorio, atentamos contra ciertos conceptos básicos, diría, como el de delito flagrante, que tiene que ver con la inmediatez, entre otras cosas. A mi juicio, pasar de seis horas a doce tiende a desnaturalizar esta última.



Por eso, no concurriré con mi voto en este punto, no obstante compartir plenamente las críticas formuladas por el Honorable señor Espina. Pero creo que, por solucionar un aspecto, se termina violentando -repito- el concepto.



En todo caso, estoy disponible para estudiar más facultades u otro tipo de norma, pero no a cambiar la idea de delito flagrante, como aquí ha sido propuesto, según lo explicado por Su Señoría, por una indicación del Ejecutivo.



Juzgo que la materia es opinable -reitero-, y estimo que no es positivo despachar la norma en análisis, por lo que me pronunciaré en contra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, estamos discutiendo el texto aprobado por la Cámara de Diputados y la indicación del Senador señor Espina. El primero contempla seis horas, y la última, doce horas.



El motivo fundamental por el cual he votado en contra lo expondré a continuación.



Cuando nos referimos a la flagrancia, debemos tener presente que la norma del artículo 130 del Código Procesal Penal expresa que se halla en esa situación “El que actualmente se encontrare cometiendo el delito”.



Es cierto que algunos tribunales han interpretado la disposición en el sentido de que ello debe ser algo inmediato. Incluso, se ha estimado que después de 30 minutos la situación es otra.



Mas también resulta importante saber que, tratándose del delito flagrante, la detención puede llevarla a cabo cualquier persona, no solo la policía.



Pero ¡ojo!, porque el inciso en debate se vincula con las letras d) y e) del artículo 130. En el caso de la letra e) puede ser razonable lo expuesto por el Senador señor Espina, porque se expresa: “El que las víctimas de un delito que reclamen auxilio, o testigos presenciales, señalaren como autor o cómplice de un delito que se hubiere cometido en un tiempo inmediato.”.



A su vez, la letra d) señala: “El que, en un tiempo inmediato a la perpetración de un delito, fuere encontrado con objetos procedentes de aquel o con señales, en sí mismo o en sus vestidos”. Es decir, si a alguien lo sorprenden con la cartera, con el televisor, sea a las doce horas o a las seis horas, el criterio me parece procedente.



Sin embargo, la letra siguiente dispone que cualquiera puede señalar a una persona, dentro del plazo de doce horas, como autora del delito. Eso lo encuentro excesivo. Podría ser al otro día, incluso, si el ilícito se comete en la tarde anterior y transcurren las doce horas.



Pienso que la determinación de seis horas es un criterio que los jueces deben respetar. De lo contrario, tienen que realizar la investigación como corresponde.



En consecuencia, respecto de la letra e), no veo problemas con relación a las doce horas; pero cuando se permite a una persona cualquiera sindicar a otra, después de doce horas, como autora de un delito flagrante, concepto que involucra la inmediatez, lo estimo demasiado.



Votaré en contra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Con respecto a la materia en debate, señor Presidente, resulta indiscutible que estamos frente a un aspecto que resulta, como tantas cosas, opinable. Pero lo interesante es situar el contexto de la discusión.



Tal como lo expresaba el Senador señor Espina, la letra a) del artículo 130 no genera ningún problema, porque se refiere a la flagrancia en que incurre “El que actualmente se encontrare cometiendo el delito”.



Por su parte, la letra b) dice relación a aquella en que se halla “El que acabare de cometerlo”.



Y la letra e), en discusión, contempla un caso que, conceptualmente, debe ser distinto al de la letra b), como es obvio, porque, si no, existiría una sola.



Por lo tanto, no cabe ninguna duda de que se trata de establecer un criterio razonable para lo que podríamos denominar “tiempo inmediato”. Entonces, el concepto correcto de este último tiene que ver, para mi gusto, con cierta “continuidad causal” -llamémosla así- de lo que ha estado ocurriendo.



Claro que aquí media una cuestión prudencial. Treinta minutos pueden resultar un lapso completamente absurdo, por las razones que aquí se han explicado; y una semana, también, exactamente por la razón opuesta.



Pero el límite de las doce horas aparece, desde el punto de vista de los hechos, como algo sensato, en especial tomando en consideración lo que puede ocurrir en lugares distantes, de difícil acceso, donde la posibilidad de la policía para presentarse es particularmente compleja.



En consecuencia, debemos darnos cuenta de que, en términos de la efectividad de la acción policial, el concepto de “inmediato” debe vincularse a una continuidad causal. Por eso, la letra e) está bien construida. Porque -¡atención!- ¿quiénes son los que pueden señalar la conducta? Según se lee, “las víctimas de un delito que reclamen auxilio, o testigos presenciales”. Entonces, no es que venga un tercero completamente ajeno al hecho, que no haya sido ni víctima ni testigo presencial, y pueda invocar el artículo: aquel que lo haga será precisamente -como lo señala la norma- el que ha sido un testigo presencial.



Y aquí el sentido común apoya la tesis de las doce horas. Si se trata de un testigo presencial, es quien está en condiciones de hacer ver a la autoridad policial lo que ha ocurrido. Por lo mismo, un lapso de doce horas aparece como absolutamente razonable. Bajo ninguna circunstancia podría prestarse -diría- a una exageración, a una utilización indebida del precepto.



Por consiguiente, el sentido común, desde mi perspectiva, aconseja mantener la norma, sobre todo por la circunstancia absurda que se produce en algunas situaciones. De pronto existen testigos que, finalmente, son capaces de descubrir a personas en el tiempo de la continuidad posterior a la comisión del delito. En definitiva, son los que formulan la denuncia. Pero esta simplemente se desvanece, para este efecto, por una suerte de interpretación demasiado restrictiva de lo que debiera ser la acción policial. Es preciso distinguir aquí, por lo tanto, una cuestión prudencial.



Restringir lo inmediato a una circunstancia -por así decirlo- que nos llevara de vuelta a la letra b) no es el sentido. De modo que los dos tiempos señalados son razonables, pero todo apunta a que el de doce horas resulta más coherente.



Votaré a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el debate no es menor, porque si el objetivo manifiesto es que se atrape al delincuente, claramente debe existir una mayor facultad de acción preventiva de la policía.



Sin embargo, la flagrancia dentro del lapso de doce horas desvirtúa el concepto.



Estoy por fortalecer mayores atribuciones respecto de aquella que tiene lugar en el período de seis horas y, en algunos casos, en el de doce horas.



Si me dicen que los sujetos que ayer dispararon contra Carabineros, a vista y paciencia de las cámaras de televisión, no pueden ser detenidos después de seis horas, estaría por aumentar el tiempo a 48 horas. La idea es que en cualquier minuto pueda ser aprehendido, independientemente de las horas transcurridas, quien haya atentado con armas contra carabineros o haya cometido un asalto a mano armada, o disparando.



La facultad preventiva de la policía se relaciona con ello. Porque no importa el tiempo que haya pasado si se usó un arma de fuego y se disparó contra uno de sus miembros. Lo que resulta relevante es que exista una acción preventiva, para encontrar el arma y evitar que vuelva a ser utilizada.



Por eso pregunté si en el proyecto se iban a contemplar facultades para que la policía pudiera actuar cuando se usan armas de fuego, o bien, cuando se dispara contra uno de sus miembros, situación que es más grave.



Una iniciativa que veremos después dice relación al mayor plazo para inscribir armas de fuego, no a las atribuciones con las cuales la policía debe contar en los casos que acabo de señalar.



Se podría decir, entonces, que es posible una situación de flagrancia en el lapso de seis horas, reforzada, con un período mayor para cierto tipo de delitos, consagrados en veinte numerales en el Código Penal, que revisamos. Y ello, en particular cuando se usen armas de fuego, lo cual amerita que se actúe.



No imagino que alguno de los vándalos y delincuentes que dispararon ayer contra la policía fuera sorprendido en una población en Pudahuel, o en otra, y no fuese posible detenerlo, plenamente identificado, por haber transcurrido más de seis horas. Eso daría cuenta de que nuestra legislación restringe a Carabineros la facultad preventiva.



En consecuencia, no sé si se puede -lo consulto a los señores Senadores de la Comisión de Constitución- revisar la norma. Porque creo que cabe perfeccionarla respecto a la diferenciación de la flagrancia inmediata, conforme a un tiempo que puede ser mayor frente a agravantes como las que mencioné, y, en especial, ante la tenencia y uso de armas.



Si votamos la disposición tal como está, el delincuente que disparó ayer a Carabineros no podría ser detenido a las doce horas y media, como lo ha indicado el Senador señor Espina, y el juez de garantía lo declararía así. Y, a pesar de haber sido identificado por la televisión y por testigos, no sería factible hacerlo objeto de esa medida para incautarle el arma que utilizó contra la policía.



Insisto en que la tipificación respecto de la flagrancia puede tener una o dos acepciones -entiendo que es lo que planteó el Senador señor Allamand- en las que se endurezcan, en particular, cierto tipo de condiciones en que el riesgo permanece y constituye una agravante.



No estoy en situación de votar, señor Presidente, porque lo que quiero es una modificación que capte el sentido de lo que he planteado, lo cual, por lo demás, me parece extremadamente oportuno.



Si ello significa presentar una indicación, podría recabarse la unanimidad para tal efecto, o bien, devolverse el proyecto a la Comisión -el señor Senador informante podría intervenir al respecto-, a fin de perfeccionar la norma. Si no, los criterios planteados por los Senadores señores Letelier y Gómez me parecerían adecuados. Porque diluir el concepto de flagrancia debilita la acción de la justicia. Aparte, mientras más tiempo pasa, el recuerdo detallado del autor del delito se va perdiendo.



Con todo, independientemente de ello, en algunos casos, en particular en los que se hace uso de armas de fuego contra la policía, el precepto debería aplicarse sin importar el tiempo transcurrido, a fin de dar curso a la detención preventiva, pues, efectivamente, el riesgo es enorme cuando el hechor posee un arma que ya utilizó. 



Por lo tanto, pregunto a los miembros de la Comisión si a estas alturas es posible presentar una indicación para incorporar el elemento recién indicado. Eso facilitaría la votación, considerando lo que han planteado tanto los Honorables señores Gómez y Letelier como el Senador que habla.



Señor Presidente, tal vez un integrante de la Comisión podría aclarar el punto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Estamos votando el segundo informe, señor Senador, así que se requiere la unanimidad.

El señor NAVARRO.- Entiendo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Hago presente a Sus Señorías que resta media hora para el término del Orden del Día. Aún quedan ocho votaciones pendientes y enseguida tenemos que despachar el proyecto que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, calificado con "discusión inmediata". 



Si se suprimiera la hora de Incidentes, podríamos tratar esa iniciativa a continuación de la que estamos analizando ahora.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, suspenda la discusión del proyecto que estamos viendo en este momento y despachemos el que requiere urgencia.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, pida la unanimidad de la Sala para extender el Orden del Día, sin suprimir la hora de Incidentes. Así podríamos tratar también la iniciativa que viene con "discusión inmediata".

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le pareciera a la Sala, dejaríamos pendiente el debate particular del proyecto sobre seguridad ciudadana para pasar a estudiar de inmediato el que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos.



Lo anterior, sin perjuicio de terminar la votación relativa al inciso final del artículo 130 del Código Procesal Penal, que aún está abierta. Ya han votado 17 señores Senadores y quedan inscritos para fundamentar su voto los Honorables señores Chadwick, Larraín y Prokurica.



Acordado.



Entonces, terminaremos esta votación y luego seguiremos con el proyecto sobre el sector eléctrico.



Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Senador señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, deseo hacer una reflexión acerca de los efectos y la aplicación del delito de flagrancia, tema que ha sido largamente discutido.



Se han hecho algunas observaciones de carácter doctrinario penal. Por ello, en primer lugar quiero dejar establecido que la flagrancia efectivamente está vinculada a una cuestión de tiempo, de oportunidad. ¿Por qué? Porque, obviamente, la mejor forma de garantizar el derecho a la libertad de las personas es que estas solo puedan ser detenidas mediante orden judicial.



Pero, así como la flagrancia está vinculada al tiempo y a la oportunidad, también está ligada a algo que el Senador señor Allamand indicó: la existencia de una conexión lógica entre el hecho delictual y la capacidad de respuesta que tenga el sistema para proteger otro derecho muy importante -al igual que la libertad personal-, como es el derecho a la seguridad de las personas. 



Por eso, las legislaciones buscan establecer un equilibrio entre la oportunidad, que es necesaria para que se dé la flagrancia, y la conexión entre el hecho causal (el delito) y la prueba que pueda permitir que el sistema responda frente a la acción delictual.



Hay legislaciones, como la norteamericana, que no hacen referencia a un tiempo específico, sino que ponen el énfasis, precisamente, en esta conectividad, en esta relación lógica entre el hecho delictivo y las pruebas que permitan responder frente a la acción delictual.



¿Por qué, a mi juicio, nos vemos en la obligación de hacer una determinación de tiempo más precisa? Porque un sector importante de jueces de garantía -no todos- abriga un criterio jurisdiccional en virtud del cual la flagrancia se entiende vinculada única y estrictamente al factor oportunidad, y es extraordinariamente exigente con la conexión entre el hecho y la prueba para efectos de declarar si una detención es legal o no. Tanto que, como expresaba el Honorable señor Espina, se aplica un plazo de minutos.



Creo que con eso se produce un error jurisdiccional. Como su repetición ha ido formando jurisprudencia sobre la materia, nos hemos visto obligados a legislar quizás no de la manera más ortodoxa o de la forma en que se podría aspirar a una legislación más perfecta en términos doctrinarios. El criterio de los jueces nos ha forzado a hacer precisiones más estrictas en la ley, a fin de armonizar debidamente, en este caso, el derecho a la libertad personal y la garantía de la temporalidad en el delito de flagrancia con el derecho a la seguridad ciudadana, el cual, lamentablemente, se ha visto debilitado por el actuar de algunos magistrados.



Por eso hemos tenido que agregar, en el artículo relativo a la situación de flagrancia, un tiempo prudencial, en este caso doce horas.





¿Qué queremos transmitir a quienes van a aplicar la ley? Que este no es un problema de media hora, ni de 5, 6 ó 12 horas. ¡No! La idea es que incorporen en sus criterios jurisdiccionales que el delito de flagrancia no dice relación solo a la oportunidad, sino, fundamentalmente, al hecho causal, a la conexión lógica, al vínculo que existe entre el hecho delictual y las pruebas que se puedan recoger para efectos de proteger el derecho a la seguridad ciudadana.



Ese es, a mi juicio, el mensaje que se debe enviar a los jueces. Y se lo tenemos que hacer llegar, no señalándoles cómo se debe interpretar la ley, sino a través de una precisión expresa, porque, de lo contrario, lamentablemente el criterio jurisdiccional continuará apegado a un extremo de la interpretación de la flagrancia. 



De ahí, señor Presidente, la necesidad de colocar un plazo prudencial: para insistir en una idea que ojalá los magistrados entiendan al analizar una situación de delito de flagrancia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve, porque la argumentación central ya se ha indicado. 



La ley, actualmente, no define lo que es "tiempo inmediato" y, por lo tanto, estamos entregados al criterio de los jueces en cuanto a cuándo eso se entiende comprendido dentro de la flagrancia y cuándo no. Y sobre la materia hay una diversidad de tal envergadura que es difícil saber a qué atenerse, lo cual provoca inseguridad jurídica.



A mi juicio, siempre será discutible si deben ser 6, 8, 10 ó 12 horas. 



Por mi parte, solo quiero agregar un elemento en apoyo de las 12 horas.



En primer lugar, porque se trata de un lapso que favorece a las víctimas y no a los delincuentes. Guardando el debido respeto a todas las personas, incluyendo a los imputados, me parece que hay que favorecer la situación de las víctimas que puedan identificar al delincuente. Y este es, precisamente, uno de los puntos contemplados en la letra e), que es la que más objeciones ha despertado en este debate.



Y además hay otro elemento. 



La flagrancia permite la actuación, no solo de carabineros, sino de cualquier persona. Si el plazo es muy largo, dependiendo del tipo de delito que se cometa, lo probable es que en cierto momento el fiscal tome cartas en el asunto y sea él quien, ante una indicación de la víctima, ordene proceder a la detención. Pero, si eso no ocurre, ¡enhorabuena que el plazo sea largo!, porque eso impedirá que un sospechoso quede libre.



En consecuencia, por una razón u otra, creo que el plazo de 12 horas es perfectamente razonable y por eso mismo lo apoyé en la Comisión, tal cual lo hago ahora en la Sala.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, si uno analiza cualquier situación actual en materia de delincuencia, francamente este debate no se entiende. Digo esto porque hace poco tiempo estuvimos con un grupo de dirigentes vecinales que con lágrimas en sus ojos nos explicaron la vida que están llevando por el combate a los delincuentes.



Hay una cuestión evidente: la flagrancia  es una figura jurídica clave para mejorar las facultades de las policías y de la Justicia en la lucha contra la delincuencia. 



El problema, señor Presidente, es que la Izquierda de este país no tiene vocación para luchar contra la delincuencia. Eso es clarísimo. Cuando escucho decir al Senador señor Navarro que está en contra de la delincuencia, pero que esto lo va a rechazar, cuando veo su actitud en la calle, queda de manifiesto que las bancas de enfrente, lamentablemente, no tienen vocación para luchar contra la delincuencia. Y con la realidad que vive el país, señor Presidente, nadie puede entender que una medida como la propuesta no sea apoyada.

El señor NARANJO.- ¡La única banca que tiene enfrente, señor Senador, es la de la Mesa...!

El señor NAVARRO.- ¡Así es...!

El señor PROKURICA.- Yo escuché atentamente a Su Señoría, así que le pido que ahora me escuche usted.



Los argumentos de la Izquierda que he oído hoy día no me convencen para nada, porque en la práctica implican debilitar la labor policial. Y con eso, señor Presidente, no podemos avanzar ni un milímetro en lo que el país nos está pidiendo a gritos: luchar contra la delincuencia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, voy a respaldar esta iniciativa, simplemente por un asunto de sentido común.



A estas alturas, lo que debe preocuparnos es la eficacia de la ley. Y ello se va a lograr si se facilita incluso la acción de la comunidad en defensa de sí misma. 



Creo que a eso conduce una norma como la propuesta.



Más aún, cuando ocurra un hecho ilegal o anormal y se requiera al fiscal en forma oportuna, este va a tener desde ese momento y dentro de un plazo muy breve la posibilidad de enmendar un error y de aplicar el imperio de la justicia.



Con todo, hay un criterio que quiero despejar. 



Aquí no existe, de manera alguna, un problema jurisdiccional. La jurisdicción es algo muy distinto de la justicia. Me parece que quienes han invocado acá argumentos jurisdiccionales nos están confundiendo con algo que no tiene sentido. 



Repito: lo que se pretende con la norma es dar eficacia a la ley.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el reemplazo de la expresión "seis horas" por "doce horas" propuesto por la Comisión de Constitución al inciso final, nuevo, del artículo 130, contenido en el número 3) del artículo 2º del proyecto (23 votos contra 6).


Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro y Ominami.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Queda pendiente la discusión particular del proyecto.

PERFECCIONAMIENTO DE MARCO LEGAL VIGENTE EN CUANTO

A SEGURIDAD Y CONTINUIDAD DE SUMINISTRO ELÉCTRICO 

Y A SUFICIENCIA DE SISTEMAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos en lo relativo a la seguridad y continuidad del suministro eléctrico para clientes regulados y la suficiencia de los sistemas eléctricos, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (5251-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 40ª, en 7 de agosto de 2007.


En tercer trámite, sesión 52ª, en 12 de septiembre de 2007.


Informes de Comisión:


Minería y Energía, sesión 47ª, en 4 de septiembre de 2007.


Minería y Energía (segundo), sesión 49ª, en 5 de septiembre de 2007.


Discusión:



Sesiones 47ª, en 4 de septiembre de 2007 (se aprueba en general); 49ª, en 5 de septiembre de 2007 (se aprueba en particular).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, introdujo cinco enmiendas al texto despachado por el Senado.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado -se acaba de distribuir- donde se transcriben los artículos pertinentes de la Ley General de Servicios Eléctricos, el proyecto aprobado en el primer trámite y las modificaciones efectuadas por la Cámara Baja.



La primera enmienda consiste en reemplazar el número 2) del artículo único de la iniciativa por el que se indica a continuación:



“2) Modifícase el artículo 27º, de la siguiente forma:



“a) En el inciso primero:



“a.1) Intercálase entre el vocablo “Municipalidad” y la conjunción disyuntiva “o” que le sigue, la expresión “, certificación notarial”;



“a.2) Agrégase, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.),” -hasta ahí los dos textos eran exactamente iguales- "la siguiente frase: “En la certificación notarial señalada precedentemente, deberá constar que los planos de las servidumbres referidas fueron puestos en conocimiento de los afectados.”.



“b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:



“Los afectados que hubieren formulado observaciones u oposiciones” -hasta aquí, el inciso tercero aprobado por el Senado decía lo mismo; ahora viene la parte distinta- “respecto de los planos señalados en el inciso primero, se tendrán por notificados, para todos los efectos legales, de la solicitud de servidumbre respectiva.”.”

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión las enmiendas introducidas por la Cámara Baja al número 2) del artículo único.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor TOKMAN (Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía).- Señor Presidente, en la Cámara de Diputados el proyecto fue objeto de algunas modificaciones que tienden a perfeccionarlo en la misma línea de lo que sugirió el Senado. 



En este caso, se trata de una enmienda formal. Solo se cambia el orden y se especifica lo que debe señalar la certificación notarial agregada por esta Corporación.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, aparentemente, hay una incongruencia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, tengo la impresión de que el señor Ministro se refirió a la modificación al inciso primero del artículo 27. 



La relativa al inciso tercero tiene por objeto evitar dilaciones cuando se trata del asunto de las servidumbres. En el fondo, es un cambio que se planteó en el Senado. El Senador señor Gómez expresó una preocupación por el tema. Ahora la Cámara de Diputados le hizo una corrección que me parece bien y creo que hay que aprobarla.

El señor NOVOA.- Hay un problema, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, si uno lee cómo queda el artículo, no hace sentido. 



Al agregar la expresión “certificación notarial” después de la palabra “Municipalidad”, el inciso primero, en la parte pertinente, quedaría como sigue: “En los casos de heredades se notificará por intermedio de la Intendencia, Gobernación, Municipalidad, certificación notarial o Juzgado de Letras competente,”. 



¡Explíquenme qué significa eso!

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, no es nuestro ánimo excusarnos, pero la documentación del proyecto nos acaba de llegar, igual que a todos los demás señores Senadores.



Lo que se tuvo en vista en la Comisión de Minería y Energía del Senado fue evitar los problemas que se presentan con las servidumbres, porque algunos se hacen parte del proceso y, sin embargo, no se entienden notificados.



Ese es el fondo del asunto. Y lo que ha hecho la Cámara es especificar la norma. Nada más. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Con la enmienda introducida, el inciso primero diría:
 “Los planos presentados que contemplen las servidumbres serán puestos por la Superintendencia en conocimiento de los afectados. En los casos de heredades se notificará por intermedio de la Intendencia, Gobernación, Municipalidad, certificación notarial o Juzgado de Letras competente, según lo solicite el interesado.”.

El señor NOVOA.- No tiene sentido.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor TOKMAN (Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía).- Señor Presidente, la inclusión de la expresión “certificación notarial” se efectuó en esta Corporación y fue aprobada por todos los señores Senadores. Lo único que hace la modificación de la Cámara es precisar lo que debe contener la certificación notarial. 



Repito: la decisión de agregar dicha expresión en esa parte del articulado obedeció a un acuerdo unánime de los miembros de la Comisión de Minería del Senado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, ¡la unanimidad no le da sentido a la frase...!

El señor TOKMAN (Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía).- Claro.

El señor PROKURICA.- ¡Tiene toda la razón, Su Señoría!

El señor NÚÑEZ.- Es probable que se haya inducido a error.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Pero ahora solo se puede votar  a favor o en contra. No hay otra opción. Si no, la iniciativa tendría que ir a Comisión. 

El señor VÁSQUEZ.- ¿A Mixta?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No. La Sala podría acordar mandarla al órgano técnico correspondiente.

El señor LARRAÍN.- Aun así no podríamos cambiar la disposición, señor Presidente, porque el proyecto se encuentra en tercer trámite.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por eso, solo cabe votar a favor o en contra.

El señor NÚÑEZ.- ¿Por qué no se corrige, señor Presidente?

El señor CHADWICK.- No es posible hacer eso.

El señor NARANJO.- ¿Ni siquiera por unanimidad de la Sala?

El señor LARRAÍN.- No.

El señor ORPIS.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, creo que es perfectamente factible facultar a la Secretaría para que haga las adecuaciones de redacción necesarias sin cambiar el sentido.



La dificultad radica en lo siguiente.



Aquí tendremos que enfrentar la construcción de más de 2 mil kilómetros de líneas de transmisión, particularmente desde el sur. Y lo complicado, en los casos de heredades, será notificar a los interesados. La modificación introducida busca establecer que, además de las intendencias, municipalidades y gobernaciones, tales notificaciones se puedan efectuar ante un notario.



Por lo tanto, el Senador señor Novoa tiene razón: en vez de decir “certificación notarial” debería decir “ante el notario”. Y ese cambio no altera el sentido de lo que aprobó el Senado y de la enmienda introducida por la Cámara de Diputados. Porque el objetivo perseguido es que ante el notario se proceda a hacer las notificaciones respectivas. 



Por ello, pido, de oficio, que la Secretaría adecúe la redacción. Se trata de la misma autoridad competente -la notaría, el notario- para agilizar el trámite de ese tipo de notificaciones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, tiene toda la razón el Senador señor Novoa, porque aquí estamos en presencia de la introducción de un documento cursado por sujetos que pueden notificar. Por lo tanto, en realidad debió haber dicho “por notario público”…

El señor CHADWICK.- ¡Eso es!

El señor VÁSQUEZ.- Efectivamente.



Ahora, que después el notario público certifique que notificó es un problema completamente distinto.



Pero la expresión correcta sería “por notario público”.

El señor PROKURICA.- Es una actuación, no un actor.

El señor VÁSQUEZ.- De modo que estaría por acoger la tesis del Senador señor Novoa, aunque ello signifique que el proyecto vaya a Comisión Mixta, pues tenemos que sacar leyes comprensibles. 



Creo que esto se solucionará de forma rápida. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, el notario deberá notificar mediante un certificado. Eso es todo. 



Con el complemento propuesto por el Senador señor Vásquez, si lo entendemos así, quedaría superada esa mala redacción.



Un notario público, mediante certificación notarial.

El señor PROKURICA.- ¡Así es!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No se puede hacer.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Pero sería la única forma de encontrarle sentido. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No es posible introducir cambios.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Insisto: “por notario público”, además de los otros actores que pueden notificar. Pero el notario tendrá que certificar.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, no podemos agregar tal expresión, porque, en el tercer trámite constitucional, no cabe más que decir “sí” o “no” a lo planteado por la Cámara de Diputados.

El señor CHADWICK.- Que se mande un veto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No hay posibilidad siquiera de cambiar una coma.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, no es algo fundamental. ¿Por qué no votamos? 

El señor VÁSQUEZ.- ¡Aprobémoslo entonces!

El señor NÚÑEZ.- O que se envíe un veto. 



No tiene sentido esta discusión.

El señor NARANJO.- Votemos, señor Presidente.

El señor MUÑOZ BARRA.- Que vaya a  Comisión Mixta.

El señor VÁSQUEZ.- Para eso habría que rechazarlo.

El señor LARRAÍN.- La Cámara agregó otras modificaciones.

El señor NARANJO.- Póngalo en votación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Perdón, señor Presidente, me insisten en que fue en la Comisión de Minería y Energía del Senado donde se introdujo la expresión “certificación notarial”.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Así es, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Pero quedó mal redactada la norma.

El señor VÁSQUEZ.- No hay cambio, entonces, respecto de lo aprobado por la Comisión.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- O sea, la Cámara de Diputados no hizo cambios en esa parte…

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Justamente, señor Senador. Esto se modificó acá. Pero ya no tiene arreglo.

El señor NARANJO.- Vamos a quedar en las mismas.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Esta enmienda se realizó en el Senado y fue aprobada por la Cámara de Diputados. En consecuencia, no hay más que hablar del asunto.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- ¿Por qué se vota entonces?

El señor VÁSQUEZ.- Votemos.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Lo que pasa es que la Cámara de Diputados propone reemplazar el número 2) entero. Y lo obrado por el Senado solo corresponde a una parte de dicha norma.

El señor LARRAÍN.- Y no se puede dividir la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Exacto.

El señor VÁSQUEZ.- ¿Cómo votamos entonces, señor Presidente?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- A favor o en contra de lo propuesto por la Cámara Baja.

El señor COLOMA.- ¡Así es!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor TOKMAN (Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía).- Como explicaba el señor Secretario, la expresión “certificación notarial” es algo que no cambió en la Cámara de Diputados. Tal enmienda fue incorporada por la Comisión de Minería y Energía del Senado y ya fue aprobada. 



Lo que propone la otra rama del Congreso viene justo a continuación y se refiere a la especificación que debe contener esa certificación notarial.

El señor PROKURICA.- Entonces, aquí está mal.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, entonces hay un problema en el informe. 



La modificación aprobada por la Comisión de Minería y Energía del Senado fue ratificada en la Cámara. 



Eso es todo.



En consecuencia, ¿qué tenemos que votar?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Eso fue aprobado.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- ¡No habría nada que votar!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Pero hay que pronunciarse respecto del resto del número 2).

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, se debe votar porque la Cámara Baja reemplazó el número entero.

El señor NÚÑEZ.- O sea, en el fondo tenemos que votar la modificación relativa al inciso tercero del artículo 27º de la ley.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación el número 2) propuesto por la Cámara de Diputados.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 2) del artículo único propuesto por la Cámara de Diputados (20 votos a favor, 5 en contra y 3 abstenciones).



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Chadwick, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Coloma, Kuschel, Larraín y Novoa.



Se abstuvieron los señores Frei, Ominami y Sabag.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde tratar ahora la modificación introducida por la Cámara de Diputados al número 4) del artículo único.



La enmienda dice textualmente: “Ha intercalado en el primer párrafo del inciso octavo del artículo 146 ter, a continuación de las expresiones “deberán enajenarse como unidad económica”, y antes del punto seguido (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,):



“salvo que los acreedores que reúnan más de la mitad del pasivo de la quiebra con derecho a voto, soliciten al juez de la quiebra lo contrario, debiendo éste resolver con audiencia de la Superintendencia y de la Comisión a fin de no comprometer los objetivos referidos en el inciso segundo de este artículo”.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión la modificación introducida al número 4) por la Cámara Baja.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor TOKMAN (Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía).- Señor Presidente, la norma aprobada por el Senado establece un régimen excepcional cuando la quiebra de una empresa eléctrica ponga en riesgo el abastecimiento del sistema.



La modificación en análisis permite que, salvada la situación de riesgo inicial por la posterior adición de nuevas unidades de generación, se solicite nuevamente la opinión a la CNE y a la SEC. Si estas decidieran que ya no existe riesgo para el sistema, la quiebra se regularía mediante las normas generales, porque no habría justificación para aplicar las disposiciones excepcionales.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, la norma general en materia de quiebras establece que los acreedores, una vez declarada esta, pueden ejecutar individualmente los bienes que forman parte de ella.



Aquí legislamos para instituir una norma excepcional, que dispone que, en caso de quebrar la generadora y poner en riesgo el sistema, se producen dos efectos: uno, la continuidad efectiva del giro y, dos, la imposibilidad de que cada acreedor ejecute individualmente los bienes que conforman la masa de la quiebra.



Esa es la situación excepcional.



Sin embargo, establecimos un plazo máximo de 18 meses para continuar operando. Y en ese lapso pueden ocurrir muchas cosas. Entre otras, que ya no esté en riesgo el sistema si se ejecutan estas garantías de manera individual. 



Por ello, durante la discusión del proyecto le hice presente el punto al Ministro, a fin de perfeccionar el proyecto en la Cámara de Diputados. A mi juicio, no tenía mucho sentido esta especie de “camisa de fuerza”: que durante los 18 meses se enajenaran los activos necesariamente como unidad económica, aun cuando no se colocara en riesgo el sistema.



Por lo tanto, me parece correcta la modificación introducida por la Cámara Baja, tendiente a restituir a los acreedores preferentes el derecho de ejecutar individualmente los bienes que forman parte de la quiebra, cuando el sistema no esté en riesgo.



Estoy absolutamente de acuerdo con la disposición aprobada por la Cámara de Diputados.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, aquí se establece una norma excepcional respecto de la Ley General de Quiebras. Porque se señala como obligación el voto favorable de “los acreedores que reúnan más de la mitad del pasivo”, lo cual da mayor seguridad para que la enajenación se produzca en los casos en que no sea necesaria la existencia de la unidad económica ni esté en riesgo la continuidad de giro.



Yo diría que esta disposición es más precisa y exigente que las normas de la Ley General de Quiebras -a las cuales no me referiré por ahora- y garantiza lo que es más importante: que efectivamente estén cubiertas las necesidades de abastecimiento energético. 



Se puede solicitar al juez respectivo que los activos no se enajenen como unidad económica, quien debe resolver con audiencia de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y de la Comisión Nacional de Energía. Tal decisión podrá liberar a la quiebra de la obligación de la unidad económica. Así, cada uno de los bienes podrá ser ejecutado en forma particular.



Por eso, votaré a favor de la disposición.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación la enmienda aprobada por la Cámara Baja.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la modificación introducida por la Cámara de Diputados al número 4) del artículo único, recaída en el inciso octavo del artículo 146º ter (19 votos favorables y 3 abstenciones).



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Arancibia, Escalona, Espina, García, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Coloma, Frei y Novoa.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La siguiente proposición tiene por objeto sustituir el inciso cuarto del artículo 2º transitorio por el que se indica: “El costo de servir el suministro sometido a regulación de precios de la distribuidora concernida, en la proporción destinada a clientes regulados, definido como la diferencia entre el costo marginal horario de energía y el correspondiente precio de nudo vigente, multiplicada por la energía suministrada para satisfacer el suministro dedicado a clientes regulados del sistema correspondiente, será financiado por los generadores que retiren energía e incluido como un nuevo costo de los contratos de suministro destinados a satisfacer la totalidad del consumo del respectivo sistema, sin que dicho costo sea aplicable a los clientes regulados.”. Lo que sigue del inciso es igual al texto aprobado por el Senado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor TOKMAN (Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía).- Señor Presidente, con respecto a esta norma, la Cámara de Diputados introdujo dos cambios: reemplazó la palabra “asumido” por “financiado” y agregó la frase “e incluido como un nuevo costo de los contratos de suministro destinados a satisfacer la totalidad del consumo del respectivo sistema, sin que dicho costo sea aplicable a los clientes regulados.”.



De esa forma se refuerza la idea de que los generadores no tienen necesariamente que asumir el costo, sino que pueden intentar una renegociación de sus contratos con los clientes libres.



Esta enmienda está absolutamente de acuerdo con las modificaciones que en su momento aprobó el Senado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, el inciso cuarto del artículo 2º transitorio apunta en la misma dirección que el inciso tercero del artículo 3º transitorio: uno se coloca en el caso de la continuación de los contratos en virtud de una sentencia judicial, y el otro, en el de la quiebra. Pero el sentido es exactamente igual: otorgar facilidades a las empresas generadoras que deben asumir los costos para que negocien con los clientes libres el mayor gasto que ello represente.



Tal situación ocurre en la disposición en debate y también en la que tendremos que tratar a continuación.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, deseo señalar que, en el inciso cuarto del artículo 2º transitorio, además de cambiarse la palabra “asumido” por “financiado”, se agrega, antes del primer punto seguido, la frase “sin que dicho costo sea aplicable a los clientes regulados”.



Acá se pretende solucionar un problema relacionado con el Norte Grande, donde los clientes regulados constituyen el 10 por ciento del total. Esto significa que los no regulados no tendrán mayores inconvenientes en asumir los costos de aquellos, porque se trata de un porcentaje menor. Sin embargo, la ley debe aplicarse tanto al norte como al resto del país, caso en el cual se genera una situación completamente distinta, porque en el Sistema Interconectado Central más del 50 por ciento de los clientes son regulados.



En consecuencia, si las alzas de tarifas no se trasladan a los clientes regulados, debiendo asumirlas los generadores, el impacto que se producirá en el Sistema Interconectado Central será cinco veces más que en el del norte.



Por último, estimo que la modificación introducida por la Cámara de Diputados es una corrección menor, pues el daño ya está hecho al establecer legislaciones para casos específicos con la pretensión de aplicarlas de forma general. Digo esto porque la ley debe estar hecha para todo el sistema eléctrico y no solo para el del Norte Grande.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, no entraré en una discusión de carácter general, según la última frase del Senador señor Novoa, que nos invita a analizar el conjunto del articulado.



El inciso cuarto del artículo 2º transitorio lo único que pretende es dar mayor flexibilidad a los generadores para los efectos de que puedan renegociar sus contratos con los clientes libres sin perjudicar a los regulados.



La filosofía de todo este asunto -por eso aprobamos esta materia por unanimidad- ha sido que no se afecte a los clientes regulados -vale decir, a “la señora Juanita”- cuando se produzca una situación de término de contrato o una de quiebra. 



Eso fue lo que regulamos.



Lo único que la Cámara de Diputados hizo fue incorporar una disposición que, aun cuando no resuelve totalmente lo que manifestó el Senador señor Novoa, a lo menos entrega una mayor flexibilidad, sobre todo cuando se encuentra ad portas la posibilidad de que surja un problema delicado en el norte, que ojalá podamos evitar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, cabe considerar que, conforme el tiempo avanza -nos aproximaremos a la normalidad hacia el año 2010 o, a más tardar, el 2011-, el costo marginal y el precio de nudo van acercándose. De modo que el efecto más importante se produce en la situación inmediata. Y esta es la que ocurre hoy en el norte. No se visualizan problemas -por lo menos en este momento- en el Sistema Interconectado Central.

El señor COLOMA.- ¡Dios lo oiga…!

El señor VÁSQUEZ.- ¡Ojalá que sea cierto…!



En consecuencia, desde ese punto de vista, estoy plenamente de acuerdo con la modificación propuesta por la Cámara Baja. Se trata de resolver un inconveniente real y no una dificultad que se avizora como meramente potencial. En todo caso, si se diera esta última, será de menor impacto y tendrá una duración más corta que la que se enfrenta ahora.



Por eso votaré a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, siempre he dicho que, frente a la realidad que estamos viviendo, no hay soluciones perfectas. ¡Eso es obvio! Y nadie hasta ahora ha propuesto una salida distinta que este proyecto. 



Asumo que algunas de las críticas que se han formulado son reales; pero, a mi juicio, la enmienda de la Cámara de Diputados va en la línea correcta. Porque la iniciativa entrega una obligación a empresas generadoras que en su oportunidad fueron muy responsables: elaboraron proyectos y contratos buenos. Estas no tendrán grandes problemas en ese sentido.



Pero, ¿quiénes pueden suplirlas en la eventualidad de una quiebra? Solamente ellas. Por eso la ley les entrega la responsabilidad de sostener el sistema. Y la modificación en análisis mejora las condiciones para que puedan recuperar parte de lo que están gastando por un tercero.



Respecto de los clientes regulados, es cierto lo que plantea el Senador señor Novoa. Sin embargo, resulta impresentable que, cuando una empresa ha provocado el problema, se cargue el costo a los clientes regulados, que nada tuvieron que ver en los contratos ni en la generación, ni tampoco cuentan con la posibilidad de negociar con aquella.



En consecuencia, francamente, creo que la disposición debe ser aprobada teniendo presente que este no es un proyecto perfecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Seré muy breve, señor Presidente.



Entiendo la aprensión del Senador señor Novoa. Habría sido inaceptable consagrar el asunto en una disposición permanente. Pero se contempló en una norma transitoria, que va a regir durante los próximos dos o tres años. 



Por cierto, ante la evidencia de que pueda ocurrir algo grave en el Sistema Interconectado Central, habría sido difícil legislar en el sentido en que lo hemos hecho en esta oportunidad. Porque, a partir de una norma de carácter transitorio, abordamos un problema muy vinculado al sistema eléctrico del Norte Grande. Todos sabemos cuál fue su origen y no queremos que el costo lo terminen pagando los clientes regulados. Pero evidentemente la situación en el sistema interconectado central cambia. Y, si hubiese sido una norma permanente, yo por lo menos no la habría aprobado jamás en esos términos.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, todos tenemos conciencia de que estamos haciendo lo menos malo. Que eso quede claro. En el caso en análisis, no vamos en dirección contraria al sentido común elemental. Nos encontramos ante una realidad, y esto es lo único posible.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la enmienda efectuada al inciso cuarto del artículo 2º transitorio (17 votos a favor y 6 abstenciones).



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Chadwick, Escalona, Espina, Gazmuri, Horvath, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Vásquez y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Coloma, Frei, García, Kuschel, Novoa y Ominami.

El señor VÁSQUEZ.- La otra modificación es igual a la anterior.

El señor ORPIS.- Que se apruebe con la misma votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En cuanto a la siguiente enmienda, me informan la Secretaría de la Comisión y los Senadores señores Núñez y Orpis que se refiere a la misma materia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará con la misma votación anterior.



--Se aprueba la modificación efectuada al inciso tercero del artículo 3º transitorio (17 votos a favor y 6 abstenciones).



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Chadwick, Escalona, Espina, Gazmuri, Horvath, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Vásquez y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Coloma, Frei, García, Kuschel, Novoa y Ominami.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La última enmienda se refiere al artículo 6º transitorio despachado por el Senado, que señala:



“La tramitación y aprobación de las concesiones y servidumbres necesarias para llevar a cabo los proyectos eléctricos a los que se refiere la Ley General de Servicios Eléctricos, podrán realizarse en forma paralela a la obtención de los permisos ambientales.



“Con todo, el uso y aprovechamiento de las concesiones y servidumbres indicadas en el inciso anterior, quedarán condicionados a la aprobación del respectivo Estudio de Impacto Ambiental, si así lo requiere la ley.



“Lo dispuesto precedentemente regirá hasta el 31 de diciembre de 2012”.



La Cámara de Diputados suprimió este artículo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.

El señor ORPIS.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, yo propuse esa disposición durante el primer trámite, con el objeto de agilizar la obtención de los permisos respectivos, a fin de contar con un fast-track en materia eléctrica. Pero antes de que terminara la tramitación surgieron distintas observaciones acerca de la norma. En consecuencia, formalmente pedí a los Diputados que la rechazaran, debido a las distorsiones que podía provocar tal como estaba concebida y tal como fue aprobada.



Por lo tanto, solicito al Senado que ratifique la propuesta de la Cámara Baja en el sentido de votar en contra del artículo 6º transitorio.

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, si bien es cierto que, para que no haya Comisión Mixta, voy a plegarme a votar como lo hizo la Cámara de Diputados, me gustaría insistir en un aspecto que a mi juicio es extraordinariamente importante, por la situación que vivimos como país.



Chile pasará por un problema serio aproximadamente hasta 2011, período en el cual habrá un suministro muy delicado. Por lo tanto, debiéramos intentar generar un procedimiento a través del cual se puedan tramitar por cuerdas separadas todos los permisos que requieran las empresas que quieran invertir en el área eléctrica. Porque hay proyectos que se anuncian, pero que, producto de la burocracia, de la legislación vigente, nunca se concretan, señor Presidente. Y Su Señoría, como Primer Mandatario, conoció iniciativas que se demoraron un año o mucho más producto de cuestiones relativas al tema medioambiental, al indígena o a otros.



Y creo que el país en este minuto debe tomar medidas excepcionales a fin de que los permisos se otorguen a tiempo, cumpliendo con la ley, pero en forma paralela. No puede ser que tengamos que esperar primero un año para que se efectúe el estudio de impacto ambiental, otro para los demás permisos, etcétera. O sea, vamos a pasar la crisis y no reaccionaremos a tiempo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, ya se está despachando el proyecto, respecto del cual muchos hemos abrigado serias dudas en cuanto a su constitucionalidad.



El artículo 6º transitorio por lo menos incorporaba un mecanismo especial, dada la situación de extrema urgencia que estamos viviendo, para establecer más plantas generadoras de servicios eléctricos. Permitía que se trataran en forma paralela las concesiones y las servidumbres necesarias para sacar adelante los proyectos eléctricos.



Sin embargo, eso, que podría haber ayudado muchísimo, fue rechazado en la Cámara de Diputados.



Aunque sea el único que lo haga, voy a votar en contra. Porque creo que se daba una señal clara para los muchos proyectos que demoran años y años en concretarse. No obstante la urgencia con la que necesitamos energía eléctrica para 2008, 2009, cada trámite tarda uno, dos años. ¡Cuándo vamos a avanzar así! Después que se otorga el permiso ambiental, empiezan los otros trámites. ¿Por qué no se va en paralelo?

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor SABAG.- Por lo menos dicho precepto tendía a facilitar los trámites, dada la emergencia grave que estamos viviendo en la generación de energía eléctrica en nuestro país.



Algo bueno tenía la iniciativa. Pero se cae lo único que podríamos haber aprobado.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la enmienda de la Cámara de Diputados en orden a suprimir el artículo 6º transitorio (15 votos a favor, 6 en contra y 3 abstenciones)



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Ávila, Escalona, Espina, Gazmuri, Horvath, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Kuschel, Novoa y Sabag.



Se abstuvieron los señores Frei, García y Ominami.



--Queda terminada la discusión del proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor TOKMAN (Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía).- Señor Presidente, agradezco el trabajo realizado por el Senado. Y pido disculpas por la urgencia de “discusión inmediata”. Lamentablemente, la fragilidad del norte no nos daba tiempo para otro tipo de discusión.



Muchas gracias.

El señor NÚÑEZ.- Hay que aplaudir que el Ministro haya pedido disculpas por la discusión.

El señor GAZMURI.- Pocas veces ocurre eso.

El señor NÚÑEZ.- Es la primera vez que sucede.

INCENTIVO TRIBUTARIO A INVERSIÓN PRIVADA EN INVESTIGACIÓN Y DESARROLLO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo, con informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4627-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 86ª, en 23 de enero de 2007.


Informes de Comisión:


Educación, sesión 47ª, en 4 de septiembre de 2007.


Hacienda, sesión 47ª, en 4 de septiembre de 2007.


Discusión:



Sesiones 50ª, en 5 de septiembre de 2007 (queda para segunda discusión); 51ª, en 11 de septiembre de 2007 (queda pendiente su discusión).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, la segunda discusión respecto del proyecto se inició ayer.



Cabe recordar que la iniciativa tiene por objetivo principal crear un incentivo tributario para la inversión privada en investigación y desarrollo realizada en los centros de investigación acreditados para este fin.



La Comisión de Educación aprobó el proyecto en general por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Cantero, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide). Por su parte, la Comisión de Hacienda aprobó la idea de legislar por tres votos a favor (Senadores señores Gazmuri, Novoa y Sabag) y uno en contra (Senador señor Escalona).



Se encuentran inscritos para hacer uso de la palabra los Senadores señores Sabag, Orpis, Vásquez, Navarro, Ominami, Muñoz Barra y Flores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la segunda discusión, tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, sin duda, para que las naciones puedan crecer tiene que haber inversión y desarrollo. Y las que han logrado un alto nivel de progreso, como Finlandia, realizan una gran inversión en investigación, desarrollo e innovación, que llega prácticamente al 3,5 por ciento del PIB.



En nuestro país,  donde existen grandes posibilidades de alcanzar un significativo grado de adelanto, por ser una economía pequeña con abundantes recursos naturales, debemos incentivar mayor inversión en investigación y desarrollo.



En la actualidad invertimos el 0,7 por ciento del producto interno bruto. El 70 por ciento se realiza con recursos del Estado, y solo el 30 por ciento con dineros de los privados.



En los países desarrollados -como Finlandia y otros- ocurre a la inversa: el sector privado aporta el 70 por ciento, y el sector público únicamente el 30 por ciento. De ahí la importancia de este proyecto: incentiva al sector privado para que efectúe aportes que permitan seguir invirtiendo en investigación y desarrollo.



Nosotros tenemos algunas experiencias exitosas realizadas por organismos estatales con la Fundación Chile en investigación sobre salmones.



¿Qué hace esa entidad? Desarrolla un proyecto para después entregarlo al sector privado, pues el Estado no puede llevar a cabo actividades productivas, lo cual considero sano y bueno para Chile.



Ahí está el sector salmonero, que hoy día -¡por favor!- exporta más que todo el sector frutícola nacional; yo diría que son más de 2 mil millones de dólares. ¡Y eso es muy bueno!



En la actualidad, en productos agroindustriales y forestales se ha exportado la misma cantidad que el país obtuvo en 1992 por todas las remesas al exterior: ¡más de 10 mil millones de dólares! Y se calcula que en pocos años más, en 2012, vamos a estar exportando, únicamente en productos provenientes de los sectores agrícola y forestal, el equivalente a la totalidad de las exportaciones de 2002. Es decir, no tan solo del cobre vive Chile, sino también de los muchos otros productos que debemos continuar desarrollando.



Nuestro país tiene muchas posibilidades de seguir avanzando. En tal sentido, les puedo decir que en la Octava Región contamos con un centro de biotecnología construido con fondos del gobierno regional. Pero ahora las grandes empresas están realizando aportes para llevar a cabo investigaciones muy importantes en el ámbito forestal y en el de la pesca. 



Esas empresas hacen aportes. Y, con posterioridad, el producto de la investigación queda al servicio de la nación y de la ciudadanía, no solo de ellas.



Por eso se precisa seguir invirtiendo mucho más en investigación, en tecnología e innovación. No obstante, ese gasto no lo puede hacer solamente el Estado, sino que además debe contar con el aporte del sector privado. Ese es el motivo por el cual en la normativa se entregan algunas franquicias tributarias, que no pueden exceder al 15 por ciento de los ingresos de las empresas, pudiendo imputar contra el impuesto de primera categoría hasta el 35 por ciento del total de los pagos efectuados para innovación y desarrollo.



Yo encuentro muy positiva la normativa en estudio. Además, tales aportes se efectuarán a través de universidades, que tienen experiencia en la materia, y de centros de investigación. 



Ahora bien, el Gobierno ha tomado serias y profundas medidas para que no se produzcan abusos de ninguna especie. Puedo señalar que nuestro Servicio de Impuestos Internos es un ejemplo en el mundo en cuanto a control y a eficiencia en regulación tributaria. Por lo tanto, queda garantizado que no habrá aprovechamientos. Adicionalmente, la CORFO y otros organismos del Estado se encargarán del buen uso de estas franquicias tributarias.



Creo que para alcanzar un adelanto significativo como el que esperamos debemos continuar invirtiendo en desarrollo, en investigación. Tenemos la gran posibilidad de seguir progresando conforme a los pasos que hemos dado. Junto a la inmensa mayoría del país hemos tomado este camino. Hay muchos otros que aquí se han señalado. El mundo ha experimentado todo tipo de regímenes: dictaduras de derecha, dictaduras del proletariado, pro reinados, gobiernos democráticos, con primeros ministros. Pero el que escogimos ha andado mejor. Quienes quieren quitarle al que tiene para darle al que no tiene ¿en qué han terminado? Después de tres o cuatro generaciones, sin disparar un tiro a nadie, han caído sus regímenes; otros, que ofrecen este mundo y el otro, llevan a sus pueblos al sufrimiento, a la miseria y al atraso.



Dígase lo que se diga, ¡Chile ha avanzado una enormidad! Y somos ejemplo en la región acerca de la forma como hemos combatido la pobreza, la indigencia, y de cómo hemos progresado en educación, que constituye la base para terminar con las inequidades en la distribución de la riqueza en nuestra nación. Para mejorar la distribución de la riqueza no se necesita quitarle a uno para darle a otro, sino que se precisa entregar oportunidades al que no tuvo opciones de capacitación, de estudio, de contar con una profesión; si la tiene, por supuesto que va a obtener una mejor renta. En cuanto a quien apenas sabe leer y escribir, ¿qué aporta a la empresa?, ¿cuánto más se le podría pagar de lo que percibe hoy?



Por tal razón, nosotros, como Gobierno de la Concertación, hemos invertido muchos recursos en ello, y seguiremos haciéndolo, porque a través de la educación se logra la equidad y la grandeza de la patria.



Por las razones expuestas, votaré a favor el proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Diversos señores Senadores han solicitado la apertura de la votación.



Por tanto, en votación general.



Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.



--(Durante la votación).
El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, ya se ha hablado de la necesidad de nuestro país de asumir una segunda etapa en materia de exportación. Y entiendo muy bien el proceso que se quiere implementar.



Sin embargo, respecto del proyecto en debate es preciso hacer algunas aclaraciones.



Se ha mencionado que el beneficio tributario alcanza al 35 por ciento.



Debo señalar que en realidad la franquicia tributaria que se otorga mediante la iniciativa llega al 46,05 por ciento. Porque, un 35 por ciento de los fondos va como crédito directo contra el impuesto; pero además, al 65 por ciento restante se le considera gasto necesario para producir la renta y, por consiguiente, se le aplica un 17 por ciento adicional que, en porcentaje, implica agregar un 11,05 al 35 anterior, lo que nos da un total de 46.05 de financiamiento del Estado a la investigación.



En consecuencia, lo primero que cabe preguntarse es de qué manera está contribuyendo realmente el Estado a este avance del proceso productivo del conocimiento, de la innovación para la competitividad (I + D), en circunstancias de que casi el 50 por ciento del financiamiento lo pone el Estado chileno.



Señor Presidente, la primera cuestión que se debe revisar acá es en qué nivel la iniciativa en análisis va a entregar el debido beneficio social. Más aún, en qué medida se va a permitir la apropiación de las investigaciones y los productos que nazcan de las patentes de los estudios  que se hagan a través de este financiamiento.



Considero indispensable concebir algún mecanismo para socializar una innovación que está financiada en un 46 por ciento por el Estado de Chile.



En segundo lugar, y partiendo de lo mismo, me parece correcto que en materia de investigación participen las universidades, de eso no tengo ninguna duda. Pero hay dos asuntos que me llaman la atención.



El primero de ellos se refiere a la creación libre de centros de investigación. Por muy fiscalizados que estén por CORFO, creo que requieren un respaldo a lo menos en la medida que se asocien con universidades en materias de investigación. Es la única forma de dar garantías de seriedad al resultado, no a la constitución de los centros.



En segundo lugar, echo de menos a instituciones públicas o con financiamiento público, aunque sean corporaciones o fundaciones de Derecho Privado, como Fundación Chile -mencionada aquí-, que tiene un 50 por ciento de aporte del Estado.



Están también la FIA (Fundación para la Innovación Agraria), el INIA (Instituto de Investigaciones Agropecuarias), el IFOP (Instituto de Fomento Pesquero), el INFOR (Instituto Forestal) y otros institutos que han realizado investigación permanente -el Honorable señor Sabag citó a Fundación Chile, refiriéndose a la investigación en el ámbito de los salmones- pero a los cuales aquí no se considera como se hace con las universidades.



En mi concepto, teniendo presente que para el financiamiento en investigación y desarrollo el Estado otorga 46 por ciento, deberíamos disponer que los institutos donde él posee participación o aquellos que genere queden reconocidos automáticamente, de inmediato, para los fines de la ley en proyecto.



La única forma de que el financiamiento estatal tenga su correlato, su contrapartida, es el reconocimiento hecho respecto de institutos que, por lo demás, han probado ser tremendamente eficientes en sus investigaciones. Baste señalar, en el caso de las Regiones del norte, los aportes que el CIMM ha efectuado para la minería.



Por último, señor Presidente -para no extenderme-, yo quisiera que los discursos escuchados acá con relación a I + D también tuvieran su correlato en otro proyecto, que está pendiente de análisis en las Comisiones unidas de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Minería, porque parlamentarios de Derecha han planteado allí que el 100 por ciento del Fondo de Innovación para la Competitividad vaya a Regiones como si fuera un agregado del FNDR.



Yo no estoy de acuerdo con esa política.

El señor PROKURICA.- Nosotros, tampoco.

El señor ORPIS.- ¿Me permite, señor Senador?

El señor VÁSQUEZ.- Perdón, Su Señoría, pero deseo concluir mi exposición. Además, entiendo que usted intervendrá en seguida.



Fundamentalmente, me preocupa que si no logramos, a través del Fondo de Innovación para la Competitividad, crear una institucionalidad de verdad potente, todo lo que estamos haciendo hoy como incentivo tributario termine provocando una situación absolutamente inorgánica y que no nos conduzca al desarrollo que buscamos.



En consecuencia, pienso que este proyecto debe estar amarrado necesariamente con el Fondo de Innovación para la Competitividad, materia que estamos viendo en Comisiones unidas a propósito de la mencionada iniciativa.



De allí que -reitero-, teniendo presente el mismo objetivo -no abrigo ninguna duda al respecto-, es importante considerar que, al final, lo que requiere el país hoy día es que el I + D sea un instrumento nacional. Y, de hecho, el esfuerzo que está realizando el Estado a través de este proyecto al financiar 46 por ciento de la investigación total tenga una debida correspondencia con los resultados que logremos como país.



Voto que sí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, quiero hacer dos alcances acerca de esta materia.



Primero, simplemente, un “téngase presente” para una iniciativa de ley que vamos a ver en el Senado dentro de algunos meses, pero relativamente pronto.



Aun cuando su naturaleza es del todo distinta, me parece del caso señalar que en la Cámara de Diputados se comenzó a discutir el proyecto de ley sobre donaciones para la pobreza.



Yo, sencillamente, quiero dejar consignado que aquí se está estableciendo un beneficio tributario relevante. Entonces, espero que cuando debatamos aquel proyecto lo hagamos en los mismos términos en que estamos discutiendo la iniciativa que nos ocupa esta tarde.



En segundo lugar, me gustaría hacer una precisión con respecto a lo que señaló el Senador señor Vásquez.



La Alianza formuló una propuesta alternativa en el proyecto sobre el Fondo de Innovación para la Competitividad. Y ello, básicamente por la experiencia recogida, según la cual todo el producto del impuesto específico a la minería ha sido distribuido con un criterio centralista brutal.



Y nuestro razonamiento es el siguiente.



Hay un total de 800 millones de dólares destinado a innovación. De ellos, alrededor de 250 millones provienen del impuesto específico. Y lo que pretendemos es que se sigan distribuyendo discrecionalmente, a través de las instituciones públicas, 500 millones de dólares, pero que el impuesto específico originado en Regiones se destine a estas en cien por ciento. Pero no va a ir al FNDR.



Si el Senador señor Vásquez lee bien la propuesta, observará que se crean en las Regiones catorce corporaciones de Derecho Público, cada una de ellas con un solo representante del Gobierno; los demás integrantes representan a instituciones académicas de la Región, a municipalidades locales, a los CORE. Es decir, se trata de una mezcla de sectores productivos, de sectores académicos y de sectores políticos.



Me parece que esa es la senda correcta en un país que tiene un centralismo feroz y donde las Regiones necesitan mejorar su capacidad en materia de innovación tecnológica. Porque, tal como se ha procedido hasta ahora y tal cual lo sugiere el Ejecutivo mediante una indicación sustitutiva, esto de ningún modo asegura a las Regiones una participación significativa en la distribución del producto del impuesto específico.



Por eso hemos propuesto regionalizar íntegramente a ese respecto.



Voto a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se ha debatido largamente sobre las deficiencias que tiene Chile para insertarse como país de nivel internacional en materia de inversión en investigación y desarrollo. Las estadísticas de Finlandia nos señalan hacia dónde hay que avanzar.



En esto, a veces tiendo a confundirme. Por ejemplo, en el ámbito del transporte de pasajeros. En Finlandia, este es público. En el resto de Europa, también. Pero, en definitiva, Chile opta por hacerlo privado.



En general, entonces, tenemos en materia de seguimiento a los buenos, a los líderes, cierta política en algunos casos, y para otros, variantes.



Yo quisiera que, siempre que procuráramos parecernos a un país desarrollado, tuviéramos alguna coherencia.



Sin duda, la mayor inversión en Finlandia ha resultado y da fruto.



Tuve la posibilidad de visitar ese país antes de que viajara la Presidenta de la República. Estuve con Erkki Aho, gestor de la revolución educacional en Finlandia en la década de los setenta. Pasaron más de treinta años para que este país pudiera tener a la vista resultados concretos en desarrollo educacional. Y, en materia de investigación y desarrollo, fue la elevada capacitación de los profesores, que impartían educación tanto en los básico y medio como en el universitario, el motor esencial del cambio y de la revolución científico-tecnológica.



Sin capacidad de promover y desarrollar la educación, la elite especializada no es el motor del desarrollo de los países.



Eso es lo que señalan las estadísticas de Finlandia.



Por lo tanto, siento que en materia de investigación científica y tecnológica hay un aspecto que es necesario abordar.



Nuestros muchachos no quieren estudiar química ni física porque existen malos profesores. Sin duda, los hay buenos. Pero, en general, la deficiencia de los laboratorios y el escaso desarrollo de la figura del científico como un ícono a imitar han alejado a muchos jóvenes talentos de la posibilidad de abrazar la causa científica.



A ese respecto se precisa una política nacional de investigación y desarrollo tecnológico.



CONICYT y FONDECYT son instrumentos. Pero hace falta una política nacional en aquella línea. Y, en definitiva, algunas normas del proyecto no apuntan en tal dirección.



Se requiere una visión más integral. La suma de las partes no hace el todo. No por tener Fundación Chile, CONICYT, FONDECYT, fondos de investigación y desarrollo tecnológico u otros instrumentos vamos a conseguir como resultado una buena política nacional en dicha área.



Me preocupa que la iniciativa señale que las entidades investigadoras podrán tener un año mínimo de antigüedad. Es decir, se van a crear muchas. Porque el Fondo dura hasta el 2017. 



Pienso que en esta materia no se puede improvisar. Si hay algún ámbito donde no es factible improvisar, es en el de la investigación y el desarrollo.



Lo hicimos con las universidades: más de 60 establecimientos ingresaron al sistema para llamarse “universidad” sin serlo. 



Me parece, pues, que estamos incentivando la creación de centros de investigación y desarrollo que no van a estar a la altura de lo que esperamos.



Por consiguiente, soy partidario del fortalecimiento de las entidades que ya existen y cuya capacidad ya está probada. Porque formar un científico no es cosa de una década, sino de una vida. Y eso lo saben las universidades. 



Entonces, la política nacional de investigación y desarrollo debe establecerse como una línea conductora.



En mi opinión, no es posible que CORFO sea la entidad acreditadora. Y sobre este punto quiero llamar la atención de los señores Senadores.



Hemos sido críticos del proyecto; sin embargo, lo votamos a favor. ¿Pero cómo podrá la Corporación de Fomento acreditar al Centro de Tecnología de la Universidad de Chile o al de la Universidad de Concepción? ¿Por qué la CORFO? ¿Cuáles son sus científicos? ¿Qué experiencia tiene dicha Corporación en la materia para determinar a quién acredita y a quién no? La CORFO no es el motor de la investigación y el desarrollo en Chile; tiene otras funciones.



Siento, pues, que esta dispersión con CONICYT, FONDECYT y CORFO como entidad acreditadora significará más problemas que ventajas.



Por lo tanto, esa situación debe ser revisada. Así lo planteó la mayoría de los Senadores en la Comisión. Y si votamos a favor fue porque deseamos avanzar en la tramitación del proyecto.



Además, quiero señalar que se requiere una integración mayor de los diferentes actores en materia de investigación, en especial en lo que respecta a la entidad acreditadora.



Cabe recordar que, para determinar quién debía acreditar a las universidades a lo largo del país, discutimos casi 7 años. Y, claramente, no tuvimos éxito porque establecimos la voluntariedad y dispusimos la acreditación por universidad y no por carrera. Y por eso hay en establecimientos de excelente categoría carreras que no valen nada, lo cual implica que muchos estudiantes se vean frustrados, defraudados y estafados.



De otro lado, el 50 por ciento de los contratos pueden ser celebrados en el exterior. Por cierto, con ello aspiramos a importar tecnología e innovación. Pero ese porcentaje es elevado. Me habría gustado uno menor. Y espero que se revise el punto.



En otro orden de materias, quiero preguntar quién será el propietario de la investigación científica realizada con recursos del Estado. Sin duda, el privado. Pero me parece que debe haber un acuerdo en cuanto a que la investigación con fondos estatales quede disponible para el desarrollo nacional y no solo para el del sector particular. 



Debemos debatir lo concerniente a la propiedad de la investigación. Si no, estaremos financiando mayor investigación -y por cierto más desarrollo- para un grupo de empresas privadas que por lo demás, si lo desean, pueden pagarla.



Por cierto, plantearemos la idea del royalty -el Gobierno se alejó de ella- el próximo año. Él fue reemplazado por un impuesto de 3 por ciento, lo que me parece insuficiente. A mi juicio, se requiere un royalty a la minería.



Y este es un emplazamiento a los Senadores que representan al norte del país: ¿Qué pasó con la idea del royalty? ¿Y qué con la de tener mayores recursos para investigación? Porque lo actual es sin duda insuficiente e implica repartir más bien precariedad que fertilidad.



Señor Presidente, este proyecto establece, hasta diciembre de 2017, un incentivo tributario  consistente en un crédito contra el impuesto de primera categoría equivalente a 35 por ciento de los pagos por concepto de investigación y desarrollo, con un tope de 15 por ciento del ingreso bruto anual.



Pedimos que nos explicaran el significado de esas cifras, porque deseamos conocer su implicancia exacta en cada institución. Por cierto, en la gran minería del cobre ello tendrá un enorme efecto, porque serán muchos miles de millones de dólares. En cambio, para las mipymes podría ser de poca importancia.



Nuevamente medimos con la misma vara a la gran empresa del cobre y a la empresa innovadora de tecnología de mediano tamaño. Porque el 15 por ciento del ingreso bruto anual no es lo mismo en una empresa pequeña que en una grande. No es lo más justo tener una norma fija para empresas pequeñas, medianas y grandes.



Siento que al respecto vamos a tener una dificultad. Y estamos pidiendo que nos den a conocer las cifras para disponer de una media a fin de saber exactamente a quiénes se beneficia y si la norma va a funcionar bien para todos los segmentos: pequeño, mediano y grande.



Señor Presidente, voto a favor del proyecto, en la esperanza de que el Ejecutivo pueda absolver en el transcurso del debate que resta las dudas que nos asaltan. Tal fue el compromiso. Se nos solicitó pronunciarnos de manera afirmativa. Lealmente, así lo vamos a hacer, pero sin dejar de formular nuestros planteamientos.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (18 votos contra 2).


Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Chadwick, Coloma, Frei, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Ávila y Ominami.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se propone como plazo para presentar indicaciones el 16 de octubre, a las 12.



Como no hay quórum para adoptar acuerdos, la fecha definitiva se resolverá durante la próxima sesión.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro Secretario General de Gobierno, pidiéndole DESCENTRALIZACIÓN EFECTIVA DE CHILEDEPORTES E INFORMACIÓN SOBRE INVERSIÓN DE RECURSOS A NIVEL REGIONAL; a la señora Subsecretaria de Marina, requiriéndole PRONTA REAPERTURA DE FIORDO AISÉN PARA TODO TIPO DE NAVEGACIÓN, y al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, relativo a INTERFERENCIA DE SEÑAL NACIONAL DE TELEFONÍA MÓVIL EN CHILE CHICO y a PROGRAMA DE INSTALACIÓN DE RED DE ANTENAS CELULARES EN AISÉN.


Del señor ROMERO:



Al señor Ministro del Interior, a fin de solicitarle FONDOS PARA ABSORCIÓN DE CESANTÍA EN ZONAS DE CATÁSTROFE DE QUINTA REGIÓN E INFORME DE MEDIDAS POR APLICAR, y exponerle PETICIONES DE AGRICULTORES. A la señora Ministra de Planificación, solicitándole NÓMINA DE TERRITORIOS VULNERABLES EN QUINTA REGIÓN Y ANTECEDENTES SOBRE MEDIDAS DE INTERVENCIÓN. Al señor Ministro de Agricultura, requiriéndole información acerca de INSTRUMENTOS POR APLICAR EN COMUNAS DE REGIÓN DE VALPARAÍSO A RAÍZ DE DECLARACIÓN DE ZONA DE EMERGENCIA AGRÍCOLA. Y a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, pidiéndole destinar FONDOS ADICIONALES PARA PROVINCIAS AFECTADAS POR LAS HELADAS y, además, FONDOS DEL PROGRAMA DE MEJORAMIENTO URBANO DE EMERGENCIA PARA DIVERSAS COMUNAS.
)---------------(
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:10.








Manuel Ocaña Vergara,








 Jefe de la Redacción
ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 355
ACTAS APROBADAS

SESION 46ª, ESPECIAL, EN MARTES 4 DE SEPTIEMBRE DE 2.007.


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, de Justicia, don Carlos Maldonado Curti y Presidente de la Comisión Nacional de Energía, don Marcelo Tokman Ramos.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

___________

ORDEN DEL DIA

Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República por el que requiere el acuerdo del Senado para designar, como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema, a la magistrada señora Sonia Araneda Briones, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, por el que requiere el acuerdo del Senado para designar a la magistrada señora Sonia Araneda Briones, como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema, correspondiente al Boletín Nº S 1.004-05.


Hace presente que corresponde efectuar este nombramiento como consecuencia de la vacante producida por el cese de funciones del señor Jorge Medina Cuevas.



El señor Secretario General añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en sesión celebrada el día 29 de agosto recién pasado, conoció los antecedentes referidos a esta solicitud, escuchando, asimismo, los planteamientos de la señora magistrada acerca de la administración de justicia en nuestro país y, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto, informa a la Sala que en la designación de Ministro de la Corte Suprema en trámite se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico.



Finalmente, hace presente que, de conformidad con lo dispuesto en el número 9) del artículo 53 y en el inciso tercero del artículo 78, ambos de la Constitución Política de la República, la designación debe contar para su aprobación con el voto conforme de los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio.
- - -



En discusión la solicitud de Su Excelencia la señora Presidente de la República, ningún Honorable señor Senador hace uso de la palabra.

- - -



Al inicio de la votación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Espina, quien solicita referirse a los aspectos analizados por la Comisión informante con la magistrada señora Araneda en relación con la administración de justicia.



El señor Presidente propone a la Sala que se efectúe la votación electrónicamente y que si algún señor Senador desea intervenir, que lo haga fundamentando su voto.



Así se acuerda.

- - -



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición, es aprobada por 31 votos a favor, de 36  señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo prescrito en el número 9) del artículo 53 y en el inciso tercero del artículo 78, ambos de la Constitución Política de la República.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamenta su voto el Honorable Senador señor Espina.



El señor Presidente anuncia que, en consecuencia, queda aprobada la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para designar como Ministra de la Corte Suprema a la señora Sonia Araneda Briones.


Queda terminada la discusión de este asunto.

______________

Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República por el que requiere el acuerdo del Senado para designar, como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, al señor Carlos Kunsemüller Loebenfelder, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, por el que requiere el acuerdo del Senado para designar al señor Carlos Kunsemüller Loebenfelder, como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, correspondiente al Boletín Nº S 1.005-05.


Hace presente que corresponde efectuar este nombramiento como consecuencia de la vacante producida por el cese de funciones del señor Jorge Rodríguez Ariztía.



El señor Secretario General añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en sesión celebrada el día 29 de agosto recién pasado, conoció los antecedentes referidos a esta solicitud, escuchando, asimismo, los planteamientos del abogado señor Kunsemüller acerca de la administración de justicia en nuestro país y, por la unanimidad de de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto, informa a la Sala que en la designación de Ministro de la Corte Suprema en trámite se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico.



Finalmente, hace presente que, de conformidad con lo dispuesto en el número 9) del artículo 53 y en el inciso tercero del artículo 78, ambos de la Constitución Política de la República, la designación debe contar para su aprobación con el voto conforme de los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio.
- - -



En discusión la solicitud de Su Excelencia la señora Presidente de la República, ningún Honorable señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición, es aprobada por 34 votos a favor, de 36  señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo prescrito en el número 9) del artículo 53 y en el inciso tercero del artículo 78, ambos de la Constitución Política de la República.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señor Espina, señora Alvear y señor Vásquez.



El señor Presidente anuncia que, en consecuencia, queda aprobada la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para designar como Ministro de la Corte Suprema al señor Carlos Kunsemüller Loebenfelder.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro de Justicia.


Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
SESION 47ª, ORDINARIA, EN MARTES 4 DE SEPTIEMBRE DE 2.007.


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, de Justicia, don Carlos Maldonado Curti y Presidente de la Comisión Nacional de Energía, don Marcelo Tokman Ramos.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Las actas de las sesiones cuadragésima cuarta y cuadragésima quinta, ambas ordinarias, de 28 y 29 de Agosto del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

_______________

CUENTA
Mensajes



Seis de Su Excelencia la señora Presidenta de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos, en lo relativo a la seguridad y continuidad del suministro eléctrico a los clientes regulados y la suficiencia de los sistemas eléctricos (Boletín N° 5.251-08).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación  y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo, retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (Boletín N° 4.059-07).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación  y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los cuatro restantes, retira y hace presente la urgencia calificada de “simple”, en relación con las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta,  sobre pesca recreativa (Boletín N° 3.424-21).



2.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta,  que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



3.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Escalona, que modifica la Ley de Violencia Intrafamiliar, con la finalidad de precisar su ámbito de aplicación y la investigación de dicho delito (Boletín N° 4.886-07).


4.- Proyecto de ley que modifica el Código de Justicia Militar, alterando la competencia de los Tribunales Militares y suprimiendo la pena de muerte (Boletín N° 5.159-07).


-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha aprobado el proyecto de ley que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares (Boletín N° 4.975-14).



-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Con el segundo, comunica que ha aprobado el proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo sobre Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de los Países Bajos, adoptado en La Haya el 15 de junio de 2005, que modifica el Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de los Países Bajos, suscrito en Santiago el 10 de enero de 1996” (Boletín N° 5.115-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con el siguiente, hace presente que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.983 y el decreto ley N° 825, con el objeto de facilitar la factorización de facturas por pequeños y medianos empresarios (Boletín N° 4.928-26).



-- Pasa a la Comisión de Economía.



Con los dos últimos, informa que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado, a las siguientes iniciativas:



1) Proyecto que sanciona el maltrato de obra y amenaza a funcionarios de gendarmería en servicio (Boletín N° 4.816-07).



2) Proyecto de ley que modifica normas relativas al trabajo de los trabajadores dependientes del comercio en los períodos de fiestas patrias, navidad y otras festividades (Boletín N° 4.976-13).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



Dos de la Excelentísima Corte Suprema:



Con el primero, informa que ordenó efectuar un concurso público de antecedentes para formar la nómina y posterior cinquena, con el fin de proveer el cargo de Fiscal Nacional del Ministerio Público.



-- Se toma conocimiento.



Con el segundo, da su parecer respecto del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica el Código del Trabajo, con el fin de facultar a los Juzgados de Letras del Trabajo para decretar el arresto de los empleadores que infrinjan las normas que se indican (Boletín N° 5.240-13).



-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, comunica que ha elegido como su Presidente, al Ministro señor Juan Colombo Campbell.



Con los dos siguientes, remite copias autorizadas de igual número de sentencias, recaídas en acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas, respectivamente, en contra de los artículos 541, inciso segundo; 539, inciso segundo; 536; 537; 542; 544, número 4°; 551; 557 y 558 del Código Orgánico de Tribunales, y del Auto Acordado relativo al Procedimiento a Utilizarse para hacer Efectiva la Responsabilidad Disciplinaria de los Funcionarios y Empleados Judiciales, dictado el 13 de octubre de 1995, por la Corte de Apelaciones de Santiago. 



-- Se toma conocimiento.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Ávila, Escalona, Girardi, Horvath, Muñoz Aburto, Navarro, Ruiz-Esquide y Vásquez, relativo a las actividades del Año Polar Internacional.



Dos del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero, da respuesta al acuerdo aprobado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Prokurica, Arancibia, Espina, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Muñoz Barra, Novoa, Vásquez, Orpis, Romero, Vásquez y Zaldívar, mediante el cual se solicitó a Su Excelencia la señora Presidenta de la República, el estudio y el envío de un proyecto de ley que establezca el reintegro parcial de los peajes pagados en las vías concesionadas y el impuesto específico al petróleo diesel y a las gasolinas automotrices que afectan a taxis y colectivos. 



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la prórroga  de la vigencia de las leyes N°s 19.853 y 19.606.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, por el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido al uso de plataformas de código abierto en el desarrollo y soporte de sistemas informáticos en las entidades de Gobierno.



De la señora Ministra de Planificación, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a planes para otorgar, a través del Fondo de Solidaridad e Inversión Social, ayudas sociales a los ex-tripulantes pesqueros de Talcahuano, Coronel y Tomé.



Cinco del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los tres primeros, contesta igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referidos respectivamente, a la inversión en obras en el Río Andalién, en los Esteros Palomares y Nonguén; a las peticiones de obras para la Caleta de San Vicente, y al traslado de Plaza de Peaje Chaimávida, ubicada en la comuna de Florida, VIII Región.



Con el cuarto, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, referido a los problemas que se han presentado en relación con el Puente Comercio y el Puente Traiguén, en la comuna de La Unión.



Con el último, responde un acuerdo aprobado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Navarro y Núñez, relativo a mejoras en la eficiencia energética y protección del medio ambiente.



De la señora Ministra de Salud, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, relativo al funcionamiento de los consultorios de salud, en el día feriado que indica.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a la habilitación de plantas faenadoras para la exportación de carne al mercado mexicano.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a la extensión del servicio de pasajeros del Biotrén hasta las comunas de Coronel y Lota.



Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, por el que comunica su parecer respecto del acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Cantero, Coloma, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Larraín, Longueira, Navarro, Núñez, Ominami, Sabag, Vásquez y Zaldívar, relativo al envío de un proyecto de ley que concede incentivo tributario a las personas que realizan inversiones en energías renovables no contaminantes.



Del señor Defensor Nacional, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Núñez, al cual adhirieron los Honorables Senadores señora Matthei y señor Ruiz-Esquide, referido a si los egresados de las carreras de Perito Criminalista, Perito Forense e Investigador Forense están habilitados para desempeñarse en dicha Institución, y cuentan con campo laboral que justifique la existencia de dichas carreras.



Del señor Subsecretario de Pesca, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo al derrame de petróleo ocurrido en la Bahía de San Vicente, el día 25 de mayo del presente año.



Del señor Subsecretario de Transportes, por el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a presentación formulada por el trabajador portuario, señor Carlos Villatoro Alfaro.



Del señor Subdirector de Racionalización y Función Pública, por el que responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a los planteamientos formulados por la Federación Nacional de Asociaciones de Funcionarios de Superintendencias (FENASUPER).



Del señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, relativo a incentivo para mejorar el Catastro Público de Aguas.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, por el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Núñez, al cual adhirieron los Honorables Senadores señora Matthei y señor Ruiz-Esquide, referido a si los egresados de las carreras de Perito Criminalista, Perito Forense e Investigador Forense están habilitados para desempeñarse en dicha institución, y cuentan con campo laboral que justifique la existencia de dichas disciplinas.



Del señor Director del SERVIU de la Región de Valparaíso, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la reparación de la calle Juana Ross, ubicada a un costado del Congreso Nacional, entre la calle Victoria y la Avenida Argentina.



Del señor Alcalde (S) de la Municipalidad de Traiguén, por el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a la instalación de una red de agua potable y alcantarillado, en el sector “Villa el Fortín”, de Quechereguas, comuna de Traiguén.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos, en lo relativo a la seguridad y continuidad del suministro eléctrico a los clientes regulados y la suficiencia de los sistemas eléctricos (con urgencia calificada de discusión inmediata) (Boletín N° 5.251-08).



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece procedimiento de saneamiento y regularización de loteos (Boletín Nº 4.981-14).



De las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología  y de Hacienda, respectivamente, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (Boletín N° 4.627-19).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley que establece un sistema de incentivos al desempeño de los fiscales y los funcionarios del Ministerio Público (Boletín N° 5.286-05).



--Quedan para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Letelier, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, prohibiendo difundir, a entidades ajenas a la empresa en que se desempeña un trabajador, su afiliación sindical o participación en actividades en defensa de sus derechos laborales (Boletín N° 5.296-13).


De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Letelier, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, para obligar a los demandados a fijar, en su primera actuación judicial, un domicilio correspondiente al lugar en que se ha iniciado el juicio (Boletín N° 5.297-13).



--Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.327, para permitir que la Asociación Nacional de Fútbol Profesional pueda querellarse en el caso que indica (Boletín N° 5.298-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Pérez Varela, Chadwick y Longueira, con la que inician un proyecto de ley que modifica la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, con el fin de sancionar al proveedor que venda un bien o preste un servicio con cargo a tarjetas de crédito o débito extraviadas, hurtadas o robadas (Boletín N° 5.299-03).



--Pasa a la Comisión de Economía.



De los Honorables Senadores señores Horvath, Prokurica y Sabag, con la que inician un proyecto de ley que impone a las naves pesqueras artesanales que indica, la obligación de instalar a bordo un dispositivo de posicionamiento satelital (Boletín N° 5.300-03).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

Proyecto de Acuerdo



De los Honorables Senadores señores Bianchi, Gómez, Horvath, Muñoz Barra, Prokurica y Zaldívar, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora Presidenta de la República, que otorgue a quienes participan en los Programas Generales de Empleo todas las prestaciones de seguridad social, las bonificaciones y otras gratificaciones que considera la legislación laboral. (Boletín N° S 1.010-12).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:



1) Rendir homenaje, en memoria de don Anacleto Angelini, a las 18:30 horas del día martes 2 de octubre próximo.



2) Tratar en el primer lugar del Orden del Día de esta sesión ordinaria el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos, en lo relativo a la seguridad y continuidad del suministro eléctrico a los clientes regulados y la suficiencia de los sistemas eléctricos (Boletín N° 5.251-08) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



3) Retirar de la Tabla de esta sesión y tratarlo en la sesión ordinaria del día de mañana, miércoles 5 de septiembre, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (Boletín Nº 3.878-17) (con urgencia calificada de “suma”).


4) Considerar, en las sesiones de la próxima semana, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (Boletín Nº 3.815-07) (con urgencia calificada de “simple”).



6) Enviar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento la iniciativa signada con el número 7 del Orden del Día, esto es, el proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Senadores señores Prokurica, Horvath, Orpis, Romero y Zaldívar, que permite la concesión de los hidrocarburos líquidos o gaseosos (Boletín Nº 4.704-07).
- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Longueira, quien solicita que se informe cual es la razón por la cual pasó a la Comisión de Trabajo y Previsión Social el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores  Bianchi, Gómez, Horvath, Muñoz Barra, Prokurica y Zaldívar, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República, que otorgue a quienes participan en los Programas Generales de Empleo todas las prestaciones de seguridad social, las bonificaciones y otras gratificaciones que considera la legislación laboral, correspondiente al Boletín N° S 1.010-12, que fue incluido en la Cuenta en esta sesión.


Sobre el particular, el señor Presidente explica que los Comités, por acuerdo ratificado por la Sala en la sesión 44ª, ordinaria, de 28 de agosto recién pasado, dispusieron que el procedimiento que se aplicaría respecto de cada proyecto de acuerdo que se presentara al Senado sería enviarlo a la Comisión técnica respectiva a fin de que ésta informara acerca de su procedencia constitucional, en cuanto ello no signifique ejercer funciones fiscalizadoras que la Corporación no posee, y acerca de su mérito.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para abrir un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios, correspondiente al Boletín Nº 3.968-12, hasta las 12 horas del día lunes 10 de septiembre próximo.



Así se acuerda.

- - -


A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Kuschel, quien solicita que se recabe idéntico acuerdo para abrir un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica, correspondiente al Boletín Nº 5.172-09, hasta las 12 horas del día 8 de octubre próximo.



Así se acuerda.

____________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica el Código de Procedimiento Civil y la ley Nº 19.799, sobre documento electrónico, firma electrónica, y los servicios de certificación de dichas firmas, con 

segundo informe de la Comisión de Economía.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad al acuerdo de Comités, ratificado por la Sala, en sesión 43ª, ordinaria, de 14 de agosto del presente año.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código de Procedimiento Civil y la ley Nº 19.799, sobre documento electrónico, firma electrónica, y los servicios de certificación de dichas firmas, correspondiente al Boletín Nº 3.797-19.


Agrega que la Comisión de Economía, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Artículo 1° N°1.



II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Ninguna.



III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Ninguna.



IV.- Indicaciones rechazadas: 1, 2 y 3.



V.- Indicaciones retiradas: Ninguna.



VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles:  Ninguna.



El señor Secretario General añade que la Comisión informante propone aprobar el proyecto de ley despachado en general en sus mismos términos y que la Sala, en sesión 45ª, ordinaria, de 29 de Agosto de 2.006, acordó enviar este proyecto, en la discusión en particular, tanto a la Comisión de Economía como a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y que con fecha 14 de Agosto de este año, en sesión 43ª, ordinaria, la Sala ratificó un acuerdo de Comités en orden a eximirlo del trámite ante esta última Comisión.



En discusión en particular, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y sometido a votación en particular el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Procedimiento Civil.



1) Agrégase el siguiente número 6, nuevo, en el artículo 342:



“6. Los documentos electrónicos suscritos mediante firma electrónica avanzada.”.



2) Agrégase el siguiente artículo 348 bis nuevo:



“Artículo 348 bis. Presentado un documento electrónico, el Tribunal citará para el 6° día a todas las partes a una audiencia de percepción documental. En caso de no contar con los medios técnicos electrónicos necesarios para su adecuada percepción, apercibirá a la parte que presentó el documento con tenerlo por no presentado de no concurrir a la audiencia con dichos medios.



Tratándose de documentos que no puedan ser transportados al tribunal, la audiencia tendrá lugar donde éstos se encuentren, a costa de la parte que los presente.



En caso que el documento sea objetado, en conformidad con las reglas generales, el Tribunal podrá ordenar una prueba complementaria de autenticidad, a costa de la parte que formula la impugnación, sin perjuicio de lo que se resuelva sobre pago de costas. El resultado de la prueba complementaria de autenticidad será suficiente para tener por reconocido o por objetado el instrumento, según corresponda.



Para los efectos de proceder a la realización de la prueba complementaria de autenticidad, los peritos procederán con sujeción a lo dispuesto por los artículos 417 a 423.



En el caso de documentos electrónicos privados, para los efectos del artículo 346, N°3, se entenderá que han sido puestos en conocimiento de la parte contraria en la audiencia de percepción.”.



Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.799.



1) Agrégase en el artículo 2° la siguiente letra i), nueva:



“i). Fecha electrónica: conjunto de datos en forma electrónica utilizados como medio para constatar el momento en que se ha efectuado una actuación sobre otros datos electrónicos a los que están asociados.”.



2) Reemplázase el número 2 del artículo 5º de la ley Nº 19.799, por el siguiente:



“2. Los que posean la calidad de instrumento privado, en cuanto hayan sido suscritos con firma electrónica avanzada, tendrán el mismo valor probatorio señalado en el número anterior. Sin embargo, no harán fe respecto de su fecha, a menos que ésta conste a través de un fechado electrónico otorgado por un prestador acreditado.



En el caso de documentos electrónicos que posean la calidad de instrumento privado y estén suscritos mediante firma electrónica, tendrán el valor probatorio que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.”.”.
_________________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Núñez, en primer trámite constitucional, que reconoce el genocidio ocurrido con las etnias Selk’nam (Onas) y Aónikenk (Tehuelches) y autoriza erigir dos memoriales en las comunas de Santiago y Porvenir, con informe de la Comisión 

de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que reconoce el genocidio ocurrido con las etnias Selk’nam (Onas) y Aónikenk (Tehuelches) y autoriza erigir dos memoriales en las comunas de Santiago y Porvenir, correspondiente al Boletín Nº 5.203-04.


Agrega que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió este proyecto tanto en general como en particular y la aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.

- - -


En discusión en general y en particular el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Chadwick, quien explicita que el proyecto fue aprobado por la Comisión en el supuesto que se eliminaría la palabra “genocidio” respecto de dichas etnias, por lo que debe efectuarse igual corrección en la denominación de esta iniciativa.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Reconócese la extinción de las etnias selk’nam y aónikenk durante el poblamiento de la zona austral del país.



Artículo 2º.- Autorízase erigir dos memoriales de dichas etnias en las comunas de Santiago y Porvenir, destinados a recordar sus principales rasgos culturales y perpetuar su memoria para las futuras generaciones.



Artículo 3º.- Las obras se financiarán por erogaciones populares, que serán obtenidas mediante la realización de colectas públicas en las fechas y lugares que determine la comisión especial a que hace referencia el artículo siguiente, como también por medio de donaciones y otros aportes.


Artículo 4º.- Créase una comisión especial, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, integrada por los siguientes nueve miembros ad honórem:



a)  Dos Senadores y dos Diputados nominados por sus respectivas Cámaras;



b) Un representante del Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Santiago;


c) Un representante del Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Porvenir;


d) Un representante del Ministerio de Vivienda y Urbanismo;


e) Un representante del Consejo de Monumentos Nacionales, y


f) Un representante de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, CONADI.



El quórum para sesionar será el de la mayoría de sus miembros.


Artículo 5º.- La comisión especial tendrá las siguientes funciones:



a) Establecer la fecha, forma y lugares en que se efectuarán las colectas públicas y realizar las gestiones destinadas a que éstas se efectúen.


b) Administrar el fondo a que hace referencia el artículo siguiente y crear una cuenta corriente con dicho objeto.


c) Convocar a concursos públicos para la elección del diseño de los memoriales y para la posterior ejecución de las obras, fijar sus bases y decidirlos.


d) Resolver el destino de eventuales excedentes en el fondo.


Artículo 6º.- Créase un fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo 3º. La comisión adoptará las medidas tendientes a la mayor transparencia y eficiencia en el uso de dichos recursos.



Artículo 7º.- Si al concluir la construcción de los monumentos autorizados resultaren excedentes, éstos serán destinados en forma preferente a instituciones o establecimientos cuya labor se ajuste a los mismos objetivos de los memoriales señalados en el artículo 1º.”.
_________________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Orpis, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.838, sobre Consejo Nacional de Televisión, con el objeto de prohibir el empleo de Sistemas de Medición de Audiencia en Línea, con informe de la Comisión de Transportes y

Telecomunicaciones.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités, ratificado por la Sala en sesión 43ª, ordinaria, del martes 14 de agosto en curso.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.838, sobre Consejo Nacional de Televisión, con el objeto de prohibir el empleo de Sistemas de Medición de Audiencia en Línea, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, correspondiente al Boletín Nº 3.543-15.


Agrega que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo establecido en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Novoa y Orpis.



El señor Secretario General añade que la Sala, en sesión 40ª, ordinaria, de 8 de Agosto de 2.006, acordó enviar esta iniciativa en consulta a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, respecto de si se corresponde con una materia de ley, trámite que el 14 de Agosto pasado, según se indicó, le fue eximido a dicha Comisión. 

- - -


En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Vásquez, Orpis y Gazmuri.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Vásquez formula reserva de constitucionalidad por entender que la iniciativa de ley  podría ser contraria al artículo 19 Nº 21 de la Carta Fundamental, que asegura a  todas las personas el derecho a ejercer cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, a la al orden público o la seguridad nacional, respetando las normas que la regulen.



Cerrado el debate y sometido a votación en general, el proyecto es aprobado por 20 votos a favor, 4 en contra y 5 abstenciones.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Flores, Gazmuri, Letelier, Longueira, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Frei y Vásquez.



Se abstienen los Honorables Senadores señores Coloma, Espina, Gómez, Larraín y Romero.



A continuación, el señor Presidente consulta a la Sala acerca de la necesidad de abrir un plazo para formular indicaciones y ante la petición del Honorable Senador señor Navarro propone como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 1 de Octubre próximo, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY: 



“Artículo único.- Introdúzcase el siguiente inciso final al artículo 13 de la Ley Nº 18.838 que crea el Consejo Nacional de Televisión:



“Prohíbese a los prestadores de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y a los de servicios limitados de televisión, el empleo de cualquier clase de sistema de medición de audiencia en línea.  La infracción a esta norma será sancionada, de acuerdo con su gravedad, en la forma prescrita en el artículo 33 de esta ley”.”.
Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que confiere carácter obligatorio al segundo nivel transicional de la educación parvularia, con informe de la Comisión 

de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad al acuerdo de Comités, ratificado por la Sala en sesión 43ª, ordinaria, del martes 14 de agosto en curso.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que confiere carácter obligatorio al segundo nivel transicional de la educación parvularia, correspondiente al Boletín Nº 3.785.04.


Agrega que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió este proyecto tanto en general cuanto en particular, por tratarse de aquéllos de artículo único, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado y le dio aprobación por la unanimidad de sus integrantes, Honorables ex Senadores señores Fernández, Moreno, Parra y Vega y Honorable Senador señor Muñoz Barra.



El señor Secretario General añade que el artículo único tiene el carácter de norma orgánica constitucional, según lo establece el número 11 del artículo 19 de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Precisa que la Sala, en sesión 43ª, ordinaria, de 12 de Abril de 2.005, acordó enviar esta iniciativa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, resolución que se revirtió al eximir el trámite ante dicha Comisión.



Finalmente, el señor Secretario General hace presente que el artículo 19, número 10), párrafo cuarto de la Constitución Política dispone:



“Para el Estado es obligatorio promover la educación parvularia y garantizar el acceso gratuito y el financiamiento fiscal al segundo nivel de transición, sin que éste constituya requisito para el ingreso a la educación básica”.

- - -


En discusión en general y en particular a la vez el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien expresa que este proyecto fue planteado en conjunto con otra iniciativa que modificaba la Carta Fundamental, la cual se ha transcrito anteriormente, por lo que no corresponde enmendar la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, de manera que, añade, corresponde rechazar este proyecto y proceder a su archivo.



En esa virtud, el señor Presidente propone a la Sala rechazar la iniciativa y disponer su archivo.



Así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.
_____________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, en primer trámite constitucional, que da el carácter de irrenunciables a los excedentes de cotización de salud en ISAPRES, con informe de la Comisión 

de Salud.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad a lo acordado por los Comités y ratificado por la Sala en sesión 43ª, ordinaria, de martes 14 de agosto en curso.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que da el carácter de irrenunciables a los excedentes de cotización de salud en ISAPRES, correspondiente al Boletín Nº 4.423-11.


Agrega que la Comisión de Salud discutió este proyecto solamente en general, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.

- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señor Novoa.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



En seguida, el señor Presidente propone a la Sala como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 1 de Octubre próximo.



Así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY



“Artículo único. Modifíquese la ley Nº 18.933, intercalando en su artículo 32 bis, un nuevo inciso tercero que señale: 



“Los excedentes serán irrenunciables y no será posible pactar de modo ni en momento alguno su renuncia, aun cuando se ofrezca, a cambio, una determinada cobertura adicional en el plan de salud. Cualquier estipulación en contrario, establecida en el contrato de salud previsional, se tendrá por no escrita.”.”.

_____________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República que modifica el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos, en lo relativo a la seguridad y continuidad del suministro eléctrico a los clientes regulados y la suficiencia de los sistemas eléctricos, con informe de la Comisión de Minería 

y Energía.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités en el día de hoy.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos, en lo relativo a la seguridad y continuidad del suministro eléctrico a los clientes regulados y la suficiencia de los sistemas eléctricos, correspondiente al Boletín Nº 5.251-08, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”.



Agrega que la Comisión de Minería y Energía discutió este proyecto tanto en general cuanto en particular atendida su calificación de “discusión inmediata”, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Gómez, Núñez, Orpis, Prokurica y Zaldívar.

- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Núñez y Prokurica, señora Matthei, señores Sabag, Orpis, Novoa, Zaldívar y Vásquez, al señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía y a los Honorables Senadores señores Girardi y Coloma.



Durante sus intervenciones, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Novoa y Coloma formulan reserva de constitucionalidad por entender que esta iniciativa de ley vulneraría la norma contenida en el artículo 76 de la Carta Fundamental, toda vez que podría estimarse que con este proyecto el Congreso Nacional se avocaría una causa, cuya resolución, se encuentra pendiente.



La Honorable Senadora señora Matthei, además, funda su reserva de constitucionalidad en la una posible vulneración del artículo 19 Nº 24 de la Constitución Política de la República, al considerar que el proyecto podría ser expropiatorio.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 25 votos a favor y 9 abstenciones.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona, Espina, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Gazmuri, Núñez, Orpis, Prokurica y Zaldívar.



Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Chadwick, Coloma, García, Kuschel, Larraín, Novoa y Romero. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señora Matthei y señor Novoa.


El señor Presidente propone a la Sala, a sugerencia del señor Senador Núñez, fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 19 horas del día de hoy, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo único.- Incorpóranse al decreto con fuerza de ley Nº 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Minería, de 1982, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos, las siguientes modificaciones:



1) Agrégase en el inciso primero del artículo 25º, a continuación de la palabra “Reconstrucción”, el siguiente texto: “con copia a la Superintendencia para que ésta ejerza sus atribuciones conforme a los artículos siguientes”; e intercálase, en el párrafo segundo de la letra d) de su inciso tercero, a continuación de la frase “regidas por el Código de Aguas”, el siguiente texto, precedido de una coma (,): “pudiendo solicitarse la concesión con los planos de las obras hidráulicas que se hubieren presentado a la Dirección General de Aguas para la autorización referida, pero el interesado deberá acreditar a la Superintendencia que se encuentra en trámite y que se adjuntará el plano autorizado antes de la emisión del informe a que se refiere el artículo 29º de esta ley”.



2) Intercálase, en el inciso primero del artículo 27º, a continuación del vocablo “Municipalidad”, las expresiones “certificación notarial”, precedida de una coma (,); y sustitúyese el inciso tercero por el siguiente nuevo: “Los afectados que hubieren formulado observaciones u oposiciones se reputarán notificados tácitamente para todos los efectos legales.”.



3) Incorpórase, en el inciso segundo del artículo 133º, precedido de una coma (,) y antes del punto aparte, lo siguiente: “tales como boletas de garantía otorgadas por la oferente o cualquier otra garantía otorgada por una o más empresas matrices de las que conforman el consorcio en su caso, entre otras, además del informe de clasificación de riesgo institucional que deberá presentar el oferente, el que no deberá tener una antigüedad superior a doce meses contados desde la fecha de presentación del mismo en el proceso de licitación”.


4) Agréganse, a continuación del artículo 146°, los siguientes artículos 146° bis, 146° ter y 146º quáter, nuevos:



“Articulo 146º bis.- En todos los juicios que se inicien con el objeto de poner término a un contrato de suministro eléctrico que haya sido suscrito entre una empresa generadora y una empresa concesionaria de servicio público de distribución para abastecer a clientes regulados del sistema respectivo, la Superintendencia deberá hacerse parte en los mismos, con el objeto de aportar todos los antecedentes necesarios para resguardar las condiciones del suministro a los clientes regulados concernidos, correspondiéndole al juez disponer que la notificación al demandado sea coetánea a la de la Superintendencia.



Articulo 146º ter.- La quiebra de una empresa generadora, transmisora o distribuidora de electricidad se regirá por las siguientes reglas especiales y, en lo no previsto en ellas, por las contenidas en el Libro IV del Código de Comercio, intitulado “De las Quiebras”.



Inmediatamente después de presentada una solicitud de quiebra de una empresa generadora, transmisora o distribuidora de energía eléctrica, el secretario del tribunal deberá notificarla a la Superintendencia y a la Comisión, dentro de las veinticuatro horas siguientes, para que el tribunal se pronuncie sobre ella previo informe de los organismos indicados, el que deberá señalar si la quiebra compromete o no los objetivos a los que se refiere el artículo 137º o la suficiencia de un sistema eléctrico. Si los compromete, la Superintendencia propondrá al tribunal la designación de un administrador provisional de entre aquellas personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en un registro público que mantendrá la Superintendencia para tal efecto. El Reglamento establecerá los requisitos y condiciones para integrar el registro público al que se refiere este artículo, junto con las causales de exclusión del mismo. El tribunal también podrá solicitar informe a la Superintendencia de Quiebras, respecto de las materias de su competencia.



De encontrarse comprometidos los objetivos referidos en el artículo 137º o la suficiencia de un sistema eléctrico, la resolución que declare la quiebra ordenará la continuación efectiva del giro del fallido, junto con designar al administrador provisional de los bienes comprometidos en la continuación efectiva del giro del fallido y fijará la remuneración del administrador provisional, la que no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de empresas del mismo giro, según lo informado por la Superintendencia. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos de la empresa declarada en quiebra que quedarán comprendidos en la continuación efectiva del giro, el que se agregará a los autos una vez aprobado por la Superintendencia. Lo anterior no obsta a los derechos que la ley otorga a la junta de acreedores y a terceros en materia de confección de inventario y de determinación de los bienes materia de la continuidad efectiva del giro. Cualquier discrepancia u oposición respecto al inventario de activos que quedarán comprendidos en la continuación efectiva del giro, será resuelta por el juez de la quiebra según lo dispuesto en el artículo 5º del Libro IV del Código de Comercio, quien deberá garantizar que los bienes que queden comprendidos en la continuación efectiva del giro permitan el cumplimiento de los objetivos a los que se refiere el artículo 137º y el resguardo de la suficiencia del sistema. Cuando la continuación efectiva del giro comprendiere bienes constituidos en prenda o hipoteca o afectos al derecho legal de retención, se suspenderá el derecho de los acreedores hipotecarios, prendarios y retencionarios para iniciar o proseguir en forma separada las acciones dirigidas a obtener la realización de los bienes comprendidos en la continuación efectiva del giro, afectos a la seguridad de sus créditos.



El administrador provisional de los bienes comprendidos en la continuación efectiva del giro tendrá todas las facultades propias del giro ordinario de la empresa de que se trate, que la ley o sus estatutos señalan al directorio y a sus gerentes.  Por su parte, el síndico tendrá sobre dicha administración las facultades que indica el artículo 207º del Libro IV del Código de Comercio, sin perjuicio de las atribuciones que le confiere la ley como administrador de los bienes de la quiebra no comprendidos en la continuación efectiva del giro. Será aplicable al administrador provisional lo dispuesto en el inciso final del artículo 116º del Libro IV del Código de Comercio.



El administrador provisional responderá de culpa levísima en el ejercicio de su cargo y se le aplicarán las inhabilidades e incompatibilidades de los síndicos, en lo que corresponda. Asimismo, cesará en su cargo por declaración del tribunal, a solicitud de cualquier interesado, cuando sobreviniere alguna de las causales a las que se refieren los números 1 al 4 del artículo 17º o los numerales 1, 2 y 3 del artículo 24º, ambos del Libro IV del Código de Comercio, o cuando hubiese dejado de integrar el registro público al que se refiere este artículo, o por renuncia aceptada por el tribunal.



Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el síndico y el administrador provisional, será resuelto por el juez de la quiebra incidentalmente y en única instancia, oyendo previamente a la Superintendencia de Quiebras y al Superintendente de Electricidad y Combustibles.



La administración provisional se extenderá por todo el período que fuere necesario para el perfeccionamiento de la enajenación a la que se refieren los incisos siguientes.



Los activos que han quedado comprendidos en la continuación efectiva del giro deberán enajenarse como unidad económica. Esta enajenación deberá verificarse dentro de un plazo no superior a dieciocho meses contado desde que la sentencia que declare la quiebra cause ejecutoria. La enajenación de los activos como unidad económica podrá llevarse a cabo mediante cualquiera de los mecanismos a los que se refieren los artículos 122 y siguientes del Libro IV del Código de Comercio. El mecanismo, como así también las bases o condiciones de dicha enajenación como unidad económica, deberá ser acordado por la junta de acreedores con el voto favorable de los acreedores que reúnan más de la mitad del pasivo de la quiebra y, en su caso, con el voto favorable del fallido, pudiendo el síndico formular oposición fundada de acuerdo a lo dispuesto en el Título IX del Libro IV del Código de Comercio.


En caso que los bienes se enajenen mediante el mecanismo previsto en el artículo 124 y siguientes del Libro IV del Código de Comercio o mediante licitación pública, las bases se confeccionarán por la Superintendencia, en conjunto con la Comisión, las que incluirán los contenidos indicados en el artículo 125º del Libro IV del Código de Comercio, como asimismo, los contenidos aprobados por la junta de acreedores o por el tribunal, según corresponda, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso anterior, y podrán establecer condiciones especiales para resguardar la competencia entre los oferentes y la continuidad del servicio respectivo. Cualquier discrepancia u oposición respecto del mecanismo para llevar a cabo la enajenación como unidad económica o respecto de las bases o condiciones de dicha enajenación, será resuelta por el juez de la quiebra según lo dispuesto en el artículo 5º del Libro IV del Código de Comercio, consultando la mayor facilidad y el mejor resultado de la enajenación, como asimismo, la continuidad del servicio respectivo.



En caso que se hubiere acordado enajenar la unidad económica mediante el mecanismo establecido en el artículo 124° del Libro IV del Código de Comercio o mediante licitación pública, y, pese a haberse ofrecido conforme a las bases no se presentaren interesados, se procederá a ofrecerla nuevamente, pudiendo en, tal caso, rebajarse el precio hasta los dos tercios del fijado en aquéllas. Con todo, si se introducen otras modificaciones a las bases en este segundo llamamiento, deberá procederse conforme lo dispone este artículo. Si en una segunda oportunidad tampoco hubiere interesados, continuará la realización de los bienes conforme a las normas pertinentes del Libro IV del Código de Comercio.



Lo dispuesto en este artículo se aplicará, asimismo, a aquellos casos en que la quiebra de una empresa generadora, transmisora o distribuidora se produzca sin estar precedida de una solicitud de quiebra, debiendo el juez, en tal caso, solicitar el informe al que se refiere el inciso segundo, previo a la declaración de quiebra.



Artículo 146º quáter.- El retiro, modificación, desconexión, o el cese de operaciones sin que éste obedezca a fallas o a mantenimientos programados, de unidades del parque generador y de las instalaciones del sistema de transmisión, deberán comunicarse por escrito tanto al CDEC respectivo como a la Comisión, con la anticipación que determine el reglamento, la que en todo caso no será inferior a 24 meses en el caso de unidades generadoras y de 12 meses para las instalaciones del sistema de transmisión.



No obstante, en casos calificados, la Comisión podrá eximir a una empresa del cumplimiento de los plazos señalados en este artículo, previo informe de seguridad de la Dirección de Operación del o los CDEC afectados.



Las infracciones a este artículo se sancionarán como gravísimas por la Superintendencia de acuerdo a la Ley Nº 18.410.”.

Disposiciones transitorias



Artículo 1° transitorio.- Lo dispuesto en el artículo 146º bis introducido a la Ley General de Servicios Eléctricos por el artículo único de la presente ley, se aplicará para aquellos juicios que se inicien a contar de la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.



Artículo 2º transitorio.- En el evento que un contrato de suministro eléctrico suscrito entre una empresa generadora y una empresa concesionaria de servicio público de distribución para abastecer a clientes regulados del sistema respectivo termine por sentencia que cause ejecutoria, la referida empresa generadora deberá continuar suministrando la energía objeto del contrato, en sus mismos términos, por el plazo de dieciocho meses contado desde la fecha en que la sentencia cause ejecutoria. Esta obligación podrá cesar anticipadamente si dentro de dicho plazo se hubiere iniciado el suministro bajo un nuevo contrato en virtud de la obligación de la distribuidora, desde la fecha en que la sentencia cause ejecutoria, de llamar a licitación de suministro en conformidad a lo dispuesto en los artículos 131° y siguientes de la Ley General de Servicios Eléctricos.



La distribuidora afectada por la terminación de su contrato de suministro para abastecer a clientes regulados que, en razón de encontrarse dentro del plazo al que se refiere el artículo 131 de la Ley General de Servicios Eléctricos, ya hubiere efectuado el llamado a licitación de suministro dispuesto en los mencionados artículos, no deberá efectuar un nuevo llamado a licitación de suministro de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior.



Transcurrido el plazo de dieciocho meses previsto en el inciso primero de este artículo sin que se hubiere iniciado el suministro bajo el nuevo contrato resultante del proceso de licitación, el suministro de la distribuidora concernida para abastecer a sus clientes sometidos a regulación de precios será realizado y facturado a precio de nudo por cada generadora del sistema respectivo, a prorrata de su energía firme, considerando tanto las instalaciones de generación propias como las contratadas que estuviesen conectadas al sistema respectivo al momento de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y que permanezcan conectadas al cumplirse el plazo de dieciocho meses antes referido. Esta obligación permanecerá vigente mientras no se inicie la ejecución del nuevo contrato que resulte de la licitación de suministro.



El costo de servir el suministro sometido a regulación de precios de la distribuidora concernida, en la proporción destinada a clientes regulados, definido como la diferencia entre el costo marginal horario de energía y el correspondiente precio de nudo vigente, multiplicada por la energía suministrada para satisfacer el suministro dedicado a clientes regulados del sistema correspondiente, será asumido por los generadores que retiren energía para servir los contratos destinados a satisfacer la totalidad del consumo del respectivo sistema. Para este efecto, y para cada período en el cual se efectúen las facturaciones de las transferencias de energía en el Centro de Despacho Económico de Carga del respectivo sistema, el costo antes referido se dividirá por la totalidad de la energía demandada. Este valor resultante constituirá el cargo a aplicar a cada kilowatt-hora retirado. De la suma que se recaude con la aplicación del señalado cargo, la Dirección de Peajes del Centro de Despacho Económico de Carga determinará el monto a pagar a cada empresa generadora de conformidad a lo establecido en este inciso.


Para los efectos previstos en este artículo y en el artículo 3º transitorio siguiente, se entenderá por energía firme la suma de la energía firme de las centrales propias y de bloques de energía firme cuyo suministro por parte de otras entidades generadoras que operen en sincronismo con el sistema haya sido asegurado mediante un contrato suscrito a precio libremente convenido. En el caso de las centrales hidroeléctricas, la energía firme es igual a la capacidad anual de producción de energía bajo condiciones de hidrología seca, habida consideración de las restricciones de riego que fueren aplicables. Se entiende por hidrología seca, el año de la estadística hidrológica definido como el de probabilidad de excedencia más próxima a 90%, para el sistema eléctrico en conjunto. En el caso de las demás centrales, la energía firme se calculará como la capacidad anual de producción de energía en condiciones de disponibilidad promedio de las unidades generadoras. Se entiende por disponibilidad promedio de energía de estas centrales, el máximo de la energía anual que, como promedio, pueden generar dichas centrales, considerando los períodos de mantenimiento y falla. Para estos efectos, se utilizarán los antecedentes históricos de que disponga el Centro de Despacho Económico de Carga y, en el caso de nuevas unidades, las estimaciones que esa entidad efectúe sobre la base de estudios propios y de los antecedentes técnicos que presente su propietario.



Lo dispuesto en este artículo se aplicará a los suministros a clientes regulados de un sistema eléctrico, cuyos contratos terminen por sentencia que cause ejecutoria dentro del periodo que media entre la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y el 31 de diciembre de 2010. Con todo, ningún proceso de licitación que se origine en virtud de lo dispuesto en este artículo podrá adjudicar un contrato de suministro para que éste se inicie en una fecha posterior al 31 de diciembre del año 2011.



Artículo 3º transitorio.- Declarada la quiebra de una empresa generadora que mantenga contratos de suministro eléctrico vigentes con una empresa distribuidora para abastecer a clientes regulados de un sistema eléctrico, el suministro de la distribuidora concernida para abastecer a sus clientes sometidos a regulación de precios será realizado y facturado a precio de nudo por cada generadora del sistema respectivo, incluida la empresa en quiebra, a prorrata de su energía firme, considerando tanto las instalaciones de generación propias como las contratadas que estuviesen conectadas al sistema respectivo al momento de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y que permanezcan conectadas al momento de declararse la quiebra de la empresa generadora antes referida.



Cada una de las empresas generadoras que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, contribuya a satisfacer el suministro de la distribuidora afectada, en la proporción destinada a clientes regulados, gozará, por esta sola contribución, de un crédito proveniente de la continuación efectiva del giro del fallido. El monto de este crédito corresponderá a la suma, debidamente actualizada, de: las diferencias positivas entre el costo marginal horario de energía y el correspondiente precio de nudo de energía vigente, multiplicada por la energía suministrada para satisfacer el suministro dedicado a los clientes regulados del sistema correspondiente, en la prorrata que le corresponda a cada generador. El señalado crédito deberá calcularse para todo el periodo que media entre la declaración de quiebra y lo primero que ocurra entre la enajenación de los activos como unidad económica; el inicio del suministro bajo un nuevo contrato resultante del proceso de licitación referido en este artículo; o el término de la obligación de suministro de energía a clientes regulados, contractual o legal, del fallido para con la distribuidora. La Dirección de Peajes del Centro de Despacho Económico de Carga respectivo determinará el monto a pagar a cada empresa generadora, de conformidad a lo anteriormente establecido.



Transcurrido el periodo señalado en el inciso anterior, sin que se hubiere iniciado un nuevo contrato de suministro a la distribuidora, el costo de servir el suministro sometido a regulación de precios de la distribuidora concernida, en la proporción destinada a clientes regulados, definido como la diferencia entre el costo marginal horario de energía y el correspondiente precio de nudo vigente, multiplicada por la energía suministrada para satisfacer el suministro dedicado a clientes regulados del sistema correspondiente, será asumido por los generadores que retiren energía para servir los contratos destinados a satisfacer la totalidad del consumo del respectivo sistema. Para este efecto, y para cada período en el cual se efectúen las facturaciones de las transferencias de energía en el Centro de Despacho Económico de Carga del respectivo sistema, el costo antes referido se dividirá por la totalidad de la energía demandada. Este valor resultante constituirá el cargo a aplicar a cada kilowatt-hora retirado. De la suma que se recaude con la aplicación del señalado cargo, la Dirección de Peajes del Centro de Despacho Económico de Carga determinará el monto a asignar a cada empresa generadora de conformidad a lo establecido en este inciso.


La obligación del conjunto de empresas generadoras del sistema, consistente en satisfacer el suministro necesario para los clientes regulados a prorrata de su energía firme señalada en este artículo, permanecerá vigente mientras no se hubiere iniciado el suministro bajo un nuevo contrato. Para estos efectos, desde la fecha de la declaración de quiebra de la empresa generadora, la distribuidora estará obligada a llamar a licitación de suministro en conformidad a lo dispuesto en los artículos 131° y siguientes de la Ley General de Servicios Eléctricos. Para todos los efectos que correspondan, iniciado el suministro bajo el nuevo contrato resultante del proceso de licitación antes mencionado, cesarán todas y cada una de las obligaciones que mantuviese vigentes la distribuidora, bajo el o los contratos de suministro eléctrico para abastecer a clientes regulados que se hubieren celebrado con la empresa generadora fallida.



La distribuidora que, en razón de encontrarse dentro del plazo al que se refiere el artículo 131 de la Ley General de Servicios Eléctricos, ya hubiere efectuado el llamado a licitación de suministro al que se refiere dicho artículo, no deberá efectuar un nuevo llamado a licitación de suministro de conformidad a lo señalado en el inciso anterior.



Lo dispuesto en este artículo se aplicará a los suministros a clientes regulados de un sistema eléctrico que hayan sido contratados con una empresa generadora, cuya quiebra sea declarada dentro del periodo que media entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2010. Con todo, ningún proceso de licitación que se origine en virtud de lo dispuesto en este artículo podrá adjudicar un contrato de suministro para que éste se inicie en una fecha posterior al 31 de diciembre del año 2011.



Artículo 4° transitorio.- La Comisión Nacional de Energía, mediante resolución exenta, establecerá las disposiciones de carácter técnico que sean necesarias para la adecuada implementación de las normas que esta ley introduce a la Ley General de Servicios Eléctricos.



Artículo 5º transitorio.- En tanto las disposiciones reglamentarias correspondientes no entren en vigencia, los plazos a que se refiere el artículo 146 quáter que se introduce a la Ley General de Servicios Eléctricos serán de 24 meses para unidades generadoras y de 12 meses para los sistemas de transmisión.



Artículo 6º transitorio.- La tramitación y aprobación de las concesiones y servidumbres necesarias para llevar a cabo los proyectos eléctricos a los que se refiere la Ley General de Servicios Eléctricos, podrán realizarse en forma paralela a la obtención de los permisos ambientales.



Con todo, el uso y aprovechamiento de las concesiones y servidumbres indicadas en el inciso anterior, quedarán condicionados a la aprobación del respectivo Estudio de Impacto Ambiental, si así lo requiere la ley.



Lo dispuesto precedentemente regirá hasta el 31 de diciembre de 2012.”.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gazmuri, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Corporación para autorizar a la Comisión Mixta, encargada de resolver las discrepancias producidas entre ambas Cámaras con ocasión de la discusión del proyecto de ley sobre pesca recreativa, correspondiente al Boletín Nº 3.424-21, a sesionar mientras lo esté haciendo la Sala, de acuerdo a lo previsto en el artículo 35 del Reglamento del Senado.



Se concede la autorización solicitada.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

- - -



A continuación, el señor Secretario General anuncia que el señor Presidente ha dispuesto que en el tiempo de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana se consideren las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República y confiere facultades delegadas al Presidente de la República, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización (Boletín Nº 3.937-06). Acuerdo de Comités, ratificado por la Sala en sesión del 14 de agosto en curso.



2) Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece un nuevo plazo para la regularización en la inscripción de armas de fuego, establecido en el artículo 1º transitorio de la ley Nº 20.014, con informe de la Comisión de Defensa Nacional (Boletín Nº 4.025-02). Acuerdo de Comités, ratificado por la Sala en sesión de 14 de agosto en curso.


3) Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Orpis, en primer trámite constitucional, que modifica el inciso décimo del Nº 24º del artículo 19, para establecer que los requisitos y condiciones de los contratos especiales de operación sean fijados mediante un procedimiento previsto en la ley, con informe de la Comisión de Minería y Energía (Boletín Nº 4.965-07). Acuerdo de Comités, ratificado por la Sala en sesión de 14 de agosto del presente año.


4) Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Letelier y Escalona, en primer trámite constitucional, sobre salida de menores desde Chile, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletín Nº 4.594-07).


5) Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece procedimiento de saneamiento y regularización de loteos, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo (Boletín Nº 4.981-14).

________________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Ávila, Coloma, Chadwick, Espina, García, Horvaht, Kuschel, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Prokurica, Romero y Vásquez, mediante el cual se solicita la aplicación de la ley Nº 19.773 y el pleno respeto de la libertad de informar, el ejercicio del periodismo y el pluralismo, en el ámbito de la 

radiodifusión.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Ávila, Coloma, Chadwick, Espina, García, Horvath, Kuschel, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Prokurica, Romero y Vásquez, correspondiente al Boletín Nº S 996-12, por medio del cual solicitan adoptar el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO:

Considerando:

1. Que es de público conocimiento la compra, por parte de un grupo radial español, de las ocho cadenas de radioemisoras que actualmente posee el grupo IBEROAMERICAN, conformándose con esta operación un grupo radial que agruparía doce cadenas nacionales de radio;
2. Que el inciso tercero del artículo 9° de la ley N° 19.733, prescribe que: "las concesiones para radiodifusión de libre recepción solicitadas por personas jurídicas extranjeras o chilenas, con participación de capital extranjero superior al 10%, sólo se concederán en la medida que se acredite en forma previa que en el país de origen se otorgan a los chilenos derechos y obligaciones similares a las condiciones de que gozarán estos solicitantes en nuestro país. Igual exigencia deberá cumplirse para adquirir una concesión existente. En caso de que no se dé cumplimiento a esta obligación, se producirá la caducidad de pleno derecho de la concesión.";
3. Que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (TDLC), en su fallo del 27 de julio de 2007, en su considerando octogésimo noveno, estableció que el capital involucrado en esta operación es de origen español;
4. Que dicho Tribunal, en el mismo fallo, en su considerando nonagésimo, estableció, por la unanimidad de sus miembros, que el principio de reciprocidad "es aplicable no sólo al titular directo de la concesión, sino a todas aquellas personas o sociedades que tienen o ejercen control sobre ésta, sea mediante sociedades relacionadas, participación accionaria, acuerdos de control y cualquier otra figura contractual por la que se manifieste dicho control";
5. Que, en el referido fallo, el TDLC declaró que no se pronunciaría sobre el principio de reciprocidad, establecido en la ley N° 19.733, por estimar que de acuerdo a la Ley General de Telecomunicaciones corresponde su fiscalización a la Subsecretaría de Telecomunicaciones (SUBTEL);
6. Que la opinión pública ha constatado por la prensa que, aun cuando no ha concluido el plazo para las apelaciones al fallo del TDLC y no ha habido pronunciamiento de la SUBTEL respecto del principio de reciprocidad, las empresas extranjeras objeto de esta operación han publicado la conformación de sus nuevos directorios, ejerciendo de hecho una administración conjunta del nuevo conglomerado, sin que éste haya sido formalmente autorizado por las instancias jurisdiccionales que prescribe la legislación nacional y cuyos dictámenes deben ser respetados en su integridad sin anticipar su vigencia. Que la inversión extranjera nos merece el mayor respeto y que en el caso en cuestión aún no se han concretado todas las instancias para perfeccionar las operaciones presentadas, y
7. Que el Senado de la República concluye que es necesario respetar la institucionalidad y el Estado de Derecho en su integridad, y que la situación descrita no se ajusta a lo dispuesto en la ley N° 19.733, sobre libertad de informar y ejercicio del periodismo, ni a la Ley General de Telecomunicaciones, ni al propio fallo del TDLC, en tanto no procede que se materialice en esta etapa una fusión de esta envergadura, por parte de conglomerados extranjeros, sin que se hayan cumplido todas las etapas y formalidades que establece nuestra legislación.


El Senado acuerda:



Expresar su preocupación por esta situación, y solicitar a Vuestra Excelencia adoptar las medidas destinadas a dar plena aplicación del espíritu y la letra de ley N° 19.733, sobre libertad de informar y ejercicio del periodismo, en lo concerniente al principio de reciprocidad, de manera de resguardar el interés nacional, el respeto a nuestras instituciones y, particularmente, el pluralismo y la diversidad en un medio que, como el radial, ha sido un ejemplo en estas materias, especialmente en el ámbito de la radiodifusión regional.”.
- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Horvath y Muñoz Aburto, mediante el cual se solicita al Ministerio de Salud y al Instituto de Salud Pública, certificar que no se distribuyen en el mercado nacional productos para el uso humano que contienen niveles de Dietilenglicol que resulten perjudiciales para la salud de las 

personas.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Horvath y Muñoz Aburto, correspondiente al Boletín Nº S 997-12, por medio del cual solicitan adoptar el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO:

Considerando:

1. Que la Agencia Española del Medicamento ha encontrado Dietilenglicol en un porcentaje de entre el 0,4% y el 8,3% de esta sustancia, que puede resultar tóxica, entre otras, en las siguientes marcas: Spearmint y Spearmint Trileaf, Morning Baby, Qyz, Active, Active Ultrawhite, Aloe Superwhitening, Amalfi-Dent Classic y Amalfi-Dent Herbal;
2. Que este organismo, dependiente del Ministerio de Sanidad, comenzó el pasado 3 de julio a analizar tubos de dentífrico sospechosos para comprobar si contenían Dietilenglicol, una sustancia que puede llegar a ser letal y que poco antes se había encontrado en 900.000 unidades de dentífrico en Estados Unidos;
3. Que Estados Unidos sólo permite el uso de Dietilenglicol en la fabricación de dentífricos si es menos de un 0,1%, porcentaje que se supera en todos los dentífricos en los que se ha encontrado la sustancia, que se usa como anticongelante y, en algunas ocasiones, como espesante sustitutivo de la glicerina. La Unión Europea no establece un límite a la dosis, porque no contempla su uso en las pastas de dientes o medicinas;
4. Que, desde que a principios de julio un consumidor diese la voz de alarma sobre la presencia de dentífricos irregulares en España, la policía y las comunidades autónomas han incautado alrededor de 700.000 tubos de pasta de dientes, cuyo etiquetado no está en castellano y que, por tanto, incumplen la normativa de ese país;
5. Que los rastreos de las autoridades han encontrado dentífricos sospechosos en toda España. Además, la Unión Europea ha alertado al resto de países miembros de la presencia de estas pastas de dientes. En Portugal e Italia también se han detectado envases de crema dental sospechosa. Por ahora, son veinte las marcas de dentífrico irregular detectadas en España;
6. Que la primera quincena de julio, la policía y las comunidades autónomas decomisaron unos 700.000 tubos de dentífrico sospechoso, de veinte marcas distintas. De ellos, hasta ahora comprobadamente sólo los fabricados por Spearmint contenían sustancias nocivas para la salud, según los informes toxicológicos del Ministerio de Sanidad. La Federación de Consumidores en Acción eleva a seis el número de marcas que incorporan Dietilenglicol a su composición;
7. Que a los primeros hallazgos de dentífrico con un rótulo similar al de Colgate, se le han ido sumando otros, como Tri Leaf, Signal, Close Up o Crest. También se han encontrado pastas de dientes de marcas chinas con el etiquetado en chino, como Zi Tuo. Sin embargo, las empresas fabricantes de las marcas incautadas aún no se han pronunciado sobre si las pastas de dientes irregulares fueron producidas por ellos y entraron en España de manera ilegal, o bien se trata de falsificaciones;
8. Que, a raíz de estos hechos, China prohibió a las empresas la utilización de Dietilenglicol en sus productos;
9. Que, sólo en Valencia, la Consejería de Industria y Consumo de la Generalitat ha retirado hasta ahora 16.752 tubos de dentífrico etiquetados en idiomas distintos al español, que carecían de autorización de la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios (AEMPS). Se han intervenido 11.069 unidades de Colgate, 4.346 de Close Up, 10 de Signal y 1.327 de otras marcas;
10. Que, además, la Generalitat retiró los kits de aseo que había repartido en seis hospitales, que incluían cremas dentales importadas ilegalmente de China para distribuirlas entre sus pacientes;
11. Que la empresa Colgate-Palmolive se pronunció sobre la pasta de dientes irregular. Sin embargo, no aclaró si los productos detectados por las autoridades sanitarias y la policía están fabricados por ellos pero destinados a la venta en otros países, o si se trata de falsificaciones envasadas con la marca Colgate. La multinacional se limitó a afirmar que no está implicada en la importación ilegal a España de tubos de pasta de dientes con su marca desde otros países, como Sudáfrica;
12. Que, en Madrid, la policía incautó más de 11.000 tubos de pasta de dientes envasados como Colgate y en cuyo etiquetado -en inglés- aparece, en la mayoría de los casos, que han sido elaborados en Sudáfrica y Brasil, aunque también las hay de Camerún, Rusia, Uzbekistán o Tailandia. La operación se llevó a cabo en tres naves industriales dedicadas al comercio mayorista. Los dueños de estos locales, todos de origen chino, han sido detenidos por un delito contra la propiedad industrial;
13. Que, en Cataluña, la Agencia Catalana de Consumo, dependiente de la Generalitat, ha incautado 6.845 tubos de pasta que podrían contener Dietilenglicol, mientras, en Castilla La-Mancha, el consejero de Sanidad, Roberto Sabrido, confirmó que se habían retirado un total 2.240 dentífricos sospechosos en distintos comercios de la región;
14. Que la Consejería de Sanidad de la Generalitat Valenciana, por su parte, ha detectado que son nueve los hospitales en que se distribuyó pasta dental importada irregularmente de China, lo que ha generado una petición de investigación que abarque desde la empresa suministradora, hasta los responsables en el sistema de salud;
15. Que el Dietilenglicol es una sustancia empleada en la fabricación de anticongelantes y disolventes. También, puede actuar como sustituto barato de la glicerina para espesar los dentífricos. Su uso no está prohibido en la Unión Europea en la fabricación de este tipo de productos. Pero, los últimos casos de intoxicación en Panamá y Nigeria por la ingestión de esta sustancia en medicamentos, con centenares de muertos, han hecho que la Unión Europea y Estados Unidos alerten de su presencia, incluso en aquellos productos que no se ingieren;
16. Que la dosis letal para humanos puede darse a partir de los 0,014 miligramos de Dietilenglicol por kilogramo de peso. Su ingestión en estas cantidades puede producir vómitos, mareos, problemas renales y daños en el hígado;
17. Que, al igual que la glicerina, el Dietilenglicol pertenece al grupo de los polioles, es decir, alcoholes de azúcar de bajo contenido energético. Es un líquido viscoso, incoloro e inodoro, con sabor dulce, y su estructura molecular es muy parecida a la glicerina. De ahí que, bien por confusión o por abaratar costes, se use a veces como sustitutivo de la glicerina de calidad. Suele emplearse como espesante en anticongelantes, lubricantes y lacas, como ablandador y plastificante. Pero, a veces, ilegalmente, está presente en medicamentos o cremas dentales. Es ahí cuando se convierte en un problema;
18. Que los expertos consultados señalan que nunca debería utilizarse en medicamentos o cualquier otro producto que pudiera ser ingerido. La Unión Europea no ha establecido un límite a la dosis por la sencilla razón de que jamás debería encontrarse en pastas de dientes o medicinas. Estados Unidos la permite, sólo si es menos de un 0,1% de los dentífricos, que se venden en las tiendas como si fueran medicamentos;
19. Que la alerta lanzada esta semana por el Ministerio de Sanidad español -dirigida al resto de países por la UE- sobre las pastas de dientes introducidas ilegalmente, surtió efecto, pues los Carabineros italianos requisaron varias partidas de dentífrico sospechoso con la marca Colgate en Florencia, Genova y Aosta, aunque los agentes creen que podrían ser falsos, según informó el Ministerio de la Salud italiano en un comunicado. A su vez, en Portugal, las autoridades han interceptado unos 5.000 tubos de pasta dentífrica de la marca Colgate Máximum Cavity en diversas ciudades del país;
20. Que, en relación con ese caso, el Centro Nacional de Salud Ambiental de los Centros para el Control y la Prevención de Enfermedades de los Estados Unidos de América (CDC), recomendó que cualquier formulación destinada al consumo por vía oral, que pueda contener o se presuma que contiene Dietilenglicol, debe retirarse de inmediato de cualquier medio posible de consumo humano y guardarse para análisis;
21. Que, en 1938, en Estados Unidos, 105 personas mueren por consumir un elixir de sulfonamida que fue elaborado con Dietilenglicol; en 1969, en Sudáfrica, 7 niños mueren por la utilización de un sedante en el que estaba presente dicha sustancia; en 1979, en el Sahara, 4 personas mueren por beber de un contenedor de agua con restos de Dietilenglicol; en 1985, en Austria, se detecta la contaminación de vinos blancos que fueron endulzados con Dietilenglicol, siendo 21 personas afectadas; en 1986, en Bombay, mueren 14 personas por glicerina contaminada con dicho tóxico en un 18,5%; en 1987, en España, 5 personas fallecen por la utilización de una pomada a base de sulfadiazina con restos de Dietilenglicol; en 1990, en Nigeria, hay 109 muertos por un jarabe de paracetamol, donde el propilenglicol fue reemplazado por dicho tóxico;
22. Que, entre 1990 y 1992, en Bangladesh, ocurren 200 muertes y 300 intoxicaciones por un elixir de paracetamol contaminado; en 1992, en Argentina, mueren 25 personas por un tónico a base de propóleos contaminado con dicho alcohol; en 1995 y 1996, en Haití, se cuentan 89 muertos por la utilización de un jarabe de acetominófeno en el que el excipiente endulzante (la glicerina) se encontraba contaminada; en 1998, nuevamente en la India, los afectados por la presencia de esta sustancia fueron mas de 36, de los cuales 33 fallecieron. La edad promedio de los afectados era de entre 2 meses a 6 años, y
23. Que, en Panamá, se reportó un caso el año 2006 donde fueron 21 los pacientes, de un total de 31, que murieron tras consumir un expectorante líquido sin azúcar en el cual se detectó la presencia de Dietilenglicol. Por su parte, las autoridades sanitarias de Canadá han encontrado 24 dentífricos falsificados de Colgate importados ilegalmente de China que contenían Dietilenglicol. Este año, en República Dominicana, también descubrieron y retiraron del mercado pasta dentífrica fabricada con Dietilenglicol.


El Senado acuerda:



Solicitar a Usía se sirva adoptar las siguientes medidas:


a) Disponer que el Ministerio a su cargo, y en especial el Instituto de Salud Pública, constaten y certifiquen que no existen en el mercado nacional productos de uso humano que contengan Dietilenglicol, y que, en caso de que los haya, exigir que cumplan con los porcentajes en que no constituye riesgo para la salud y la vida de las personas, y


b) Disponer que el Ministerio de Salud se coordine con otros servicios públicos, de manera de detectar y pesquisar oportunamente cualquier ingreso ilegal al país de productos de uso humano que contengan Dietilenglicol, que pongan en riesgo la salud y la vida de los chilenos.”.
- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila y Muñoz Aburto, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que suscriba el Convenio 188, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Trabajo 

Marítimo.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila y Muñoz Aburto, correspondiente al Boletín Nº S 998-12, por medio del cual solicitan adoptar el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO:

Considerando:

1. Que la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), reunida en Ginebra, el 7 de febrero de 2006, en su nonagésima cuarta reunión, culminó un proceso de elaboración de un instrumento único y coherente que recogiera, en lo posible, todas las normas actualizadas contenidas en los convenios y recomendaciones internacionales sobre el trabajo marítimo vigentes;
2. Que, entre los convenios considerados, estuvieron: el Convenio 29, sobre Trabajo Forzoso, de 1930; el Convenio 87, sobre Libertad Sindical y la Protección del Derecho de Sindicación, de 1948; el Convenio 98, sobre el Derecho de Sindicación y de Negociación Colectiva, de 1949; el Convenio 100, sobre Igualdad de Remuneración, de 1951; el Convenio 105, sobre la Abolición del Trabajo Forzoso, de 1957; el Convenio 111, sobre la Discriminación en el Empleo, de 1958; el Convenio 138, sobre Edad Mínima, de 1973, y el Convenio 182, sobre las Peores Formas de Trabajo Infantil, de 1999;
3. Que la OIT también tuvo en consideración su principio y mandato fundamental, que es promover condiciones de trabajo decentes, así como la Declaración relativa a los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo, de 1998; consideró, también, que la gente de mar está amparada por las disposiciones de otros instrumentos de la Organización, y tiene otros derechos reconocidos como derechos y libertades fundamentales que rigen para todas las personas. Por último, tuvo en cuenta que las actividades del sector marítimo se desarrollan en el mundo entero y que, por ende, la gente de mar necesita una protección especial;
4. Que la OIT, además, atendió a las normas internacionales relativas a la seguridad de los buques, la protección de las personas y la calidad de la gestión de las naves, contenidas en el Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar, de 1974; el Convenio sobre el Reglamento Internacional para Prevenir los Abordajes, de 1972, así como los requisitos sobre formación y competencias de la gente de mar, contenidos en el Convenio Internacional sobre Normas de Formación, Titulación y Guardia para la Gente de Mar, de 1978;
5. Que la OIT recordó en este proceso que la Convención de la ONU sobre el Derecho del Mar, de 1982, establece un marco jurídico general con arreglo al cual deben regirse todas las actividades que se realicen en los mares y océanos y tiene una importancia estratégica como base para la acción y cooperación en el sector marítimo en los planos nacional, regional y mundial, y que es necesario mantener la integridad de su contenido;
6. Que la OIT hizo suyo lo expresado en el artículo 94 de la Convención de la ONU sobre el Derecho del Mar, de 1982, que define los deberes y obligaciones de los Estados del pabellón, en relación, entre otras cosas, con las condiciones de trabajo, la dotación y las cuestiones sociales en los buques que enarbolen su pabellón;
7. Que, de acuerdo con el párrafo 8 del artículo 19 de la Constitución de la OIT, en ningún caso podrá considerarse que la adopción de un convenio o de una recomendación por la Conferencia, o la ratificación de un convenio por cualquier Miembro, menoscabará cualquier ley, sentencia, costumbre o acuerdo que garantice a los trabajadores condiciones más favorables que las previstas en el convenio o la recomendación;
8. Que la OIT procuró que este nuevo instrumento se formulara de tal manera que tuviera la mayor aceptación posible entre los gobiernos, los armadores y la gente de mar comprometidos con los principios del trabajo decente, que pueda actualizarse fácilmente y que permita una aplicación y un control de la aplicación efectivos de sus disposiciones;
9. Que, después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas a la elaboración de dicho instrumento, con fecha 23 de febrero de 2006, la OIT adoptó el Convenio Internacional, que podrá ser citado como el Convenio N° 188, sobre el Trabajo Marítimo, de 2006;
10. Que todo País Miembro deberá verificar que las disposiciones de su legislación respetan, en el contexto del Convenio, los derechos fundamentales relativos a: la libertad de asociación y la libertad sindical y el reconocimiento efectivo del derecho de negociación colectiva; la eliminación de todas las formas de trabajo forzoso u obligatorio; la abolición efectiva del trabajo infantil, y la eliminación de la discriminación en el empleo y la ocupación;
11. Que, entre otras materias, el Convenio N° 188 establece que toda la gente de mar tiene derecho: a un lugar de trabajo seguro y protegido en el que se cumplan las normas de seguridad; a condiciones de empleo justas; a condiciones decentes de trabajo y de vida a bordo; a la protección de la salud; a la atención médica; a medidas de bienestar, y a otras formas de protección social;
12. Que todo País Miembro, dentro de los límites de su jurisdicción, deberá asegurar que los derechos en el empleo y los derechos sociales de la gente de mar enunciados se ejerzan plenamente, de conformidad con los requisitos del Convenio. A menos que en éste se disponga específicamente otra cosa, dicho ejercicio podrá asegurarse mediante la legislación nacional, los convenios colectivos aplicables, la práctica u otras medidas;
13. Que el Convenio entrará en vigor doce meses después de la fecha en que se hayan registrado las ratificaciones de, al menos, 30 Miembros que, en conjunto, posean como mínimo el 33% del arqueo bruto de la flota mercante mundial, y
14. Que el Convenio N° 188 entrará en vigor para cada país miembro doce meses después de la fecha en que se haya registrado su ratificación.



El Senado acuerda:



Solicitar a Vuestra Excelencia que, en atención a la importancia que reviste el Convenio N° 188 de la OIT, sobre el Trabajo Marítimo, Chile lo suscriba, ratifique e implemente, en el plazo más breve posible.”.
- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Horvath, Allamand, Ávila, Bianchi, Coloma, Espina, Escalona, Girardi, Kuschel, Letelier, Naranjo, Navarro, Núñez, Prokurica y Sabag, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que envíe a trámite legislativo un proyecto de ley relativo a la protección de las especies forestales, al cambio del régimen jurídico de CONAF y al perfeccionamiento de la normativa que rige el Sistema Nacional de Áreas 

Silvestres Protegidas por el Estado.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Horvath, Allamand, Ávila, Bianchi, Coloma, Espina, Escalona, Girardi, Kuschel, Letelier, Naranjo, Navarro, Núñez, Prokurica y Sabag, correspondiente al Boletín Nº S 999-12, por medio del cual solicitan adoptar el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO:

Considerando:

1. Que el proyecto de ley sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal (Boletín N° 669-01), lleva quince años de trabajo legislativo en el Congreso Nacional;
2. Que, después de un largo proceso, se estableció un acuerdo, en una mesa de trabajo entre el Ejecutivo, el sector maderero y las organizaciones ambientales, para dejar temas pendientes para una Ley de Bosque Nativo II, y se logró el compromiso del Ejecutivo para respaldar financieramente el subsidio a la conservación y las buenas prácticas;
3. Que en el reciente trabajo de las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, Unidas, se incorporaron importantes avances en cuanto a dividir el fondo de fomento para pequeños propietarios forestales y los otros, facilitando la participación de los primeros, y se han contemplado relevantes resguardos al medio ambiente, como los corredores de biodiversidad y la protección del bosque aledaño a los humedales, a los sitios prioritarios para la biodiversidad y en las áreas cercanas a glaciares;
4. Que se definieron acuerdos en torno a la intervención y protección en las cercanías de los distintos tipos de cursos de agua del país, así como en terrenos con pendientes superiores a 45%, en los que habrá que asociar estudios de suelo y métodos de intervención que no generen un impacto negativo, sea mediante cables aéreos o extracción por helicópteros, y
5. Que se advierte la necesidad de contar a la brevedad con un cuerpo legislativo que aborde los temas pendientes del bosque nativo, como, por ejemplo, los relativos a los siguientes aspectos: el marco jurídico que regulará la sustitución de los principales tipos forestales, o bien evitará esta práctica; los criterios de ordenamiento territorial para bosque esclerófilo, entre las Regiones de Coquimbo y Biobío, de manera de armonizar las actividades agrícolas y ganaderas con la valoración y recuperación del bosque nativo; el establecimiento de mecanismos para la protección de los sitios considerados prioritarios para la biodiversidad, que garanticen ésta en cantidad y calidad suficientes a nivel nacional, según los acuerdos internacionales, y el otorgamiento a la CONAF de una mayor jerarquía en la estructura de la Administración del Estado y la actualización de la ley que creó el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado (SNASPE).


El Senado acuerda:



Solicitar a Vuestra Excelencia que, en un plazo de doscientos setenta días, remita al Congreso Nacional un proyecto de ley relativo a la protección y valoración de los distintos tipos de especies forestales existentes en el país; los criterios de ordenamiento territorial destinados a armonizar las distintas actividades; el establecimiento de una CONAF pública y su mejoramiento en la estructura administrativa del Estado, y la actualización de las normas legales que regulan el SNASPE.”.
- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

_____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, García, Horvath, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Vásquez, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República  la señora Presidenta de la República que envíe un proyecto de ley que asegure atención psicológica y asesoría jurídica al personal de Gendarmería de Chile que sufra 

maltrato de obra o amenazas en actos de servicio.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, García, Horvath, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Vásquez, correspondiente al Boletín Nº S 1.001-12, por medio del cual solicitan adoptar el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO:

Considerando:

1. Que, recientemente, se ha aprobado por el Honorable Senado un proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Vuestra Excelencia, que busca sancionar proporcionalmente las conductas de las que resulte la muerte o lesiones de funcionarios de Gendarmería en el ejercicio de sus funciones, o las que signifiquen amenazas a su vida e integridad física, en cuanto miembros de dicha institución;
2. Que dicho proyecto de ley tuvo como fundamento que, desde un punto de vista social, al personal de gendarmería le asiste una gran responsabilidad, ya que en nuestro país el sistema de ejecución penal descansa, en buena parte, en las penas privativas de libertad. Por lo anterior, en el sistema penitenciario tiene especial relevancia la ejecución de las sanciones y, por lo mismo, el trabajo de los funcionarios llamados a cumplir tal labor;
3. Que, sin embargo, en la referida iniciativa legal sólo se contemplaron medidas de protección para dichos funcionarios, que dicen relación con el establecimiento de un tipo especial de delitos para aquellos reclusos que provoquen la muerte, lesiones o amenazas en contra del personal de Gendarmería que se encontrare en actos de servicios;
4. Que, no obstante la aprobación parlamentaria del proyecto de que se trata, ha quedado sin establecerse claramente un sistema de protección para el personal de Gendarmería que cubra sus requerimientos de ayuda posteriores a los hechos que signifiquen la perpetración de los nuevos delitos específicos en su contra, en especial en cuanto a asesoría jurídica y atención sicológica;
5. Que el decreto ley N° 2.859, de 1979, que fija la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, contempla dentro de su estructura interna la existencia de un Departamento de Personal a cargo de la Subdirección Administrativa, y
6. Que, dada la preocupación existente, y que fuera expresada en el Mensaje enviado por Su Excelencia, en relación con la vida e integridad del personal de Gendarmería, es que se cree necesario complementar la represión de las conductas que ocurran en su contra, con la incorporación especifica del derecho a asesoría jurídica y atención sicológica por parte del Departamento del Personal, para los funcionarios de dicha institución que sufran maltrato de obra o amenazas durante su servicio.



El Senado acuerda:



Solicitar a Vuestra Excelencia el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que asegure atención psicológica y asesoría jurídica para el personal de Gendarmería, que sufra maltrato de obra o amenazas en actos de servicio.”.
- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

_____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Naranjo, señora Alvear y señores Letelier y Sabag, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República, estudiar la posibilidad de aplicar en el Transantiago, una tarifa en favor de los Adultos Mayores que sea similar a la que cancelan los 

estudiantes.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores señor Naranjo, señora Alvear y señores Letelier y Sabag, correspondiente al Boletín Nº S 1.006-12, por medio del cual solicitan adoptar el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO:

Considerando:

1. Que desde el mes de febrero de 2007 se encuentra en funcionamiento el Transantiago, que estableció una tarifa única de $380 para quienes hagan uso del transporte público;
2. Que para los estudiantes existe una tarifa preferencial de $130, sin límite de días u horas;
3. Que las personas de la “tercera edad” deben cancelar, para poder utilizar el sistema del Transantiago, la tarifa completa ($380), existiendo sólo un programa del adulto mayor que implementa el METRO en las denominadas horas bajas. En éstas, los adultos mayores podrán cancelar $130 en el METRO, pero si deben tomar otro medio de locomoción deberán pagar $380;
4. Que esta situación restringe el desplazamiento de los adultos mayores, los cuales, en su inmensa mayoría, reciben pensiones o montepíos muy bajos;

5. Que, el hecho de salir de las casas, es de vital importancia para la salud física y psíquica de las personas de la tercera edad, a fin de mejorar su calidad de vida, que es uno de los objetivos del Transantiago para todos los habitantes de la Capital;

6. Que es obligación del Estado generar condiciones para que quienes han entregado toda una vida de trabajo al servicio y desarrollo de nuestro país, puedan pasar sus últimos años en paz y tranquilidad, y con una calidad de vida aceptable;

7. Que el Estado ha invertido varios cientos de millones de dólares para asegurar el buen funcionamiento del Transantiago, recursos que pertenecen a todos los chilenos, y

8. Que, por tanto, lo más justo sería que los adultos mayores reciban un trato similar al de los estudiantes, en cuanto al monto de la tarifa que deban cancelar para desplazarse mediante el Transantiago.



El Senado acuerda:



Solicitar a Vuestra Excelencia se sirva instruir a los señores Ministros de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones, para que estudien la posibilidad de establecer en el Transantiago, en beneficio de los adultos mayores, una tarifa similar a la que cancelan los estudiantes.”.

- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Allamand, Bianchi, Espina, Horvath, Kuschel, Prokurica, y Romero, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que establezca un Ingreso Mínimo Ético Familiar Garantizado que se destine a las familias pobres del país, así como 

adoptar otras medidas complementarias.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Allamand, Bianchi, Espina, Horvath, Kuschel, Prokurica, y Romero, correspondiente al Boletín Nº S 1.002-12, por medio del cual solicitan adoptar el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO:

Considerando:

1. Que Chile puede y debe derrotar la pobreza. Esta misión no sólo constituye un imperativo ético y moral, sino que, además, la mejor, más noble y más rentable inversión que podemos hacer como país, a las puertas del Bicentenario, para fortalecer la estabilidad democrática, la justicia social y el desarrollo económico. El problema de la pobreza en el Chile de hoy, más que económico, es un problema de voluntad política y eficiencia técnica;
2. Que, de acuerdo a la última encuesta Casen, la pobreza cayó desde un 18,7% el año 2003 a un 13,7% de la población en 2006. Lo anterior, sin perjuicio de otros estudios que concluyen que la pobreza en Chile supera largamente las cifras oficiales estimadas por el Gobierno. Esto significa que hoy día 2,2 millones de chilenas y chilenos viven en la pobreza. Por su parte, la “brecha de la pobreza”, definida como el porcentaje del PNB que habría que transferir a los chilenos que viven en la pobreza para liberarlos de esa condición, alcanza a aproximadamente US$1.000 millones anuales, lo que representa menos del 0,8% del PNB, menos del 4 % del gasto público y menos del 15% del superávit fiscal estimado para 2007. En consecuencia, desde el punto de vista estrictamente económico, la meta de liberar a Chile de la pobreza constituye un desafío absolutamente factible, del cual nada ni nadie debiera desviarnos. Lo que realmente falta es verdadera voluntad política y capacidad técnica para definir y utilizar los instrumentos más eficaces para lograr éxitos reales y no sólo promesas incumplidas en esta cruzada;
3. Que la pobreza debe combatirse con dos tipos de instrumentos que -como las hojas de una tijera- cumplan con eficacia y rapidez su misión. El primero, apunta a erradicar las causas de la pobreza y se debe enfocar esencialmente a mejorar el capital humano de los más pobres (educación y capacitación), crear empleos estables y decentes y fortalecer la familia. Desgraciadamente, en este campo hemos hecho las cosas muy mal. La calidad de la educación en Chile es muy mala, está estancada y es tremendamente desigual. En materia de capacitación, en promedio un trabajador chileno se capacita una vez cada 12 años y los más pobres quedan prácticamente excluidos de esta herramienta de progreso. En materia de empleo, si bien en promedio el desempleo ha disminuido al 7%, éste golpea brutalmente a los más pobres (también a los más jóvenes y a las mujeres), al punto que el 48,2% de los indigentes y el 21,9% de los pobres no indigentes está desempleado. Finalmente, en materia de familia la mayor debilidad afecta a los hogares más pobres, que son las principales víctimas de la drogadicción, el alcoholismo y la delincuencia. El segundo tipo de instrumentos, debe apuntar a paliar las consecuencias de la pobreza mediante subsidios, transferencias, asignaciones, etcétera. Si bien es menos vigoroso que el anterior, es sin duda más rápido. Ambas herramientas (enseñar a pescar y entregar pescados) deben complementarse y no basta la voluntad política, también se requiere la capacidad técnica para utilizar los instrumentos más adecuados, y
4. Que el Ingreso Familiar Mínimo Ético es un instrumento más poderoso y adecuado para luchar contra la pobreza. Primero, porque el ingreso familiar, a diferencia del salario individual, incluye todos los ingresos de la familia, incorporando, por ejemplo, otros salarios, transferencias e ingresos, lo que conjuntamente con el tamaño y otras características de las familias permite medir mejor el verdadero nivel de bienestar de sus miembros. Segundo, porque a diferencia del salario mínimo ético, cubre también a los desempleados, jubilados y dueñas de casa viviendo en condiciones de pobreza. Y tercero, porque el ingreso mínimo ético no contribuye a aumentar los niveles de desempleo que hoy afectan, a vía ilustrativa, al 60% de los jóvenes pertenecientes al quintil más pobre.


El Senado acuerda:



Solicitar a Vuestra Excelencia se sirva adoptar las siguientes medidas:


a) Crear un Ingreso Mínimo Ético Familiar Garantizado, en función del tamaño de las familias (y, de manera óptima, de otros indicadores sociales de las mismas) para todas las familias chilenas, de forma tal de permitir a los 2,2 millones de chilenos que aún viven en la pobreza liberarse de esa condición;


b) Garantizar este Ingreso Mínimo Ético Familiar mediante la creación de una Asignación Familiar Antipobreza, que complemente los ingresos familiares hasta el monto del Ingreso Familiar Mínimo Ético Garantizado, calculado en función del tamaño y otras características de cada familia;


c) Entregar esta asignación a las familias viviendo en condición de pobreza en forma directa (utilizando la información del Censo y la Encuesta Casen), sin tantos intermediarios, burocracias y aprovechamiento político;


d) Propender a que esta asignación se entregue en partes iguales al padre y a la madre de cada familia (cuando sea posible), promoviendo así su mejor uso, y


e) Como contrapartida a esta Asignación Familiar Antipobreza, los miembros en edad de trabajar de las familias beneficiadas que no estén trabajando, deberán buscar trabajo, hacer trabajos comunitarios o participar en cursos de capacitación laboral.


Como demostramos inicialmente, el costo total para el Estado de esta Asignación Familiar Antipobreza es absolutamente viable en la realidad económica actual de nuestro país. Después de todo, derrotar la pobreza representa sin duda la mejor y más noble inversión que Chile puede hacer de cara al Bicentenario, desde un punto de vista ético, político, económico y social. Así haremos finalmente realidad, y no sólo buenas intenciones, las palabras del Papa Juan Pablo II, cuando en 1987 nos regaló con su presencia: “Los Pobres No Pueden Esperar”.”.
- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

_____________

INCIDENTES 



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Bianchi al señor Ministro de Hacienda, solicitando información acerca de la asignación presupuestaria para la terminación de las obras del último tramo de la pavimentación del sector comprendido entre Puente Picana y Cerro Castillo, en la comuna de Torres del Paine, XII Región.



- Del Honorable Senador señor Espina y de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Ávila, Bianchi, Gómez, Kuschel, Naranjo, Núñez, Pizarro, Prokurica y Romero al señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, solicitando información acerca de la aplicación de ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad penal de los adolescentes por infracción a la ley penal. 



- Del Honorable Senador señor Espina y de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Ávila, Bianchi, Gómez, Kuschel, Naranjo, Núñez, Pizarro, Prokurica y Romero al señor Ministro de Justicia, solicitando información sobre las medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad establecidas en la ley Nº 18.216. 



- Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, solicitando información sobre el estado en el cual se encuentra el proyecto de construcción de un nuevo juzgado para la comuna de Traiguén.



2) A los señores Fiscal Nacional del Ministerio Público y Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública, requiriendo la implementación de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente desde el punto de vista de la infraestructura, equipamiento y dotación de personal necesarios para acoger y rehabilitar a los menores autores de delitos graves.



3) A los señores Ministro de Obras Públicas y Director Nacional de Vialidad y, por intermedio de dichas autoridades, a los señores Secretario Regional Ministerial de esa Cartera de Estado y Director Regional de Vialidad, ambos de la IX Región, respectivamente, solicitando que se ejecuten las obras de conservación y asfaltado de la Ruta R-50, Traiguén-Ercilla.



4) Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriendo información acerca del estudio de prefactibilidad relativo a la instalación de una nueva pasarela peatonal y la reconstrucción del puente Laucha, ubicado en el camino Cajón-Vilcún, en la comuna de Vilcún.



5) Al señor General Director de Carabineros de Chile, solicitando que se dote a los miembros del Destacamento de Fuerzas Especiales de la Institución, en la comuna de Ercilla, del equipamiento necesario para la realización de labores de vigilancia y protección de las víctimas de hechos de violencia.



6) Al señor Director Nacional de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, requiriendo la adquisición de parkas para los alumnos de la escuelas Malalcahuello y Alejo Tascón de Manzanar, ubicadas en la comuna de Curacautín.



7) A los señores Director del Servicio de Vivienda y Urbanismo y Gerente General de Aguas Araucanía S.A, ambos de la IX Región, requiriendo que se adopten las medidas necesarias para dar solución a los problemas existentes en el sistema de alcantarillado que afectan a los vecinos de las calles Carrera con Barros Arana y con O’Higgins, de la comuna de Los Sauces.


- Del Honorable Senador señor Frei: 



1) Al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, con el objeto de que considere la presentación efectuada por persona que indica en relación con el cálculo del bono de reconocimiento y efectúe un pronunciamiento sobre el particular.



2) Al señor Ministro de Agricultura, solicitando su pronunciamiento sobre la presentación efectuada por el Colegio de Ingenieros Forestales A.G, en relación con el proyecto de ley sobre fomento del bosque nativo.


3) Al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, en relación con la solicitud presentada por persona que indica referida a las gestiones para obtener una pensión de exonerado político



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

___________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Naranjo, quien efectúa diversos planteamiento en relación con la conmemoración del Día del Detenido Desaparecido, ocurrido el pasado 30 de Agosto.



A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a la necesidad de implementar el  Biotren en la provincia de Concepción, particularmente, en el segmento que une Concepción-Talcahuano con Coronel y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y al Gerente General de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, requiriendo la entrega de todos los antecedentes referidos a este proyecto y, particularmente, los estados financieros que se contemplan para éste y para el próximo año. 



Luego, el señor Senador se refiere a los problemas que enfrentan los pescadores de todas las caletas merluzeras de la Octava Región que están sufriendo tanto la veda biológica como la veda estructural, es decir, la pérdida del recurso, y solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Subsecretario de Pesca y a la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de Pesca, requiriendo información acerca del monto y mecanismos de asignación de los capitales de semillas para esos pescadores.



En seguida, el Honorable señor Senador se refiere a las reiteradas llamadas telefónicas de cobranza que experimentan periódicamente los deudores financieros y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Subsecretario de Telecomunicaciones y Director Nacional de Servicio Nacional del Consumidor, solicitando que se remitan todos los informes de denuncias y, particularmente, de regulación existentes sobre esta materia.


A continuación, el señor Senador se refiere a los recientes suicidios que se han producido en diversas cárceles concesionadas del país y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Director Nacional de Gendarmería de Chile, con el objeto de que disponga una investigación respecto de estos hechos y para que informe acerca de las medidas de seguridad que están ejecutando y sobre el comportamiento general del sistema de concesiones.


Finalmente, el Honorable señor Senador se refiere a la reciente celebración de un nuevo aniversario de la llegada del “Winnipeg” al país, barco que trajo a Chile a un número importante de inmigrantes españoles, donde había excelentes profesionales que han prestado grandes servicios a nuestra Nación y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Presidente del Directorio de la Fundación Neruda y a don José Gallego y familia, residente en la Región del Biobío, adjuntado copia de su intervención.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.

_____________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei, quien se refiere a la necesidad de dotar de electricidad a un grupo de casas construidas en Ligua de Cogotí, comuna de Combarbalá y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Director Nacional de Chile Barrios, para que disponga las medidas necesarias para dar solución a este problema.



Luego, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Pérez Varela, quien se refiere a la situación que afecta a los habitantes de los campamentos “Villa Génesis”, de la comuna de Los Ángeles y “El Cardal”, de la comuna de Yungay y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, para que dé a conocer cuáles son las acciones que va a desarrollar esa Cartera de Estado para solucionar los problemas de marginalidad que afectan a dichos campamentos.



En seguida, el señor Senador se refiere a la necesidad de establecer el reconocimiento previsional de los años trabajados por parte de quienes se desempeñaron en los Programas de Empleo Mínimo (PEM) y en los Programas Ocupaciones de Jefes de Hogar (POJH), incluyendo el pago de las asignaciones familiares, que fue objeto de un proyecto de acuerdo del Senado y solicita dirigir oficio, en su nombre, a Su Excelencia la Presidenta de la República, con el objeto que dé a conocer la opinión del Gobierno sobre el particular.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senadores antes indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo el Comité Partido Demócrata Cristiano, el Comité Mixto Partido Por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata e Independiente y el Comité Partido Renovación Nacional e Independiente.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
SESION 48ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 5 DE SEPTIEMBRE DE 2.007.



Presidencia del Honorable Senador señor Frei, Presidente del Senado y del Honorable Senador señor Gazmuri, en calidad de Presidente accidental.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara, el señor Presidente del Banco Central, don Vittorio Corbo Lioi, el señor Vicepresidente, don José De Gregorio Rebeco y los señores Consejeros de la misma entidad, don Jorge Desormeaux Jiménez, don Manuel Marfán Lewis y don Enrique Marshall Rivera, el señor Gerente de la División Estudios del Banco Central, don Rodrigo Valdés Pulido y el asesor del Presidente del Consejo de dicha Institución, don Fernando Coulon Deudal.


Actúa de Secretario General el titular del Senado, señor Carlos Hoffmann Contreras.

________________

ORDEN DEL DIA

Informe del Consejo del Banco Central de Chile acerca de la evaluación del avance de las políticas y programas del año en curso, así como respecto del año calendario siguiente, según lo dispuesto en el artículo 80 de la ley Nº 18.840, Orgánica 

Constitucional del Banco Central de Chile



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, indicando que esta sesión especial ha sido convocada en virtud de lo dispuesto en el número 2º del artículo 67 del Reglamento de la Corporación.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Aburto, quien solicita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento del Senado,  que se recabe el acuerdo de la Corporación para autorizar a la Comisión de Trabajo y Previsión Social a sesionar mientras lo hace la Sala.



Se concede la autorización requerida.

- - -



En seguida, el señor Presidente solicita el acuerdo de la Corporación para autorizar el ingreso a la Sala del señor Gerente de la División Estudios del Banco Central y del señor asesor del Presidente de esa Institución.



Así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Presidente del Banco Central de Chile.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que se abrirán las inscripciones para que los señores Senadores que deseen hacer uso de la palabra durante la sesión así lo hagan.

- - -



A continuación, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores García, Novoa, Ávila, Vásquez, Gazmuri y Romero, y señora Matthei.

- - -



Luego, el señor Presidente consulta a la Sala si, además de los señores Senadores que se encuentran inscritos para intervenir, algún otro Honorable Senador hará uso de la palabra con el objeto de distribuir los minutos que quedan de esta sesión y permitir, con posterioridad, que el señor Presidente del Consejo del Banco Central haga uso de ella.

- - -



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Sabag.

- - -



Durante la intervención del Honorable Senador señor Sabag, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para que el Honorable Senador señor Gazmuri presida la sesión, en calidad de Presidente accidental.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro, Kuschel, Zaldívar, Girardi y al señor Presidente del Banco Central de Chile.


El señor Presidente anuncia que se ha cumplido el objetivo de esta sesión.

- - - 

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
SESION 49ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 5 DE SEPTIEMBRE DE 2.007.


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, la señora Ministra de Economía, Fomento y Reconstrucción subrogante, doña Ana María Correa López y los señores Ministros de Justicia, don Carlos Maldonado Curti y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones cuadragésima cuarta y cuadragésima quinta, ambas ordinarias, de 28 y 29 de Agosto del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA
Mensaje



De Su Excelencia la señora Presidenta de la República, mediante el cual retira y hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley que perfecciona el sistema previsional  (Boletín N° 4.742-13).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación  y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que perfecciona el sistema previsional (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 4.742-13).



-- Pasa a las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, por el que da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Gómez, Letelier, Longueira, Pizarro, Ruiz- Esquide, Sabag y Vásquez, en que se solicita incorporar al Hospital Militar a la red pública de salud.



De la señora Subsecretaria de Carabineros, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la modificación de la extensión de predio asignado a Carabineros de Chile, en la XII Región.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos, por el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, relativo a una denuncia formulada por eventuales irregularidades que habría cometido el Jefe del Servicio que indica.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Concón, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la extracción de áridos en el lecho del río Aconcagua, entre el puente Santa Rosa de Colmo y su desembocadura en la referida comuna. 



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos, en lo relativo a la seguridad y continuidad del suministro eléctrico a los clientes regulados y la suficiencia de los sistemas eléctricos (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 5.251-08).



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Orpis, Bianchi, Gómez y Vásquez, que modifica el decreto ley N° 2.564, de 1979, sobre Aviación Comercial, con el fin de permitir a las aeronaves extranjeras efectuar cabotaje en el espacio aéreo nacional (Boletín N° 5.178-03).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Letelier, Escalona y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley que suprime el concepto de empresa, establecido en el artículo 3° del Código del Trabajo (Boletín N° 5.312-13).



De los Honorables Senadores señores Allamand, Espina, García, Prokurica y Romero, con la que inician un proyecto que modifica el Código del Trabajo, con el fin de establecer una multa para el caso de contravención de la jornada laboral legal o pactada. (Boletín N° 5.313-13).



--Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



De los Honorables Senadores señores Sabag, Bianchi, Núñez, Orpis y Pérez Varela, con la que inician un proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, en lo relativo al requisito de educación que se exige para postular al cargo de alcalde (Boletín N° 5.314-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Espina, García, Prokurica y Romero, con la que inician un proyecto que modifica el Código del Trabajo, para incrementar las remuneraciones de los trabajadores que laboren en días domingos o festivos.



Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Espina, García, Prokurica y Romero, con la que inician un proyecto que modifica el Código del Trabajo, en lo relativo a la fijación de remuneraciones y determinación de las bases para su cálculo.



-- Se declaran inadmisibles por regular materias que corresponden la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 4° del inciso cuarto, del artículo 65 de la Constitución Política. 



Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Espina, García, Prokurica y Romero, con la que inician un proyecto que modifica el Código del Trabajo, con el fin de aplicar las normas de la Ley sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales a los estudiantes que realizan funciones de empaquetadores en supermercados y establecimientos afines.



-- Se declara inadmisible por regular una materia que corresponde a la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo del artículo 65 de la Constitución Política. 

Proyecto de Acuerdo



De los Honorables Senadores señores Naranjo, Ávila, Escalona, Girardi, Gazmuri, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora Presidenta de la República, que envíe a trámite legislativo un proyecto de ley que elimine la exención tributaria que permite a las empresas constructoras recuperar el 65% del Impuesto al Valor Agregado, y que los recursos recaudados por dicho concepto, se destinen a conceder un subsidio a los deudores habitacionales que indican (Boletín N° S 1.011-12).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.

Comunicación 



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, mediante el cual propone el archivo del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Frei y Naranjo, que establece el día 22 de agosto como Día Nacional del Folclor Chileno (Boletín Nº 4.495-04), debido a que Su Excelencia la Presidenta de la República decretó, según da cuenta el Diario Oficial del día sábado 4 de agosto, instituir el 22 de agosto como día Nacional del Folclor.



-- Se accede al archivo solicitado. 
- - -



A continuación, el señor Presidente saluda a la Delegación del Parlamento Británico que se encuentra en la tribunas de la Sala, compuesta por su presidente el señor Bob Blizzard, del Partido Laborista, de la Casa de Los Comunes; la Baronesa Gibson Of Market Rasen, del Partido Laborista, de la Casa de los Lores; el señor Nick Hurd, del Partido Conservador, de la Casa de los Comunes, acompañados también por el señor Embajador de Su Majestad Británica en Chile, señor Howard Drake, dándole una cordial bienvenida.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor García, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para dirigir oficio a Su Excelencia la Presidenta de la República con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa las iniciativas de ley que recojan las ideas contenidas en las Mociones que presentara junto con los Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Prokurica y Romero, que fueron declaradas inadmisibles por corresponder a la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado y que se refieren a las siguientes materias:



1) Proyecto que modifica el Código del Trabajo, para incrementar las remuneraciones de los trabajadores que laboren en días domingos o festivos.



2) Proyecto que modifica el Código del Trabajo, en lo relativo a la fijación de remuneraciones y determinación de las bases para su cálculo.



3) Proyecto que modifica el Código del Trabajo, con el fin de aplicar las normas de la Ley sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales a los estudiantes que realizan funciones de empaquetadores en supermercados y establecimientos afines.



Así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien informa que la Comisión de Hacienda, en el día de hoy, aprobó en general y en particular el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria, correspondiente al Boletín Nº 3.139-05, y solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para dejar sin efecto el trámite de primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de manera que durante la discusión en particular, lo discutan, en forma sucesiva, las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda.



Así se acuerda.



Luego, el señor Senador solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece un sistema de incentivos al desempeño de los fiscales y los funcionarios del Ministerio Público, correspondiente al Boletín Nº 5.286-05, sea incluido en la Tabla de Fácil Despacho de esta sesión.


Así se acuerda.

____________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje del Presidente de la República que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo, en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República, con informe de la Comisión de 

Gobierno, Descentralización y Regionalización.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad al acuerdo de Comités, ratificado por la Sala, en sesión 43ª, ordinaria, de 14 de agosto del presente año.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo, en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República, correspondiente al Boletín Nº 3.937-06.


Agrega que de conformidad al citado acuerdo de Comités, esta iniciativa quedó para tabla, en atención a que se le eximió del trámite ante la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que había sido acordado por la Sala en la sesión 44ª, ordinaria, de 2 de Noviembre de 2.005, ante una serie de objeciones efectuadas al proyecto, por los ex Senadores señores Parra, Ríos y Silva Cimma y el Honorable Senador señor Prokurica.



El señor Secretario General añade que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió esta iniciativa solamente en general, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado y le dio aprobación a la idea de legislar por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Larraín y Naranjo y la abstención del Honorable Senador señor Cantero.



Los artículos 1º a 11, 13, 15, 19 a 24, 27 y 32 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 38 y 98 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación del voto conforme de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica, Ávila y Larraín.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Larraín sugiere al señor Presidente que se recabe el acuerdo de la Sala, en atención al tiempo que ha transcurrido desde que el proyecto fuera informado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y para conocer los planteamientos que acerca de él tenga el actual Contralor General de la República y demás autoridades, que la iniciativa vuelva a dicha Comisión para que se evacue un nuevo primer informe.



A continuación, el señor Presidente consulta la opinión de la Sala en orden a remitir el proyecto a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para nuevo primer informe.



Así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El proyecto vuelve a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para nuevo primer informe. 

_________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, que establece un nuevo plazo para la regularización en la inscripción de armas de fuego, dispuesto en el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.014, con informe de la Comisión 

de Defensa Nacional.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad al acuerdo de Comités, ratificado por la Sala, en sesión 43ª, ordinaria, de 14 de agosto del presente año.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo plazo para la regularización en la inscripción de armas de fuego, dispuesto en el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.014, correspondiente al Boletín Nº 4.025-02.


Agrega que la Comisión de Defensa Nacional discutió esta iniciativa en general y en particular a la vez por ser de artículo único, conforme lo establece el artículo 127 del Reglamento del Senado y le dio su aprobación por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Arancibia, Coloma y Prokurica y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Gazmuri y Zaldívar.



El señor Secretario General añade que el artículo único del proyecto tiene el carácter de norma de quórum calificado, de acuerdo a lo que establece el artículo 103 de la Carta Fundamental,  por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Precisa que en sesión 47ª, ordinaria, del 30 de Agosto de 2.006, la Sala acordó enviar este proyecto a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y oficiar a Su Excelencia la Presidenta de la República solicitándole que estudiara la posibilidad de enviar un Mensaje con el fin de subsanar las observaciones de constitucionalidad que pudieren afectar a esta iniciativa.



Con fecha 20 de Noviembre de 2.006, la entonces Ministra Secretaria General de la Presidencia respondió señalando que el Gobierno no tenía considerado legislar sobre el particular y adjuntó un oficio de la entonces Ministra de Defensa Nacional donde se consignan las razones técnicas para tal decisión, esto es, para no legislar en esta materia.



El señor Secretario General agrega, finalmente,  que de conformidad al citado acuerdo de Comités adoptado en las sesión 44ª, ordinaria, de 14 de agosto recién pasado, esta iniciativa quedó para tabla, en atención a que se le eximió del trámite ante la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


En discusión en general y en particular a la vez el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier y Zaldívar.



El señor Presidente, en consideración a los planteamientos formulados por los señores Senadores que hicieron uso de la palabra, anuncia que la iniciativa no es de aquéllas que puedan ser incluidas en la Tabla de Fácil Despacho, por lo que anuncia que ella queda para el Orden del Día de la próxima sesión ordinaria.



Queda terminada la discusión de este asunto.

_________________

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Orpis, en primer trámite constitucional, que modifica el inciso décimo del N° 24 del artículo 19, para establecer que los requisitos y condiciones de los contratos especiales de operación, sean fijados mediante un procedimiento previsto en la ley, con 

informe de la Comisión de Minería y Energía.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad al acuerdo de Comités, ratificado por la Sala en sesión 43ª, ordinaria, del martes 14 de agosto en curso.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que modifica el inciso décimo del N° 24 del artículo 19, para establecer que los requisitos y condiciones de los contratos especiales de operación, sean fijados mediante un procedimiento previsto en la ley, correspondiente al Boletín Nº 4.965-07.



Agrega que la Comisión de Minería y Energía discutió este proyecto en general y en particular a la vez, conforme lo dispone el artículo 127 del Reglamento del Senado y le dio su aprobación por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Orpis, Prokurica y Zaldívar y la abstención del Honorable Senador señor Núñez



El señor Secretario General  añade que el proyecto de reforma constitucional requiere para su aprobación de las dos terceras partes de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República .

- - -


En discusión en general y en particular a la vez el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis, Sabag y Núñez.



El señor Presidente, en consideración a los planteamientos formulados por los señores Senadores que hicieron uso de la palabra, anuncia que la iniciativa no es de aquéllas que puedan ser incluidas en la Tabla de Fácil Despacho, por lo que anuncia que ella queda para el Orden del Día de la próxima sesión ordinaria.



Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -



A continuación, el señor Presidente anuncia que la hora de Fácil Despacho ha concluido, por lo que el resto de las iniciativas que se consideraban en ella quedan para la Tabla de Fácil Despacho de la próxima sesión ordinaria.

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República que modifica el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos, en lo relativo a la seguridad y continuidad del suministro eléctrico a los clientes regulados y la suficiencia de los sistemas eléctricos, con informe de la Comisión de Minería 

y Energía.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos, en lo relativo a la seguridad y continuidad del suministro eléctrico a los clientes regulados y la suficiencia de los sistemas eléctricos, correspondiente al Boletín Nº 5.251-08, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”.



Agrega que la Comisión de Minería y Energía, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Artículo único, números 1, 2, 3; número 4, en sus artículos 146° bis y quáter; y artículos 1°, 4°, 5° y 6° transitorios.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Números  2 y 5.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: N° 1.



4.- Indicaciones rechazadas: N° 3.



5.- Indicaciones retiradas: N°s 4 y 6.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hubo.



El señor Secretario General añade que la Comisión informante propone aprobar el proyecto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo único

N° 4

Artículo 146° ter



- Modificar el artículo 146° ter que se propone, en el siguiente sentido:



a) Agregar, en el inciso segundo, a continuación de las palabras “veinticuatro horas siguientes,”, la siguiente frase “de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 55º del Libro IV del Código de Comercio,”. 


b) Añadir, en el inciso tercero, a continuación de las expresiones “artículo 137º y el resguardo de la suficiencia del sistema” y antes del punto seguido con el que termina dicha oración, precedido de una coma (,), lo siguiente: “para lo cual la Superintendencia y la Comisión remitirán al juez un inventario de los activos que se consideren suficientes a tal efecto”. 

Artículo 3° transitorio



- Suprimir en el inciso segundo, la palabra “positivas” que se encuentra a continuación de la expresión “diferencias”. 

- - -



Luego, el señor Secretario General señala que, como se indica en las constancias reglamentarias, no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los números 1, 2, 3, 4, en sus artículos 146 bis y quáter, todos del artículo único, y los artículos 1º, 4º, 5º y 6º transitorio, las cuales deben darse por aprobados.



El señor Presidente declara aprobadas esas disposiciones.
- - -



En seguida, el señor Secretario General expresa que todas las modificaciones introducidas al proyecto despachado en general fueron aprobadas por unanimidad, por lo que, de conformidad a lo establecido en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde que sean votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Novoa, quien hace presente que durante la discusión en general de este proyecto planteó reserva de constitucionalidad y entiende que ella no requiere ser reiterada con ocasión de la discusión en particular.



En seguida, el señor Presidente señala que corresponde votar el informe, toda vez que no hay indicaciones renovadas ni se ha pedido discusión separada.



Sometido a votación en particular el proyecto, es aprobado por 24 votos a favor y 4 abstenciones.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Espina, Flores, Frei, Girardi, Gómez, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar. 


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Larraín y Novoa.


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY



“Artículo único.- Incorpóranse al decreto con fuerza de ley Nº 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Minería, de 1982, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos, las siguientes modificaciones:



1) Agrégase en el inciso primero del artículo 25º, a continuación de la palabra “Reconstrucción”, el siguiente texto: “con copia a la Superintendencia para que ésta ejerza sus atribuciones conforme a los artículos siguientes”; e intercálase, en el párrafo segundo de la letra d) de su inciso tercero, a continuación de la frase “regidas por el Código de Aguas”, el siguiente texto, precedido de una coma (,): “pudiendo solicitarse la concesión con los planos de las obras hidráulicas que se hubieren presentado a la Dirección General de Aguas para la autorización referida, pero el interesado deberá acreditar a la Superintendencia que se encuentra en trámite y que se adjuntará el plano autorizado antes de la emisión del informe a que se refiere el artículo 29º de esta ley”.


2) Intercálase, en el inciso primero del artículo 27º, a continuación del vocablo “Municipalidad”, las expresiones “certificación notarial”, precedida de una coma (,); y sustitúyese el inciso tercero por el siguiente nuevo: “Los afectados que hubieren formulado observaciones u oposiciones se reputarán notificados tácitamente para todos los efectos legales.”.



3) Incorpórase, en el inciso segundo del artículo 133º, precedido de una coma (,) y antes del punto aparte, lo siguiente: “tales como boletas de garantía otorgadas por la oferente o cualquier otra garantía otorgada por una o más empresas matrices de las que conforman el consorcio en su caso, entre otras, además del informe de clasificación de riesgo institucional que deberá presentar el oferente, el que no deberá tener una antigüedad superior a doce meses contados desde la fecha de presentación del mismo en el proceso de licitación”.


4) Agréganse, a continuación del artículo 146°, los siguientes artículos 146° bis, 146° ter y 146º quáter, nuevos:



“Articulo 146º bis.- En todos los juicios que se inicien con el objeto de poner término a un contrato de suministro eléctrico que haya sido suscrito entre una empresa generadora y una empresa concesionaria de servicio público de distribución para abastecer a clientes regulados del sistema respectivo, la Superintendencia deberá hacerse parte en los mismos, con el objeto de aportar todos los antecedentes necesarios para resguardar las condiciones del suministro a los clientes regulados concernidos, correspondiéndole al juez disponer que la notificación al demandado sea coetánea a la de la Superintendencia.



Articulo 146º ter.- La quiebra de una empresa generadora, transmisora o distribuidora de electricidad se regirá por las siguientes reglas especiales y, en lo no previsto en ellas, por las contenidas en el Libro IV del Código de Comercio, intitulado “De las Quiebras”.



Inmediatamente después de presentada una solicitud de quiebra de una empresa generadora, transmisora o distribuidora de energía eléctrica, el secretario del tribunal deberá notificarla a la Superintendencia y a la Comisión, dentro de las veinticuatro horas siguientes, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 55º del Libro IV del Código de Comercio, para que el tribunal se pronuncie sobre ella previo informe de los organismos indicados, el que deberá señalar si la quiebra compromete o no los objetivos a los que se refiere el artículo 137º o la suficiencia de un sistema eléctrico para lo cual la Superintendencia y la Comisión remitirán al juez un inventario de los activos que se consideren suficientes a tal efecto. Si los compromete, la Superintendencia propondrá al tribunal la designación de un administrador provisional de entre aquellas personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en un registro público que mantendrá la Superintendencia para tal efecto. El Reglamento establecerá los requisitos y condiciones para integrar el registro público al que se refiere este artículo, junto con las causales de exclusión del mismo. El tribunal también podrá solicitar informe a la Superintendencia de Quiebras, respecto de las materias de su competencia.



De encontrarse comprometidos los objetivos referidos en el artículo 137º o la suficiencia de un sistema eléctrico, la resolución que declare la quiebra ordenará la continuación efectiva del giro del fallido, junto con designar al administrador provisional de los bienes comprometidos en la continuación efectiva del giro del fallido y fijará la remuneración del administrador provisional, la que no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de empresas del mismo giro, según lo informado por la Superintendencia. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos de la empresa declarada en quiebra que quedarán comprendidos en la continuación efectiva del giro, el que se agregará a los autos una vez aprobado por la Superintendencia. Lo anterior no obsta a los derechos que la ley otorga a la junta de acreedores y a terceros en materia de confección de inventario y de determinación de los bienes materia de la continuidad efectiva del giro. Cualquier discrepancia u oposición respecto al inventario de activos que quedarán comprendidos en la continuación efectiva del giro, será resuelta por el juez de la quiebra según lo dispuesto en el artículo 5º del Libro IV del Código de Comercio, quien deberá garantizar que los bienes que queden comprendidos en la continuación efectiva del giro permitan el cumplimiento de los objetivos a los que se refiere el artículo 137º y el resguardo de la suficiencia del sistema. Cuando la continuación efectiva del giro comprendiere bienes constituidos en prenda o hipoteca o afectos al derecho legal de retención, se suspenderá el derecho de los acreedores hipotecarios, prendarios y retencionarios para iniciar o proseguir en forma separada las acciones dirigidas a obtener la realización de los bienes comprendidos en la continuación efectiva del giro, afectos a la seguridad de sus créditos.



El administrador provisional de los bienes comprendidos en la continuación efectiva del giro tendrá todas las facultades propias del giro ordinario de la empresa de que se trate, que la ley o sus estatutos señalan al directorio y a sus gerentes.  Por su parte, el síndico tendrá sobre dicha administración las facultades que indica el artículo 207º del Libro IV del Código de Comercio, sin perjuicio de las atribuciones que le confiere la ley como administrador de los bienes de la quiebra no comprendidos en la continuación efectiva del giro. Será aplicable al administrador provisional lo dispuesto en el inciso final del artículo 116º del Libro IV del Código de Comercio.



El administrador provisional responderá de culpa levísima en el ejercicio de su cargo y se le aplicarán las inhabilidades e incompatibilidades de los síndicos, en lo que corresponda. Asimismo, cesará en su cargo por declaración del tribunal, a solicitud de cualquier interesado, cuando sobreviniere alguna de las causales a las que se refieren los números 1 al 4 del artículo 17º o los numerales 1, 2 y 3 del artículo 24º, ambos del Libro IV del Código de Comercio, o cuando hubiese dejado de integrar el registro público al que se refiere este artículo, o por renuncia aceptada por el tribunal.



Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el síndico y el administrador provisional, será resuelto por el juez de la quiebra incidentalmente y en única instancia, oyendo previamente a la Superintendencia de Quiebras y al Superintendente de Electricidad y Combustibles.



La administración provisional se extenderá por todo el período que fuere necesario para el perfeccionamiento de la enajenación a la que se refieren los incisos siguientes.



Los activos que han quedado comprendidos en la continuación efectiva del giro deberán enajenarse como unidad económica. Esta enajenación deberá verificarse dentro de un plazo no superior a dieciocho meses contado desde que la sentencia que declare la quiebra cause ejecutoria. La enajenación de los activos como unidad económica podrá llevarse a cabo mediante cualquiera de los mecanismos a los que se refieren los artículos 122 y siguientes del Libro IV del Código de Comercio. El mecanismo, como así también las bases o condiciones de dicha enajenación como unidad económica, deberá ser acordado por la junta de acreedores con el voto favorable de los acreedores que reúnan más de la mitad del pasivo de la quiebra y, en su caso, con el voto favorable del fallido, pudiendo el síndico formular oposición fundada de acuerdo a lo dispuesto en el Título IX del Libro IV del Código de Comercio.


En caso que los bienes se enajenen mediante el mecanismo previsto en el artículo 124 y siguientes del Libro IV del Código de Comercio o mediante licitación pública, las bases se confeccionarán por la Superintendencia, en conjunto con la Comisión, las que incluirán los contenidos indicados en el artículo 125º del Libro IV del Código de Comercio, como asimismo, los contenidos aprobados por la junta de acreedores o por el tribunal, según corresponda, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso anterior, y podrán establecer condiciones especiales para resguardar la competencia entre los oferentes y la continuidad del servicio respectivo. Cualquier discrepancia u oposición respecto del mecanismo para llevar a cabo la enajenación como unidad económica o respecto de las bases o condiciones de dicha enajenación, será resuelta por el juez de la quiebra según lo dispuesto en el artículo 5º del Libro IV del Código de Comercio, consultando la mayor facilidad y el mejor resultado de la enajenación, como asimismo, la continuidad del servicio respectivo.



En caso que se hubiere acordado enajenar la unidad económica mediante el mecanismo establecido en el artículo 124° del Libro IV del Código de Comercio o mediante licitación pública, y, pese a haberse ofrecido conforme a las bases no se presentaren interesados, se procederá a ofrecerla nuevamente, pudiendo en, tal caso, rebajarse el precio hasta los dos tercios del fijado en aquéllas. Con todo, si se introducen otras modificaciones a las bases en este segundo llamamiento, deberá procederse conforme lo dispone este artículo. Si en una segunda oportunidad tampoco hubiere interesados, continuará la realización de los bienes conforme a las normas pertinentes del Libro IV del Código de Comercio.



Lo dispuesto en este artículo se aplicará, asimismo, a aquellos casos en que la quiebra de una empresa generadora, transmisora o distribuidora se produzca sin estar precedida de una solicitud de quiebra, debiendo el juez, en tal caso, solicitar el informe al que se refiere el inciso segundo, previo a la declaración de quiebra.



Artículo 146º quáter.- El retiro, modificación, desconexión, o el cese de operaciones sin que éste obedezca a fallas o a mantenimientos programados, de unidades del parque generador y de las instalaciones del sistema de transmisión, deberán comunicarse por escrito tanto al CDEC respectivo como a la Comisión, con la anticipación que determine el reglamento, la que en todo caso no será inferior a 24 meses en el caso de unidades generadoras y de 12 meses para las instalaciones del sistema de transmisión.



No obstante, en casos calificados, la Comisión podrá eximir a una empresa del cumplimiento de los plazos señalados en este artículo, previo informe de seguridad de la Dirección de Operación del o los CDEC afectados.



Las infracciones a este artículo se sancionarán como gravísimas por la Superintendencia de acuerdo a la Ley Nº 18.410.”.

Disposiciones transitorias



Artículo 1° transitorio.- Lo dispuesto en el artículo 146º bis introducido a la Ley General de Servicios Eléctricos por el artículo único de la presente ley, se aplicará para aquellos juicios que se inicien a contar de la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.



Artículo 2º transitorio.- En el evento que un contrato de suministro eléctrico suscrito entre una empresa generadora y una empresa concesionaria de servicio público de distribución para abastecer a clientes regulados del sistema respectivo termine por sentencia que cause ejecutoria, la referida empresa generadora deberá continuar suministrando la energía objeto del contrato, en sus mismos términos, por el plazo de dieciocho meses contado desde la fecha en que la sentencia cause ejecutoria. Esta obligación podrá cesar anticipadamente si dentro de dicho plazo se hubiere iniciado el suministro bajo un nuevo contrato en virtud de la obligación de la distribuidora, desde la fecha en que la sentencia cause ejecutoria, de llamar a licitación de suministro en conformidad a lo dispuesto en los artículos 131° y siguientes de la Ley General de Servicios Eléctricos.



La distribuidora afectada por la terminación de su contrato de suministro para abastecer a clientes regulados que, en razón de encontrarse dentro del plazo al que se refiere el artículo 131 de la Ley General de Servicios Eléctricos, ya hubiere efectuado el llamado a licitación de suministro dispuesto en los mencionados artículos, no deberá efectuar un nuevo llamado a licitación de suministro de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior.



Transcurrido el plazo de dieciocho meses previsto en el inciso primero de este artículo sin que se hubiere iniciado el suministro bajo el nuevo contrato resultante del proceso de licitación, el suministro de la distribuidora concernida para abastecer a sus clientes sometidos a regulación de precios será realizado y facturado a precio de nudo por cada generadora del sistema respectivo, a prorrata de su energía firme, considerando tanto las instalaciones de generación propias como las contratadas que estuviesen conectadas al sistema respectivo al momento de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y que permanezcan conectadas al cumplirse el plazo de dieciocho meses antes referido. Esta obligación permanecerá vigente mientras no se inicie la ejecución del nuevo contrato que resulte de la licitación de suministro.



El costo de servir el suministro sometido a regulación de precios de la distribuidora concernida, en la proporción destinada a clientes regulados, definido como la diferencia entre el costo marginal horario de energía y el correspondiente precio de nudo vigente, multiplicada por la energía suministrada para satisfacer el suministro dedicado a clientes regulados del sistema correspondiente, será asumido por los generadores que retiren energía para servir los contratos destinados a satisfacer la totalidad del consumo del respectivo sistema. Para este efecto, y para cada período en el cual se efectúen las facturaciones de las transferencias de energía en el Centro de Despacho Económico de Carga del respectivo sistema, el costo antes referido se dividirá por la totalidad de la energía demandada. Este valor resultante constituirá el cargo a aplicar a cada kilowatt-hora retirado. De la suma que se recaude con la aplicación del señalado cargo, la Dirección de Peajes del Centro de Despacho Económico de Carga determinará el monto a pagar a cada empresa generadora de conformidad a lo establecido en este inciso.


Para los efectos previstos en este artículo y en el artículo 3º transitorio siguiente, se entenderá por energía firme la suma de la energía firme de las centrales propias y de bloques de energía firme cuyo suministro por parte de otras entidades generadoras que operen en sincronismo con el sistema haya sido asegurado mediante un contrato suscrito a precio libremente convenido. En el caso de las centrales hidroeléctricas, la energía firme es igual a la capacidad anual de producción de energía bajo condiciones de hidrología seca, habida consideración de las restricciones de riego que fueren aplicables. Se entiende por hidrología seca, el año de la estadística hidrológica definido como el de probabilidad de excedencia más próxima a 90%, para el sistema eléctrico en conjunto. En el caso de las demás centrales, la energía firme se calculará como la capacidad anual de producción de energía en condiciones de disponibilidad promedio de las unidades generadoras. Se entiende por disponibilidad promedio de energía de estas centrales, el máximo de la energía anual que, como promedio, pueden generar dichas centrales, considerando los períodos de mantenimiento y falla. Para estos efectos, se utilizarán los antecedentes históricos de que disponga el Centro de Despacho Económico de Carga y, en el caso de nuevas unidades, las estimaciones que esa entidad efectúe sobre la base de estudios propios y de los antecedentes técnicos que presente su propietario.



Lo dispuesto en este artículo se aplicará a los suministros a clientes regulados de un sistema eléctrico, cuyos contratos terminen por sentencia que cause ejecutoria dentro del periodo que media entre la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y el 31 de diciembre de 2010. Con todo, ningún proceso de licitación que se origine en virtud de lo dispuesto en este artículo podrá adjudicar un contrato de suministro para que éste se inicie en una fecha posterior al 31 de diciembre del año 2011.



Artículo 3º transitorio.- Declarada la quiebra de una empresa generadora que mantenga contratos de suministro eléctrico vigentes con una empresa distribuidora para abastecer a clientes regulados de un sistema eléctrico, el suministro de la distribuidora concernida para abastecer a sus clientes sometidos a regulación de precios será realizado y facturado a precio de nudo por cada generadora del sistema respectivo, incluida la empresa en quiebra, a prorrata de su energía firme, considerando tanto las instalaciones de generación propias como las contratadas que estuviesen conectadas al sistema respectivo al momento de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y que permanezcan conectadas al momento de declararse la quiebra de la empresa generadora antes referida.



Cada una de las empresas generadoras que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, contribuya a satisfacer el suministro de la distribuidora afectada, en la proporción destinada a clientes regulados, gozará, por esta sola contribución, de un crédito proveniente de la continuación efectiva del giro del fallido. El monto de este crédito corresponderá a la suma, debidamente actualizada, de: las diferencias entre el costo marginal horario de energía y el correspondiente precio de nudo de energía vigente, multiplicada por la energía suministrada para satisfacer el suministro dedicado a los clientes regulados del sistema correspondiente, en la prorrata que le corresponda a cada generador. El señalado crédito deberá calcularse para todo el periodo que media entre la declaración de quiebra y lo primero que ocurra entre la enajenación de los activos como unidad económica; el inicio del suministro bajo un nuevo contrato resultante del proceso de licitación referido en este artículo; o el término de la obligación de suministro de energía a clientes regulados, contractual o legal, del fallido para con la distribuidora. La Dirección de Peajes del Centro de Despacho Económico de Carga respectivo determinará el monto a pagar a cada empresa generadora, de conformidad a lo anteriormente establecido.



Transcurrido el periodo señalado en el inciso anterior, sin que se hubiere iniciado un nuevo contrato de suministro a la distribuidora, el costo de servir el suministro sometido a regulación de precios de la distribuidora concernida, en la proporción destinada a clientes regulados, definido como la diferencia entre el costo marginal horario de energía y el correspondiente precio de nudo vigente, multiplicada por la energía suministrada para satisfacer el suministro dedicado a clientes regulados del sistema correspondiente, será asumido por los generadores que retiren energía para servir los contratos destinados a satisfacer la totalidad del consumo del respectivo sistema. Para este efecto, y para cada período en el cual se efectúen las facturaciones de las transferencias de energía en el Centro de Despacho Económico de Carga del respectivo sistema, el costo antes referido se dividirá por la totalidad de la energía demandada. Este valor resultante constituirá el cargo a aplicar a cada kilowatt-hora retirado. De la suma que se recaude con la aplicación del señalado cargo, la Dirección de Peajes del Centro de Despacho Económico de Carga determinará el monto a asignar a cada empresa generadora de conformidad a lo establecido en este inciso.


La obligación del conjunto de empresas generadoras del sistema, consistente en satisfacer el suministro necesario para los clientes regulados a prorrata de su energía firme señalada en este artículo, permanecerá vigente mientras no se hubiere iniciado el suministro bajo un nuevo contrato. Para estos efectos, desde la fecha de la declaración de quiebra de la empresa generadora, la distribuidora estará obligada a llamar a licitación de suministro en conformidad a lo dispuesto en los artículos 131° y siguientes de la Ley General de Servicios Eléctricos. Para todos los efectos que correspondan, iniciado el suministro bajo el nuevo contrato resultante del proceso de licitación antes mencionado, cesarán todas y cada una de las obligaciones que mantuviese vigentes la distribuidora, bajo el o los contratos de suministro eléctrico para abastecer a clientes regulados que se hubieren celebrado con la empresa generadora fallida.



La distribuidora que, en razón de encontrarse dentro del plazo al que se refiere el artículo 131 de la Ley General de Servicios Eléctricos, ya hubiere efectuado el llamado a licitación de suministro al que se refiere dicho artículo, no deberá efectuar un nuevo llamado a licitación de suministro de conformidad a lo señalado en el inciso anterior.



Lo dispuesto en este artículo se aplicará a los suministros a clientes regulados de un sistema eléctrico que hayan sido contratados con una empresa generadora, cuya quiebra sea declarada dentro del periodo que media entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2010. Con todo, ningún proceso de licitación que se origine en virtud de lo dispuesto en este artículo podrá adjudicar un contrato de suministro para que éste se inicie en una fecha posterior al 31 de diciembre del año 2011.



Artículo 4° transitorio.- La Comisión Nacional de Energía, mediante resolución exenta, establecerá las disposiciones de carácter técnico que sean necesarias para la adecuada implementación de las normas que esta ley introduce a la Ley General de Servicios Eléctricos.



Artículo 5º transitorio.- En tanto las disposiciones reglamentarias correspondientes no entren en vigencia, los plazos a que se refiere el artículo 146 quáter que se introduce a la Ley General de Servicios Eléctricos serán de 24 meses para unidades generadoras y de 12 meses para los sistemas de transmisión.



Artículo 6º transitorio.- La tramitación y aprobación de las concesiones y servidumbres necesarias para llevar a cabo los proyectos eléctricos a los que se refiere la Ley General de Servicios Eléctricos, podrán realizarse en forma paralela a la obtención de los permisos ambientales.



Con todo, el uso y aprovechamiento de las concesiones y servidumbres indicadas en el inciso anterior, quedarán condicionados a la aprobación del respectivo Estudio de Impacto Ambiental, si así lo requiere la ley.



Lo dispuesto precedentemente regirá hasta el 31 de diciembre de 2012.”.”.
_____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, con segundos informes de las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad 

y Ciudadanía y de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, respecto del cual el Comité Partido Renovación Nacional e Independiente solicitó segunda discusión en la sesión 44ª, ordinaria, de 28 de agosto recién pasado.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, correspondiente al Boletín Nº 3.878-17, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.


Agrega que la relación y demás antecedentes de esta iniciativa constan en el acta de la sesión antes indicada y que el Honorable Senador señor Chadwick solicitó discusión y votación separada de todos los artículos permanentes y de los artículos 1º a 4º transitorios.



El señor Secretario General señala que ha llegado a la Mesa una indicación del Ejecutivo, que propone sustituir íntegramente el texto del proyecto aprobado por la Comisión, cuyo texto es el siguiente:
“TÍTULO I

ÁMBITO Y FUNCIONES



Artículo 1°.- Créase el Instituto Nacional de Derechos Humanos, en adelante también “el Instituto”, como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio.



Su domicilio será la ciudad de Santiago.



Artículo 2º.- El Instituto tiene por objeto la promoción y protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile. En su organización interna se regirá por las disposiciones de esta ley.



Artículo 3°.- El Instituto tendrá competencia, en los términos y en la forma que se señalen en esta ley, para dedicarse a la promoción y protección de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, y que se encuentran establecidos en las normas constitucionales y legales, en los tratados y convenciones internacionales que hubieran sido suscritos y ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.



Artículo 4°.- Le corresponderá especialmente al Instituto:



1.- Elaborar un Informe Anual, que deberá presentar al Presidente de la República, al Congreso Nacional y al Presidente de la Corte Suprema sobre sus actividades, sobre la situación nacional en materia de derechos humanos y hacer las recomendaciones que estime convenientes para su debido resguardo y respeto. Su Consejo deberá adoptar todas las medidas pertinentes destinadas a otorgar publicidad a dicho informe a la comunidad;



2.- Comunicar al Gobierno y a los distintos órganos de la administración del Estado que estime convenientes, su opinión respecto de las situaciones relativas a los derechos humanos que ocurran en cualquier parte del país. Para el ejercicio de esta función, podrá solicitar al organismo o servicio de que se trate un informe sobre las situaciones, prácticas o actuaciones en materia de derechos humanos; 



3.- Proponer a los órganos de la Administración del Estado y al Congreso Nacional las medidas que estime deban adoptarse para la protección y la promoción de los derechos humanos;



4.- Promover que la legislación, los reglamentos y las prácticas nacionales se armonicen con los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, a fin que su aplicación sea efectiva;



5.- Promover acciones tendientes a determinar el paradero y las circunstancias de la desaparición o muerte de las personas detenidas desaparecidas y de aquéllas que, no obstante existir reconocimiento legal de su deceso, sus restos no hubieren sido ubicados, establecidas en el artículo 6° de la ley N° 19.123, y que fueron reconocidas como tales por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación o por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación.



En el cumplimiento de este objetivo, deberá recopilar, analizar y sistematizar toda información útil a este propósito; también podrá solicitar información acerca del funcionamiento de los mecanismos reparatorios, e impulsar, coordinar y difundir acciones de orden cultural y simbólico destinadas a complementar el respeto a los derechos humanos y a reivindicar a las víctimas y a preservar su memoria histórica;



6.- Custodiar y guardar en depósito los antecedentes reunidos por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, el Programa de Derechos Humanos dependiente del Ministerio del Interior, por la Comisión de Prisión Política y Tortura creada por el decreto supremo Nº 1.040, del Ministerio del Interior, del año 2003, y por la Comisión a que se refiere el artículo 3º de las normas transitorias de esta ley;



7.- Solicitar, reunir y procesar el conjunto de la información existente en poder de entes públicos o privados, que diga relación con las violaciones a los derechos humanos o la violencia política a que se refiere el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación;



8.- Colaborar, en el ámbito de sus atribuciones, con el Ministerio de Relaciones Exteriores y demás servicios públicos relacionados, en la elaboración de los informes que el Estado deba presentar a los órganos y comités especializados de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como de las demás instituciones regionales. El informe final no obligará ni comprometerá al Instituto;



9.- Cooperar con las Naciones Unidas, las instituciones regionales y las instituciones de otros países que sean competentes, en la promoción y protección de los derechos humanos, informando de ello al Ministerio de Relaciones Exteriores;



10.- Difundir el conocimiento de los derechos humanos, favorecer su enseñanza en todos los niveles del sistema educacional, incluyendo la formación impartida al interior de las Fuerzas Armadas, de Orden y de Seguridad Públicas, y promover la realización de investigaciones, estudios y publicaciones, otorgar premios, patrocinar actos y eventos relativos a estas materias, y realizar todo aquello que propenda a consolidar una cultura de respeto a los derechos humanos en el país, pudiendo al efecto celebrar convenios con organismos públicos o privados tanto nacionales como extranjeros;



11.- Prestar su asesoría, en materias de su competencia, a organismos públicos y privados que lo soliciten; asimismo, desarrollar la cooperación, asesoría técnica e interlocución con corporaciones, fundaciones y demás organizaciones privadas, nacionales y extranjeras, cuyos objetivos se relacionen con las funciones del Instituto, y celebrar con ellas convenios para ejecutar proyectos o acciones de interés común;



12.- Mantener, debidamente actualizado, el registro de instituciones a que se refiere el artículo 8°, letra e), de esta ley, y



13.- Las demás funciones que la ley le otorgue.



Artículo 5º.- Para el ejercicio de sus atribuciones, el Instituto podrá solicitar la colaboración de los distintos órganos de la Administración del Estado. Podrá asimismo, recibir todas las declaraciones y obtener todas las informaciones y documentos necesarios para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia.



De igual modo, podrá comisionar a uno o más consejeros o al Director para ingresar a recintos públicos donde una persona esté o pueda estar privada de libertad.
TÍTULO II

DE LA ORGANIZACIÓN



Artículo 6°.- La Dirección Superior del Instituto corresponderá a un Consejo, integrado de la siguiente manera:



a) Dos consejeros designados por el Presidente de la República, quienes deberán ser de distintas Regiones del país;



b) Dos consejeros designados por el Senado;



c) Dos consejeros designados por la Cámara de Diputados; 



d) Un consejero designado por los decanos de las facultades de Derecho de las universidades integrantes del Consejo de Rectores y de universidades autónomas, en la forma que determine el reglamento. 



e) Dos consejeros designados en la forma que establezca el reglamento, por las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos que gocen de personalidad jurídica vigente, inscritas en el registro respectivo que llevará el Instituto.



Los consejeros señalados en las letras b) y c) deberán ser elegidos por las cuatro séptimas partes de sus miembros en ejercicio.



El Consejo elegirá, por mayoría absoluta de sus integrantes, un Director, que lo será también del Instituto.



Los consejeros deberán ser personas de reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos y serán nombrados por un período de 6 años. 



No podrán ser consejeros los diputados, los senadores, los alcaldes, los concejales, los consejeros regionales, los jueces, los fiscales del Ministerio Público, los funcionarios de la Administración del Estado, ni los miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.



Serán causales de cesación en el cargo la renuncia aceptada por el Consejo, la inhabilidad o incompatibilidad sobrevinientes que se establecen en esta ley y la remoción.



Producida una vacante, el reemplazo será proveído por el mismo órgano y en la misma forma al que representaba el consejero que la produjo y por el período que le restaba por cumplir. 



Los consejeros, exceptuado el Director, que será remunerado en la forma que determine el Consejo, tendrán derecho a percibir una dieta por su asistencia a sesiones de Consejo o comisión, cuyo monto será fijado anualmente por el Consejo, en la forma que establezcan los estatutos. La dieta no podrá superar el equivalente a cuatro unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, de Consejo o comisión, con un máximo por cada mes calendario de cinco sesiones mensuales. 



El Consejo adoptará sus decisiones por acuerdo de la mayoría de los consejeros presentes, salvo las señaladas en los números 1 y 2 del artículo 4° que requerirán de los dos tercios de los consejeros en ejercicio.



Artículo 7º.- Los consejeros sólo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados o diez de sus miembros, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.



Artículo 8º.- Corresponderá al Consejo:



1) Dictar los Estatutos de la Corporación y sus modificaciones;



2) Presentar al Presidente de la República, al Congreso Nacional y al Presidente de la Corte Suprema el informe anual establecido en el artículo 4°, N° 1;



3) Emitir pronunciamiento acerca de las consultas que el Presidente de la República, el Congreso Nacional o los Tribunales de Justicia le hagan, en el marco de sus competencias; 



4) Emitir su pronunciamiento en relación con las materias indicadas en la presente ley;



5) Aprobar, a proposición del Director, los planes y programas de acción del Instituto para el cumplimiento de su cometido;



6) Solicitar de los ministerios, servicios y organismos de la Administración del Estado la información y antecedentes que sean necesarios para el conocimiento sobre una cuestión que pertenezca especialmente a su competencia; 



7) Comisionar a uno o más consejeros o al Director para recibir, fuera de su lugar de asiento, informaciones relativas a su competencia;



8) Pronunciarse acerca del informe de gestión presupuestaria que anualmente deberá presentar el Director, y



9) Dictar todas las normas internas para su funcionamiento, incluidas las relativas a su organización interna, y resolver todo asunto que sea necesario para el adecuado desarrollo de la labor del Instituto. Asimismo, dictar una norma general en materia de personal que regule las relaciones laborales que vinculen al Instituto con sus trabajadores, el que deberá contener normas sobre la forma en que se efectuarán los nombramientos y la provisión de cargos vacantes, los mecanismos de ascensos y promociones y los sistemas de calificación y capacitación del desempeño laboral.



Artículo 9°.- Corresponderá al Director: 



1) Dirigir administrativamente el Instituto;



2) Presidir las sesiones del Consejo; 



3) Representar judicial y extrajudicialmente al Instituto, así como ejercer su representación internacional; 



4) Dictar las resoluciones necesarias para dar cumplimiento a los acuerdos del Consejo; 



5) Elaborar una propuesta del Informe Anual establecido en el artículo 4°, N° 1, y de los demás informes a que se refiere esta ley y presentarlos a la aprobación del Consejo;



6) Realizar todas las acciones que el Consejo le encomiende, y



7) Las demás que le señale la ley.



Artículo 10.- Para el desarrollo de sus tareas, el Consejo podrá establecer comisiones internas de trabajo, que se encargarán de tareas o materias específicas que sean propias del Instituto.



Cada comisión será presidida por un miembro del Consejo, y se podrá invitar a participar de ellas a personas destacadas y de probada experiencia en la materia de que se trate. Los miembros del Consejo podrán participar en todas las comisiones que se formen, sin limitación alguna.



Los acuerdos de las comisiones referidas tendrán el carácter de recomendación para el Consejo o el Director.



Artículo 11.- Un Consejo Consultivo Nacional, en el que estarán representados los organismos sociales y académicos dedicados a la promoción y defensa de los derechos humanos y las libertades fundamentales, prestará su asesoría al Consejo en todas aquellas materias de su competencia que estime conveniente. 



Un reglamento interno, aprobado por los dos tercios del Consejo, establecerá su integración y determinará los casos y la forma en que se prestará dicha asesoría.
TÍTULO III

DE LA GESTIÓN



Artículo 12.- Las personas que presten servicios en el Instituto, que no podrán exceder de 30, se regirán exclusivamente por los respectivos contratos de trabajo y por la legislación laboral común.



Artículo 13.- Los actos que celebre o ejecute el Instituto también se regirán por las normas del derecho privado.



Lo dispuesto en el inciso anterior se entenderá sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras que la Contraloría General de la República tiene sobre el Instituto en cuanto integrante del Sector Público.
TÍTULO IV

DEL PATRIMONIO



Artículo 14.- El patrimonio del Instituto estará formado por: 



1.- Los aportes que anualmente la Ley de Presupuestos de la Nación pudiere contemplar;



2.- Los bienes muebles e inmuebles que se transfieran al Instituto o que éste adquiera a cualquier título y por los frutos de esos mismos bienes;



3.- Las donaciones, incluidas las del artículo 3º de la ley 
Nº 19.992, herencias y legados que el Consejo acepte, y



4.- Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos.



Las donaciones en su favor no requerirán del trámite de insinuación judicial a que se refiere el artículo 1.401 del Código Civil y estarán exentas del impuesto a las donaciones establecido en la ley N° 16.271.



Artículo 15.- Créase el Premio Nacional de los Derechos Humanos, con el propósito de cultivar una memoria histórica sana de la Nación chilena, a través de resaltar y valorar cada dos años una persona de nacionalidad chilena, hombre o mujer, que se haya distinguido en tal esfuerzo.



El monto del premio será el señalado en el artículo 17 de la ley N° 19.169 y le serán aplicables, en lo que resulte pertinente, los artículos 1°, incisos segundo y tercero, y 19 a 22 de la referida ley. 



El jurado será el Consejo que señala el artículo 7º de esta ley, quien deberá decidir por dos tercios de sus miembros en ejercicio.
NORMAS TRANSITORIAS



Artículo 1º.- La primera designación de consejeros se hará a los sesenta días de la publicación de esta ley. 



El Consejo se entenderá legalmente constituido una vez que tenga su primera sesión válida.



Artículo 2°.- El Presidente de la República establecerá una Comisión Asesora para la calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, en adelante “la Comisión”, cuyo objeto exclusivo será calificar, de acuerdo a los antecedentes que se presenten y para el solo efecto de esta ley, a las siguientes personas:



a) Aquéllas que, en el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, hubiesen sufrido privación de libertad y/o torturas por razones políticas. En ningún caso la Comisión podrá calificar la situación de personas privadas de libertad en manifestaciones públicas, que fueron puestas a disposición de los tribunales de policía local o de algún tribunal del crimen por delitos comunes y luego condenadas por estos delitos. Las personas que hubiesen presentado sus antecedentes a la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, creada por el decreto supremo N° 1.040, del Ministerio del Interior, de 2003, que no hubieren sido calificadas favorablemente, podrán presentar su postulación nuevamente, si acompañan nuevos antecedentes.



b) Aquéllas que, en el período señalado precedentemente, hubieren sido víctimas de desaparición forzada o correspondieren a ejecutados políticos, cuando aparezca comprometida la responsabilidad del Estado por actos de sus agentes o de personas a su servicio; como asimismo, los secuestros y los atentados contra la vida de personas cometidos por particulares bajo pretextos políticos. Estas personas no podrán haber sido individualizadas en el Volumen Segundo del Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, creada por el decreto supremo N° 355, del Ministerio del Interior, de 1990, ni por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, creada por la ley N° 19.123, a menos que acompañen nuevos antecedentes.



La Comisión estará conformada por los mismos integrantes señalados en el decreto supremo Nº 1.040, del Ministerio del Interior, de 2003. En caso que una de estas personas no quisiere o no pudiere asumir, su reemplazante será designado por el resto de los integrantes que hayan asumido sus funciones, con un quórum de dos tercios. Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a percibir una dieta de cuatro unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo por cada mes calendario de cinco sesiones mensuales.



El proceso de calificación se regirá por las siguientes normas:


a) Los interesados dispondrán de un plazo máximo de seis meses, contado desde la conformación de  la Comisión, para presentar a ésta los antecedentes que acrediten su pretensión, pudiendo la Comisión realizar todas las actuaciones que estime pertinentes para cumplir su cometido. Todas las actuaciones que realice la Comisión, así como todos los antecedentes que reciba, tendrán el carácter de reservados, para todos los efectos legales.



b) La Comisión dispondrá del plazo de seis meses, contado desde el término del plazo a que se refiere la letra anterior, para calificar a quienes hubiesen sufrido privación de libertad y/o torturas por razones políticas, conforme a lo señalado en la letra a) del inciso primero. 



c) En el mismo plazo, deberá calificar a quienes hubiesen sufrido desaparición forzada o correspondiesen a ejecutados políticos, o de los secuestros y los atentados contra la vida, de acuerdo a lo señalado en la letra b) del inciso primero.



d) En lo no regulado por las normas precedentes,  la Comisión se regirá por un reglamento interno, el que deberá ser aprobado mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del Interior, el que deberá contar, además, con la firma del Ministro de Hacienda.



Una vez completada la labor de calificación, la Comisión deberá elaborar una nómina con los nombres de las personas calificadas de acuerdo a las letras b) y c) del inciso anterior. Transcurrido el plazo indicado en la letra b) del inciso precedente, la Comisión se disolverá automáticamente.



La calificación que efectúe la Comisión  otorgará los siguientes beneficios:


a) Las personas individualizadas en la nómina señalada en la letra b) del inciso tercero tendrán derecho a los beneficios otorgados por la ley N° 19.992, en lo que resulte pertinente. Asimismo, será aplicable lo dispuesto en los artículos 16 y 17 de la referida ley.  



b) Los familiares de las víctimas individualizadas en la nómina a que se refiere la letra c) del inciso tercero tendrán derecho, en lo que resulte pertinente, a los beneficios establecidos por el Título II y siguientes de la ley N° 19.123, resultando aplicable, además, lo dispuesto en el artículo quinto de la ley N° 19.980.  



Artículo 3°.- Los beneficios señalados en el inciso quinto del artículo anterior se devengarán a partir del primer día del mes subsiguiente a la fecha en que los beneficiarios sean calificados.



El monto máximo del gasto anual para estos beneficios, será fijado por la Ley de Presupuestos del año 2009.



Artículo 4º.- En el año 2007, para realizar lo señalado en el artículo 15, N° 1, podrán efectuarse los traspasos que resulten necesarios entre las partidas correspondientes de la Ley de Presupuestos del Sector Público de ese año, pudiendo al efecto crearse, suprimirse o modificarse las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.”.

- - -



El señor Secretario General añade que, asimismo, hay dos indicaciones presentadas por los señores Senadores que a continuación se indican, las cuales son del siguiente tenor:



- De los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Chadwick, Gómez, Letelier, Naranjo y Núñez para agregar a continuación del inciso primero del artículo 1º de la indicación sustitutiva, después de la expresión “patrimonio propio”, pasando el punto seguido (.) a ser coma (,), la frase “y se relacionará con el  Presidente de la República a través del Ministerio de Justicia” y para eliminar el inciso tercero del artículo 1º de dicha indicación.



- De los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Chadwick, Gómez, Letelier y Naranjo, para reemplazar en el número 1) del artículo 14 la palabra “pudiere” por “debiere”.



El señor Secretario General agrega que todas estas indicaciones requieren para ser discutidas y votadas del acuerdo unánime de la Sala, de conformidad al inciso primero del artículo 121 del Reglamento del Senado.

- - -



En discusión particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y al Honorable Senador señor Chadwick.

- - -



A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo unánime de la Sala con el objeto de considerar en la discusión en particular de este proyecto las indicaciones que se han transcrito precedentemente.



Así se acuerda.

- - -



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores  Naranjo, Espina y Letelier.



Luego, a petición del Honorable Senador señor Chadwick, el señor Presidente declara abierta la votación.



Cerrado el debate y sometidas a votación las indicaciones presentadas a esta iniciativa de ley, anteriormente transcritas, son aprobadas por 33 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Escalona, Gómez, Gazmuri y Núñez.



Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

“TÍTULO I

ÁMBITO Y FUNCIONES



Artículo 1°.- Créase el Instituto Nacional de Derechos Humanos, en adelante también “el Instituto”, como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio y se relacionará con el  Presidente de la República a través del Ministerio de Justicia.



Su domicilio será la ciudad de Santiago.



Artículo 2º.- El Instituto tiene por objeto la promoción y protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile. En su organización interna se regirá por las disposiciones de esta ley.



Artículo 3°.- El Instituto tendrá competencia, en los términos y en la forma que se señalen en esta ley, para dedicarse a la promoción y protección de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, y que se encuentran establecidos en las normas constitucionales y legales, en los tratados y convenciones internacionales que hubieran sido suscritos y ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.



Artículo 4°.- Le corresponderá especialmente al Instituto:



1.- Elaborar un Informe Anual, que deberá presentar al Presidente de la República, al Congreso Nacional y al Presidente de la Corte Suprema sobre sus actividades, sobre la situación nacional en materia de derechos humanos y hacer las recomendaciones que estime convenientes para su debido resguardo y respeto. Su Consejo deberá adoptar todas las medidas pertinentes destinadas a otorgar publicidad a dicho informe a la comunidad;



2.- Comunicar al Gobierno y a los distintos órganos de la administración del Estado que estime convenientes, su opinión respecto de las situaciones relativas a los derechos humanos que ocurran en cualquier parte del país. Para el ejercicio de esta función, podrá solicitar al organismo o servicio de que se trate un informe sobre las situaciones, prácticas o actuaciones en materia de derechos humanos; 



3.- Proponer a los órganos de la Administración del Estado y al Congreso Nacional las medidas que estime deban adoptarse para la protección y la promoción de los derechos humanos;



4.- Promover que la legislación, los reglamentos y las prácticas nacionales se armonicen con los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, a fin que su aplicación sea efectiva;



5.- Promover acciones tendientes a determinar el paradero y las circunstancias de la desaparición o muerte de las personas detenidas desaparecidas y de aquéllas que, no obstante existir reconocimiento legal de su deceso, sus restos no hubieren sido ubicados, establecidas en el artículo 6° de la ley N° 19.123, y que fueron reconocidas como tales por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación o por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación.



En el cumplimiento de este objetivo, deberá recopilar, analizar y sistematizar toda información útil a este propósito; también podrá solicitar información acerca del funcionamiento de los mecanismos reparatorios, e impulsar, coordinar y difundir acciones de orden cultural y simbólico destinadas a complementar el respeto a los derechos humanos y a reivindicar a las víctimas y a preservar su memoria histórica;



6.- Custodiar y guardar en depósito los antecedentes reunidos por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, el Programa de Derechos Humanos dependiente del Ministerio del Interior, por la Comisión de Prisión Política y Tortura creada por el decreto supremo Nº 1.040, del Ministerio del Interior, del año 2003, y por la Comisión a que se refiere el artículo 3º de las normas transitorias de esta ley;



7.- Solicitar, reunir y procesar el conjunto de la información existente en poder de entes públicos o privados, que diga relación con las violaciones a los derechos humanos o la violencia política a que se refiere el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación;



8.- Colaborar, en el ámbito de sus atribuciones, con el Ministerio de Relaciones Exteriores y demás servicios públicos relacionados, en la elaboración de los informes que el Estado deba presentar a los órganos y comités especializados de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como de las demás instituciones regionales. El informe final no obligará ni comprometerá al Instituto;



9.- Cooperar con las Naciones Unidas, las instituciones regionales y las instituciones de otros países que sean competentes, en la promoción y protección de los derechos humanos, informando de ello al Ministerio de Relaciones Exteriores;



10.- Difundir el conocimiento de los derechos humanos, favorecer su enseñanza en todos los niveles del sistema educacional, incluyendo la formación impartida al interior de las Fuerzas Armadas, de Orden y de Seguridad Públicas, y promover la realización de investigaciones, estudios y publicaciones, otorgar premios, patrocinar actos y eventos relativos a estas materias, y realizar todo aquello que propenda a consolidar una cultura de respeto a los derechos humanos en el país, pudiendo al efecto celebrar convenios con organismos públicos o privados tanto nacionales como extranjeros;



11.- Prestar su asesoría, en materias de su competencia, a organismos públicos y privados que lo soliciten; asimismo, desarrollar la cooperación, asesoría técnica e interlocución con corporaciones, fundaciones y demás organizaciones privadas, nacionales y extranjeras, cuyos objetivos se relacionen con las funciones del Instituto, y celebrar con ellas convenios para ejecutar proyectos o acciones de interés común;



12.- Mantener, debidamente actualizado, el registro de instituciones a que se refiere el artículo 8°, letra e), de esta ley, y



13.- Las demás funciones que la ley le otorgue.



Artículo 5º.- Para el ejercicio de sus atribuciones, el Instituto podrá solicitar la colaboración de los distintos órganos de la Administración del Estado. Podrá asimismo, recibir todas las declaraciones y obtener todas las informaciones y documentos necesarios para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia.



De igual modo, podrá comisionar a uno o más consejeros o al Director para ingresar a recintos públicos donde una persona esté o pueda estar privada de libertad.
TÍTULO II

DE LA ORGANIZACIÓN



Artículo 6°.- La Dirección Superior del Instituto corresponderá a un Consejo, integrado de la siguiente manera:



a) Dos consejeros designados por el Presidente de la República, quienes deberán ser de distintas Regiones del país;



b) Dos consejeros designados por el Senado;



c) Dos consejeros designados por la Cámara de Diputados; 



d) Un consejero designado por los decanos de las facultades de Derecho de las universidades integrantes del Consejo de Rectores y de universidades autónomas, en la forma que determine el reglamento. 



e) Dos consejeros designados en la forma que establezca el reglamento, por las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos que gocen de personalidad jurídica vigente, inscritas en el registro respectivo que llevará el Instituto.



Los consejeros señalados en las letras b) y c) deberán ser elegidos por las cuatro séptimas partes de sus miembros en ejercicio.



El Consejo elegirá, por mayoría absoluta de sus integrantes, un Director, que lo será también del Instituto.



Los consejeros deberán ser personas de reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos y serán nombrados por un período de 6 años. 



No podrán ser consejeros los diputados, los senadores, los alcaldes, los concejales, los consejeros regionales, los jueces, los fiscales del Ministerio Público, los funcionarios de la Administración del Estado, ni los miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.



Serán causales de cesación en el cargo la renuncia aceptada por el Consejo, la inhabilidad o incompatibilidad sobrevinientes que se establecen en esta ley y la remoción.



Producida una vacante, el reemplazo será proveído por el mismo órgano y en la misma forma al que representaba el consejero que la produjo y por el período que le restaba por cumplir. 



Los consejeros, exceptuado el Director, que será remunerado en la forma que determine el Consejo, tendrán derecho a percibir una dieta por su asistencia a sesiones de Consejo o comisión, cuyo monto será fijado anualmente por el Consejo, en la forma que establezcan los estatutos. La dieta no podrá superar el equivalente a cuatro unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, de Consejo o comisión, con un máximo por cada mes calendario de cinco sesiones mensuales. 



El Consejo adoptará sus decisiones por acuerdo de la mayoría de los consejeros presentes, salvo las señaladas en los números 1 y 2 del artículo 4° que requerirán de los dos tercios de los consejeros en ejercicio.



Artículo 7º.- Los consejeros sólo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados o diez de sus miembros, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.



Artículo 8º.- Corresponderá al Consejo:



1) Dictar los Estatutos de la Corporación y sus modificaciones;



2) Presentar al Presidente de la República, al Congreso Nacional y al Presidente de la Corte Suprema el informe anual establecido en el artículo 4°, N° 1;



3) Emitir pronunciamiento acerca de las consultas que el Presidente de la República, el Congreso Nacional o los Tribunales de Justicia le hagan, en el marco de sus competencias; 



4) Emitir su pronunciamiento en relación con las materias indicadas en la presente ley;



5) Aprobar, a proposición del Director, los planes y programas de acción del Instituto para el cumplimiento de su cometido;



6) Solicitar de los ministerios, servicios y organismos de la Administración del Estado la información y antecedentes que sean necesarios para el conocimiento sobre una cuestión que pertenezca especialmente a su competencia; 



7) Comisionar a uno o más consejeros o al Director para recibir, fuera de su lugar de asiento, informaciones relativas a su competencia;



8) Pronunciarse acerca del informe de gestión presupuestaria que anualmente deberá presentar el Director, y



9) Dictar todas las normas internas para su funcionamiento, incluidas las relativas a su organización interna, y resolver todo asunto que sea necesario para el adecuado desarrollo de la labor del Instituto. Asimismo, dictar una norma general en materia de personal que regule las relaciones laborales que vinculen al Instituto con sus trabajadores, el que deberá contener normas sobre la forma en que se efectuarán los nombramientos y la provisión de cargos vacantes, los mecanismos de ascensos y promociones y los sistemas de calificación y capacitación del desempeño laboral.



Artículo 9°.- Corresponderá al Director: 



1) Dirigir administrativamente el Instituto;



2) Presidir las sesiones del Consejo; 



3) Representar judicial y extrajudicialmente al Instituto, así como ejercer su representación internacional; 



4) Dictar las resoluciones necesarias para dar cumplimiento a los acuerdos del Consejo; 



5) Elaborar una propuesta del Informe Anual establecido en el artículo 4°, N° 1, y de los demás informes a que se refiere esta ley y presentarlos a la aprobación del Consejo;



6) Realizar todas las acciones que el Consejo le encomiende, y



7) Las demás que le señale la ley.



Artículo 10.- Para el desarrollo de sus tareas, el Consejo podrá establecer comisiones internas de trabajo, que se encargarán de tareas o materias específicas que sean propias del Instituto.



Cada comisión será presidida por un miembro del Consejo, y se podrá invitar a participar de ellas a personas destacadas y de probada experiencia en la materia de que se trate. Los miembros del Consejo podrán participar en todas las comisiones que se formen, sin limitación alguna.



Los acuerdos de las comisiones referidas tendrán el carácter de recomendación para el Consejo o el Director.



Artículo 11.- Un Consejo Consultivo Nacional, en el que estarán representados los organismos sociales y académicos dedicados a la promoción y defensa de los derechos humanos y las libertades fundamentales, prestará su asesoría al Consejo en todas aquellas materias de su competencia que estime conveniente. 



Un reglamento interno, aprobado por los dos tercios del Consejo, establecerá su integración y determinará los casos y la forma en que se prestará dicha asesoría.
TÍTULO III

DE LA GESTIÓN



Artículo 12.- Las personas que presten servicios en el Instituto, que no podrán exceder de 30, se regirán exclusivamente por los respectivos contratos de trabajo y por la legislación laboral común.



Artículo 13.- Los actos que celebre o ejecute el Instituto también se regirán por las normas del derecho privado.



Lo dispuesto en el inciso anterior se entenderá sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras que la Contraloría General de la República tiene sobre el Instituto en cuanto integrante del Sector Público.
TÍTULO IV

DEL PATRIMONIO



Artículo 14.- El patrimonio del Instituto estará formado por: 



1.- Los aportes que anualmente la Ley de Presupuestos de la Nación debiere contemplar;



2.- Los bienes muebles e inmuebles que se transfieran al Instituto o que éste adquiera a cualquier título y por los frutos de esos mismos bienes;



3.- Las donaciones, incluidas las del artículo 3º de la ley 
Nº 19.992, herencias y legados que el Consejo acepte, y



4.- Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos.



Las donaciones en su favor no requerirán del trámite de insinuación judicial a que se refiere el artículo 1.401 del Código Civil y estarán exentas del impuesto a las donaciones establecido en la ley N° 16.271.



Artículo 15.- Créase el Premio Nacional de los Derechos Humanos, con el propósito de cultivar una memoria histórica sana de la Nación chilena, a través de resaltar y valorar cada dos años una persona de nacionalidad chilena, hombre o mujer, que se haya distinguido en tal esfuerzo.



El monto del premio será el señalado en el artículo 17 de la ley N° 19.169 y le serán aplicables, en lo que resulte pertinente, los artículos 1°, incisos segundo y tercero, y 19 a 22 de la referida ley. 



El jurado será el Consejo que señala el artículo 7º de esta ley, quien deberá decidir por dos tercios de sus miembros en ejercicio.
NORMAS TRANSITORIAS



Artículo 1º.- La primera designación de consejeros se hará a los sesenta días de la publicación de esta ley. 



El Consejo se entenderá legalmente constituido una vez que tenga su primera sesión válida.



Artículo 2°.- El Presidente de la República establecerá una Comisión Asesora para la calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, en adelante “la Comisión”, cuyo objeto exclusivo será calificar, de acuerdo a los antecedentes que se presenten y para el solo efecto de esta ley, a las siguientes personas:



a) Aquéllas que, en el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, hubiesen sufrido privación de libertad y/o torturas por razones políticas. En ningún caso la Comisión podrá calificar la situación de personas privadas de libertad en manifestaciones públicas, que fueron puestas a disposición de los tribunales de policía local o de algún tribunal del crimen por delitos comunes y luego condenadas por estos delitos. Las personas que hubiesen presentado sus antecedentes a la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, creada por el decreto supremo N° 1.040, del Ministerio del Interior, de 2003, que no hubieren sido calificadas favorablemente, podrán presentar su postulación nuevamente, si acompañan nuevos antecedentes.



b) Aquéllas que, en el período señalado precedentemente, hubieren sido víctimas de desaparición forzada o correspondieren a ejecutados políticos, cuando aparezca comprometida la responsabilidad del Estado por actos de sus agentes o de personas a su servicio; como asimismo, los secuestros y los atentados contra la vida de personas cometidos por particulares bajo pretextos políticos. Estas personas no podrán haber sido individualizadas en el Volumen Segundo del Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, creada por el decreto supremo N° 355, del Ministerio del Interior, de 1990, ni por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, creada por la ley N° 19.123, a menos que acompañen nuevos antecedentes.



La Comisión estará conformada por los mismos integrantes señalados en el decreto supremo Nº 1.040, del Ministerio del Interior, de 2003. En caso que una de estas personas no quisiere o no pudiere asumir, su reemplazante será designado por el resto de los integrantes que hayan asumido sus funciones, con un quórum de dos tercios. Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a percibir una dieta de cuatro unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo por cada mes calendario de cinco sesiones mensuales.



El proceso de calificación se regirá por las siguientes normas:


a) Los interesados dispondrán de un plazo máximo de seis meses, contado desde la conformación de  la Comisión, para presentar a ésta los antecedentes que acrediten su pretensión, pudiendo la Comisión realizar todas las actuaciones que estime pertinentes para cumplir su cometido. Todas las actuaciones que realice la Comisión, así como todos los antecedentes que reciba, tendrán el carácter de reservados, para todos los efectos legales.



b) La Comisión dispondrá del plazo de seis meses, contado desde el término del plazo a que se refiere la letra anterior, para calificar a quienes hubiesen sufrido privación de libertad y/o torturas por razones políticas, conforme a lo señalado en la letra a) del inciso primero. 



c) En el mismo plazo, deberá calificar a quienes hubiesen sufrido desaparición forzada o correspondiesen a ejecutados políticos, o de los secuestros y los atentados contra la vida, de acuerdo a lo señalado en la letra b) del inciso primero.



d) En lo no regulado por las normas precedentes,  la Comisión se regirá por un reglamento interno, el que deberá ser aprobado mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del Interior, el que deberá contar, además, con la firma del Ministro de Hacienda.



Una vez completada la labor de calificación, la Comisión deberá elaborar una nómina con los nombres de las personas calificadas de acuerdo a las letras b) y c) del inciso anterior. Transcurrido el plazo indicado en la letra b) del inciso precedente, la Comisión se disolverá automáticamente.



La calificación que efectúe la Comisión  otorgará los siguientes beneficios:


a) Las personas individualizadas en la nómina señalada en la letra b) del inciso tercero tendrán derecho a los beneficios otorgados por la ley N° 19.992, en lo que resulte pertinente. Asimismo, será aplicable lo dispuesto en los artículos 16 y 17 de la referida ley.  



b) Los familiares de las víctimas individualizadas en la nómina a que se refiere la letra c) del inciso tercero tendrán derecho, en lo que resulte pertinente, a los beneficios establecidos por el Título II y siguientes de la ley N° 19.123, resultando aplicable, además, lo dispuesto en el artículo quinto de la ley N° 19.980.  



Artículo 3°.- Los beneficios señalados en el inciso quinto del artículo anterior se devengarán a partir del primer día del mes subsiguiente a la fecha en que los beneficiarios sean calificados.



El monto máximo del gasto anual para estos beneficios, será fijado por la Ley de Presupuestos del año 2009.



Artículo 4º.- En el año 2007, para realizar lo señalado en el artículo 15, N° 1, podrán efectuarse los traspasos que resulten necesarios entre las partidas correspondientes de la Ley de Presupuestos del Sector Público de ese año, pudiendo al efecto crearse, suprimirse o modificarse las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.”.

___________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que destina recursos para el Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, FONDEMA, y modifica otros cuerpos legales que indica, con segundo informe 

de la Comisión de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que destina recursos para el Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, FONDEMA, y modifica otros cuerpos legales que indica, con segundo informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 4.879-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que la relación de este proyecto y demás antecedentes de él constan en el acta de la sesión 49ª, ordinaria, de 29 de agosto recién pasado, oportunidad en la cual quedó pendiente su discusión particular.

- - -



Continuando con la discusión en particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Bianchi, Novoa, Prokurica, Muñoz Aburto y a la señora Ministra de Economía, Fomento y Reconstrucción subrogante.



Cerrado el debate, el señor Presidente somete a votación la proposición de la Comisión de Hacienda, que consiste en aprobar el  proyecto en los mismos términos en que lo fue en general, la que es aprobada por 23 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Ávila, Bianchi, Coloma, Espina, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Ávila y Novoa.



Luego, el señor Presidente indica que los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Bianchi, Horvath, Gómez, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Ruiz-Esquide y Sabag han renovado la indicación que propone suprimir la letra b) del artículo 6º, cuyo texto es el siguiente:



“b) Ser traspasados en la misma calidad jurídica a la Subsecretaria de Economía, Fomento y Reconstrucción, de acuerdo a lo establecido en el artículo 2º transitorio de la presente ley.”


En discusión la indicación renovada, el señor Presidente concede la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez y García y a la señora Ministra de Economía, Fomento y Reconstrucción subrogante.



Cerrado el debate y sometida a votación la indicación renovada, es rechazada por 17 votos contra 4 y 7 abstenciones.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Chadwick, Coloma, Espina, Flores, Frei, García, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Orpis, Prokurica, Romero y Sabag. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señora Matthei y señor Prokurica.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Ávila, Gómez, Ruiz-Esquide y Vásquez.  Fundamenta su voto, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Girardi, Naranjo, Navarro, Pizarro y Zaldívar. Fundamenta su voto, el Honorable Senador señor Navarro.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.275 que destina recursos que indica para el Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena:



1. Modifícase el artículo 1°, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 1°.- El Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena estará constituido por: (i) la recaudación que el Estado obtenga por concepto de derecho de explotación a que se refiere el artículo 6° del decreto ley N° 2.312, de 1978; y (ii) todos los ingresos que el Estado perciba o retenga, descontados los impuestos, como resultado de la diferencia entre el valor de la producción de gas y/o petróleo y la retribución que paga a los contratistas conforme a cada contrato especial de operación celebrado al amparo del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1987, del Ministerio de Minería, en ambos casos, con motivo de las actividades de explotación de gas y/o petróleo en dicha Región.  Tales recursos se destinarán anualmente al Fondo a través de su incorporación en la Ley de Presupuestos respectiva.  Dicho Fondo tendrá carácter acumulativo y será administrado por el Gobierno Regional para su asignación a proyectos de fomento y desarrollo de la Región.”.



b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:



“En el caso de los ingresos a los que se refiere el literal (ii) anterior, el monto de los recursos a ser traspasados por el Estado al Fondo no podrá ser superior al 5% del valor total de la producción de gas y/o petróleo, descontados los impuestos, realizada por los correspondientes contratistas.  Para estos efectos se entenderá por producción de petróleo, la cantidad medida en el punto de entrega del petróleo y, por producción de gas, la cantidad medida en el punto de fiscalización del gas, establecidas, en cada caso, en los respectivos contratos especiales de operación.”.



2. Agrégase en el artículo 2°, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:



“Lo mismo regirá para la provincia de Última Esperanza.”.



3. Consúltase el siguiente artículo 3°, nuevo:



“Artículo 3°.- La inversión de los recursos del Fondo al que se refiere el artículo 1° de esta ley se regirá, hasta el 31 de diciembre del año 2007, por lo dispuesto en las Glosas 02 y siguientes de la Partida Ministerio del Interior-Gobiernos Regionales de la ley N° 20.141, de Presupuestos del Sector Público año 2007.  En adelante, a contar de la referida fecha, las normas que regirán la inversión de dichos recursos se incorporarán en la Ley de Presupuestos respectiva.”.



Artículo 2°.-  Modifícase el número 17 del artículo 24 del decreto ley N° 3.475, de 1980, que contiene la ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas, del siguiente modo:



1. Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:



“Con todo, en el caso que los documentos que se emitieron, suscribieron u otorgaron con motivo del crédito original no hubieren satisfecho la tasa máxima establecida en el N° 3 del artículo 1° de este decreto ley, la exención que se establece en este numeral sólo se aplicará, sobre la base imponible mencionada en el inciso siguiente, hasta por aquella parte en que la tasa de impuesto correspondiente al plazo del nuevo crédito, más la tasa correspondiente al plazo del crédito original, excede la tasa máxima.”.



2. Agréganse los siguientes incisos sexto y séptimo, nuevos:



“Para la aplicación de lo indicado en este  número, se considerará no escrita toda disposición contractual, de cualquier naturaleza, que tenga por objeto impedir o entrabar la facultad de un deudor para obtener un crédito que se beneficie de esta exención.



El interesado podrá requerir que el certificado a que se refiere el inciso quinto sea emitido con vigencia a una fecha determinada, de acuerdo a las instrucciones que al efecto emita el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.  La emisión al interesado del certificado deberá efectuarse dentro de los 5 días hábiles siguientes a la fecha de la solicitud respectiva. La no emisión, la emisión extemporánea o incompleta, del certificado señalado se sancionará con una multa de entre una unidad tributaria mensual y una unidad tributaria anual por cada incumplimiento, la cual será aplicada por el Servicio de Impuestos Internos, de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 161 del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974.”.



Artículo 3°.-  Agrégase en el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, se encuentra contenido en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en su Capítulo IV del Título II del Libro I, el siguiente artículo 145-L nuevo:



“Artículo 145-L. Las remuneraciones percibidas por los trabajadores de artes y espectáculos con motivo de la celebración de los contratos laborales que regula este Capítulo, quedarán sujetas a la tributación aplicable a las rentas señaladas en el artículo 42, número 2°, de la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974. Para estos efectos, dichos trabajadores deberán emitir la correspondiente boleta de honorarios por el valor bruto de la remuneración percibida, sin deducción alguna por concepto de las cotizaciones previsionales que deban ser efectuadas por sus respectivos empleadores.”.



Artículo 4°.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:



1) Derógase el inciso final del N° 1, del artículo 42.



2) Derógase el N° 4 del artículo 69.



3) Elimínase, en el N° 1 del artículo 74, la frase “excepto tratándose de las rentas a que se refiere el inciso final del N° 1 del artículo 42.”, y sustitúyase por un punto aparte (.) la coma (,) que la antecede.



Artículo 5°.-  Sustitúyese el inciso segundo del artículo 9° de la ley N° 19.983, por el siguiente:



“Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 7°, la cesión del crédito expresado en estas facturas solamente podrá efectuarse mediante medios electrónicos y se pondrá en conocimiento del obligado al pago de ellas, mediante su anotación en un registro público electrónico de transferencias de créditos contenidos en facturas electrónicas que llevará el Servicio de Impuestos Internos. Se entenderá que la transferencia ha sido puesta en conocimiento del deudor el día hábil siguiente a aquel en que ella aparezca anotada en el registro señalado. El Servicio de Impuestos Internos podrá encargar a terceros la administración del registro.”.



Artículo 6°.-
Deróganse el artículo 8° de la ley Nº 15.142, el artículo 32 de la ley Nº 17.272 y los artículos 4° y 5° de la ley Nº 17.694. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, los trabajadores de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas se regirán exclusivamente por las disposiciones del Código del Trabajo y sus normas complementarias, sin que le sean aplicables, en caso alguno, las disposiciones del Estatuto Administrativo u otras normas aplicables a los funcionarios públicos. Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 38 del decreto ley N° 3.551, de 1980.



Los trabajadores que, por aplicación de este artículo, experimenten un cambio de régimen jurídico y que no deseen seguir vinculados a la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, podrán optar por una de las siguientes alternativas:



a) Desvincularse de la empresa, en un plazo de ciento ochenta días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, mediante su renuncia voluntaria con  derecho a una indemnización equivalente a la prevista en el inciso segundo del artículo 163 del Código del Trabajo, no siendo aplicable a dicha indemnización el límite máximo de trescientos treinta días de remuneración al que se refiere aquella norma, considerándose a dichos efectos la antigüedad que los trabajadores tuvieren en la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas o en sus antecesoras legales, o;



b) Ser traspasados en la misma calidad jurídica a la Subsecretaria de Economía, Fomento y Reconstrucción, de acuerdo a lo establecido en el artículo 2º transitorio de la presente ley.



Quienes cesen en sus cargos por aplicación de la letra a) de este artículo y perciban la indemnización señalada en dicho literal, no podrán volver a ser contratados ni aun sobre la base de honorarios en la empresa ni en ninguna institución regida por el Titulo II de la ley Nº 18.575, cuyo texto  refundido coordinado y sistematizado  fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1-19653, de 2001, durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la indemnización percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables. 



Esta indemnización será incompatible con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento. 



Los cargos de planta y contrata, que por aplicación de lo dispuesto en este artículo, queden vacantes se suprimirán por el sólo ministerio de la ley.



De la misma forma señalada en el inciso anterior, se procederá respecto de los cargos  de la planta de personal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, que se encuentren vacantes a la fecha de publicación de esta ley.



La dotación máxima de personal fijada para la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, se rebajará en la misma cantidad de cupos que dejen de servirse en virtud de lo dispuesto en el inciso quinto precedente.

Artículos transitorios



Artículo 1°.-  Lo dispuesto en esta ley regirá a contar del primer día del mes subsiguiente a la fecha de publicación de la presente ley.



Artículo 2°.-  Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de 180 días, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley que serán expedidos por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción,  y que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, traspase mediante nombramiento o encasillamiento y sin solución de continuidad, al personal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, cualesquiera sea su calidad jurídica, a dicha Secretaría de Estado.



En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República podrá modificar la planta y dotación de la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción, sin que pueda incrementar la dotación máxima del conjunto de ellos fijada en la Ley de Presupuestos.  El Presidente de la República, creará los nuevos cargos para dar cumplimiento a la facultad que se le concede. 



Los traspasos de personal que se dispongan, no serán considerados como causal de término de servicios, ni supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral. 


Asimismo, el Presidente de la República podrá disponer la transferencia desde la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción, de todo o parte de los recursos financieros que se liberen por este hecho. 



La aplicación de lo dispuesto en el presente artículo no podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Esta planilla mantendrá la misma imponibilidad que la de las remuneraciones contempladas en ella.



Las personas traspasadas conservarán el número de bienios que tengan reconocidos, como también el tiempo computable para uno nuevo.”.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

_____________

PETICIONES DE OFICIOS 



El señor Presidente comunica que se dará curso en forma reglamentaria a las siguientes peticiones de oficio:



- Del Honorable Senador señor Espina a la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, solicitando disponer un subsidio eléctrico para los habitantes de escasos recursos de la IX Región.



- Del Honorable Senador señor Frei:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando que evalúe la concreción del proyecto Nueva Oficinas Regionales SISS 2.008.



2) A la señora Ministra de Salud, requiriendo que considere la presentación efectuada por la Junta de Vecinos Balneario El Huáscar de Antofagasta, referida a la atención del Hospital Leonardo Guzmán de esa ciudad y que emita un pronunciamiento sobre el particular.



3) A la señora Ministra de Bienes Nacionales, solicitando información acerca del destino que se dio al predio signado con el Nº X-5-507-SR de Bienes Nacionales, en el cual se realizaría un camino público que permita acceder a zonas actualmente aisladas.



- Del Honorable Senador señor Larraín al señor Ministro del Interior, requiriendo la adopción de las medidas necesarias para poner término al robo de cables eléctricos que ha afectado a las comunas de zona del Maule Sur.

- - -



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
SESION 50ª, EXTRAORDINARIA, EN MIÉRCOLES 5 DE SEPTIEMBRE DE 2.007.



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, la señora Ministra de Economía, Fomento y Reconstrucción subrogante, doña Ana María Correa López y el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo, con segundos informes de las Comisiones de 

Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo, correspondiente al Boletín Nº 3.507-13.



Agrega que la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: ninguno.



2.-  Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1 bis; 2; 3 bis; 5; 6; 7; 8 bis; 10; 11; 12; 15; 16; 17; 22; 23; 25; 26; 28; 30; 31; 42; 44; 47; 51; 57; 61; 62; 63; 65; 66; 67; 69; 70; 72; 73; 79; 80; 84; 88; 89, y 91.



3.-  Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 2 bis; 4 bis; 7 bis; 18; 19; 20; 21; 24; 29; 33; 36; 48; 50; 53; 58, y 92.



4.- Indicaciones rechazadas: números 5 bis; 6 bis; 8; 9; 13; 34; 35; 37; 41; 54; 59; 60; 76; 77; 78; 81; 82, y 90.



5.- Indicaciones retiradas: números 3; 4; 14; 27; 32; 38; 39; 40; 43; 45; 46; 49; 52; 55;  56; 64; 68; 71; 74; 75; 83; 85; 86, y 87.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: número 1.



El señor Secretario General añade que la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar el proyecto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1º

Inciso primero



Sustituir el punto final (.) por un punto y coma (;), agregando a continuación lo siguiente: “así como favorecer las oportunidades de aprendizaje continuo de las personas, su reconocimiento y valorización.”.

Inciso segundo



Reemplazar, en su primera oración, por una coma (,), el punto seguido (.) que sigue a la palabra “regulan”, agregando a continuación lo siguiente: “en especial las establecidas en leyes o reglamentos que exijan autorización o habilitación para el ejercicio de una determinada actividad u ocupación.”.

Inciso tercero, nuevo



Incorporar como tal el que sigue:



“Ninguna entidad u organismo podrá ser obligado a acreditarse bajo el sistema que crea esta ley, para efectos de certificar competencias laborales. En este último caso, estas entidades no podrán optar a los mecanismos de financiamiento público establecidos en la presente ley.”.

Artículo 2º

Letras a) y d)



Reemplazar, en ambas, la palabra “actitudes” por “aptitudes”.

Letra e)



Suprimirla.

Artículo 3º



Intercalar, a continuación de la expresión “patrimonio propio,”, lo siguiente: “que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social,”.

Artículo 4º



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 4º.- Corresponderán a la Comisión las siguientes funciones y deberes:



a) Proponer a las autoridades competentes las políticas globales de certificación de competencias laborales;



b) Velar por la calidad, la transparencia y el resguardo de la fe pública del Sistema, fijando las metodologías y procedimientos que se utilizarán en su implementación;



c) Supervisar que los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales den cumplimiento a las obligaciones que emanan de esta ley;



d) Desarrollar, adquirir, actualizar y aprobar, previa evaluación, las propuestas presentadas por los Organismos Sectoriales de Competencias Laborales respecto a la generación, adquisición y actualización, así como también la acreditación, de las Unidades de Competencias Laborales que se aplicarán en el Sistema, manteniendo un registro público de éstas, en los términos del artículo 25, Nº 2. En caso de rechazar dicha propuesta, deberá hacerlo fundadamente;



e) Informar a los usuarios del sistema sobre los evaluadores contratados por los Centros de Evaluación y Certificación acreditados por ella, mediante los mecanismos que determine al efecto. Para este fin, la Comisión podrá requerir esta información de los Centros;



f) Validar los criterios y procedimientos de acreditación y acreditar la condición de Centro de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales habilitado para emitir certificados de competencias laborales, en conformidad a la presente ley y al Sistema, mantener un registro público de éstos, y revocar la inscripción en dicho registro cuando corresponda;



g) Acreditar la condición de Evaluador habilitado para evaluar competencias laborales de las personas, en conformidad al Sistema, mantener un registro público de éstos, y revocar la inscripción en dicho registro cuando corresponda;



h) Crear y mantener un registro público de las certificaciones otorgadas por los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales habilitados;



i) Publicar y entregar los balances financieros auditados, así como también aprobar y presentar anualmente al Ministerio del Trabajo y Previsión Social el Presupuesto, el Plan de Trabajo y el Plan de Inversión de Excedentes;



j) Elaborar las normas de funcionamiento de la Comisión y administrar su patrimonio, con plenas facultades, incluyendo aquellas referidas a la disposición de sus bienes;



k) Proporcionar la información financiera, contable, u otra, que requieran o soliciten los Ministerios del Trabajo y Previsión Social o de Hacienda, y entregar un informe de gestión anual respecto de las metas propuestas y sus resultados;



l) Poner a disposición de los usuarios del Sistema, información relativa a los registros que mantiene la Comisión;



m) Celebrar los actos o contratos con organismos públicos, personas jurídicas de derecho público o privado, nacionales, internacionales o extranjeras, conducentes al cumplimiento de los fines del Sistema, y 



n) Cumplir las demás funciones y deberes que le asigna la ley.”.

Artículo 5º



Sustituirlo por el que sigue:



“Artículo 5º.- La Comisión estará integrada por nueve miembros que tengan reconocida calidad técnica en el ámbito de las competencias laborales, los que serán designados de conformidad a lo establecido en el reglamento, de la siguiente forma:



a) Un miembro designado por el Ministro del Trabajo y Previsión Social;



b) Un miembro designado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción;



c) Un miembro designado por el Ministro de Educación;



d) Tres miembros designados por las organizaciones de empleadores de mayor representatividad del país entre los representantes de los sectores productivos participantes del Sistema, y



e) Tres miembros designados por las centrales de trabajadores de mayor representatividad del país.



No podrán ser miembros de la Comisión aquellas personas que tengan un vínculo de dependencia laboral, de propiedad o sean directivos de un centro de evaluación y certificación de competencias laborales, de un organismo técnico de capacitación y de un organismo técnico intermedio para capacitación. De igual forma, los miembros no podrán ejercer como evaluadores del Sistema.



Los miembros de la Comisión durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos por un período adicional. La renovación se realizará por parcialidades cada dos años, según se establezca en el reglamento.



En el caso de vacancia, la designación del reemplazante se efectuará dentro de los treinta días corridos siguientes de producida ésta, siguiendo el mismo procedimiento indicado en el inciso primero. El reemplazante durará en sus funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado.



La Comisión será presidida por aquel de sus integrantes que sus miembros designen y durará en su cargo dos años, pudiendo ser reelegido por una sola vez, para lo cual se requerirá del voto favorable de todos los integrantes en ejercicio de la Comisión. Además designará un Vicepresidente que durará dos años en su cargo, pudiendo ser reelegido por una sola vez. El Vicepresidente subrogará al Presidente en caso de ausencia o impedimento de éste.



La Comisión sesionará con, a lo menos, cinco de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los miembros presentes. Su Presidente dirimirá los empates que pudieren producirse.



Sin perjuicio de lo anterior, los acuerdos para aprobar cada año el Presupuesto, el Plan de Trabajo y el Plan de Inversiones, deberán adoptarse con el voto de la mayoría de sus miembros en ejercicio.



El miembro que estime necesario salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo de la Comisión, deberá hacer constar en el acta respectiva su oposición, fundamentando su voto de minoría.”.

o o o

Artículo 6°, nuevo



Incorporar como tal el que sigue:



“Artículo 6°.- Los miembros de la Comisión deberán efectuar ante el Secretario Ejecutivo de la misma, quien la mantendrá disponible para su consulta pública, una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001.



Asimismo, deberán observar durante el ejercicio de sus funciones una conducta intachable y un desempeño honesto y leal. Cualquier incumplimiento de sus obligaciones o prohibiciones será sancionado de conformidad a las normas y procedimiento que fije la Comisión en su estatuto de funcionamiento. Las sanciones podrán ir desde la amonestación hasta la remoción en los casos más graves. En este último caso podrá apelarse de la medida ante el Presidente de la República, quien resolverá sin recurso ulterior.



Se considerarán casos graves de incumplimiento, los siguientes:



1. Usar en beneficio propio o de terceros la información reservada o privilegiada a que se tuviere acceso en razón de sus funciones propias;



2. Hacer valer indebidamente su condición de miembro de la Comisión para influir sobre una persona, con el objeto de conseguir un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero;



3. Emplear, bajo cualquier forma, dinero o bienes entregados a la Comisión para la consecución de los fines del Sistema, en provecho propio o de terceros;



4. Ejecutar actividades, utilizar personal o recursos destinados al uso exclusivo de la Comisión o del Sistema en beneficio propio o para fines ajenos a los institucionales;



5. Solicitar, hacerse prometer o aceptar, en razón de su calidad de miembro de la Comisión, para sí o para terceros, donativos, ventajas o privilegios de cualquier naturaleza;



6. Intervenir, en razón de sus funciones propias entregadas en su calidad de miembro de la Comisión, en asuntos en que se tenga interés personal o en que lo tengan el cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.



Asimismo, participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad;



7. Contravenir los deberes de eficiencia, eficacia y legalidad que rigen las actuaciones propias de la Comisión, conforme el marco legal dado por la presente ley, y



8. Incumplir de forma contumaz la obligación de rendir su declaración de patrimonio.”.

o o o

Artículo 6°



Pasa a ser artículo 7°, sin enmiendas.

Artículo 7º



Suprimirlo. Su texto se contempló, modificado en la forma que se consignó oportunamente, como inciso quinto del artículo 5°, transcrito precedentemente.

Artículo 8º



Reemplazarlo por el que sigue:



“Artículo 8°.- La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva cuyas funciones serán las que le encomienda esta ley.



La Comisión, dentro del plazo de ciento ochenta días a contar de la vigencia de la presente ley, elaborará un reglamento interno que normará lo concerniente al funcionamiento y personal de la Secretaría Ejecutiva, el que se regirá por las disposiciones del Código del Trabajo.”.

Artículo 9º



Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 9°.- La Comisión designará una persona como Secretario Ejecutivo de la misma, quien tendrá la calidad de ministro de fe respecto de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos, y representará judicial y extrajudicialmente a la Secretaría Ejecutiva.



Serán funciones del Secretario Ejecutivo:



a) Dirigir y coordinar las actividades necesarias de la Secretaría Ejecutiva, para dar cumplimiento a los fines de la Comisión;



b) Proporcionar a la Comisión los insumos necesarios para su funcionamiento;



c) Contratar al personal para el funcionamiento de la Secretaría Ejecutiva;



d) Cumplir los acuerdos que la Comisión adopte;



e) Denunciar ante la autoridad administrativa o judicial que corresponda, las infracciones cometidas a la presente ley;



f) Formular anualmente el Presupuesto, el Plan de Trabajo, el Plan de Inversión de Excedentes y el Balance de la Comisión;



g) Recibir reclamos presentados por terceros en contra de la decisión adoptada por un centro de evaluación y certificación de competencias laborales, fundada en que no cumple con las unidades de competencias laborales, metodologías y procedimientos fijados por la Comisión, y



h) Relacionarse con los ministerios, servicios públicos y organizaciones productivas, de trabajo y de formación, necesarios para asegurar el cumplimiento de los fines de la Comisión.



No podrá ser Secretario Ejecutivo quien tenga un vínculo de dependencia, de propiedad o sea directivo de un centro de evaluación y certificación de competencias laborales, de un organismo técnico de capacitación o de un organismo técnico intermedio para capacitación. El Secretario Ejecutivo no podrá ejercer como evaluador del Sistema.”.

Artículo 10

Letra a)



Reemplazarla por la que sigue:



“a) Recursos asignados, para estos fines, en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, transferidos por dicho Ministerio a la Comisión en virtud de convenios de desempeño visados por la Dirección de Presupuestos, los que no podrán superar el 49% del gasto total de la Comisión. Con todo, para destinar recursos, sean estos públicos o provenientes de sus ingresos propios, al cofinanciamiento de la generación, adquisición y actualización de unidades de competencias laborales, el sector productivo deberá contribuir a lo menos con un 10% del gasto de cada una de ellas.



Para los efectos de esta ley, se entenderá por gasto total todos los gastos efectuados por la Comisión, sean éstos en dinero o especies, incluidos los financiados con los aportes a que se refiere la letra b). Las especies aportadas deberán valorarse a precios de mercado según la forma que determine el reglamento, el que definirá asimismo la forma en que se contabilizarán;”.

Letra b)



Sustituir el punto aparte (.) por un punto y coma (;).

Letra c)



Reemplazar la expresión “, y” por un punto y coma (;).

Letra d)



Sustituir el punto final (.) por “, y”.

Letra e), nueva



Incorporar como tal la que sigue:



“e) Los demás recursos que se le asignen en virtud de la ley.”.

TITULO TERCERO

DE LOS COMITÉS SECTORIALES



Reemplazar su denominación “DE LOS COMITÉS SECTORIALES”, por “DE LOS ORGANISMOS SECTORIALES DE COMPETENCIAS LABORALES”.

Artículo 13



Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 13.- La Comisión deberá solicitar para el proceso de generación, adquisición y actualización de las unidades de competencias laborales, la participación de los sectores relacionados, por intermedio de un organismo sectorial de competencias laborales, que se constituirá para este solo propósito, y cuya opinión deberá ser oída por la Comisión para los efectos de lo dispuesto en el artículo 4°, letra d), de esta ley.



Los sectores productivos y las organizaciones de trabajadores podrán requerir a la Comisión, por escrito, el inicio del proceso de identificación de unidades de competencias laborales por intermedio de estos organismos sectoriales.”.

o o o

Artículo 14, nuevo



Agregar como tal el que sigue:



“Artículo 14.- Son atribuciones de los Organismos Sectoriales de Certificación:



a) Elaborar las orientaciones estratégicas vinculadas a las Unidades de Competencias Laborales, en cuanto a su desarrollo y lineamientos metodológicos comunes que den consistencia al sistema, y



b) Generar y actualizar Unidades de Competencias Laborales, así como proponer a la Comisión su adquisición.



Los organismos sectoriales deberán estar compuestos, al menos, por representantes de la Administración Central del Estado, del sector productivo y de los trabajadores, y funcionarán con el apoyo metodológico y administrativo de la Secretaría Ejecutiva. La Comisión establecerá las normas reglamentarias que regularán su funcionamiento y duración.”.

o o o

TÍTULO CUARTO

DE LA ACREDITACIÓN DE LOS CENTROS DE EVALUACIÓN

Y CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES Y DE LOS EVALUADORES



Suprimir, en la denominación de este Título, lo siguiente: “Y DE LOS EVALUADORES”.

Artículo 14



Pasa a ser artículo 15.

Incisos tercero y cuarto



Reemplazarlos por los que siguen:



“Para su labor de evaluación, los Centros contratarán evaluadores que desarrollarán los procesos de certificación de competencias laborales.



No podrán cumplir estas funciones quienes se desempeñen en calidad de director, gerente, administrador o relator de las instituciones reguladas en la ley N° 19.518, sobre Estatuto de Capacitación y Empleo, o la hayan tenido dentro de los últimos dos años contados desde el término de su relación con ellas.



Los Centros deberán prestar sus servicios de acuerdo a las normas y procedimientos sancionados por la Comisión, y responderán por las acciones u omisiones de los evaluadores de su dependencia.”.

Inciso quinto



Pasa a ser inciso sexto, sustituyendo en su letra d), la referencia al “artículo 18” por otra al “artículo 19”.

Artículo 15



Pasa a ser artículo 16, sin enmiendas.

Artículo 16



Pasa a ser artículo 17, reemplazado por el que sigue:



“Artículo 17.- No podrán desempeñarse como Centros las instituciones que desarrollen actividades de capacitación o de formación, en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 19.518, sobre Estatuto de Capacitación y Empleo, ni las instituciones reguladas en la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, a excepción de las entidades de educación superior que renuncien a la función de capacitación establecida en la primera ley citada.”.

Artículo 17



Pasa a ser artículo 18, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero



Suprimir la frase “y a los evaluadores” y la coma (,) que le sigue.

Inciso segundo



Suprimir las palabras “o persona”.

Inciso tercero



Eliminar la frase “y de los Evaluadores”.

Artículo 18



Pasa a ser artículo 19.

Inciso primero

Número 3°



Sustituirlo por el que sigue:



“3°. Tener contratado personal idóneo para la dirección y administración del Centro y para la evaluación de los trabajadores.”.

Artículo 19



Pasa a ser artículo 20.

Inciso primero

Letra b)



Intercalar, entre la expresión “Ley de Quiebras” y el punto seguido (.), lo siguiente: “, incorporada al Libro IV del Código de Comercio”.

Inciso tercero



Sustituirlo por el siguiente:



“Lo dispuesto en la letra c) de este artículo será aplicable también a los evaluadores que sean contratados por los Centros.”.

Artículo 20



Suprimirlo.

Artículo 21

Inciso primero



Eliminar la expresión “y evaluadores,”.

Inciso segundo



Suprimir la expresión “y de evaluador habilitado,”.

Artículo 22

Inciso primero



Sustituir la referencia al “artículo 17” por otra al “artículo 18”.

Inciso tercero



Suprimir los vocablos “o evaluador”.

TÍTULO QUINTO

DE LA SUPERVISIÓN Y DE LAS SANCIONES

A LOS CENTROS Y A LOS EVALUADORES



Suprimir, en la denominación de este Título, lo siguiente: “Y A LOS EVALUADORES”.

Artículo 24

Inciso primero

Letra d)



-Sustituir, en su número 3, la referencia al “artículo 15” por otra al “artículo 16”.



-Reemplazar, en su número 8, la referencia a los “artículos 16 y 18” por otra a los “artículos 17 y 19”.

Artículo 25



Suprimirlo.

Artículo 26




Pasa a ser artículo 25.

Inciso primero



Suprimir su número 2, pasando los números 3 y 4 a ser números 2 y 3, respectivamente.
Artículos 27, 28, 29 y 30



Pasan a ser artículos 26, 27, 28 y 29, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 31



Pasa a ser artículo 30, sustituyendo la referencia a los “artículos 29 y 30” por otra a los “artículos 28 y 29”.

Artículos 32, 33, 34 y 35



Pasan a ser artículos 31, 32 33 y 34, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 36



Pasa a ser artículo 35, reemplazando la referencia al “artículo 27” por otra al “artículo 26”.

o o o



A continuación, incorpórase el siguiente TÍTULO OCTAVO, nuevo, integrado por dos artículos:

“TÍTULO OCTAVO

DEL DEBER DE RESERVA Y CONFIDENCIALIDAD,

DE LOS ANTECEDENTES INVOLUCRADOS EN EL PROCESO

DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES



Artículo 36.- Los Centros autorizados para realizar la labor de certificación de competencias laborales, deberán mantener reserva y confidencialidad sobre todo tipo de antecedentes e información que requieran de los distintos procedimientos y estrategias de producción de las empresas, vinculados al proceso de certificación de competencias.



Asimismo, la Comisión y su Secretario Ejecutivo deberán mantener reserva de la información que requieran de los Centros de Certificación de Competencias, en relación a la información señalada en el inciso anterior, lo que se aplicará especialmente al manejo de los antecedentes de las personas naturales beneficiadas con los procesos de certificación.



Artículo 37.- En caso de que uno o más Centros involucrados en los procesos de certificación de competencias laborales no guarden reserva o confidencialidad de los antecedentes relacionados con los procedimientos y estrategias de producción de las empresas objeto de dicha certificación, les será aplicable lo dispuesto en el artículo 24 de la presente ley.



Si quien incurriere en esta infracción fuese uno o más de los miembros integrantes de la Comisión, o su Secretario Ejecutivo, deberán ser removidos de su cargo, sin perjuicio de las demás responsabilidades que les pudiesen caber.”.

o o o

TÍTULO OCTAVO



Pasa a ser “TÍTULO NOVENO”, sin enmiendas en su epígrafe.

Artículo 37



Pasa a ser artículo 38.

Número 3)



Reemplazarlo por el que sigue:



“3) Agrégase, en el artículo 35, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto, a ser tercero, cuarto y quinto, respectivamente:



“Todo curso propuesto en aquellas áreas específicas en que se cuenta con estándares acreditados por la Comisión de Certificación de Competencias Laborales, deberá estar basado en los estándares existentes y deberán ser adecuadamente modularizados para ser inscritos en el Registro Nacional de Cursos. Dicha exigencia será efectiva a partir de los doce meses siguientes, contados desde la fecha de aprobación del estándar por parte de la citada Comisión y su duración dependerá de la vigencia que establezca para el estándar la misma. Sin perjuicio de lo anterior, aquellos cursos inscritos en el Registro Nacional de Cursos mantendrán la vigencia establecida al momento de su inscripción.”.”.

Artículo 38



Suprimirlo.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo segundo



Suprimirlo

Artículo tercero



Pasa a ser artículo segundo, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero



Reemplazar la referencia al “artículo 26, N° 4” por otra al “artículo 25, N° 3”.
Inciso segundo


Suprimir el punto final (.) y las comillas (”) que lo anteceden.

Artículo tercero, nuevo



Incorporar como tal el que sigue:



“Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que signifique esta ley durante los dos primeros años de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Durante dicho período no regirán las limitaciones de financiamiento y destino de recursos dispuestos en la letra a) del artículo 10 de la presente ley.”.
Artículo cuarto, nuevo



Incorporar como tal el que sigue:



“Artículo cuarto.- Para la primera designación de los miembros de la Comisión a que se refiere el artículo 5° de esta ley, aquellos miembros señalados en las letras b) y c), como también uno de los miembros indicados en la letra d) y uno de los señalados en la letra e), durarán un período de dos años en sus cargos. Los demás miembros durarán un período completo de cuatro años.”.

- - -



El señor Secretario General añade que la Comisión de Hacienda, para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



1. Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: ninguno.



2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: ninguna.



3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: números: ninguna.



4. Indicaciones rechazadas: número 44.



5. Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.



6. Indicaciones retiradas: ninguna.



Añade que la Comisión de Hacienda proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con las siguientes modificaciones:

Artículo 10

Letra c)



Reemplazar el punto y coma que figura al final de esta letra por “, y”. 

Letra d)



Reemplazar, en su parte final, la expresión “, y” por un punto final. 

Letra e)



Eliminarla. 

Artículo 11

Letra c)



Suprimir la frase “, asociadas a los recursos públicos”. 

Artículo 27



En su encabezamiento:



- Sustituir, entre “disponerse” y “financiamiento”, la expresión “de” por “del”, y



- Agregar, a continuación de la voz “público”, la frase “a que se refieren las letras b), c) y d) del artículo anterior”. 

- - -



El señor Secretario General señala que los artículos 3º, 4º, 5º, 8º, inciso primero, 9º y 25 permanentes, y el artículo 4º transitorio, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, conforme lo dispone el artículo 38 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.

- - -



En seguida, el señor Secretario General expresa que las modificaciones introducidas al proyecto despachado en general, con excepción de las que más adelante se indican, fueron aprobadas por unanimidad en las Comisiones informantes, por lo que, de conformidad a lo establecido en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde que sean votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada.

- - -



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor García, en relación con la citación a esta sesión extraordinaria.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que, con lo planteó precedentemente, dos de las modificaciones efectuadas al proyecto por ambas Comisiones fueron aprobadas por mayoría de votos y, por lo tanto, deben ser discutidas y votadas separadamente.



La primera de ellas se refiere a la incorporación de un inciso tercero nuevo al artículo 1º del proyecto y la segunda recae en el artículo 16, que pasó a ser artículo 17.



El señor Secretario General agrega que el Ejecutivo ha presentado una indicación dirigida al artículo tercero transitorio, requiriéndose unanimidad para su tratamiento en la Sala.



Respecto de las modificaciones acordadas por mayoría, el Comité Unión Demócrata Independiente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión.



En primer discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



El señor Presidente solicita la unanimidad de la Sala para considerar la indicación presentada por el Ejecutivo, lo que así se acuerda.



Seguidamente, el señor Presidente señala que las referidas modificaciones y la indicación del Ejecutivo quedan para segunda discusión.
- - -



A continuación, el señor Presidente somete a votación las modificaciones aprobadas por unanimidad, las que son aprobadas con el voto de 24 señores Senadores, de 36 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de este asunto.

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo, con informes de las Comisiones de Educación, 

Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo, correspondiente al Boletín Nº 4.627-19.



Agrega que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió el proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado  y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide, en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados.



Añade que, por su parte, la Comisión de Hacienda aprobó la iniciativa en general por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Novoa y Sabag y el voto en contra del Senador señor Escalona, con el mismo texto que ratificó la Comisión de Educación.

- - -



En discusión en general, el señor Presidente otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien en representación del Comité Partido Socialista y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión respecto de esta iniciativa.



En primera discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



El proyecto queda para segunda discusión.

___________

Proyecto de ley de Su Excelencia la Presidenta de la República que establece un sistema de incentivo al desempeño de los fiscales y los funcionarios del Ministerio Público, con informe 

de la Comisión de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de incentivo al desempeño de los fiscales y los funcionarios del Ministerio Público, correspondiente al Boletín Nº 5.286-05.



Añade que la Comisión de Hacienda discutió esta iniciativa solamente en general, de acuerdo a lo previsto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.



El señor Secretario General hace presente que el artículo 15 de este proyecto tiene el carácter de norma orgánica constitucional, de acuerdo a lo establecido en el artículo 38 de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.
- - -



En discusión en general, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 21 señores Senadores, de 36 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.



A continuación, el señor Presidente señala que corresponde fijar plazo para formular indicaciones, para lo cual propone hasta las 12 horas del día lunes 1 de Octubre próximo.



Sobre el particular, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores García y Escalona.



Consultada la opinión de la Sala, se aprueba el plazo propuesto precedentemente.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- A contar del 1 de enero de 2008, el bono de gestión institucional a que tiene derecho, de conformidad a la ley N° 19.640 y sus reglamentos, el personal del Ministerio Público, se regulará de conformidad a las normas establecidas en los artículos siguientes.



Artículo 2º.- El bono de gestión institucional, alcanzará hasta un 10,7%, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° y corresponderá a los fiscales y funcionarios del Ministerio Público cuyas remuneraciones sean  equivalentes a los grados III a XI, ambos inclusive, del Escalafón Superior del Poder Judicial y a los funcionarios que tengan una remuneración equivalente a los grados IX a XIX, ambos inclusive, del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.



El monto de este bono se determinará aplicando los porcentajes señalados precedentemente sobre el total de la remuneración bruta anual de carácter permanente correspondiente a los fiscales y funcionarios del Ministerio Público, percibidas durante el año inmediatamente anterior a su pago.



El bono de gestión institucional se pagará en una sola cuota durante el mes de marzo del año siguiente al del cumplimiento de las metas respectivas.



Artículo 3°.- Tendrá derecho a percibir el bono de gestión institucional, el personal que cumpla los siguientes requisitos:



a) Que haya prestado servicios durante un plazo no inferior a seis meses, en forma continua o discontinua, en el año calendario en que debió cumplirse el Compromiso de Gestión Institucional. Para estos efectos, no se considerará tiempo efectivamente trabajado el correspondiente a los permisos sin goce de remuneraciones ni a licencias médicas con la sola excepción de los períodos originados por licencias médicas por accidentes del trabajo a que se refiere la Ley N° 16.744, incluidos los descansos previstos en los artículos 195 y 196 del Código del Trabajo. 



b) Que no haya sido sancionado por hechos o conductas ocurridos o efectuadas durante el año en que debió cumplirse el Compromiso de Gestión Institucional, con alguna medida disciplinaria o administrativa de mayor gravedad que la amonestación privada contemplada en la ley N° 19.640 o en el Reglamento de Responsabilidad Administrativa de Fiscales y Funcionarios del Ministerio Público.



c) Que no haya sido calificado con nota inferior a 5.0 en la evaluación de desempeño individual inmediatamente anterior a la fecha de pago del bono por gestión institucional.



d) Que esté en servicio a la fecha del pago del bono.



Artículo 4º.- El bono de gestión institucional se concederá en relación a la ejecución de un Compromiso de Gestión  Institucional. 



El cumplimiento del Compromiso de Gestión Institucional del año precedente, dará derecho a los funcionarios señalados en el inciso primero del artículo 2° de la presente ley, a un bono del 10,7%, siempre que la institución haya alcanzado un grado de cumplimiento igual o superior al 90% de las metas anuales de gestión a que se haya comprometido. Si dicho grado de cumplimiento fuere igual o superior a un 75% e inferior al 90%, el porcentaje de este bono será de un 5,35%. Todo cumplimiento inferior al 75% no dará derecho a bono alguno.



Artículo 5°.- El Fiscal Nacional propondrá anualmente al Ministro de Hacienda un Compromiso de Gestión Institucional, especificando, a lo menos, la misión institucional, los objetivos estratégicos de mediano y largo plazo, las áreas prioritarias y las metas anuales de gestión, con sus respectivos indicadores o elementos de similar naturaleza que permitan la medición de su grado de cumplimiento. 



La formulación del Compromiso de Gestión Institucional que proponga anualmente el Ministerio Público deberá enviarse a la Dirección de Presupuestos en los mismos plazos que se remita la propuesta de presupuesto para el año siguiente, instancia en la cual el Ministerio de Hacienda procederá a su revisión y análisis, informando de su opinión al Fiscal Nacional.



Una vez aprobado el marco presupuestario para el año siguiente el Fiscal Nacional ajustará el Compromiso de Gestión Institucional, considerando lo dispuesto en el inciso anterior, y lo comunicará al Ministro de Hacienda a más tardar el 30 de octubre, con la finalidad de que éste analice su correspondencia y consistencia con los recursos financieros contemplados en el presupuesto del Ministerio Público.



Artículo 6°.- Aprobada la ley de Presupuestos del Sector Público, se procederá a la revisión y adecuación final del Compromiso de Gestión Institucional, sobre la base de las áreas prioritarias, quedando éste refrendado en un Convenio de Desempeño Institucional que suscribirá el Fiscal Nacional con el Ministro de Hacienda, a más tardar el 31 de diciembre de cada año.



El período de ejecución del Compromiso de Gestión Institucional, refrendado de conformidad a lo previsto en el inciso anterior, corresponderá al período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de cada año.



Artículo 7°.- El Convenio de Desempeño Institucional a que se refiere el artículo anterior deberá contener respecto de cada meta que se fije, un indicador o instrumento de similar naturaleza, que permita medir objetivamente su grado de cumplimiento.



Las metas deberán ser priorizadas por el Fiscal Nacional de acuerdo con su importancia para el logro de las áreas prioritarias definidas. Para estos efectos, se clasificarán en Metas de Alta Prioridad, Metas de Mediana Prioridad y Metas de Menor Prioridad.



Cada meta de Alta Prioridad, no podrá tener una ponderación inferior a una de Mediana Prioridad y, a su vez, cada meta de Mediana Prioridad, no podrá tener una ponderación inferior a una meta de Menor Prioridad.



El Ministerio Público deberá presentar, para cada año, al menos una meta para cada una de las prioridades establecidas, sin que la de menor prioridad pueda tener una ponderación inferior a un 5 por ciento.



Artículo 8°.- Podrán establecerse porcentaje mínimos de cumplimiento para cada una de las metas comprometidas. De no lograrse dicho mínimo, el grado de cumplimiento de esa meta particular será igual a cero.



Lo anterior es sin perjuicio de los grados de cumplimiento exigidos globalmente para toda la institución, que dan derecho al bono señalado en artículo 4º de la presente ley.



Para el evento que las metas comprometidas importen un mejoramiento continuo, no se podrán comprometer metas específicas menos exigentes que las establecidas o logradas en los períodos anteriores. Con todo, las metas que queden sujetas a estos criterios de evaluación, deberán ser señaladas expresamente en el Convenio de Desempeño Institucional respectivo.



Artículo 9°.- Una vez refrendado el Compromiso de Gestión Institucional, éste podrá ser revisado o reformulado mediante una modificación fundada al convenio a que se refiere el artículo 6° de la presente ley, en la medida que en el período de ejecución se presenten causas externas calificadas y no previstas, que limiten seriamente su logro o se produzcan reducciones en el presupuesto destinado a financiar ítems relevantes para su cumplimiento.



La calificación de las referidas causas y posterior revisión de las metas, será realizada, previa solicitud del Fiscal Nacional, por el Ministro de Hacienda. De acogerse las referidas causas, deberán quedar señaladas detalladamente en el Convenio Modificatorio.



Artículo 10.- Existirá una entidad evaluadora de origen externo que tendrá como función efectuar el proceso de verificación  del grado de cumplimiento de las metas contenidas en el Compromiso de Gestión Institucional refrendado conforme a lo previsto en el artículo 6° de la presente ley, sobre la base de los informes que sobre la materia haya elaborado por el Fiscal Nacional. 



Excepcionalmente, y para el evento que no existieren entidades oferentes para efectuar el aludido proceso, éste podrá desarrollarse por una persona natural designada conforme al procedimiento previsto en el inciso siguiente. 



La entidad evaluadora será seleccionada y contratada, previa licitación pública, por el Ministerio de Hacienda, a través de la Dirección de Presupuestos. Las bases de licitación deberán ser aprobadas conjuntamente por el Ministerio Público y el Ministerio de Hacienda.



Artículo 11.- El Fiscal Nacional deberá generar los mecanismos internos que permitan una adecuada implementación, seguimiento y control del Compromiso Anual de Gestión Institucional.



Artículo 12.- Durante el mes de enero de cada año, el Ministerio Público elaborará los informes sobre el grado de cumplimiento de las metas institucionales.



La entidad evaluadora a que se refiere el artículo 10° precedente deberá informar al Fiscal Nacional y al Ministro de Hacienda, a más tardar el 28 de febrero de cada año respecto del grado de cumplimiento del Compromiso de Gestión Institucional del Ministerio Público, refrendado de conformidad al artículo 6° de la presente ley, al 31 de diciembre del año anterior.



Dicho informe deberá contener como mínimo la cifra efectiva alcanzada para cada una de las metas comprometidas, al 31 de diciembre del año anterior, además de una evaluación cualitativa que explique las principales desviaciones respecto de las metas planteadas.



Artículo 13.- El grado de cumplimiento de cada meta se determinará comparando la cifra efectiva alcanzada al 31 de diciembre del año respectivo con la cifra comprometida en el Compromiso de Gestión Institucional, refrendado de conformidad a lo previsto en el artículo 6° de la presente ley. El valor máximo que podrá alcanzar el grado de cumplimiento de una meta será igual a 100 por ciento.



El grado de cumplimiento global de la institución se calculará multiplicando el grado de cumplimiento de cada meta, determinado de acuerdo al inciso anterior, por el ponderador que le haya sido asignado, sumándose luego a cada uno de esos resultados parciales.



Artículo 14.- Sobre la base del informe a que se refiere el artículo 12°, el Fiscal Nacional y el Ministro de Hacienda elaborarán un informe de Cumplimiento del Convenio de Desempeño Institucional a que se refiere el artículo 6° de la presente ley. Dicho informe deberá ser suscrito, a más tardar el 10 de marzo de cada año y señalará el grado de cumplimiento global del Ministerio Público respecto del año calendario inmediatamente anterior y el porcentaje del bono por gestión institucional que le corresponderá recibir durante el año respectivo. Dicho informe será refrendado a través de un decreto del Ministerio de Hacienda, expedido bajo la formula “por orden del Presidente de la República”.  



Artículo 15.- El Ministro de Hacienda conjuntamente con el Fiscal Nacional dispondrá la creación de una instancia técnica para controlar la ejecución de los Compromisos Anuales de Gestión Institucional así como su grado de cumplimiento. Al efecto designarán un representante cada uno. Dicha instancia tendrá como función realizar los análisis y proposiciones necesarias para la adecuada aplicación de las normas establecidas en la presente ley, siendo sus principales responsabilidades, las siguientes:



a) Apoyar y supervisar el proceso de formulación, ejecución, seguimiento y evaluación de las metas de gestión institucional, así como el cumplimiento de los plazos que se fijen para dicho proceso.



b) Apoyar técnicamente el proceso la revisión de las metas de gestión institucional que durante el período de ejecución resulten afectadas por causas externas.



c) Encargar, a petición del Ministro de Hacienda y del Fiscal Nacional exámenes selectivos de los sistemas de información de las unidades o fiscalías regionales del Ministerio Público, con el objeto de comprobar la veracidad y confiabilidad técnica de la información que respalda el cumplimiento de las metas de gestión institucional.



d) Proponer, al Ministro de Hacienda y al Fiscal Nacional, las modificaciones a las áreas prioritarias definidas.



e) Apoyar en la selección de la entidad evaluadora a que se refiere el artículo 10° de la presente ley.



f) Apoyar en la formulación de las bases de licitación para la contratación de la entidad evaluadora a que se refiere el artículo 10 de la presente ley.



Esta instancia podrá ser convocada a petición del Ministro de Hacienda y el Fiscal Nacional las veces que sean necesarias para brindar el apoyo necesario para la adecuada implementación de este bono. Todo lo no previsto en esta norma para el funcionamiento de esta instancia será establecido internamente por los representantes que la integran.



Artículo 16.- A contar del 1 de enero de 2008, el bono por desempeño individual a que se refieren los artículos 77 y siguientes de la ley Nº 19.640 tendrá los siguientes componentes:



a) Componente base, de un 5%, y



b) Componente variable, de hasta un 2,3%.



La regulación del componente variable del bono de desempeño individual quedará sujeta a la normativa que al efecto fije, en el ejercicio de sus facultades, el Fiscal Nacional. 



Artículo 17.- El componente base del bono por desempeño individual se pagará mensualmente y se determinará aplicando el porcentaje señalado en el literal a) del artículo precedente sobre el total de la remuneración bruta mensual de carácter permanente correspondiente a los fiscales y funcionarios del Ministerio Público, percibida en el mes respectivo. Se tendrá derecho a este componente mientras se preste servicios en el Ministerio Público, con independencia al hecho de que se haya participado en el proceso de evaluación que da derecho al componente variable a que se refiere el artículo siguiente. 



Artículo 18.- El componente variable del bono por desempeño individual se pagará en el mes de marzo del año siguiente a la evaluación respectiva a quienes se encuentren en servicio a la fecha del pago y se determinará aplicando el porcentaje señalado en el literal b) del artículo 16° de la presente ley sobre el total de la remuneración bruta anual de carácter permanente correspondiente a los fiscales y funcionarios del Ministerio Público, percibidas durante el año inmediatamente anterior a su pago. 



Artículo 19.- No tendrán derecho al bono por desempeño individual el Fiscal Nacional ni el Director Ejecutivo Nacional.



Artículo 20.- Los montos que se perciban por concepto de los bonos de gestión institucional y por desempeño individual sea en su componente base o variable, o ambos a la vez, no servirán de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Tendrán el carácter de tributables e imponibles para fines de previsión y salud. Para determinar los impuestos e imposiciones a que se encuentren afectos el bono por gestión institucional y el componente variable del bono por desempeño individual, se distribuirá su monto en los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.



Artículo 21.- El personal que perciba los bonos de gestión institucional y por desempeño individual sea en su componente base o variable, o ambos a la vez, tendrá derecho a una bonificación no imponible destinada a compensar las deducciones por concepto de cotizaciones para pensiones y salud a que ellos  estén afectos, cuyo monto será el que resulte de aplicar los siguientes porcentajes sobre el valor de dichos bonos, según sea el sistema o régimen previsional de afiliación del trabajador: 



a) 20,5% para los afiliados al sistema del decreto ley Nº 3.500, de 1980. 



b) 25,62% para los afiliados al régimen general de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, Sección Empleados Públicos. 



c) 21,62% para los afiliados al régimen previsional de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, con rebaja de imposiciones de la letra a) del artículo 14 del decreto con fuerza de ley Nº 1.340 bis, de 1930. 



Para el personal afiliado a un sistema o régimen previsional diferente de los señalados, tal bonificación será equivalente a la suma de las cotizaciones para salud y pensiones que, con respecto al referido bono, le corresponda efectuar al trabajador. Esta bonificación compensatoria se calculará conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente y a lo dispuesto en el inciso anterior.



Artículo 22.- De conformidad a lo previsto en el artículo 90 de la ley N° 19.640, el presupuesto anual del Ministerio Público consultará los recursos necesarios para el pago del bono por desempeño individual. Los recursos necesarios para el pago del bono por gestión institucional conforme al cumplimiento que para las metas correspondientes se determine de acuerdo con el artículo 14° precedente, se fijarán anualmente, en el mes de marzo,  mediante un decreto del Ministerio de Hacienda expedido bajo la fórmula por “orden del Presidente de la República”.  

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo Primero.- No obstante lo dispuesto en los artículos 1° y 16° de la presente ley, durante el año 2008 se pagarán los bonos por desempeño individual y de gestión institucional vigentes a la fecha de publicación de la presente ley, de conformidad a la reglamentación establecida para estos efectos y considerando el resultado del proceso de evaluación  y cumplimiento de metas institucionales correspondientes al año 2007. 



Adicionalmente, durante el referido año 2008, se pagará un 1.9% de la base correspondiente como componente base del bono por desempeño individual conforme a lo previsto en los artículo 16° y 17° de la presente ley.



Artículo Segundo.- Para el año 2008, el bono de gestión institucional se pagará en relación al cumplimiento de las metas de gestión que se definan en el último trimestre del año 2007. Para estos efectos, el Fiscal Nacional y el Ministro de Hacienda suscribirán, a más tardar el 31 de diciembre de 2007 el Convenio de Desempeño Institucional, sujetándose su formulación a todo cuanto fuere aplicable del sistema establecido de manera permanente en el presente cuerpo legal.



Artículo Tercero.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2008 se financiará con los recursos contemplados en la Partida 23 Ministerio Público del Presupuesto del Sector Público vigente. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Tesoro Público, podrá, adicionalmente suplementar el presupuesto de la Partida Ministerio Público, en la parte de dicho gasto que no pudiere financiarse con sus recursos.”.”.


Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE INCREMENTA MONTO DE ASIGNACIÓN MENSUAL QUE PERCIBEN LOS SOLDADOS CONCRIPTOS

(5151-02)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Establécense los siguientes montos para los grados que indica del artículo 1º del Decreto Ley Nº 2.546, de 1979, que fija la Escala de Sueldos para las Fuerzas Armadas:


Grados
Montos


23
$47.350


24
$46.350


25
$45.350


26
$44.350


27
$43.350


28
$42.350


29
$41.350


30
$40.350


31
$39.350


32
$37.350


La aplicación de los nuevos montos a los cálculos de sueldo, asignaciones o gratificaciones que se deban pagar en conformidad a esta escala de sueldos, se hará efectiva a partir del 1 de abril de 2008.

Artículo 2°.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley será financiado con cargo a los presupuestos institucionales de las Fuerzas Armadas.

Artículo 3°.- Agréguese al artículo 191 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de Guerra, de 1997, Estatuto de Personal de las Fuerzas Armadas, el siguiente inciso tercero:

“La asignación de conscripto no podrá ser objeto de descuentos internos por parte de las instituciones de las Fuerzas Armadas.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 17.325, SOBRE IMPUESTO TERRITORIAL, EL DECRETO LEY Nº 3.063, DE 1979, SOBRE RENTA MUNICIPALES, Y OTROS CUERPOS LEGALES

(4813-06)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 1998, del Ministerio de Hacienda:


1.- Elimínase, en el inciso primero del artículo 2°, la expresión “N° 1”.


2.- Suprímese, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “N° 1”.


3.- Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 27, la expresión “que se señalan en el Cuadro Anexo N° 2”, por la frase “fiscales y municipales en los cuales, por razones inherentes a sus cargos, estén obligados a residir funcionarios públicos o municipales, en la forma que se señala en la letra A) del Párrafo I. del Cuadro Anexo”.


4.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Cuadro Anexo que contiene la Nómina de Exenciones al Impuesto Territorial:


a) Incorpórase en el número 1) de la letra A) del Párrafo I., a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “En todo caso, dicho artículo no será aplicable a las propiedades fiscales en las cuales, por razones inherentes a sus cargos, estén obligados a residir funcionarios públicos.”.


b) Incorpórase en el número 2) de la letra A) del Párrafo I., a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración:  “En todo caso, dicho artículo no será aplicable a las propiedades municipales en las cuales, por razones inherentes a sus cargos, estén obligados a residir funcionarios municipales.”.


c) Reemplázase en el número 10) de la letra B) del Párrafo I. la expresión “Assosiated” por “Associated”, e intercálase, a continuación de la palabra “Universities”, la expresión “Inc.”.


d) Sustitúyese en el número 13) de la letra B) del Párrafo I. la expresión “Bienes raíces” por la palabra “Terrenos”; e incorpórase, a continuación del punto final (.) que pasa a ser coma (,), la siguiente frase: “en la forma y plazos establecidos en dicho cuerpo legal.”.


e) Introdúcese en el número 14) de la letra B) del Párrafo I. la preposición “de” antes de la frase “Voluntarios de los Botes Salvavidas”, y suprímese la palabra “Cuerpo” que antecede a la expresión “de Socorro Andino”.


f) Intercálase en el número 16) de la letra B) del Párrafo I. la expresión “comuna de” entre las palabras “la” e “Isla”.


g) Agrégase a la letra C) del Párrafo I. el siguiente N° 8):


“8) Sedes sociales de instituciones de Socorros Mutuos, y de las federaciones y confederaciones de las mismas.”.


h) Reemplázase el encabezado de la letra D) del Párrafo I. por el siguiente:


“D) Los Bienes Raíces de propiedad de las siguientes instituciones, siempre que cuenten con personalidad jurídica, que estén destinados al fin de beneficencia establecido en sus estatutos y no produzcan renta por actividades distintas a dicho objeto:”.


i) Intercálase en el número 3) de la letra D) del Párrafo I. la conjunción “o” después de la palabra “indigentes”.


j) Reemplázase el número 5) de la letra D) del Párrafo I. por el siguiente:


“5) Sociedad Protectora de Animales Benjamín Vicuña Mackenna.”.


k) Agrégase a la letra D) del Párrafo I. el siguiente N° 6):


“6) Sociedad Protectora de Estudiantes Pobres de San Carlos, respecto de su propiedad ubicada en la calle Maipú N°702, comuna de San Carlos.”.


l) Reemplázase el encabezado de la letra A) del Párrafo II. por el siguiente: 


“A) Los Bienes Raíces de propiedad de las siguientes instituciones, siempre que cuenten con personalidad jurídica, que estén destinados al fin de beneficencia establecido en sus estatutos y no produzcan renta por actividades distintas a dicho objeto:”.


m) Agrégase en la letra A) del Párrafo II. el siguiente N° 5):


“5) Protectora de la Infancia.”.


n) Reemplázase el número 1) de la letra C) del párrafo II. por el siguiente:


“1) Industrias mineras ubicadas en el Lago General Carrera, en la comuna de Puerto Cisnes y en la Isla Puerto Aguirre de la Provincia de Aysén.”.


ñ) Incorpórase en el número 2) de la letra A) del Párrafo III., a continuación del punto final (.) que pasa a ser coma (,), la siguiente frase: “en la forma y plazos establecidos en dicho cuerpo legal.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado mediante decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior:


1.- Reemplázase el inciso primero del artículo 6° por el siguiente:


“Artículo 6°.- El servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobrará a todos los usuarios de la comuna, pudiendo este cobro ser diferenciado, utilizando al efecto diversos criterios, tales como programas ambientales, que incluyan, entre otros, el reciclaje; la frecuencia o los volúmenes de extracción; o las condiciones de accesibilidad.  Los criterios utilizados para la determinación del cobro de estos servicios deberán ser de carácter general y objetivo, y establecerse por cada municipalidad a través de ordenanzas locales.”.


2.- Sustitúyese el artículo 7° por el siguiente:


“Artículo 7°.- Las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio de aseo, pudiendo incorporar en ella los costos de aseo y limpieza de los bienes nacionales de uso público de la comuna. Dicha tarifa, que podrá ser diferenciada según los criterios señalados en el artículo anterior, se cobrará por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco o sitio eriazo. Cada municipalidad fijará la tarifa del servicio señalado sobre la base de un cálculo que considere exclusivamente tanto los costos fijos como los costos variables de aquél.


Las condiciones generales mediante las cuales se fije la tarifa indicada, el monto de la misma, el número de cuotas en que se divida dicho costo, así como las respectivas fechas de vencimiento y los demás aspectos relativos al establecimiento de la tarifa, se consignarán en las ordenanzas locales correspondientes, cuya aprobación requerirá el acuerdo de la mayoría absoluta de los concejales en ejercicio.


Las municipalidades podrán, a su cargo, rebajar una proporción de la tarifa o eximir del pago de la totalidad de ella, sea individualmente o por unidades territoriales, a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas, lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores establecidos en las ordenanzas locales a que se refiere el inciso anterior. En todo caso, el alcalde, con acuerdo del concejo, deberá fijar una política comunal para la aplicación de las rebajas determinadas en virtud del presente inciso, la que, junto a las tarifas que así se definan, serán de carácter público, según lo dispongan las referidas ordenanzas.


Con todo, quedarán exentos automáticamente de dicho pago aquellos usuarios cuya vivienda o unidad habitacional a la que se otorga el servicio tenga un avalúo fiscal  igual o inferior a 225 unidades tributarias mensuales.


El monto real de la tarifa de aseo se calculará en unidades tributarias mensuales al 31 de octubre del año anterior a su entrada en vigencia y regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a las variaciones objetivas en los ítem de costos, y según se establezca en las ordenanzas a que se refiere el inciso segundo, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una  vez en el lapso de doce meses.”.


3.- Introdúcense en el artículo 24 las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase en el inciso primero la palabra “junio” por “mayo”.


b) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, el Servicio de Impuestos Internos aportará por medios electrónicos a cada una de las municipalidades que corresponda, dentro del mes de mayo de cada año, la información del capital propio declarado, el rol único tributario y  el código de la actividad económica de cada uno de los contribuyentes.”.


c) Reemplázase el inciso final por el siguiente:


“En la determinación del capital propio a que se refiere el inciso segundo de este artículo, los contribuyentes podrán deducir aquella parte del mismo que se encuentre invertida en otros negocios o empresas afectos al pago de patente municipal, lo que deberá acreditarse mediante certificado extendido por la o las municipalidades correspondientes a las comunas en que dichos negocios o empresas se encuentran ubicados. El Presidente de la República reglamentará la aplicación de este inciso.”.


4.- Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 25 por los siguientes:

“Para estos efectos, el contribuyente deberá presentar, dentro del mes de mayo de cada año, en la municipalidad en que se encuentre ubicada su casa matriz, una declaración en que se incluya el número total de trabajadores que laboran en cada una de las sucursales, oficinas, establecimientos, locales u otras unidades de gestión empresarial. 

Sobre la base de la declaración antes referida y los criterios establecidos en el reglamento, la municipalidad receptora determinará y comunicará, tanto al contribuyente como a las municipalidades vinculadas, la proporción del capital propio que corresponda a cada sucursal, establecimiento o unidad de gestión empresarial. En virtud de tal determinación, las municipalidades en donde funcionen las referidas sucursales, establecimientos o unidades, calcularán y aplicarán el monto de la patente que corresponda pagar en cada caso, según la tasa o tasas vigentes en las respectivas comunas.”.


5.- Sustitúyese en el artículo 33 la referencia a la “ley N° 17.105” por “ley N° 19.925”.


6.- Reemplázase el artículo 39 bis por el siguiente:


“Artículo 39 bis.- Las deudas por los aportes que deban efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal, con sus respectivos reajustes e intereses, serán descontadas por el Servicio de Tesorerías, de los montos que a aquéllas les corresponda percibir por la recaudación del impuesto territorial o por su participación en el señalado Fondo, en un plazo máximo de seis meses, y en el número de cuotas que dicho servicio determine.


Para los efectos indicados en el inciso anterior, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo deberá determinar para cada municipalidad, a partir del informe trimestral a que se refiere el artículo 60, los recursos que le correspondería haber enterado al Fondo Común Municipal. Este cálculo deberá ser informado al Servicio de Tesorerías dentro del mes siguiente al del vencimiento del trimestre respectivo.


Una vez recibido el informe señalado en el inciso anterior, el Servicio de Tesorerías deberá cotejar dicha información con los recursos efectivamente enterados por cada municipalidad. En el caso de existir diferencias entre el monto informado por la referida Subsecretaría y el ingreso efectivo, y una vez verificadas tales diferencias con la respectiva municipalidad, el Servicio de Tesorerías, sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero, deberá informar de esta situación a la Contraloría General de la República y al correspondiente concejo.”.


7.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 58 bis:


a) Reemplázase, en su inciso tercero, el texto que sigue a la palabra “publicado”, por el siguiente: “en la página web de la respectiva municipalidad y, en caso de no contar con ella, en el portal de internet de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo. Un extracto del decreto, con la individualización del propietario y la ubicación del inmueble, deberá publicarse en un diario regional de circulación en la respectiva comuna o, en su defecto, en uno de circulación nacional. Si el propietario no fuere habido, la publicación en el diario hará las veces de notificación”.


b) Agrégase en su inciso cuarto, a continuación de la palabra “obras”, la frase “y las publicaciones referidas en el inciso anterior”.


c) Introdúcese en el inciso final, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En el caso de pozos lastreros, se les considerará abandonados cuando no cuenten con un plan de manejo y cierre debidamente autorizado o, teniéndolo, no lo cumplan en los términos aprobados,  en cuyo caso la multa a que se refiere el inciso primero será de un 10% anual.”.


8.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 60:


a) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “a la Tesorería General de la República” por “el Servicio de Tesorerías”; y agrégase entre las expresiones “Fondo Común Municipal” y “del ingreso” la conjunción “y”.

b) Intercálanse los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Para dichos efectos, las municipalidades deberán informar trimestralmente a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, en las condiciones, formatos y medios que ésta determine y, de ser necesario, proporcione, respecto de la recaudación de recursos a que se refieren los números 2, 3 y 6 del inciso tercero del artículo 14 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. La información correspondiente deberá ser enviada, a más tardar, el séptimo día hábil del mes siguiente de terminado el respectivo trimestre.


En caso de incumplimiento de esta obligación, el Servicio de Tesorerías, a solicitud de la Subsecretaría, se abstendrá de efectuar las remesas por anticipos del Fondo Común Municipal, mientras la municipalidad respectiva no cumpla con la obligación establecida en el inciso anterior.”.


c) Reemplázase en el inciso tercero, que ha pasado a ser quinto, la expresión “la Tesorería General de la República” por “el Servicio de Tesorerías”.


Artículo 3°.- Incorpórase, en el inciso final del artículo 9º de la ley  N° 19.104, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase:


“En el caso de los organismos cuyos funcionarios perciban la asignación establecida en el artículo 24 del decreto ley Nº 3.551, de 1980, la excepción a la limitación referida se dispondrá mediante un decreto alcaldicio fundado.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.-Las adecuaciones introducidas en la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, por el artículo 1° de la presente ley, tendrán la misma vigencia que las modificaciones efectuadas a dicha ley por los artículos 1° y 2° de la  ley N° 20.033.

Artículo segundo.- Facúltase al Servicio de Tesorerías para celebrar, por una sola vez, nuevos convenios de pago o reliquidar aquellos vigentes, conforme a lo dispuesto en el presente artículo, para el pago de la deuda por aportes al Fondo Común Municipal, respecto de las municipalidades que, a la fecha de publicación del presente cuerpo legal, tengan deudas pendientes por ese concepto, en los plazos y condiciones que determine la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, previa evaluación de la capacidad financiera de la municipalidad deudora. En todo caso, los plazos que se aprueben deberán considerar que el pago máximo anual de cada municipalidad no supere el 5% de la suma de los ingresos propios permanentes y de los ingresos percibidos por concepto del Fondo Común Municipal, ambos del año 2005, comparación que deberá hacerse en moneda de igual valor.


La reliquidación de los convenios anteriores en ningún caso  generará derecho a la devolución de las cuotas ya pagadas en virtud de los mismos.


Para los efectos indicados en el presente artículo, las municipalidades morosas deberán presentar, dentro de los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley, una propuesta de pago que contenga los plazos y condiciones para el cumplimiento de su obligación, debiendo incluir un análisis financiero de su capacidad de pago. Esta propuesta deberá contar con la aprobación del respectivo concejo.

La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo tendrá la facultad de aprobar o solicitar modificar la propuesta de la municipalidad morosa, previa evaluación de la capacidad financiera de la misma.


En los convenios de pago se condonará el total de intereses devengados, debiendo procederse a la liquidación de la deuda, reajustándola en conformidad a la variación que  haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre la fecha del vencimiento y la de la presentación de la propuesta a que se refiere el inciso tercero, y expresándola en unidades tributarias mensuales, o en la unidad de reajustabilidad que la reemplace, a la fecha de celebración del convenio.


Las cuotas que se pacten en los referidos convenios serán descontadas por el Servicio de Tesorerías de las respectivas remesas del Fondo Común Municipal y, de ser éstas insuficientes, de los ingresos correspondientes por concepto de impuesto territorial, de impuesto de transferencia de vehículos con permiso de circulación, o de derechos de aseo.”.

***


Hago presente a V.E. que el número 2° del artículo 2°, el artículo 3° y el artículo segundo transitorio fueron aprobados, tanto en general como en particular, con el voto a favor de 88 Diputados, de 118 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LAS COMISIONES DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, Y DE HACIENDA, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.968, CON LA FINALIDAD DE EXTENDER FUNCIONAMIENTO DE JUZGADOS DE MENORES QUE SEÑALA

(5329-07)

HONORABLE SENADO:




Las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, unidas, tienen el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado en mensaje de la señora Presidenta de la República, con urgencia declarada de discusión inmediata.




Se hace presente que, de conformidad con lo preceptuado por los artículos 77 y 66 de la Constitución Política de la República, el artículo 1° del proyecto es de carácter orgánico constitucional, por lo que requiere el voto conforme de cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio para ser aprobado, porque prorroga la fecha de supresión de varios tribunales de justicia. 




Por lo mismo, se consultó el parecer de la Corte Suprema acerca de la iniciativa. A la fecha de emisión del presente informe, la opinión del Alto Tribunal no se había recibido.




A la sesión en que se estudió este asunto asistieron, además de los integrantes de las Comisiones unidas, la Subsecretaria de Justicia, señora Verónica Baraona del Pedregal, la Jefa de la División Jurídica de dicho Ministerio, señora Constanza Collarte Pindar y el asesor de la Unidad de Reformas Judiciales señor Marco Venegas Espinoza.
- - - - - - - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Al tenor del mensaje que le da origen, esta iniciativa de ley tiene por objetivo extender el funcionamiento de determinados tribunales de menores, por un plazo adicional al previsto en la ley N° 19.968, con el propósito de disminuir el traspaso de causas desde estos tribunales a los Tribunales de Familia, evitando así una mayor congestión de estos últimos.



Para la consecución de las finalidades enunciadas arriba, el artículo 1° del proyecto inserta cuatro nuevos incisos en el artículo décimo transitorio de la ley citada.




El texto propuesto está conformado por dos artículos permanentes.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO




El proyecto en informe se vincula con la ley 
N° 19.968, que creó los tribunales de familia.

- - - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


La ley N° 19.968 instaló en nuestro ordenamiento jurídico un sistema de justicia especializada, que aglutina las competencias relativas a todos los temas de familia, basado en los principios de oralidad, concentración en audiencias continuas, que pueden ser sucesivas, desformalización, inmediación, actuación de oficio y búsqueda de soluciones colaborativas.
El artículo 129 de la ley citada suprimió los juzgados de menores de Arica, Iquique, Antofagasta, Calama, Copiapó, La Serena, Valparaíso, Viña del Mar, San Felipe, Quillota, San Antonio, Rancagua, Curicó, Talca, Linares, Chillán, Los Ángeles, Concepción, Talcahuano, Coronel, Temuco, Valdivia, Osorno, Puerto Montt, Castro, Coyhaique, Punta Arenas, Santiago, Pudahuel, San Miguel, Puente Alto y San Bernardo.


El artículo décimo transitorio del mismo cuerpo legal dispuso que la supresión se llevaría a cabo seis meses después de la entrada en vigencia de la ley. El artículo 134 fijó a este último efecto el día 1° de octubre de 2005.


También el artículo décimo transitorio, ya mencionado, facultó a las Cortes de Apelaciones para postergar hasta por seis meses la supresión de algún juzgado de menores de su territorio jurisdiccional, cuando el número de causas pendientes, al terminar el quinto mes siguiente a la entrada en vigencia de la ley, no hubiere disminuido en más del 50%, respecto de las causas que se encontraban en esa situación cuando la ley entró a regir. Además, y excepcionalmente, en caso de que el flujo de causas pendientes lo haga estrictamente indispensable, la Corte Suprema, con informe favorable de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, puede mantener subsistentes hasta dos juzgados de menores por territorio jurisdiccional de Corte de Apelaciones, por un plazo máximo adicional de un año, al cabo del cual las causas pendientes serán traspasadas al juzgado de familia, donde continuará su tramitación en conformidad al procedimiento vigente al momento de su iniciación.


Habiendo operado las prórrogas previstas en la ley, los juzgados de menores subsistentes en el país operarán hasta 30 de septiembre en curso y quedarán suprimidos el 1 de octubre próximo.


Sin embargo, en vista de la congestión y virtual colapso que se han producido en el funcionamiento de los tribunales de familia, traspasarles las poco más de de 20.000 causas pendientes en juzgados de menores no haría sino agravar la crisis, alejando aún más al sistema de los ideales de pronta y efectiva justicia en el ámbito familiar. Es preciso tener presente que las medidas de largo aliento en los aspectos orgánicos y procedimentales que persiguen normalizar el funcionamiento de los tribunales de familia están propuestas en un proyecto de ley ya aprobado en general por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, cuyo informe se encuentra en preparación (Boletín N° 4.438-07).


La presente iniciativa legal, sobre la base de la carga actual de causas pendientes, propone mantener el 30 de septiembre de 2007 como fecha de cierre de los Juzgados de Menores de San Antonio, Los Ángeles, Temuco y Puerto Montt, que remitirán las causas no falladas a los respectivos tribunales de familia, los que continuarán la tramitación conforme al procedimiento aplicable cuando esos procesos se iniciaron. 

Las causas radicadas en el Segundo Juzgado de Letras de Menores de Pudahuel y en el Cuarto Juzgado de Letras de Menores de San Miguel, serán absorbidas de inmediato, a partir del 1 de octubre de 2007, por el Séptimo Juzgado de Letras de Menores de Santiago y por el Segundo Juzgado de Letras de Menores de San Miguel, respectivamente, siéndoles aplicable la misma regla anterior, en cuanto al procedimiento.
Además, el proyecto establece el siguiente nuevo calendario para poner fin al funcionamiento de juzgados de menores aún en actividad. El Primer Juzgado de Letras de Menores de Antofagasta, el Tercer Juzgado de Letras de Menores de Valparaíso, el Primer Juzgado de Letras de Menores de Rancagua y el Juzgado de Letras de Menores San Bernardo, serán suprimidos el 31 de diciembre de 2007. El Segundo Juzgado de Letras de Menores de Concepción, el Segundo y Séptimo Juzgados de Letras de Menores de Santiago, el Segundo Juzgado de Letras de Menores de San Miguel y el Juzgado de Letras de Menores de Puente Alto, serán suprimidos el 31 de diciembre de 2008. 

En todos los casos, las causas que a las nuevas fechas de cierre subsistan, pasarán a los tribunales de familia, que continuarán sustanciándolas según el procedimiento que se les aplicó al inicio de su tramitación.

Esta programación es idéntica a la que propuso la Corte Suprema, mediante acuerdo del pleno de fecha 20 de agosto pasado, que se tuvo a la vista y se agrega al final como anexo de este informe.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que no fue posible traer antes esta iniciativa a tramitación legislativa, porque previamente fue preciso concordar los análisis y planteamientos con la Corte Suprema y obtener el Informe Financiero de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.


Informó también que el personal de los tribunales de que se suprimen pasará a ocupar cargos de planta en los tribunales de familia, plazas que actualmente están servidas, en forma transitoria, por personal contratado.


Finalmente, expuso que la calendarización corregida se hizo sobre una estimación de los tiempos necesarios para fallar las causas pendientes, toda vez que a los juzgados de menores no ingresaron nuevos asuntos desde el 1 de octubre de 2005, teniendo en cuenta las diferentes complejidades determinadas por las materias comprendidas en los distintos procesos.

- - - - - - -

COSTO Y FINANCIAMIENTO


Según dispone el artículo 2° del proyecto, el mayor gasto que irroga esta modificación legal se financia con cargo a la Partida 03, Poder Judicial, del presupuesto del sector público vigente. 

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda expresa que el costo de la iniciativa, para el año 2007, asciende a $ 421.909.000 y que para el año 2008 se consultarán los recursos en el presupuesto del sector público, que próximamente será sometido a debate en el Congreso Nacional. 

- - - - - - -

VOTACIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR
En cumplimiento de lo preceptuado por el artículo 127 del Reglamento del Senado, corresponde discutir este proyecto en general y en particular a la vez, pues tiene urgencia declarada de discusión inmediata.


Habiendo expresado los miembros de las Comisiones unidas su voluntad coincidente con los objetivos del proyecto, lo aprobaron por la unanimidad de sus miembros presentes, en general y en particular, en los mismos términos en que él fue sancionado por la Cámara de Diputados.


Sin embargo, ello se hizo con la prevención, manifestada por todos los Senadores concurrentes, de que se otorga la aquiescencia haciendo fe de la aseveración concordante de los Poderes Ejecutivo y Judicial, en el sentido de que los plazos propuestos son prudentes y fundamentados y no será necesario revisarlos más adelante.

- - - - - - -


- Votaron por la aprobación los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Gazmuri, Gómez, Larraín, Muñoz, don Pedro, Prokuriça y Sabag.

- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO


Se consigna a continuación el texto del proyecto cuya aprobación se propone al Senado:

PROYECTO DE LEY 
“ARTÍCULO 1°.- Introdúcense en el artículo décimo transitorio de la ley N° 19.968 los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto nuevos, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser séptimo y octavo respectivamente:


“Con todo, el Primer Juzgado de Letras de Menores de Antofagasta, el Tercer Juzgado de Letras de Menores de Valparaíso, el Primer Juzgado de Letras de Menores de Rancagua y el Juzgado de Letras de Menores San Bernardo, serán suprimidos el 31 de diciembre de 2007. 


Asimismo, el Segundo Juzgado de Letras de Menores de Concepción, el Segundo y Séptimo Juzgados de Letras de Menores de Santiago, el Segundo Juzgado de Letras de Menores de San Miguel y el Juzgado de Letras de Menores de Puente Alto, serán suprimidos el 31 de diciembre de 2008.


Si a la fecha de supresión existieren en los tribunales mencionados en los dos incisos anteriores causas pendientes, éstas serán traspasadas al juzgado de familia correspondiente, continuándose su tramitación en conformidad al procedimiento vigente al momento de su inicio.


Las causas radicadas en el Segundo Juzgado de Letras de Menores de Pudahuel y en el Cuarto Juzgado de Letras de Menores de San Miguel, serán absorbidas por el Séptimo Juzgado de Letras de Menores de Santiago y por el Segundo Juzgado de Letras de Menores de San Miguel, respectivamente.”.

ARTÍCULO 2°.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2007 se financiará con los recursos contemplados en la Partida 03, Poder Judicial, del Presupuesto del Sector Público vigente.”.

- - - - - - -


Acordado en sesión de hoy, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Camilo Escalona Medina, Jaime Gazmuri Mujica, Hernán Larraín Fernández, Pedro Muñoz Aburto, Baldo Prokuriça Prokuriça y Hosain Sabag Castillo.


Valparaíso, 12 de septiembre de 2007.

(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,

Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE OTORGA FACULTADES PARA CREACIÓN DE SERVICIO DE SALUD CHILOÉ; PARA ORDENAR TRASPASO DEL HOSPITAL HANGA ROA AL SERVICIO DE SALUD METROPOLITANO ORIENTE Y MODIFICAR LEYES DE PLANTA QUE INDICA

(5080-11)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la referencia, en segundo trámite constitucional e iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República. 

La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 08 de agosto de 2007, pasando a la Comisión de Salud.  

Corresponde señalar que Su Excelencia la señora Presidenta de la República hizo presente urgencia para el despacho de esta iniciativa, en todos sus trámites constitucionales, en el carácter de “suma”.

A una o más sesiones en que la Comisión estudió este asunto asistió, además de sus integrantes, la Ministra de Salud, señora Maria Soledad Barría, y el Honorable Diputado señor Gabriel Ascencio.




Asimismo, a una o más sesiones de la Comisión concurrieron, especialmente invitadas, los siguientes representantes del Ministerio de Salud: el Jefe del Departamento Jurídico, señor Sebastián Pavlovic, y el Jefe de Gabinete de la Ministra, señor Alan Mrugalski.

- - - 

La Comisión discutió sólo en general esta iniciativa legal, en atención a lo dispuesto en el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento de la Corporación. 

Asimismo, se deja constancia que, en cumplimiento de lo acordado por el Senado en su oportunidad, el proyecto deberá ser considerado por la Comisión de Hacienda, en su caso, por contener normas propias de su competencia.

- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto en estudio tiene los siguientes objetivos principales: 

1) Crear un nuevo Servicio de Salud que preste atención en forma exclusiva a los habitantes de la provincia de Chiloé, dividiendo la actual estructura del Servicio de Salud Llanquihue-Chiloé-Palena, en dos: uno, con la nueva denominación de Reloncaví, a cargo de la atención de la población existente en las zonas correspondientes a las provincias de Llanquihue y de Palena, y otro, de Chiloé, a cargo de la atención de la población de esta última, y  


2) Reemplazar la red de derivación de beneficiarios del Hospital Hanga Roa, que en la actualidad lo constituyen los establecimientos del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio, por el Servicio de Salud Metropolitano Oriente.





La iniciativa en estudio consta de siete artículos permanentes, que cumplen los objetivos antes señalados. 
- - -
ANTECEDENTES 
ANTECEDENTES LEGALES.


El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:





- Artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud. En su parte pertinente, establece los servicios de salud existentes en el país.




- Ley Nº 19.664, que establece normas especiales para profesionales funcionarios que indica de los servicios de salud y modifica la ley Nº 15.076.




- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.076.





- Decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.





- Ley Nº 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica.

ANTECEDENTES DE HECHO.


En su Mensaje, Su Excelencia la Presidenta de la República se refiere en primer término a la creación del Servicio de Salud Chiloé, y manifiesta que esta decisión es la culminación de un proceso orientado en ese sentido.


En efecto, en el año 1987, el Servicio de Salud Llanchipal crea en Chiloé la Unidad de Atención Primaria, con sede en el Hospital de Castro, respondiendo a la necesidad de establecer mecanismos de gestión más cercanos a la población, para satisfacer sus necesidades y demandas, y con soluciones más oportunas. Continúa el proceso en el año 1994, en concordancia con la política ministerial de acercar la salud a la gente e integrar esfuerzos de las distintas áreas que prestan servicios al usuario, con la creación del Departamento de Salud Integrado de Chiloé (DESICH). Este Departamento realizó una destacada labor de coordinación entre los establecimientos de salud en la provincia y permitió tomar conciencia de la necesidad de contar con un organismo administrativo provincial que permitiera enfrentar de mejor manera las necesidades y las inequidades existentes en la salud de la población. Finalmente, mediante resolución del Servicio de Salud Llanchipal, de Agosto de 2003, se crea la Dirección Provincial de Salud para Chiloé (DIPROS) y posteriormente, en el año 2005, el Departamento Provincial de Salud (DIPROS), que se ha constituido en el paso previo a la creación del Servicio de Salud Chiloé. 

A continuación, Su Excelencia explica los fundamentos de la creación del referido nuevo servicio. Señala que responde a la necesidad de dotar al territorio de la Provincia de Chiloé, de una organización de salud propia, que permita una gestión más adecuada a la realidad local, caracterizada por su situación de aislamiento geográfico, centrada en el enfrentamiento de las necesidades sanitarias que lo afectan específicamente y que difieren en gran medida de las del resto del territorio del Servicio de Salud Llanquihue – Chiloé – Palena, al que pertenece. 


Particularmente, continúa, se busca dar solución a cuatro grandes áreas críticas en la  provincia:

1. Acceso oportuno a los servicios. Se destaca la necesidad de atender a aspectos como el crecimiento poblacional ascendente y mayor al promedio país, la existencia de dificultades propias del archipiélago como insularidad, clima, aislamiento, vía única de conexión con la Ruta 5 por trasbordador, entre otros.

2. Capacidad de resolución limitada y por debajo de las expectativas y demandas de la población. Este aspecto incide en materias propias de la atención de urgencias, atención de pacientes críticos, especialidades, atención primaria.

3. Participación ciudadana con poco acceso e influencia de la comunidad en las decisiones que los afectan.

4. Necesidad de contar con un organismo de gestión autónomo de la red asistencial, que es precisamente el Servicio de Salud, que permita una mayor cercanía con los problemas de salud para dar soluciones más oportunas.

La señora Presidenta señala que, desde el punto de vista de la gestión, en la Provincia de Chiloé existe una importante cantidad de unidades operacionales: cinco hospitales y una extensa red de establecimientos de salud municipales en el nivel primario de atención, constituida por 6 consultorios generales, 4 centros de salud y 71 postas rurales, distribuidos en 10 comunas, red asistencial que requiere de supervisión y apoyo a su gestión. A este requerimiento es muy difícil responder en forma oportuna y eficaz con los recursos humanos, económicos y de infraestructura del Servicio de Salud Llanquihue – Chiloé - Palena, que debe atender simultáneamente las provincias de Llanquihue y Palena.

El Mensaje consigna que, teniendo en vista la situación descrita precedentemente, y considerando que resulta esencial que la provisión de atenciones de salud y su adecuación a las necesidades, tanto de cobertura como de calidad, estén lo más próximas posibles a los sitios donde se requieren y donde son susceptibles de prevenir los eventos que las afectan, se propone la creación de un nuevo Servicio de Salud que preste atención en forma exclusiva a la provincia de Chiloé, con la finalidad de mejorar significativamente la calidad de las prestaciones de salud que se brindan a la población de la misma, dejando la actual estructura del Servicio de Salud Llanquihue - Chiloé – Palena, a cargo de la atención de la población existente en la zona correspondiente a las provincias de Llanquihue y de Palena.

Con ello se pretende mejorar la gestión de los dos Servicios de Salud resultantes, que aprovecharían las ventajas de una administración descentralizada y adecuada a sus respectivas situaciones en el empleo y disposición de los recursos operativos directos, así como en el uso de los recursos relacionados con la gestión de sus respectivas redes asistenciales. Asimismo, habría un mejoramiento en los procesos de adopción de decisiones, en el apoyo técnico, en la realización de labores de promoción y educación en salud y, en resumen, respecto del conjunto de responsabilidades asociadas a una Dirección de Servicio en la estructura vigente del sector.

Luego, Su Excelencia la Presidenta de la República explicita que la creación de este nuevo servicio se contempla en un calendario progresivo y gradual, que en el mediano plazo deberá culminar con la constitución plena del nuevo Servicio de Salud y el desarrollo del polo asistencial a niveles adecuados a las necesidades locales y al diseño de la red asistencial regional.

Así, durante la primera etapa, se prevé el inicio de dicho proceso a cargo de la Dirección del Servicio de Salud Chiloé cuya creación se propone, para promover, planificar y dinamizar las etapas sucesivas de su desarrollo institucional, lo que se debe evaluar en el contexto de un proyecto que culminará en los próximos años con un dirigido refuerzo asistencial en sus establecimientos, es decir, un aumento substancial de la cobertura, tipo, calidad y oportunidad de las prestaciones, así como un aporte intencionado del sector salud al desarrollo socioeconómico de áreas deprimidas o en reconversión, dentro del marco definido por las políticas de gobierno. Este apoyo sostenido deberá ser otorgado por el Ministerio de Salud y el Servicio de Salud Llanquihue – Palena durante el período inicial; sin embargo, su materialización exitosa no dependerá sólo del esfuerzo del sector salud, sino que además del desarrollo general de la provincia de Chiloé.

En esta primera etapa, continúa señalando, y con miras al cumplimiento del objetivo básico enunciado, se prevé asignar, al nuevo Servicio de Salud Chiloé, una dotación de personal que considera el traspaso de los funcionarios que se desempeñan en los establecimientos asistenciales de la Provincia de Chiloé y en el Departamento Provincial de Salud, adicionando 63 nuevos cargos de la ley Nº 18.834 y 132 horas correspondientes a la ley Nº 19.664. Con cargo a esta expansión se  reforzará la planta directiva  del Hospital de Castro, considerando que éste será el establecimiento de mayor complejidad del nuevo Servicio de Salud, motivo por el cual ya está siendo beneficiado de un importante incremento de recursos de inversión en infraestructura, equipamiento y personal.


Su Excelencia la Presidenta de la República, manifiesta finalmente que el Gobierno tiene la convicción que la creación del Servicio de Salud Chiloé es una medida necesaria y efectiva para enfrentar de mejor modo, en el ámbito local y regional, los requerimientos de salud que tiene la población en la provincia de Chiloé.

El segundo objeto del proyecto es el traspaso del Hospital Hanga Roa al Servicio de Salud Metropolitano Oriente.

Al respecto, el Mensaje constata que la Isla de Pascua solamente dispone de la vía aérea para conectarse con el continente, cuando debe atender los requerimientos de atención de salud de mayor complejidad de sus habitantes, y dado que la capacidad resolutiva del Hospital de Isla de Pascua es limitada, la mayor parte de los requerimientos de atención de salud de mayor complejidad y gravedad deben resolverse en el continente, lo cual, a la fecha, se efectúa en los establecimientos del Servicio de Salud Valparaíso - San Antonio, específicamente en el Hospital Van Buren, que es el principal centro de derivación. 

Este procedimiento, explica, obliga a que el paciente llegue por vía aérea a Santiago, y después deba ser trasladado por carretera a Valparaíso, haciéndose muy extenso, riesgoso e incómodo tal proceso. Más aún, en el evento de que el paciente requiera de servicios especializados que el indicado establecimiento no pueda ofrecer, éste debe ser nuevamente derivado, ahora a un establecimiento de la Región Metropolitana.

Atendido lo expuesto, y con el objeto de establecer una vinculación más efectiva, que permita resolver la derivación hacia un Servicio de Salud con mayor poder resolutivo y en condiciones de mayor oportunidad y comodidad para los pacientes, Su Excelencia la Presidenta señala que se ha acordado con las autoridades de la Isla perfeccionar los procesos asistenciales que demandan complementación y reforzamiento, con medidas como la que este proyecto de ley propone. Cabe señalar, entre las medidas adoptadas por el Gobierno, que en noviembre de 2006, el Ministerio de Salud firmó un compromiso con la comunidad Rapa Nui, representada por el señor Alcalde de Isla de Pascua, que comprende una nueva construcción hospitalaria para la Isla y el inicio de un proceso de implementación de un nuevo modelo de gestión y atención de salud, que permita resolver de mejor forma la atención de salud en la Isla y la conectividad asistencial con el continente.

De acuerdo al Mensaje, con tal objetivo se ha elegido al Servicio de Salud Metropolitano Oriente, como red de derivación desde el Hospital Hanga Roa, por disponer de todas las especialidades y capacidades asistenciales para absorber oportunamente la demanda de la Isla, sin afectar la atención de los beneficiarios que este Servicio tiene asignados dentro de su territorio de competencia, y las derivaciones que demandan otros Servicios de Salud en ciertas especialidades en que actúa como centro de alta especialidad a nivel nacional. Esta red de derivación permitirá que los habitantes de la Isla cuenten con centros de referencia de alta capacidad diagnóstica y resolutiva y, además, con una casa de acogida para la población isleña en la Región Metropolitana, en la que se arbitrará la intervención de facilitadores interculturales.

Adicionalmente, se acordó que el Servicio de Salud Metropolitano Oriente establezca una ronda periódica de atención en la Isla con especialistas de su dotación, según las necesidades detectadas, y mejorar la conectividad del Hospital Hanga Roa con los centros asistenciales del continente, para aumentar la capacidad diagnóstica y resolutiva de este establecimiento en diferentes áreas de salud.

Su Excelencia la Presidenta de la República complementa lo anterior señalando que, en miras al cumplimiento de los acuerdos descritos y de proporcionar un escenario institucional más adecuado a las medidas que es necesario ejecutar, el proyecto de ley que se propone, considera facultades especiales para ordenar el traspaso del personal con desempeño en el Hospital de Hanga Roa al Servicio de Salud Metropolitano Oriente, en las debidas condiciones legales de resguardo y protección de sus remuneraciones y demás derechos estatutarios y previsionales que el caso exige.
- - -

DISCUSION EN GENERAL 


La Comisión inició la discusión general del proyecto, con una presentación del mismo por parte de la Ministra de Salud, señora Maria Soledad Barría.

La señora Ministra comenzó señalando que el proyecto en estudio permite perfeccionar y adecuar el funcionamiento de la red de atención en salud a las necesidades reales de la población, y a las categorías culturales específicas, tanto en el caso de Chiloé como de Hanga Roa.

En relación a la creación del Servicio de Salud de Chiloé, manifestó que hace años en Chiloé existe la aspiración de contar con un servicio de salud autónomo, que tome las decisiones respecto a la provincia de Chiloé. Este proceso comenzó el año 2000, pero en ese entonces se consideró que la red asistencial no tenía las condiciones que le permitieran una gestión más autónoma, y por tanto se creó la denominada Unidad de Gestión Provincial, que constituyó una especie de “semi-autonomía” de la red asistencial de Chiloé, que fue incorporando profesionales y personas para tener capacidades de coordinación efectiva de la red asistencial, con una visión global de la misma.





El Ejecutivo considera que el referido proceso ha alcanzado actualmente el grado de madurez y desarrollo suficientes, y resulta pertinente la creación de un nuevo servicio de salud en la zona, que pasaría a ser el número veintinueve de la red. Para estos efectos, se separará personal del Servicio de Salud Llanquihue-Chiloé-Palena, y la Región contará por una parte con el Servicio de Salud del Reloncaví, y por la otra, con el de Chiloé.





En este nuevo servicio se incorpora, como señaló, el personal que actualmente se desempeña en estos establecimientos, se fortalece la unidad directiva del servicio, con las personas que actualmente están en la Unidad de Gestión Provincial. Asimismo se incorpora nuevo personal, que se incrementará a lo largo de los años.

En segundo lugar, la señora Ministra de Salud se refirió a la situación de Hanga Roa, manifestando que el proyecto regulariza la situación de derivaciones de la red asistencial de Isla de Pascua. Isla de Pascua forma actualmente parte de la Quinta Región, lo que se mantiene sin variación, en lo relativo a la Seremía, en cuanto a la fiscalización y la parte sanitaria en general. El problema se presenta en las derivaciones hospitalarias, pues el paciente llega en avión al aeropuerto Arturo Merino Benítez, y desde ahí debe ser trasladado en ambulancia a la Quinta Región, en lugar de Santiago que es un lugar más próximo geográficamente. La situación descrita motivó la modificación que se propone, en orden a que las personas sean derivadas a algún hospital del Servicio de Salud de Santiago Oriente, la que ha sido solicitada por los propios habitantes de Rapa Nui.

La señora Ministra de Salud agregó que ya se han dado algunos pasos en este sentido, todavía de carácter informal. Es así como especialistas del Servicio de Salud Oriente han ido al Hospital de Hanga Roa; se está proyectando la construcción de un nuevo recinto hospitalario en el lugar que pasaría a formar parte de la red oriente; se está acondicionando una casa para que puedan alojar los familiares de los pacientes que se trasladan desde Rapa Nui, y otros.   

Finalizada la exposición de la señora Ministra, los Honorables Senadores presentes formularon preguntas y observaciones en relación al proyecto en estudio.

El Honorable Senador señor Kuschel, en primer término, se mostró de acuerdo con la propuesta relativa al Hospital de Hanga Roa, en su entender se justifica por las razones explicadas por el Ejecutivo. Luego, en relación a la creación del Servicio de Salud Chiloé, consultó respecto a qué tipo de estudios y evaluaciones se han realizado, que justifiquen la conveniencia de invertir casi mil millones de pesos adicionales en la creación de un nuevo Servicio de Salud. Ello pues, en su opinión, antes que gastar dinero en cuestiones más bien administrativas, sería mejor destinar esos recursos adicionales a la contratación de más médicos, particularmente especialistas, que es la carencia principal de la zona. 

Al respecto manifestó que busca evitar que en Chiloé ocurra una situación similar que la vivida en Malleco, en la que, en su parecer, la creación de un servicio de salud ha tenido malos resultados.

La señora Ministra señaló que, en la actualidad, Chiloé tiene casi ciento cincuenta mil habitantes, el doble de la región de Aysén. A lo anterior se suma que el Hospital de Castro se ha ido desarrollando como un hospital de mayor resolutividad y también ha mejorado la planta física, todo lo que se traduce en la conveniencia de crear un servicio de salud que se enfoque a su coordinación específicamente.


Reconoció que la necesidad de derivación de pacientes en esta zona, no va a terminar, pero las mejoras en las que se está invirtiendo son importantes.

Precisó que los 900 millones que se destinan a este proyecto no se gastan sólo en cuestiones administrativas, como un aumento de contadores u otros. Hay un importante gasto en mejoras de las capacidades de prevención en salud y también se contratarán nuevos médicos especialistas.

Destacó que hay una serie de capacidades que tiene el actual Servicio de Salud de Llanquihue y que es necesario incorporar en este nuevo servicio provincial, por ejemplo la capacidad de elaborar proyectos, conseguir recursos, incluso dentro de la región. Agregó que la gestión a nivel provincial para conseguir médicos, y otras, se facilitan con una mayor cercanía con la zona, la gestión de la red asistencial mejora y se potencia el desarrollo. Los directivos más cercanos, más ligados a la zona, tienden a “luchar” más por su servicio, concluyó.

Relató la experiencia de la creación del Servicio de Salud de Arauco, que se creó junto con el Servicio de Salud de Malleco,  que ha tenido una respuesta exitosa, en directo beneficio de la gente de la zona.

El Honorable Senador señor Kuschel insistió en la necesidad de tener mayores antecedentes respecto a la rentabilidad social del mismo, previo a votar el proyecto. También de la proyección económica, ingresos-egresos, del servicio que se propone.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide complementó lo anterior, en cuanto a que se podría presentar la visión de que es lo que se quiere para Chiloé en los próximos diez años.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó si es política del Ejecutivo la creación de más servicios de salud en el país, de manera que sectores de regiones, que se atienden en forma centralizada en la capital de la región, pasen a formar parte de un nuevo servicio de salud. Ello pues, de ser así, en su opinión habría que invertir en un mayor número de hospitales de mediana complejidad, en más lugares del país. 

Coincidió en la necesidad de efectuar estudios que permitan adoptar decisiones económicamente razonables.

La señora Ministra señaló que existen aspiraciones de distintos lugares del país a una mayor autonomía sanitaria. El Gobierno, en relación a este tema, ha establecido provincias, utilizando un criterio de racionalidad geopolítica y de cultura. Ahora bien, continuó, el objetivo es que, aún cuando existan casos que no se cree un servicio de salud por las mayores implicancias que conlleva, y otras consideraciones como el número de habitantes, exista siempre una Unidad Provincial, con un gestor que piense provincialmente para representar a su territorio.

En relación a la proyección económica del Servicio que se crea, la señora Ministra recordó que ello estará sujeto a la asignación presupuestaria que se efectúe cada año en la Ley de Presupuestos, por lo que no es posible determinarlo en forma anticipada. 

Manifestó que hará llegar a la Comisión los antecedentes disponibles solicitados.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó que, de la experiencia de la creación del Servicio de Salud de Arauco, se puede observar que se han logrado, a lo menos, los siguientes objetivos: mayor independencia; un trato distinto por parte del nivel central, no sólo cuantitativo sino también cualitativo; y por último, un aumento de las instalaciones hospitalarias. Existe una red asistencial notoriamente mejor, concluyó.

En consideración a lo anterior, anunció su voto favorable al proyecto.

Por medio de oficio ORD. C31/Nº 2431, la señora Ministra de Salud remitió a la Comisión, unas serie de antecedentes en respuesta a las consultas formuladas por el Honorable Senador señor Kuschel. Al respecto, envía información relativa a la evolución de los Servicios de Salud Arauco y Araucanía Norte, en materia de desarrollo de sus dotaciones e infraestructura, como asimismo del desarrollo de la red asistencial de Chiloé.

En una nueva sesión, la señora Ministra se refirió a la información remitida, destacando que ella refleja los buenos resultados que ha tenido la creación de los referidos servicios.

El Honorable Diputado señor Ascencio, presente en la sesión, señaló que al ser Chiloé el distrito que representa, desea expresar la enorme importancia que el proyecto en discusión tiene para los habitantes de esa zona.

- - -

APROBACIÓN EN GENERAL


-- En votación el proyecto en informe, la Comisión lo aprobó en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide. 

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que la Comisión de Salud os propone aprobar en general. Éste corresponde al aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, y cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:





“Artículo 1°.- Facúltase al Presidente de la República para crear, en la Región de Los Lagos, el Servicio de Salud Chiloé, que será el continuador legal del Servicio de Salud Llanquihue-Chiloé-Palena, con los mismos derechos y obligaciones que a éste correspondían en la provincia de Chiloé.





El Servicio de Salud Llanquihue Chiloé Palena pasará a denominarse Servicio de Salud del Reloncaví.





Artículo 2°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:





a) Fijar la planta y la dotación de personal del Servicio de Salud Chiloé.





Asimismo, en el ejercicio de dicha atribución, podrá establecer los requisitos para el desempeño de los cargos, sus denominaciones, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de la ley Nº 19.882, la fecha de vigencia de la planta, la dotación máxima de personal y todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta que fije.  En todo caso la dotación de personal que se determine podrá incluir una expansión de hasta sesenta y tres cargos regidos por la ley N° 18.834 y ciento treinta y dos horas semanales regidas por la ley Nº 19.664.





La planta que se fije incluirá los cargos que, a la fecha de publicación de esta ley, se encuentren asignados o sean desempeñados en los establecimientos de salud que dependen del Servicio Llanquihue-Chiloé-Palena que se transfieran al nuevo Servicio de Salud Chiloé, correspondiendo a este último sólo aquellos que pertenezcan a dichos establecimientos, con sus mismos grados de la Escala Única de Sueldos o número de horas de las leyes Nº 19.664 y Nº 15.076, según corresponda. Del mismo modo, la dotación que se fije a dicho servicio considerará todos los empleos que a esa fecha estén asignados a los establecimientos mencionados.





Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el Presidente de la República, podrá crear, además, hasta dieciocho cargos en la planta de directivos del Servicio de Salud de Chiloé, los que se proveerán conforme a la normativa legal que corresponda a sus niveles jerárquicos.





En el caso del cargo Director de Hospital, asignado al Hospital de Castro, podrá adecuarse el grado fijado en la Escala Única de Sueldos accediendo, por el solo ministerio de la ley,  el funcionario que lo sirva en calidad de titular a la fecha de publicación del decreto con fuerza de ley a que se refiere esta letra, al nuevo grado que se determine en este acto administrativo.





b) Ordenar el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata desde el Servicio de Salud Llanquihue-Chiloé-Palena al Servicio de Salud Chiloé, sin alterar la calidad jurídica de la designación y sin solución de continuidad, y el traspaso de los recursos que se liberen por este hecho. El traspaso del personal titular de planta, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y jornada de trabajo semanal que tenían a la fecha del traspaso. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta del Servicio de Salud Llanquihue-Chiloé-Palena.





c) Readecuar la planta y la dotación de personal del Servicio de Salud del Reloncaví, como consecuencia del ejercicio de la atribución otorgada en el literal anterior. 





d) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:





i) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado y del que no se traspase.





ii) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado y del que no se traspase. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.





iii) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.





iv) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.





v) Los nuevos requisitos que se fijen para la planta del Servicio de Salud Chiloé no serán aplicables al personal que se traspase por aplicación de esta ley.





e) Disponer la transferencia de todos los bienes muebles e inmuebles pertenecientes al Servicio de Salud Llanquihue - Chiloé - Palena ubicados en la provincia de Chiloé, al Servicio de Salud Chiloé. Mediante decreto supremo del Ministerio de Salud se deberá individualizar los bienes muebles e inmuebles que se traspasen.  La transferencia de los bienes inmuebles se efectuará mediante inscripción en el registro respectivo del Conservador de Bienes Raíces con el sólo mérito de una copia autorizada del decreto supremo indicado. De la misma manera se procederá al traspaso de vehículos motorizados para anotarlo en el correspondiente Registro. 





Artículo 3°.- Sustitúyese el texto del párrafo décimo del inciso primero del artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fijó el texto refundido,  coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 2763, de 1979, y de las leyes Nº 18.933 y Nº 18.469, por los siguientes párrafos décimo y undécimo, nuevos:





“Uno en la Región de los Ríos: Valdivia.





Tres en la Región de Los Lagos: Osorno, del Reloncaví y Chiloé.”.





Artículo 4°.- Por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, se conformará el presupuesto del Servicio de Salud del Reloncaví y el del Servicio de Salud Chiloé, y traspasará a este último los fondos del Servicio de Salud Llanquihue - Chiloé - Palena necesarios para que cumpla sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.





Artículo 5°.- El nuevo Servicio de Salud entrará en funciones el primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial del decreto con fuerza de ley que lo cree. En la misma fecha entrará en vigor el artículo 3º de esta ley. 





Artículo 6º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:





a) Ordenar el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata, que se desempeñan en el Hospital Hanga Roa en la provincia Isla de Pascua, desde el Servicio de Salud Valparaíso - San Antonio al Servicio de Salud Metropolitano Oriente, sin alterar la calidad jurídica de la designación y sin solución de continuidad, y el traspaso de los recursos que se liberen por este hecho. El traspaso del personal titular  de planta, y de los cargos que se sirven, se efectuará en el mismo grado y jornada de trabajo semanal que tenían a la fecha del traspaso. A contar de esa misma fecha el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta del servicio de origen.





b) Readecuar la planta y la dotación de personal del Servicio de Salud Valparaíso – San Antonio y del Servicio de Salud Metropolitano Oriente, como consecuencia del ejercicio de la atribución otorgada en el literal anterior.





c) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las mismas restricciones que las señaladas en la letra d) del artículo 2º de esta ley. 





d) Disponer la transferencia de todos los bienes muebles e inmuebles pertenecientes al Servicio de Salud Valparaíso - San Antonio, ubicados en la comuna de Isla de Pascua, al Servicio de Salud Metropolitano Oriente. Mediante decreto supremo del Ministerio de Salud se deberá individualizar los bienes muebles e inmuebles que se traspasen.  La transferencia de los bienes inmuebles se efectuará mediante inscripción en el registro respectivo del Conservador de Bienes Raíces con el sólo mérito de una copia autorizada del decreto supremo indicado. De la misma manera se procederá al traspaso de vehículos motorizados para su anotación en el correspondiente Registro.




Artículo 7°.- 
El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2007 será de hasta la cantidad de $ 919.476 miles, considerando para su efecto el año completo y se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con dichos recursos.”.

 - - -


Acordado en sesiones celebradas con fecha 28 de agosto y 11 de septiembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Carlos Ignacio Kuschel Silva y Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente Accidental). 

Valparaíso, 11 de septiembre de 2007.

(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ,
Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE AMPLÍA PLAZO PARA OTORGAR FACILIDADES PARA PAGO DE IMPUESTOS ADEUDADOS QUE INDICA, Y MODIFICA EL ARTÍCULO 17 DE LA LEY Nº 19.682, SOBRE PROTECCIÓN DE VIDA PRIVADA O PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL

(5245-05)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley individualizado en la suma, que se halla en segundo trámite constitucional, originado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.

- - -

Se deja constancia que por ser un proyecto de artículo único y, de conformidad al artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión propone discutir la presente iniciativa en general y en particular a la vez.

- - - 

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO

El proyecto de ley busca ampliar, transitoriamente, el plazo previsto en el inciso primero del  artículo 192 del Código Tributario,  para el otorgamiento de facilidades para el pago de  impuestos adeudados que hayan sido girados hasta el día 30 de junio de 2007 y que se encuentren sujetos a cobranza administrativa o judicial.
- - - 

El proyecto de ley sometido a discusión en la Comisión señala que:

Se amplía de un año a treinta y seis meses el plazo que el artículo 192 del Código Tributario contempla para que el Servicio de Tesorerías otorgue facilidades para el pago de impuestos adeudados, sólo respecto de aquellos girados hasta el día 30 de junio de 2007. La facultad que se concede se podrá ejercer por el lapso de seis meses, contados desde la fecha de vigencia de esta ley. 

La primera de las cuotas deberá ser enterada al momento de suscribir el convenio, no pudiendo exceder su monto una treintaiseisava parte del monto total adeudado, salvo que el deudor solicite pagar un monto mayor.
.

- - - 

DISCUSIÓN 

El Honorable Senador señor Escalona, explicó que la iniciativa en comento trata de la concesión de la facultad al Servicio de Tesorerías para otorgar facilidades en el pago de impuestos adeudados, lo que va en directo beneficio de los pequeños y medianos contribuyentes.

El Honorable Senador señor Sabag, expresa su conformidad con la concesión del plazo de hasta treinta y seis meses para repactar deudas con el Servicio de Tesorerías, aunque hubiera preferido que ese plazo fuera mayor.


Sometido el proyecto a votación en general y en particular a la vez, resultó aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag.

- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero acompañado, de fecha 17 de julio de 2007, señala:

“1.- El  presente Proyecto de Ley contempla la ampliación del plazo máximo establecido en el Código Tributario de 12 a 36 meses, en que el Servicio de Tesorerías podrá otorgar facilidades para el pago de los impuestos adeudados, respecto de aquéllos que fueran girados hasta el 30 de abril del presente año, facultad que podrá ser ejercida por un lapso de seis meses. 
2.- El impacto financiero de esta iniciativa no es factible de estimar por cuanto proviene de la comparación entre los montos a recaudar en la situación vigente y los montos a recuperar con  el nuevo plazo ampliado, la que estará determinada por la acogida que tenga la medida entre los deudores tributarios afectados, respecto de lo cual no existen  precedentes, por cuanto es primera vez que se legisla en este sentido.

3.- En cuanto al costo financiero, la ampliación del plazo para los convenios de pago de deudas morosas no exime de la obligación del pago de los intereses asociados a los saldos de deuda.

4.- Cabe hacer presente que esta medida legislativa complementa otra medida administrativa consistente en elevar a 15 millones de pesos el monto susceptible de acceder a una condonación de 80% de los recargos por deudas tributarias en los convenios de pago y de 90% de los recargos por deudas tributarias con pago al contado. Paralelamente, por la misma vía administrativa se elevarían las condonaciones de recargos a 50%, en el caso de deudas tributarias que superan los 15 millones de pesos. 

5.- En consecuencia, se considera que la presente iniciativa no implica costo fiscal.”.


En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general y en particular del proyecto de ley en informe, en los mismos términos que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Amplíase, a contar del día primero del mes siguiente al de publicación de esta ley, hasta un máximo de treinta y seis meses, en cuotas fijas o variables, el plazo que el inciso primero del artículo 192 del Código Tributario concede al Servicio de Tesorerías para otorgar facilidades para el pago de impuestos adeudados, sólo respecto de aquellos impuestos girados hasta el día 30 de junio de 2007 y que se encuentren sujetos a cobranza administrativa o judicial. La facultad que se concede al Servicio de Tesorerías en este artículo, se podrá ejercer por el lapso de seis meses, contados desde la fecha de vigencia de esta ley. La primera de las cuotas deberá ser enterada al momento de suscribir el convenio, no pudiendo exceder su monto una treintaiseisava parte del monto total adeudado, salvo que el deudor, en forma expresa, solicite pagar un monto mayor.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 12 de septiembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), José García Ruminot, Jaime Gazmuri Mujica, Jovino Novoa Vásquez y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 12 de septiembre de 2007.

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.755, SOBRE SERVICIO AGRÍCOLA Y GANADERO, CON EL FIN DE ESTABLECER OBLIGACIÓN QUE INDICA

(5044-01)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros, en segundo trámite constitucional, el proyecto de ley de la referencia, iniciado en  Moción de los Honorables Diputados señores Ramón Barros Montero, Eduardo Díaz del Río, Marcelo Díaz Díaz, Marco Enríquez-Ominami Gumucio, Marcelo Forni Lobos, Rosauro Martínez Labbé, Iván Norambuena Farías, Jaime Quintana Leal, Manuel Rojas Molina e Ignacio Urrutia Bonilla.


Cabe destacar que este proyecto de ley fue discutido en general y en particular, a la vez, en virtud de lo dispuesto en los artículos 36, inciso final, y 127 del Reglamento de la Corporación.



A la sesión en que se consideró esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, el Director Nacional (S) del Servicio Agrícola y Ganadero, SAG, don Oscar Concha, acompañado de los siguientes personeros: don Miguel Ángel Román, Fiscal del Servicio; don Miguel Peña, Jefe de la División Asuntos Internacionales, y don Oscar Camacho, Encargado de Controles Fronterizos.


En representación del Servicio Nacional de Aduanas, lo hicieron don Mario Arrué,  Subdirector de Fiscalización, y el Abogado de la Subdirección Jurídica, don Rodrigo Romo. 
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Propone una modificación al artículo 49 de la ley Nº 18.755, en el sentido de especificar que el pago de la multa, o su consignación, será obligatorio para abandonar el control fronterizo e ingresar al resto del país, salvo que en aquél no existan las posibilidades técnicas de obtener los recursos necesarios para la solución de la misma, caso en el cual se otorga al infractor un plazo de dos días hábiles para que efectúe el pago.

- - -

ANTECEDENTES



Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:



I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Constitución Política de la República:


- Artículo 19 Nº 3°, incisos séptimo y octavo, que consagran el principio de la legalidad en materia penal.


- Artículo 19, Nº 7°, letra a), que garantiza el derecho a entrar y salir del territorio nacional, bajo condición de que se guarden las normas establecidas en la ley.


b) Ley Nº 18.755, establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, deroga la ley Nº 16.640 y otras disposiciones legales.


c) Decreto ley Nº 3.557, de 1981, que establece disposiciones para la protección agrícola.



II. ANTECEDENTES DE HECHO


- La Moción que dio origen a esta iniciativa legal. Sus autores destacan que la idea matriz de aquélla se inspira en la iniciativa que fructificó en la ley N° 20.161, tendiente a mejorar la revisión que realiza el Servicio Agrícola y Ganadero, en los controles fronterizos, de los productos de origen vegetal o animal que ingresan al país así como a aumentar las sanciones aplicables a los infractores de la normativa legal vigente.


El proyecto de ley, señalan sus autores, pone en el tapete que el notable desarrollo de la agricultura exportadora del país se sustenta, en grado importante, en una condición natural del mismo que lo protege de la mosca de la fruta y de la fiebre aftosa.


Advierten, sin embargo, que uno de los principales problemas es la falta de conciencia de la gente sobre la importancia de aquella condición, lo que hace necesario dar una señal clara de que, cuando se ingresa algún producto vegetal o animal, no sólo se sancionará a la persona que se niegue a declarar sino, también, a quienes falseen la información en la declaración.


Refieren que el proyecto, que originó la ley N°20.161, en cuanto buscaba corregir la falsedad en la información declarada, fue modificado por el Senado, lo cual no permitió que la sanción correspondiente se plasmara en la ley.  Se especifica que, al reponer este artículo, mediante la iniciativa en informe, se procura imponer una sanción a aquellas personas que falsean su declaración y disminuir, por ende, los riesgos inherentes al ingreso de productos vegetales o animales al país.

- Debate de la ley N° 20.161 en lo que se refiere a la enmienda al artículo 49 de la ley Nº 18.755, en esta Corporación.  Al respecto,  cabe recordar que la Cámara de Diputados había propuesto, en el primer trámite constitucional del proyecto correspondiente, introducir en este precepto el siguiente inciso final, nuevo:


“El pago de la multa o su consignación será obligatorio para abandonar el control fronterizo con destino a ingresar al país.”.


Durante la discusión en particular por esta Comisión, en el segundo trámite constitucional, fue aprobada una indicación (la número 16) del Ejecutivo para suprimir dicho inciso nuevo; criterio que fue también el de la Sala, en su momento.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó las enmiendas propuestas por el Senado, con dos excepciones, una de las cuales se refiere a la supresión del inciso final nuevo del artículo 49 en referencia.


La Comisión Mixta del artículo 71 de la Constitución Política de la República, en su informe sobre la forma y modo de resolver las diferencias entre las dos ramas del Congreso Nacional, propuso suprimir el inciso segundo del artículo 49 y eliminar el inciso final nuevo agregado durante el primer trámite constitucional.  El fundamento esencial de la propuesta apunta a que, dada la amplia escala en que puede aplicarse la multa a las personas que se hacen acreedoras de ella, por internar clandestinamente alguno de los productos de origen vegetal o animal en alguna de las circunstancias definidas por el inciso primero, es probable que el infractor carezca de los recursos suficientes para el pago entero de la sanción pecuniaria.  Asimismo, atendido el hecho de que los posibles involucrados pueden ser tanto ciudadanos chilenos como extranjeros, es necesario tener presente, en relación con los primeros, que la norma implicaría establecer una prohibición de ingreso que vulneraría gravemente la garantía de libertad personal del artículo 19, Nº 7º, letra a), de la Constitución Política de la República, y que, respecto de los segundos, podría dar lugar a que personas de escasos recursos hubieran de permanecer retenidos en el paso fronterizo, en condiciones precarias, con los subsecuentes riesgos para su salud y la improbabilidad de obtener en un plazo razonablemente breve los recursos con los cuales satisfacer la multa, todo lo cual hace inconveniente mantener tanto la prohibición de abandonar el control fronterizo con destino a ingresar al país como la retención por tiempo indefinido en el mismo.


Cabe mencionar que los representantes del Ejecutivo concordaron en apoyar lo aprobado por el Senado, por estimar que no es conveniente ni tampoco útil generar este tipo de dificultades respecto de la persona que ha quedado retenida en el control fronterizo.    



En su oportunidad, el señor Presidente de la Comisión, al debatirse el acuerdo adoptado por la Cámara de origen, que rechazó el informe de la Comisión Mixta, hizo notar que lo resuelto por ésta atiende a que la proposición, en lo referente al inciso final que se proponía agregar se podría considerar inconstitucional. 


- El Oficio de ley de la Cámara de Diputados señala que le ha prestado su aprobación a un proyecto de ley de artículo único, en cuya virtud se agrega un inciso final en el artículo 49 de la ley N° 18.755, orgánica del Servicio Agrícola y Ganadero.

La norma que se propone agregar al referido cuerpo legal dispone que el pago de la multa o su consignación será obligatorio para abandonar el control fronterizo e ingresar al resto del país, salvo que en éste no existan las posibilidades técnicas para la obtención de los recursos necesarios para el pago de la multa, caso en el cual deberá otorgarse al infractor un plazo de dos días hábiles para efectuarlo.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El señor Director Nacional (S) del Servicio Agrícola y Ganadero manifestó que la iniciativa le parece inoperante porque el SAG no tiene posibilidades de dar cumplimiento a una norma como la que se propone, dado que en el momento en que los inspectores practican la revisión a las personas, éstas ya han pasado por el control migratorio y, en consecuencia, han ingresado al territorio de la República; por tanto, para hacer efectiva esta norma se requeriría contar con la habilitación legal para proceder a la expulsión de dichas personas.


Agregó que tampoco es aplicable el otro aspecto contemplado en la iniciativa, cual es supeditar el abandono del control fronterizo al pago de la multa dentro del plazo de dos días, cuando no existan las condiciones técnicas para la obtención de dichos recursos, pues al Servicio no le corresponde controlar la salida de las personas del territorio nacional.


El Honorable Senador señor Espina hizo valer que este precepto es, además, inconstitucional en virtud de lo dispuesto en el artículo 19, N° 7°, letra a), de la Ley Fundamental, precepto que asegura a toda persona el derecho de residir y permanecer en cualquier lugar de la República, trasladarse de uno a otro y entrar y salir de su territorio, a condición de que se guarden las normas establecidas en la ley y salvo siempre el perjuicio de terceros.


El Honorable Senador señor Coloma hizo, asimismo, mención al debate legislativo en que se fundó el rechazo de una iniciativa similar tendiente a modificar el artículo 49 de la ley N° 18.755, como se señala en los antecedentes de hecho del presente informe y solicitó que se deje constancia de aquel antecedente. 


En virtud de lo expuesto y teniendo presente las consideraciones que esta misma Comisión tuvo presente al rechazar una disposición de naturaleza similar, con ocasión del debate del proyecto de ley que modifica el decreto ley N° 3.557, de 1981, que establece disposiciones para la protección agrícola, -Boletín N° 3.770-01-, los miembros de la Comisión estuvieron contestes en la necesidad de rechazar la iniciativa de legislar sobre la materia del proyecto aprobado en el primer trámite constitucional.


En consecuencia, la Comisión de Agricultura por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina, Naranjo y Vásquez acordó proponeros rechazar la idea de legislar del proyecto de ley de la Cámara de Diputados. 
- - -


Acordado en la sesión celebrada el martes 4 de septiembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Alberto Espina Otero, Jaime Naranjo Ortiz y Guillermo Vásquez Úbeda.


Sala de la Comisión, a 11 de septiembre de 2007.

(Fdo.):XIMENA BELMAR STEGMANN,
Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NARANJO, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, EN LO RELATIVO A INFORMACIÓN QUE DEBEN CONTENER ETIQUETAS DE PRENDAS DE VESTIR

(5335-03)

Honorable Senado:

CONSIDERANDO:
Atendido a que la gran mayoría de las prendas de vestir que se importan en nuestro país así como las producidas por la industria textil nacional vienen en tallas totalmente dispares siendo prácticamente imposible conseguir una unificación de estas atendida a las diferencias antropomórficas de nuestra población.
Ante esta situación, se hace necesario regular de alguna manera que éstas prendas al momento de ser adquiridas provean de información al comprador de manera que éste pueda llevar a cabo la adquisición de manera informada y sin encontrarse con la sorpresa posterior que a pesar de ser la vestimenta adquirida de la talla que normalmente usa, no corresponde a sus medidas.
Esto debido a que está comprobado que muchas veces existe una manipulación en las tallas de vestir por parte de determinados comercios y marcas, con el fin de producir efectos en el comprador.

Este problema no es menor, ya que implica una pérdida de tiempo y dinero por parte de los consumidores, los cuales en numerosas ocasiones se ven imposibilitados de concurrir a efectuar el cambio de la prenda.
Establecer medidas únicas ha sido virtualmente imposible, debido a que existen diferencias antropomórficas considerables aún entre individuos de un mismo país.
Es por esto que se han buscado fórmulas alternativas a un etiquetado obligatorio tanto para las prendas nacionales como importadas las cuales deben contener el máximo de información posible.
Es así como diversos países de la comunidad europea, han Implementado sistemas de etiquetaje, de forma de evitar la confusión que se produce al momento de adquirir una prenda, informando acerca del ancho, largo, etc. de una determinada vestidura.
Es por eso que vengo en presentar un proyecto de ley tendiente a modificar el artículo 32 de la Ley del Consumidor, para que los fabricantes e importadores de prendas de vestir deban ofrecer en la etiqueta de la prenda, información - en idioma castellano y letra legible - sobre las medidas corporales que correspondan a la talla de la prenda, para que el consumidor pueda comprenderla y compararla. Es decir el largo, ancho, etc expresado en centímetros.

PROYECTO DE LEY
Artículo único.- Intercálese un nuevo inciso segundo al Art. 32 de la ley 19.946 pasando el segundo actual a ser tercero, del siguiente tenor. "En el caso que el producto ofrecido sea una prenda de vestir, una etiqueta en ella deberá entregar información sobre las medidas corporales que correspondan a la talla de la prenda, para que el consumidor pueda comprenderla y compararla. La información deberá estar escrita con letra legible, en idioma castellano y expresada en centímetros.".
(Fdo.):Jaime Naranjo Ortíz,

Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORA ALVEAR Y SEÑOR PIZARRO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, EN LO REFERENTE A COBRO DE COMISIONES U OTROS CARGOS EN CONTRATOS DE ADHESIÓN

(5337-03)

Honorable Senado:

ANTECEDENTES 

El desarrollo comercial de nuestro país tiene como una de sus aristas el explosivo crecimiento del uso de las tarjetas de crédito bancarias y no bancarias. Diversas son las razones que pueden explicar este fenómeno: un crecimiento económico sostenido durante los últimos años, las facilidades que entregan los emisores para la obtención de las tarjetas y por consiguiente del crédito asociado a aquella, la comodidad y mayor seguridad que significa no andar con dinero efectivo y, como no, potentes estrategias de marketing de las empresas del rubro, entre otras.  

Si bien las estadísticas no resultan ser del todo consistentes, cabe señalar que, en la actualidad, las tarjetas de las multitiendas y supermercados se han convertido en un instrumento masivo de pago y crédito, incluso con un mayor número de usuarios que las tarjetas de crédito Bancarias. 
En efecto, según datos de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, el número de tarjetas de crédito del sistema financiero habría pasado de 890.481 a principio de los noventa a 4.227.658 a marzo de 2007.

Muy superior es la cantidad de tarjetas de crédito no bancarias, asociadas fundamentalmente a las grandes tiendas, supermercados y otros establecimientos comerciales. Respecto de sus cifras, hay datos diversos sobre su número. Estudios de la Superintendencia, realizados durante de 2006, estimaban que existían entre 10.1 y 11.2 millones de tarjetas no bancarias.
 En la actualidad, ese número aumentado explosivamente llegando a aproximadamente  21.5 millones.

Debemos tener presente que, en su origen, este tipo de tarjetas sólo podía ser utilizadas en los locales de la empresa emisora. Sin embargo, con el tiempo, éstas empezaron a realizar convenios con diversos establecimientos comerciales, clínicas, farmacias, servicentros, empresas de transporte e incluso con organismos estatales, permitiendo que sus usuarios ampliaran sus oportunidades de compra y creciera, por tanto, el número de personas que desean obtenerlas. 

Este aumento de la oferta de establecimientos en los cuales es posible utilizarlas, junto con la mayor facilidad de su obtención, ha implicado la masificación del mercado de las tarjetas, a través del ingreso de personas de diversos segmentos sociales que antes no tenían posibilidades de acceder a este instrumento de crédito.

Para cautelar el normal desenvolvimiento de esos medios de pago, el Banco Central de Chile (Capítulo III J1 del Compendio de Normas Financieras del BCCH) y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (Circular 17), han establecido una normativa que exige la inscripción, en el Registro de Emisores y Operadores de Tarjetas de Crédito de la SBIF a las siguientes instituciones:
A) A las empresas Bancarias, Sociedades financieras y Cooperativas de Ahorro y Crédito emisoras de tarjetas. 

B) A aquellas empresas emisoras que, por el uso de las tarjetas, presenten un monto total anual de pagos efectuados a entidades afiliadas no relacionadas, igual o superior a un millón de Unidades de Fomento.

Según datos de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a Abril de 2007, eran diez las sociedades Emisores de tarjetas no bancarias inscritas en el Registro Público mantenido por dicha institución.

FUNDAMENTOS 
De acuerdo a lo expuesto, la facilidad en la obtención de tarjetas de crédito, sobre todo de las no bancarias, explica, por un lado, su rápido crecimiento pero, por otro, la falta de información que tiene el usuario al firmar el respectivo contrato de adhesión, instrumento que se utiliza precisamente en este tipo de relación jurídica.

El contrato de adhesión ha sido definido por nuestro legislador como “aquel  cuyas cláusulas han sido propuestas unilateralmente por el proveedor sin que el consumidor, para celebrarlo, pueda alterar su contenido” (Artículo Primero, Número 6 de la ley 19.496). El rasgo esencial o distintivo de este tipo de contratos se encuentra en las diferencias del poder negociador que existe entre las partes que celebran el contrato. Uno fija las normas; otro las acata. 

En este contexto, no resulta extraño encontrarnos con contratos que establecen la posibilidad para que el emisor pueda modificarlo, bastando para ello la aceptación tácita del usuario de la tarjeta de crédito. Entendemos que se trata de hacer más expedito el desarrollo del comercio, pero no es posible renunciar a la necesidad de que la parte manifieste en forma indubitada y expresa su voluntad.

Para algunos como el SERNAC, la modificación a la Ley N° 19.496 sobre protección de los derechos de los consumidores (LPC), que estableció que el silencio no constituye aceptación en los actos de consumo, tenía como finalidad reforzar el derecho de libre elección, evitando las prácticas denominadas de “enrolamiento negativo”, por las que un proveedor pretende que el consumidor se obligue sin necesidad de aceptación expresa, por el mero desarrollo de una actividad o la omisión de reclamo, tal como el pago de una cuenta que contiene el cobro de un servicio no solicitado, o el mero transcurso del tiempo sin expresar su rechazo. 

Sin embargo, en la práctica contractual y en la circular número 17 de la SBIF, de 28 de abril de 2006 se recoge la idea de que lo central sería entregar en forma oportuna la información al cliente y no la forma en que éste manifieste su voluntad.

En efecto, la citada circular establece en el punto 9.1 que “las comisiones y/o cargos deberán fijarse por períodos no inferiores a un año” debiendo el plan de cobro ser informado por escrito al titular “al menos con dos meses de anticipación a la fecha que se aplicará la nueva base de cálculo o el cambio en la tarifa”, lo que se informará en el estado de cuenta o en una anexo. El plan no podrá modificarse durante la vigencia que se haya establecido, “salvo que se trate de cambios que signifiquen una disminución o eliminación de determinados cobros incluidos en él”. 

En el punto 14.3.1 se señala que “los emisores y operadores de tarjeta de crédito deberán proporcionar a los interesados una completa información relativa a las comisiones y/o cargos que aplican por ese servicio. Esa información debe comprender el o los conceptos por los cuales se cobra, la modalidad y periodicidad de los cobros y los correspondientes importes o tasas por cada uno de los conceptos afectos.

Esa información será entregada a los titulares de las tarjetas al momento de contratar el servicio y cada vez que las correspondientes tarifas sufran alguna modificación, de manera que el cliente tenga en todo momento oportuno y cabal conocimiento de los cobros a que, como usuario de ese instrumento, está afecto. En caso de una disminución de tarifas no será necesario dar esa información anticipada”.

En este contexto, ha persistido la pretensión por parte de ciertos proveedores, en cuanto a interpretar que las disposiciones de la LPC (reforzados por la circular 17 citada) les autorizarían a incorporar, bajo cualquier denominación, nuevos cargos, comisiones o cobros, o bien establecer incrementos sustanciales en el costo de aquellos, bastando para ello la entrega oportuna de la información al cliente y que éste haya aceptado, al menos, tácitamente la propuesta. Esta última situación, ha sido de común ocurrencia, sobre todo en la relación existente entre las casas comerciales, tiendas o supermercados con tarjetas de pago y crédito y sus clientes. Éstos se encuentra en posición de desmedro toda vez que es posible encontrar contratos que establecen -bajo diferentes fórmulas jurídicas- que, en estos casos, es suficiente la aceptación tácita de la propuesta y que ésta se produce, por ejemplo, al momento del pago o firma del correspondiente “voucher” que implique una nueva compra u utilización del crédito.

La SBIF, a principios de 2007, realizó un estudio comparado de las comisiones cobradas por los emisores: de administración, por compras y, por giros y avances. Como se puede observar, hay diferencias sustanciales entre los diversos emisores. La Totalidad tiene un cobro por administración (bajo diferentes conceptos y cobrado según determinadas condiciones) que va en un rango de precio entre los $495 y $1.706. Sólo algunos tienen cobro por transacción en sus propios locales (0 a $6.750), número que aumenta si consideramos los establecimientos asociados (0 a $2.939). En relación a las comisiones por avances en efectivo, todos los emisores la aplican, en rangos que van desde los $990 a los $15.997 por transacción.

Como se puede apreciar, los montos señalados pueden representar un porcentaje relevante en relación al crédito que se otorga en la tarjeta (además habría que considerar los intereses por compras en cuotas). Ahora bien, en términos globales por este concepto de comisiones, las cifras del mercado de las tarjetas son muy altas. Por ejemplo, si multiplicamos un total de 10 millones de tarjetas por un promedio de 750 pesos en gastos de administración, nos da un monto anual de 170 millones de dólares aproximadamente. En conclusión, el incremento de los cobros- aunque sea menor- en las cuentas individuales de los usuarios puede convertirse en un excelente negocio para los emisores de las tarjetas.

1. De la manifestación de voluntad en forma expresa

Como es obvio, uno de los aspectos esenciales para que funcione adecuadamente este mercado es el nivel de información de los clientes. Son ellos, los que, en un marco de libertad, deben tomar sus propias decisiones. Sin embargo, el legislador debe garantizar que ello se produzca. En otras palabras, la libertad de las personas para contratar es un elemento clave para el desarrollo comercial y económico de una sociedad. Sin embargo, ello no puede ser obstáculo para que el nivel de “superioridad” que se exhibe en los contratos por adhesión deba ser, de alguna forma, regulado por el legislador, cuando vea en ello un abuso de esa posición en desmedro de los clientes individual o colectivamente considerados.

Por lo anterior, se hace necesario reforzar y aclarar la voluntad del legislador, en el sentido que la formación del consentimiento sólo puede darse a través de la manifestación expresa de voluntad del cliente, y que, por tanto, cualquier contrato o modificación contractual está sujeta a la condición de que dicho consentimiento se preste válidamente en el forma descrita por la Ley. 

Tal como lo señalamos, la voluntad del cliente para aceptar o no la propuesta del emisor debe manifestarse en forma expresa, y darse además, en un ambiente de real libertad. En el caso que no acepte un nuevo cargo, por ejemplo, y quiera poner término al contrato, se debe impedir la posibilidad de que se acelere el pago de la deuda (es decir que se cobre el total del saldo insoluto que hubiere estado fijado en cuotas), pues si ello ocurriera la posibilidad efectiva para finiquitar el contrato estará limitada.

2. Establecimiento de cláusulas abusivas

El artículo 16 de la ley 19.496 establece un catálogo de cláusulas que pueden ser declaradas abusivas por el juez. En su letra g) el legislador introdujo una fórmula genérica, denominada “cláusula general de abusividad”, que requiere la concurrencia de ciertos elementos, entre los cuales el más importante es el desequilibrio en las prestaciones de las partes. La citada norma señala que no producen efecto alguno en los contratos de adhesión las cláusulas “en contra de las exigencias de la buena fe, atendiendo para estos efectos a parámetros objetivos, causen en perjuicio del consumidor, un desequilibrio importante en los derechos y obligaciones que para las partes se deriven del contrato”.

Si bien esta redacción permitiría restringir la proliferación de determinadas cláusulas que son abusivas, pero que no se encuentran expresamente recogidas en el catálogo del artículo 16, creemos conveniente agregar a esa enumeración una estipulación que es de común ocurrencia en la práctica contractual. Pretendemos evitar que se libere al mandatario de su obligación de rendir cuenta.

En virtud de estas consideraciones, vengo en presentar el siguiente,

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO UNICO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley N° 19.496:

1) Incorpórase al artículo 16 la siguiente letras h) : 

“h) Otorguen mandato al proveedor para que actúe en representación del consumidor liberándolo de su obligación de rendir cuenta”.

2) Agrégase el artículo 17 A nuevo:

“Artículo 17 A.- En los contratos de adhesión, la incorporación o modificación, durante la vigencia del contrato, de cobros, comisiones o cargos, cualquiera sea su denominación, deberán ser expresamente aceptados por el consumidor.

Constituye infracción a las normas de esta ley, el cobro de cualquier importe que no haya sido expresamente aceptado o autorizado por el consumidor, quien tendrá, además, y sin perjuicio de su derecho a ser indemnizado o resarcido por el incumplimiento, el derecho a poner fin de inmediato al contrato, manteniéndose vigente los plazos y condiciones de pago anteriores al término de éste. El ejercicio de este derecho no podrá ser limitado por ningún mecanismo de cobro de los saldos insolutos, que suponga una barrera económica para el consumidor, tal como la aceleración de la deuda o el pago de multa o pena. 
(Fdo.):Soledad Alvear Valenzuela,


Jorge Pizarro Soto,
Senadora





Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO, ESCALONA Y LETELIER, POR MEDIO DE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE CONSAGRA DERECHO A DEMANDAR REPARACIÓN DE DAÑO MORAL CAUSADO EN CASOS DE DESPIDO QUE INDICA

(5336-13)

Honorable Senado:

Vistos:

Lo dispuesto en el artículo 1°, 19° numerales 1°, 3°, 4° y 16° de la Constitución Política de la República y en el Código del Trabajo.

Considerando:

Naturaleza del contrato de trabajo:

El contrato de trabajo está definido en el Art. 7° del Código del ramo como "una convención por la cual el empleador y el trabajador se obligan recíprocamente, éste a prestar servicios personales bajo dependencia y subordinación al primero, y aquél a pagar por esos servicios una remuneración determinada. "

El contrato de trabajo, por tanto, no puede encasillarse como una convención cualquiera. “La naturaleza del bien transado, el trabajo humano, donde se compromete la personalidad del trabajador conforma un contrato muy especial, de caracteres propios y donde la tutela del trabajador por medio de la intervención legal y de la autotutela colectiva es de vital importancia" 
, lo ponen en un status superior a otras figuras jurídicas del mismo carácter.

El mismo Código, en su artículo 2°, reconoce la función social del trabajo y numerosos textos de diverso orden, entre los que se cuentan las encíclicas papales Rerum Novarum y Laborem Exercens conceden un valor ético privilegiado al trabajo humano y discuten la noción de mercancía con que muchos autores pretenden calificarlo.

Término del contrato de trabajo:

Uno de los momentos más angustiosos para cualquier trabajador es la pérdida de su empleo. Ello tiene una serie de implicancias personales, profesionales, familiares, sociales y económicas que han motivado una especial preocupación de la legislación.

El Código del Trabajo se ocupa por ello, de normar, pormenorizadamente, las diversas obligaciones que surgen para las partes a consecuencia del término de la relación laboral.

En cuanto a sus causas, nuestra legislación establece un catálogo bastante amplio de conductas, hechos o situaciones que pueden motivar el cese de aquélla.

Sin embargo, es forzoso señalar que esta flexibilidad en la materia no es absoluta y que corresponde al empleador invocar y acreditar alguna de éstas para culminar válidamente el contrato.

La diversidad de causales existentes dan origen, a su vez, a variados efectos. Así, en el caso de aquéllas contempladas en el artículo 159 y que, en general, se refieren a hechos objetivos, con o sin intervención de las partes, el contrato terminará sin derecho a indemnización alguna. Lo mismo ocurrirá en el caso del artículo 160 que contiene diversas conductas impropias que motivan el despido por culpa.

Distinto es el caso del despido por necesidades de la empresa, caso en el cual deberá pagarse al trabajador la indemnización por años de servicio convenida o, en su defecto, aquélla establecida en la ley, vale decir un mes de remuneraciones por año de servicio con un tope de once.

Despido injustificado, indebido, improcedente, sin invocar causales o carente de motivo plausible:

Hasta aquí razonamos sobre el supuesto que el empleador utiliza dichas causales para poner término a un contrato de un modo adecuado, vale decir que invoca una o más de ellas con dicho efecto y que puede acreditarlas.

Sin embargo, el Código también se pone en el supuesto que el empleador no invoque ninguna causal o que la o las que señale sean impugnadas por el trabajador y declaradas injustificadas, indebidas o improcedentes en los tribunales. Asimismo, se contempla el caso, más grave aún, de que ellas se estimen totalmente abusivas o carentes de motivo plausible.

En tales hipótesis, procederá el pago de la indemnización por años de servicio y del recargo que, para cada una de ellas, establezca la ley.

Naturaleza de la indemnización por años de servicio y del incremento:

Surge en este punto la cuestión acerca de la naturaleza de dicha indemnización y sus incrementos y, específicamente, si aquélla tiene por objeto cubrir los perjuicios que pudieran derivar para el trabajador de la terminación del contrato de trabajo y, en tal caso, si lo hace completamente.

En esta materia, existen numerosas teorías, como reseña Sergio Gamonal C. 
: la del salario diferido, la del premio a la fidelidad, el mayor valor de la empresa, daño a la antigüedad, resarcimiento del daño, pena impuesta al empleador, previsión y asistencia social, integración del preaviso, responsabilidad sin culpa y teorías eclécticas.

Dicho académico sostiene una doctrina ecléctíca, ya que participa de la idea de que consiste en un "premio a la fidelidad" y que además, responde a los objetivos de "previsión y asistencia social" y "promoción de la estabilidad en el empleo".

Por su parte, el Profesor Ramón Domínguez Águila, expresa que la "indemnización por despido no tiene un fundamento en la reparación integral de los daños causados por el despido", a lo que agrega que "lo que hace es devolverle, en alguna medida, la capacidad de trabajo que él entregó a su empleador", concluyendo en que "El hecho de calificársele de indemnización no significa, entonces, que su fundamento y finalidad sea reparar el daño, o todo el daño, producido por el despido.". 

Aún en la diversidad de matices existente, coincidimos en que no es posible sostener que tal indemnización, si cabe llamarle de ese modo, tiene por objeto compensar el daño provocado por el despido y, menos aún, todo el daño ocasionado.

Tampoco tienen ese carácter los incrementos establecidos en la ley para el caso de la invocación injustificada, improcedente, indebida o carente de motivo plausible de algunas de las causales establecidas en el Código del Trabajo. Se ha argumentado, en este sentido, el carácter meramente sancionatorio de tales aumentos con el que coincidimos. 

Daño Moral:

Pues bien, conforme lo señalado, puede sostenerse que existe un vacío en nuestra legislación en torno a la pertinencia de la reparación del daño moral ocasionado por un despido injustificado, indebido o improcedente y que éste tampoco ha sido suplido en los tribunales.

Entendemos, para este efecto, como daño moral "aquél que se causa con motivo de la ejecución de un hecho ilícito, el incumplimiento de un contrato o la frustración de la relación en su etapa precontractual, siempre que se afecte a la persona o se vulnere un bien o derecho de la personalidad o un derecho de familia propiamente tal." 

Pues bien, diversas disposiciones de la Carta Fundamental de 1980 reconocen el daño moral, configurando lo que se ha denominado principio de "reparación integral del daño" 
, de donde surge la necesidad de que aquéllas normas de jerarquía inferior contemplen, también, los perjuicios patrimoniales y morales.

Así se desprende, claramente de lo dispuesto en el Art. 19, numeral 7°, en materia de error judicial. Confirma lo anterior la excepción expresa que, respecto del daño moral, se hace en el numeral 24° del mismo artículo al referirse a la reparación a que se tiene derecho en caso de expropiación.

De lo dicho, cabe concluir que "la Constitución aboga por la reparación integral del daño, motivo por el que las legislaciones, ya sean civiles, laborales o de cualquier otra naturaleza, deben conformarse a ella". 

El corolario de lo señalado es que aún si desatendiéramos las teorías expuestas oportunamente y consideráramos que la indemnización por años de servicio cubre todo o parte del daño moral motivado en el despido, tales disposiciones serían inconstitucionales si no se contempla, además, en lo particular, la posibilidad de reclamar la reparación integral del daño, más allá del tarifado legal, cuando las circunstancias lo ameriten y así lo pruebe el afectado en los estrados. 

Evolución Legislativa:

Los autores citados analizan esta materia, comenzando por la Ley 16.455, de 1966 sobre terminación del contrato de trabajo, conocida como "ley de inamovilidad", metodología que, para evitar una excesiva pormenorización de normativas repetiremos.

Pues bien, dicho texto establecía una indemnización por años de servicio, solo subsidiaria al derecho principal que asistía al trabajador para recuperar su puesto de trabajo, en caso de estimarse que el despido fuera injustificado.

La indemnización a que tenía derecho el trabajador, en tal hipótesis, tenía un "piso" establecido en la ley, pero no tenía límite superior. Adicionalmente, tampoco excluía la posibilidad de que éste obtuviera otras indemnizaciones y beneficios previstos por la ley.

La Ley 18.620, que recoge en esta materia, en forma sustantiva, lo señalado por el D.L. 2200 de 1978 y sus modificaciones, señala que si se invocare maliciosamente alguna de ciertas causales indicadas expresamente, el empleador debía indemnizar los perjuicios que ocasionare al trabajador.

Dicha indemnización, apreciada por el Juez, era perfectamente compatible con otras previstas en el texto y diversa de las multas que pudieran imponerse al empleador.

Cabe tener presente que, en este caso, queda perfectamente delimitado el distingo entre indemnizaciones por años de servicio, otras indemnizaciones, especialmente las reparatorias y las sanciones.

El sistema del actual Código del Trabajo, en tanto, es diverso, pues para el caso de despidos injustificados, indebidos o improcedentes, cuando no se invoque una causal o se lo haga abusivamente, sin motivo plausible, se establece, en el artículo 168, una indemnización por años de servicio, aumentada en diversos porcentajes, tratándose de imputaciones especialmente graves, como las contenidas en los numerales 1, 5 y 6 del artículo 160.

Necesidad de precisar la materia:

De lo anterior se concluye que nuestra actual legislación no es clara para establecer la posibilidad del trabajador de obtener la reparación del daño moral derivado de un despido injustificado, improcedente o arbitrario, sin invocar causal o carente de motivo plausible, de modo adicional a la indemnización por años de servicio prevista en el Código, lo que se encuentra en abierta oposición con lo prescrito en la propia Constitución Política de la República.

Tal vacío fue advertido al abordarse el Proyecto de Ley sobre Acoso Sexual, Boletín 1419 ‑ 07, acogiéndose una indicación de la H. Diputada Sra. Adriana Muñoz D'Albora, incorporada en el texto despachado al Senado.

Lamentablemente, tan importante aporte, apoyado en la Comisión de Trabajo y Previsión Social por el Sr. Ministro Ricardo Solari, resulta insuficiente para abordar todos los casos en los que esta situación puede plantearse, cubriendo solo una de ellas, acaso la menos frecuente, el despido indirecto o autodespido, del artículo 171 y solo en algunas de sus hipótesis, por lo que debe ser complementado.

Posteriormente, en las modificaciones tendientes a establecer un nuevo procedimiento laboral y los tribunales especializados, también, se intentó incorporar esta materia sin éxito.

La jurisprudencia tampoco ha logrado resolver el problema. Los tratadistas citados concuerdan en que sólo en un caso, cuya ejecución data de 1999, se logró sancionar el daño moral emanado de un despido injustificado.

La resolución condenó al Banco del Estado de Chile al pago de $ 10.000.000 a un ex empleado, acogiendo la responsabilidad extracontractual que le cabe a la entidad por no haber logrado probar en sede laboral la falta de probidad que sostenía respecto del demandante despedido.

Se destaca, en todo caso, en esta materia una resolución de fecha reciente de la Excma. Corte Suprema de Justicia, que acoge un recurso de casación interpuesto contra una sentencia de primera instancia del Primer Juzgado de Letras de Temuco, confirmado por la I. Corte de Apelaciones de dicha ciudad y rechaza la pretensión del demandante de obtener reparación del daño moral derivado de un despido injustificado.

Los autores valoran la prevención en el fallo del Ministro Libedinsky, quien concurriendo con la casación, señala, sin embargo, que "si bien las indemnizaciones derivadas de un despido injustificado por parte del empleador están, en principio, limitadas por las normas que el Código del Trabajo fija al respecto en el Título V del Libro I, ella no excluyen que, en casos especiales ‑si se prueban perjuicios extraordinarios, como lo sería el daño moral experimentado por el trabajador abusívamente despedido ‑, pueda reconocerse a favor de este último una indemnización adicional, no prevista especialmente por la ley laboral".

Responsabilidad Contractual o Extracontractual:

Un último punto que no quisiéramos dejar de abordar, aunque tampoco pretendemos adentrarnos en él excesivamente, por tratarse de una discusión doctrinal que pudiera ser de largo aliento y dificultar el tratamiento de este tema, dice relación con la naturaleza de la responsabilidad que se genera en este caso.

Algunos autores sostienen que se trata de una responsabilidad contractual que emana del incumplimiento de los deberes del contrato, en particular, en lo referido a su terminación.

Otros, argumentan a favor de la responsabilidad extracontractual, señalando que lo que se busca en la reparación de la conducta dolosa o culpable, consistente en imputar al trabajador hechos o situaciones que lesionan su honra.

Dos consecuencias principales surgen de adherir a una u otra. Desde luego, el Tribunal competente, laboral o civil, según el caso y, en segundo término, acerca de la propia procedencia del daño moral, muy cuestionado en la jurisprudencia tratándose de la responsabilidad contractual.

Pensamos, aún con la dificultad anotada, que se trata de una responsabilidad contractual, lo que tiene ventajas prácticas y probatorias importantes, la principal de las cuales será su radicación en los Juzgados del Trabajo, particularmente en aquél que conoció del anómalo despido. Entendemos que, a lo menos en este caso, la reticencia a asumir el daño moral en materia contractual se evita con una mención expresa a éste.

Modificación propuesta:

Creemos que resulta imprescindible contribuir a zanjar esta cuestión, ajustando claramente las normas del Código del Trabajo en la materia a la Carta Fundamental.

Para ello debiera reconocerse, expresamente, que las disposiciones que el Código contempla en los casos especiales de despidos improcedentes, injustificados o indebidos anotados no excluyen, en modo alguno, la posibilidad del afectado de obtener, la reparación del daño moral extraordinario y de naturaleza contractual que se le hubiera causado y que pudiera probar.

A efecto de evitar mayores discusiones se clarifica, además, absolutamente la redacción del artículo 176.

Por lo anterior, el Senador que suscribe viene en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único: Modifíquese el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.F.L. 1, publicado el 16 de Enero del 2003, del siguiente modo:

1.‑
Intercálase el siguiente nuevo inciso tercero al artículo 168, pasando los actuales tercero y cuarto a ser quinto y sexto, respectivamente:

"Lo dispuesto en los incisos anteriores no excluye el derecho del trabajador para exigir la reparación de los perjuicios extraordinarios que en materia extrapatrimonial, se le hubieran causado por un despido abusivo como el señalado en el inciso precedente; por uno declarado injustificado, indebido, improcedente o sin invocación de causal, atendiendo sus circunstancias y motivaciones o por uno en que se hubiera procedido según dispuesto en el artículo 171. Dicha acción se sujetará a las reglas de la responsabilidad contractual y deberá interponerse ante el mismo tribunal que hubiera conocido el asunto.".

2.‑
Agrégase el siguiente inciso final al artículo 176:

"Lo anterior no afectará, en caso alguno, la reparación del daño moral a que se refiere el inciso tercero del artículo 168.".”.

(Fdo.):Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES, SEÑOR LETELIER, SEÑORA ALVEAR Y SEÑORES NARANJO, SABAG Y VÁSQUEZ, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA RESPALDAR DESIGNACIÓN DE UN REPRESENTANTE ESPECIAL DE NACIONES UNIDAS PARA EL TEMA DE VIOLENCIA FÍSICA HACIA NIÑOS Y ADOLESCENTES

(S 1014-12)

Honorable Senado:

CONSIDERANDO:

1.— Que el castigo físico, degradante y humillante, constituye una violación a los Derechos Humanos de niños, niñas y adolescentes, al respeto a su dignidad, a vivir libres de violencia y de toda forma de discriminación, a no recibir tratos crueles, inhumanos y degradantes, a su integridad personal, moral, física y psicológica.

2.— Que en Chile, el castigo físico hacia niñas, niños y adolescentes es una realidad indesmentible, que abarca el 54% de los menores de 18 años, sin incluir la violencia sicológica de la que son víctimas otro 21%.

3.— Que Chile ratificó en el año 1990 la “Convención Sobre los Derechos del Niño”; que el Comité de los Derechos del niño de la ONU se ha pronunciado reiteradamente sobre la necesidad de que se prohíba el uso del castigo físico y humillante.

4.— Que el Estudio de las Naciones Unidas, coordinado por el experto Paulo Sergio Pinheiro, recomienda que los gobiernos designen un Representante Especial del Secretario General para el tema de la Violencia contra los Niños, que “actúe como promotor mundial prominente de los derechos del niño para impulsar la prevención y eliminación de toda forma de violencia contra la niñez, alentar la cooperación internacional y regional y asegurar un seguimiento de las presentes recomendaciones.” (párrafo 120; véase Apéndice II para leer las recomendaciones completas).

5.— El papel principal del Representante Especial deberá ser proporcionar una dirección general y promover los compromisos internacionales y la toma de medidas concretas para acabar con la violencia contra la niñez. También deberá asegurar la buena coordinación de las actividades enfocadas a tratar este asunto dentro y fuera del sistema de las Naciones Unidas.

Los aspectos clave de su mandato serían los siguientes:

1. Dar a conocer y poner de manifiesto todas las formas de violencia contra la niñez y requerir su eliminación;

2. Fomentar el cumplimiento y el seguimiento de las recomendaciones del Estudio;

3. Identificar y divulgar las buenas prácticas;

4. Garantizar una buena coordinación y comunicación entre las entidades interesadas.

6.— Estos temas están reflejados en las recomendaciones hechas por el Experto Independiente en su informe final ante la Asamblea General de las Naciones Unidas (A/61/299, especialmente párrafos 120 a 123, véase Apéndice II).

POR TANTO

Se solicita a la Presidenta de la República que en uso de sus atribuciones legales y constitucionales:

Respalde la iniciativa de la designación de un Representante Especial de Naciones Unidas para el tema de la violencia física hacia los niños, niñas y adolescentes, que será vista en la 62ª Asamblea General.

(Fdo.): Juan Pablo Letelier Montes, Senador.— Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.— Jaime Naranjo Ortiz, Senador.— Hosaín Sabag Castillo, Senador.— Guillermo Vásquez Úbeda, Senador.
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL DFL. Nº 4, DE 2007, DE ECONOMÍA, LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS, EN LO RELATIVO A SEGURIDAD Y CONTINUIDAD DE SUMINISTRO ELÉCTRICO A CLIENTES REGULADOS Y SUFICIENCIA DE SISTEMAS ELÉCTRICOS

(5251-08)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que modifica el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos, en lo relativo a la seguridad y continuidad del suministro eléctrico a los clientes regulados y la suficiencia de los sistemas eléctricos (Boletín N° 5251-08), con las siguientes enmiendas:


Artículo único.-


Ha reemplazado el número 2) por el siguiente: 


"2) Modifícase el artículo 27º, de la siguiente forma:


a) En el inciso primero: 


a.1) Intercálase entre el vocablo “Municipalidad” y la conjunción disyuntiva “o” que le sigue, la expresión “, certificación notarial”; 


a.2) Agrégase, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: “En la certificación notarial señalada precedentemente, deberá constar que los planos de las servidumbres referidas fueron puestos en conocimiento de los afectados.”.


b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:


“Los afectados que hubieren formulado observaciones u oposiciones respecto de los planos señalados en el inciso primero, se tendrán por notificados, para todos los efectos legales, de la solicitud de servidumbre respectiva.”.".

***

Ha introducido la siguiente modificación en el numeral 4):


Ha intercalado en el primer párrafo del inciso octavo del artículo 146 ter, a continuación de las expresiones “deberán enajenarse como unidad económica”, y antes del punto seguido (.), la siguiente oración, precedida de una coma (,): 


“salvo que los acreedores que reúnan más de la mitad del pasivo de la quiebra con derecho a voto, soliciten al juez de la quiebra lo contrario, debiendo éste resolver con audiencia de la Superintendencia y de la Comisión a fin de no comprometer los objetivos referidos en el inciso segundo de este artículo”.
***


Ha sustituido el inciso cuarto del artículo segundo transitorio, por el siguiente:


“El costo de servir el suministro sometido a regulación de precios de la distribuidora concernida, en la proporción destinada a clientes regulados, definido como la diferencia entre el costo marginal horario de energía y el correspondiente precio de nudo vigente, multiplicada por la energía suministrada para satisfacer el suministro dedicado a clientes regulados del sistema correspondiente, será financiado por los generadores que retiren energía e incluido como un nuevo costo de los contratos de suministro destinados a satisfacer la totalidad del consumo del respectivo sistema, sin que dicho costo sea aplicable a los clientes regulados. Para este efecto, y para cada período en el cual se efectúen las facturaciones de las transferencias de energía en el Centro de Despacho Económico de Carga del respectivo sistema, el costo antes referido se dividirá por la totalidad de la energía demandada. Este valor resultante constituirá el cargo adicional a aplicar a cada kilowatt-hora retirado. De la suma que se recaude con la aplicación del señalado cargo, la Dirección de Peajes del Centro de Despacho Económico de Carga determinará el monto a pagar a cada empresa generadora de conformidad a lo establecido en este inciso.”.
***


Ha sustituido el inciso tercero del artículo 3° transitorio, por el siguiente:


“Transcurrido el período señalado en el inciso anterior, sin que se hubiere iniciado un nuevo contrato de suministro a la distribuidora, el costo de servir el suministro sometido a regulación de precios de la distribuidora concernida, en la proporción destinada a clientes regulados, definido como la diferencia entre el costo marginal horario de energía y el correspondiente precio de nudo vigente, multiplicada por la energía suministrada para satisfacer el suministro dedicado a clientes regulados del sistema correspondiente, será financiado por los generadores que retiren energía e incluido como un nuevo costo de los contratos de suministro destinados a satisfacer la totalidad del consumo del respectivo sistema, sin que dicho costo sea aplicable a los clientes regulados. Para este efecto, y para cada período en el cual se efectúen las facturaciones de las transferencias de energía en el Centro de Despacho Económico de Carga del respectivo sistema, el costo antes referido se dividirá por la totalidad de la energía demandada. Este valor resultante constituirá el cargo adicional a aplicar a cada kilowatt-hora retirado. De la suma que se recaude con la aplicación del señalado cargo, la Dirección de Peajes del Centro de Despacho Económico de Carga determinará el monto a pagar a cada empresa generadora de conformidad a lo establecido en este inciso.”.
***


Ha suprimido el artículo sexto transitorio.
***


Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio N° 1.154/SEC/07, de 5 de septiembre de 2007.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI, NÚÑEZ, ORPIS, PÉREZ VARELA Y SABAG, QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, EN LO RELATIVO A REQUISITO DE EDUCACIÓN QUE SE EXIGE PARA POSTULAR A CARGO DE ALCALDE

(5314-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe e iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag.

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Exigir como requisito para acceder al cargo de alcalde haber cursado la enseñanza media real y efectiva, e imponer las sanciones que indica al postulante a acalde que falsifique el documento que acredite el cumplimiento de ese requisito.

- - -


De conformidad con el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala que la iniciativa en informe sea discutida en general y en particular a la vez, por estar contenida en un texto de artículo único.

- - -

II. CUESTIÓN PREVIA

Prevenimos que este proyecto de ley, de aprobarse, debe serlo con quórum de ley orgánica constitucional pues propone enmiendas a una ley de esa jerarquía, como es la ley municipal.

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


1. Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


2. Ley Nº 18.692, Orgánica Constitucional de Enseñanza.

3.2. De Hecho


Recuerdan los autores de la moción con que se inició este proyecto que la opinión pública ha conocido de situaciones que afectan a diversas autoridades, que delatan ocultamiento o falsedad de requisitos de título de estudio para acceder a cargos públicos.


Agregan que estas irregularidades son particularmente graves cuando conciernen al cargo de alcalde, autoridad que dadas las atribuciones que le ha entregado la ley, requiere de un nivel de conocimientos que le permita conducir con idoneidad el municipio.


Lo anterior, continúan, sirvió de fundamento a la ley Nº 19.958, que consignó como nuevo requisito para ser alcalde el de haber cursado enseñanza media o su equivalente.


Advierten, enseguida, que el cumplimiento del requisito mencionado puede darse por acreditado en la actualidad exhibiendo el postulante una licencia de enseñanza media obtenida con menores exigencias que la que requiere la enseñanza real y efectiva, lo cual distorsiona el fin perseguido por la reforma legal aludida.


Prosigue la moción señalando la necesidad de revisar el status educacional del jefe municipal, imponiendo una condición más precisa y de mayor jerarquía para postular a ese cargo, como es la de establecer como requisito el de acreditar haber cursado enseñanza media formal, regularmente obtenida.


Con el propósito indicado, la moción incluye dos enmiendas a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.


La primera de ellas incorpora en el artículo 57, que regula la elección de alcalde, un inciso tercero que complementa la exigencia de haber cursado la enseñanza media o su equivalente, declarando que debe entenderse por tal la enseñanza formal regular a que se refiere la Ley Orgánica Constitucional respectiva, esto es, la que satisface características de duración, contenidos y formalidades que dan por resultado una educación media completa, que habilita a las personas para acceder a la educación superior.


En otro orden, y vista la experiencia reciente en que el país ha presenciado declaraciones falsas en lo que respecta a títulos profesionales o grados educativos, la moción consigna como causal de cesación del cargo de alcalde la falsificación del certificado de licencia secundaria, cualquiera sea la responsabilidad penal del infractor. En otras palabras, si la sentencia correspondiente no lo condena a pena aflictiva sufrirá esa sanción en virtud de este precepto. Por el contrario, si la sentencia que admite la falsificación del certificado lo hace merecedor de pena aflictiva, éste también cesará en su cargo de alcalde porque dicha pena conlleva la pérdida de ciudadanía, que es condición esencial para desempeñarlo.


Finalmente, el proyecto contiene una norma transitoria que dispone que esta ley regirá 60 días antes de la fecha de declaración de candidaturas a alcalde a que se refiere el artículo 107 de la ley municipal.

IV. ESTRUCTURA DEL PROYECTO


La iniciativa en informe está conformada por un artículo único y un artículo transitorio.


El artículo único, integrado con dos literales, introduce enmiendas a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades:


Uno) La primera, recaída en el artículo 57, que regula la elección del alcalde, precisa el requisito de haber cursado la educación media para postular al cargo de alcalde señalando que debe entenderse por tal la enseñanza formal regular definida en la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza (determina sus contenidos y fija su duración en cuatro años).


Dos) La segunda tiene por objeto incluir en el artículo 60 de este texto -regula las causales de cesación en el cargo del alcalde- la de haber falsificado el infractor el certificado de licencia media sin que haya sido condenado a pena aflictiva, otorgando acción pública para promover la remoción.


El artículo transitorio previene que esta ley entrará en vigor 60 días antes de la fecha de declaración de candidaturas al cargo de alcalde.

V. ACUERDO


En sesión de hoy, 12 de septiembre, la Comisión, con la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, que a su vez son los autores de la moción, ratificó los fundamentos de la misma, prestándole su aprobación con tres enmiendas:


1. Reemplazó en la letra b) del artículo único, que introduce enmiendas al artículo 60 de la Ley Orgánica de Municipalidades, la expresión “tercero” que sigue a la palabra inciso, por el vocablo “cuarto”.


2. Reemplazó las referencias a los artículos 5º, 8º, inciso primero del artículo 14 y artículo 26 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza por otra a los artículos 5º, 9º e inciso primero del artículo 16, todos del mismo texto legal.


3. Sustituyó la modalidad de vigencia de esta ley contenida en la moción (regiría 60 días antes de la fecha de declaración de candidatura a alcalde) por otra que dispone que esta ley regirá desde su publicación, con lo cual se facilita su aplicación pues si el trámite legislativo del proyecto permite que éste sea publicado con anterioridad a la próxima elección de alcaldes y concejales del año 2008 esta ley regirá para ese año, o bien en la siguiente elección municipal si su publicación es posterior.

- - -


En consecuencia, esta Comisión propone a la Sala, en general y en particular, la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Introdúcense las siguientes enmiendas a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está fijado en el D.F.L. N° 1, del Ministerio del Interior, de 2006:


a) Incorpórase el siguiente inciso tercero en el artículo 57:


"Se entiende por enseñanza media para los efectos de este artículo, la enseñanza formal regular a que se refieren los artículos 5º, 9º, e inciso primero del artículo 16 del D.F.L. Nº 1, del Ministerio de Educación, publicado en el Diario Oficial de 21 de febrero de 2006, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


b) Intercálase en el inciso cuarto del artículo 60 entre las expresiones "el concejo," y "observándose", la siguiente oración "o el de la falsificación de la licencia de educación media sin que el infractor haya sido condenado a pena aflictiva, en que habrá acción pública para promover la remoción,".


Artículo transitorio.- La presente ley empezará a regir desde la fecha de su publicación.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día de hoy, 12 de septiembre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Núñez, Orpis y Pérez Varela.


Sala de la Comisión, a 12 de septiembre de 2007.

(Fdo.):Mario Tapia Guerrero,
Secretario de la Comisión
� Los estudios a los cuales acudimos son la “Bancarización en Chile: Concepto y medición”, preparado por los analistas del Departamento de Estudios de la SIF, Liliana Morales y Álvaro Yánez; “Créditos de Consumos Bancarios: evolución reciente: 1997-205”, en Serie Técnica N 3, de los mismos autores.
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